
DELITOS BANCARIOS

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

El siguiente punto del orden del día es la segunda lectura
del dictamen con proyecto de decreto por el que se derogan
el párrafo primero del artículo 115 y el artículo 116-bis,
ambos de la Ley de Instituciones de Crédito; se derogan los
párrafos cuarto y quinto del artículo 400-bis del Código Pe-
nal Federal y se reforma la fracción VIII del artículo 194
del Código Federal de Procedimientos Penales.

Ruego a la señora diputada Secretaria consultar a la Asam-
blea si se admite la dispensa de la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al dictamen.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Se dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

HONORABLE ASAMBLEA: 

A la Comisión de Justicia y Derechos Humanos de la LVIII
Legislatura de la Cámara de Diputados al H. Congreso de
la Unión, fue turnada para su discusión y resolución cons-
titucional la iniciativa con Proyecto de Decreto por el que
se derogan el párrafo primero del artículo 115 y el artículo
116 bis de la Ley de Instituciones de Crédito; se derogan
los párrafos cuarto y quinto del Artículo 400 bis del Códi-
go Penal Federal y se reforma la fracción VIII del Artículo
194 del Código Federal de Procedimientos Penales. 

La Comisión de Justicia y Derechos Humanos con funda-
mento en lo establecido por los artículos 71 y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y

de conformidad con las facultades que le confieren los ar-
tículos 39, párrafo 1 y 2 fracción XVIII , 45 párrafo 6 inci-
so f) y g) y demás relativos de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, y las que
se deriven al caso, como son las contenidas en los artículos
55, 56, 60, 87, 88 y 93 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del propio Congreso General, somete a considera-
ción de los integrantes de esta Honorable Asamblea el pre-
sente dictamen, bajo la siguiente: 

METODOLOGIA 

La Comisión encargada del análisis y dictamen de la ini-
ciativa presentada, desarrollaron su trabajo conforme al
procedimiento que a continuación se describe: 

1.- En el capítulo de “Antecedentes”, se da cuenta del trá-
mite de inicio del proceso legislativo, del recibo y turno pa-
ra el dictamen de la iniciativa de decreto y de los trabajos
previos de la Comisión. 

2.- En la “Exposición de Motivos” se exponen los motivos
y alcances de la propuesta de reformas en estudio y se ha-
ce una breve referencia a los temas que la componen. 

3.- En el rubro de “Consideraciones” los integrantes de la
Comisión de Justicia y Derechos Humanos, expresan argu-
mentos de valoración de la propuesta y de los motivos que
sustentan la decisión de respaldar en lo general la iniciati-
va en análisis. 

1.- ANTECEDENTES 

PRIMERO.- Con fecha 18 de octubre de 2001, el ciudada-
no diputado Juan Carlos Regís Adame a nombre del grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo, presentó al Pleno de
esta Honorable Cámara de Diputados, la iniciativa con Pro-
yecto de Decreto por el que se derogan el párrafo primero
del artículo 115 y el artículo 116 bis de la Ley de Institu-
ciones de Crédito; se derogan los párrafos cuarto y quinto
del artículo 400 bis del Código Penal Federal y se reforma
la fracción VIII del artículo 194 del Código Federal de Pro-
cedimientos Penales. 
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SEGUNDO.- En Sesión celebrada el 18 de octubre de
2001, la Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados al
Honorable Congreso de la Unión, turnó a la Comisión de
Justicia y Derechos Humanos para su estudio y dictamen la
iniciativa de reformas en comento. 

TERCERO.- En esa misma fecha, los integrantes de la Co-
misión de Justicia y Derechos Humanos, conocieron la ini-
ciativa presentada y procedieron a nombrar una subcomi-
sión de trabajo tendiente a analizar su aprobación o
modificación sobre la base de la siguiente: 

2.- EXPOSICION DE MOTIVOS 

En el Congreso Constituyente de 1916-1917 se discutió
ampliamente la propuesta de dotar al Ministerio Público,
en su carácter de representante de la sociedad, del mono-
polio del ejercicio de la acción penal. Lo cual significa que
sólo esta institución es la que se encuentra legitimada para
solicitar a los órganos jurisdiccionales órdenes de aprehen-
sión y consignación de expedientes y/o detenidos a través
del conocimiento que tiene de la comisión de delitos, en la
fase de averiguación previa. 

El Artículo 21 párrafo primero de nuestra Norma Funda-
mental establece: “La imposición de las penas es propia y
exclusiva de la autoridad judicial. La investigación y per-
secución de los delitos incumbe al Ministerio Público, el
cual se auxiliará con una policía que estará bajo su autori -
dad y mando inmediato...” A su vez el segundo párrafo del
Artículo 16 establece: “ No podrá librarse orden de apre-
hensión sino por la autoridad judicial y sin que proceda de-
nuncia o querella de un hecho que la ley señale como deli-
to, sancionado cuando menos con pena privativa de
libertad y existan datos que acrediten el cuerpo del delito y
que hagan probable la responsabilidad del indiciado”. 

A su vez la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la
República establece que en la persecución de los delitos del
Orden Federal, en su Artículo 8 numeral 1 inciso a) se seña-
la en la averiguación previa: a) recibir denuncias o querellas
sobre acciones u omisiones que puedan constituir delito. 

De igual forma el Artículo 2° del Código Federal de Pro-
cedimientos Penales establece que: “Compete al Ministerio
Público Federal llevar a cabo la averiguación previa y ejer-
cer, en su caso, la acción penal ante los tribunales. 

En la averiguación previa corresponderá al Ministerio Pú-
blico: 

I. Recibir las denuncias o querellas que se le presenten en
forma oral o por escrito sobre los hechos que puedan cons-
tituir delitos; 

II. Practicar y ordenar la realización de todos los actos con-
ducentes a la acreditación del cuerpo del delito y la proba-
ble responsabilidad del inculpado, así como la reparación
del daño.

El término denuncia proviene del latín denuntiare, el cual
significa “hacer saber”, “remitir un mensaje”, o de otra for-
ma significa “el acto a través del cual un particular hace del
conocimiento del órgano persecutorio de los delitos, que se
ha cometido una conducta probablemente constitutiva de
delito, para que dicho órgano actúe. 

A su vez, la querella como medio para iniciar la averigua-
ción previa, al igual que la denuncia, es hacer del conoci-
miento del órgano persecutorio de los delitos, hechos pre-
suntamente constitutivos de delito, realizada por persona
determinada, pero que a diferencia de la denuncia, debe
tratarse de un supuesto delito que se persigue a petición del
ofendido y debe ser hecha por éste o por su representante
legal. 

Aunado a lo anterior el Artículo 113 fracción I del propio
Código Adjetivo establece: “cuando se trate de delitos en
los que solamente se pueda proceder por querella necesa-
ria, si ésta no se ha presentado”. 

Y en el Artículo 114 de dicho ordenamiento se señala: “es
necesaria la querella del ofendido, solamente en los casos
que así lo determine el Código Penal u otra Ley”. 

De las disposiciones constitucionales y legales antes cita-
das, se desprende claramente la facultad de la institución
del Ministerio Público como órgano encargado de la perse-
cución de los delitos y, en su caso, del ejercicio del mono-
polio de la acción penal. 

Sin embargo, en la actualidad hay una serie de disposicio-
nes legales que supeditan la facultad del conocimiento y
persecución de los delitos a un requisito de procedibilidad
de previa querella por parte de otra autoridad pública, sin
la cual el Ministerio Público no puede actuar. 

Específicamente lo que se prevé en el Artículo 115 primer
párrafo de la Ley de Instituciones de Crédito que señala:



“En los casos previstos en los artículos 111 al 114 de esta
Ley, se procederá a petición de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, quien escuchará la opinión de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores; también se procederá a pe-
tición de la Institución de Crédito de que se trate, o que ten-
ga interés jurídico”. 

También en el Artículo 116 bis de la Ley antes citada se se-
ñala: “La acción penal en los casos previstos en esta Ley
perseguibles por petición de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público,...” 

Por otra parte en la Ley de Instituciones de Crédito se es-
tablecen los denominados delitos bancarios, que por ser és-
ta una ley de carácter federal, la actualización de las hipó-
tesis normativas que ahí se señalan, en tanto que delitos
federales, son competencia del Ministerio Público de la Fe-
deración. 

Sin embargo, la intervención de la representación social no
puede darse de manera directa, sino que se requiere la inter-
vención de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a
través de la Procuraduría Fiscal de la Federación, la cual de-
berá presentar querella ante el Ministerio Público Federal. 

Es pertinente destacar que la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal otorga en su Artículo 31 fracción
VII, la facultad a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico para “planear, coordinar, evaluar y vigilar el Sistema
Bancario del país que comprende al Banco Central, a la
Banca Nacional de Desarrollo y las demás Instituciones en-
cargadas de prestar el Servicio de Banca y Crédito”. 

Sin embargo, esta facultad de vigilancia del Sistema Ban-
cario Nacional a cargo de esta Dependencia del Ejecutivo
Federal no se cumple de manera eficiente, razón por la cual
al amparo de la deficiente vigilancia por parte de la Secre-
taría y la negligente actuación de los funcionarios banca-
rios en la prestación de las operaciones activas a las que se
refiere la Ley de la Materia, generaron junto con las erráti-
cas políticas gubernamentales, la crisis del Sistema Banca-
rio Mexicano. 

Esta situación que estuvo a punto de poner en riesgo el Sis-
tema Nacional de Pagos, tuvo que ser apoyada por el Go-
bierno Mexicano al asumir los quebrantos bancarios a tra-
vés del Fondo Bancario de Protección al Ahorro, mismos
que se convirtieron indebidamente como deuda pública, a
través de la firma de los pagarés correspondientes a cargo
del gobierno. 

En diciembre de 1998, se aprobó la denominada Ley del
I.P.A.B. y como resultado del inicio en vigor de dicha Ley,
la Honorable Cámara de Diputados ordenó, a través de la
contratación de un auditor externo, la realización de audi-
torias al fideicomiso antes señalado. 

Encontrando severas fallas en la forma en la que los ban-
cos otorgaron créditos, ya que existían muchos créditos
cruzados o que no contaban con una garantía suficiente. El
resultado de dichas deficiencias ha sido el enorme rescate
bancario que el pueblo de México ha tenido que pagar y
que ha endeudado a las futuras generaciones de mexicanos. 

Los Bancos son apoyados financieramente, son interveni-
dos o vendidos, pero en muy pocos casos se han logrado
determinar responsabilidades de carácter penal, ya que, co-
mo lo hemos expuesto anteriormente el Ministerio Público
se encuentra supeditado en su actuación al cumplimiento
del requisito de procedibilidad, consistente en la previa
querella de las autoridades de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. 

3.- CONSIDERACIONES. 

Es un hecho público y por demás notorio, que funcionarios
y empleados de bancos y organizaciones auxiliares del cré-
dito cometieron serias irregularidades con el patrimonio
que a su cargo tenían, con la ilícita finalidad de propiciar-
se ventajas económicas, y pese a lo anterior es público tam-
bién que lo que se ha hecho en contra de esas personas es
muy poco, casi nada. Esto es lo que tiene que explicarse de
alguna manera y no podríamos explicarlo, sino, partiendo
de la base que nuestro marco jurídico actual ofrece grandes
ventajas para que funcionarios desleales omitan presentar
en tiempo las querellas correspondientes, también, porque
existen dificultades para descubrir y sancionar al “Delito
de Cuello Blanco” en razón del poder económico de quie-
nes lo cometen. 

Actualmente nuestros ordenamientos legales no llegan a
contemplar de manera amplia las irregulares conductas de
los criminales de cuello blanco, de hecho, al ser éstos per-
sonas con conocimientos elevados en la materia, conocen
cuáles son los caminos más viables para evadir las regla-
mentaciones legales y la vigilancia de las autoridades. “Los
delincuentes de “Cuello Blanco”, por las múltiples activi-
dades que desarrollan, gozan con frecuencia el delito, ya
que la fantasía humana puede imaginar supuestos que el le-
gislador no ha previsto. El recurso de acudir a las clásicas
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regulaciones de los tipos penales con frecuencia se revela
como insuficiente” 

En este sentido, los legisladores tenemos un reto a vencer,
ya que una de las complejidades de mayor trascendencia
del delito económico es su apariencia externa de licitud, en
efecto, resulta difícil determinar en muchos casos si una
operación mercantil específica es un acto normal propio de
un empresario audaz o una “estafa”. 

Nuestros mecanismos legales siguen siendo demasiado
formalistas, ya que lejos de permitir la persecución de los
delincuentes, en la práctica la obstaculizan. Así, encontra-
mos dentro de los ordenamientos legales de esta materia,
cuestiones como: los mecanismos para llegar a él, la peti-
ción o querella de la institución afectada o de la autoridad
hacendaría con la opinión previa del órgano de vigilancia,
con el fenómeno de un corto lapso para la prescripción de
la acción penal, con una ineficaz vigilancia por parte de las
autoridades, ya por no tener recursos humanos especializa-
dos o por no contar con ellos en la cantidad necesaria y su-
ficiente para tan importante tarea, originando corrupción
en algunos niveles de las autoridades procuradoras y admi-
nistradoras de justicia, provocada en muchas ocasiones por
el poder económico de los inculpados. 

La sociedad mexicana ha sido vulnerada por las conductas
indebidas en el sector financiero, originadas por el desvió
ilícito del patrimonio de las instituciones y con ello los re-
cursos que el pueblo usuario les ha confiado, al mismo
tiempo han minado la confianza pública que es la base y
fundamento de su operación, afectando gravemente la dig-
nidad de los miles de funcionarios y trabajadores de estas
instituciones que cotidianamente manejan con honradez y
transparencia los recursos que el público deposita e invier-
te en estas instituciones, además de que, lastima sensible-
mente la credibilidad de este importantísimo agente activo
del desarrollo económico, no solamente en el ámbito na-
cional sino internacional. 

En tal virtud, diputados federales, consideramos que el
combate a las conductas ilícitas en este sector, es un impe-
rativo social, una demanda de los usuarios de los servicios
financieros y de los propios funcionarios financieros. 

El bien jurídico protegido es el sistema financiero mexica-
no, fundamental para el funcionamiento de la vida en so-
ciedad y para el desarrollo nacional, por lo que resulta in-
discutiblemente de interés público la adecuada y justa
sanción de los delitos financieros en aras de mantener una

regulación bien ponderada del sistema financiero, que sal-
vaguarde la confianza y el prestigio como presupuestos
fundamentales para su eficaz funcionamiento. 

En nuestro sistema jurídico mexicano, existen básicamen-
te dos formas de persecución de los delitos: de oficio y a
instancia de parte. Se persiguen de oficio los delitos que
dañan los intereses de la sociedad o del Estado; y a petición
de parte los que solamente perjudican el interés individual,
lo que se considera generalmente como premisa básica de
distinción entre ambas formas de persecución. 

Los Diputados integrantes de la Comisión de Justicia y De-
rechos Humanos consideramos que es entendible, más no
justificable que en la legislación hasta hoy vigente se esta-
blezca que sea la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
quien ejerza ese “derecho” o atribución de actuar como
parte agraviada ya que es, el órgano del Estado encargado
en última instancia de vigilar el sistema financiero en la le-
gislación vigente; pero, es de destacarse, que en la práctica
se ha impedido una pronta y eficaz persecución de los de-
litos financieros, por lo que estimamos que, por su natura-
leza y relevancia, sean perseguibles de oficio, pero con la
correspondiente obligación jurídica de los órganos encar-
gados de la vigilancia y supervisión del sistema financiero
de presentar la denuncia correspondiente, cuando por el
ejercicio de su función estatal conocieren de hechos delic-
tuosos. 

Cuantas veces, la Sociedad Mexicana se ha enterado que
prominentes banqueros o financieros obtienen rápidamen-
te su libertad ante los Tribunales Federales bajo el argu-
mento de que la Procuraduría Fiscal de la Federación no se
querello oportunamente ante el Ministerio Público Federal
para la debida persecución de estos delitos, razón por la
cual los juzgadores dictan autos de libertad. 

O bien, que se otorga por parte de los jueces de amparo la
suspensión de los actos reclamados bajo la hipótesis de que
no se está en el caso de delitos graves. Lo cual ocasiona
que los mexicanos tengamos la firme convicción de que
hay personas que cuentan con la capacidad económica pa-
ra comprar la justicia, cuando de origen la autoridad admi-
nistrativa es omisa o negligente en el cumplimiento de sus
atribuciones legales. 

Por ello, los Diputados integrantes de esta Comisión dicta-
minadora coincidimos plenamente con la propuesta para
derogar el párrafo primero del Artículo 115 de la Ley de



Instituciones de Crédito, que establece actualmente el re-
quisito de procedibilidad a favor de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público para que ésta se querelle ante el
Ministerio Público. 

Derogando también el Artículo 116 bis que contiene reglas
de prescripción de los delitos bancarios que son diferentes
y por supuesto menores a las que se establecen en el Títu-
lo Quinto, Capítulo VI de los Artículos 100 al 103 del Có-
digo Penal Federal. Asimismo sometemos a la considera-
ción de esta H. Soberanía, derogar los párrafos cuarto y
quinto reformando el Artículo 400 bis que establece, el re-
quisito de denuncia previa por parte de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público para poder investigar en tratándo-
se de delitos con recursos de procedencia ilícita. 

Además proponemos reformas al Artículo 194 en su frac-
ción VIII del Código Federal de Procedimientos Penales
para incluir todos los delitos previstos en la Ley de Institu-
ciones de Crédito y que son los artículos 111, 112, 112 bis,
113, 113 bis, 113 bis-1, 113 bis-2, 113 bis-3 y 114. 

Por lo anteriormente expuesto, los diputados integrantes de
la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, sometemos
a consideración del Pleno de esta Honorable Cámara de Di-
putados el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE DEROGAN EL PÁRRAFO
PRIMERO DEL ARTÍCULO 115 Y EL ARTÍCULO 116
BIS, AMBOS DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE
CRÉDITO; SE DEROGAN LOS PÁRRAFOS CUARTO
Y QUINTO DEL ARTÍCULO 400 BIS DEL CÓDIGO
PENAL FEDERAL Y SE REFORMA LA FRACCIÓN
VIII DEL ARTÍCULO 194 DEL CÓDIGO FEDERAL DE
PROCEDIMIENTOS PENALES. 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se derogan el párrafo primero
del Artículo 115, recorriéndose los demás en su orden y el
Artículo 116 bis, ambos de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, para quedar como sigue: 

Artículo 115.- Lo dispuesto en los artículos citados en es-
te Capítulo, no excluye la imposición de las sanciones que
conforme a otras leyes fueren aplicables, por la comisión
de otro u otros delitos. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, oyendo la
opinión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
dictará disposiciones de carácter general que tengan como
finalidad establecer medidas y procedimientos para preve-

nir y detectar en las instituciones de crédito y sociedades fi-
nancieras de objeto limitado, actos u operaciones que pue-
dan ubicarse en los supuestos del artículo 400 bis del Có-
digo Penal Federal, incluyendo la obligación de dichas
instituciones y sociedades de presentar a esa Secretaría, por
conducto de la citada Comisión, reportes sobre las opera-
ciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios,
por los montos y en los supuestos que en dichas disposi-
ciones de carácter general se establezcan. 

Dichas disposiciones deberán considerar entre otros aspec-
tos, criterios para la adecuada identificación de los clientes
y usuarios de las operaciones y servicios de las institucio-
nes y sociedades mencionadas, que consideren sus condi-
ciones específicas y actividad económica o profesional; los
montos, frecuencia, tipos y naturaleza de las operaciones y
los instrumentos monetarios con que las realicen y su rela-
ción con las actividades de los clientes o usuarios; las pla-
zas en que operen y las prácticas comerciales y bancarias
que priven en las mismas; la debida y oportuna capacita-
ción de su personal; y medidas específicas de seguridad en
el manejo de las operaciones de las propias instituciones y
sociedades. El cumplimiento de la obligación de presentar
reportes previstos en tales disposiciones no implicará
transgresión a lo establecido en los artículos 117 y 118 de
esta ley. 

Las disposiciones señaladas deberán ser observadas opor-
tunamente por los miembros de los consejos de adminis-
tración, comisarios, auditores externos, funcionarios y em-
pleados de los citados intermediarios; la violación de las
mismas será sancionada por la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores con multa equivalente del 10 al 100% del
acto u operación de que se trate. 

Tanto los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público y de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, como los miembros de los consejos de adminis-
tración, comisarios, auditores externos, funcionarios y em-
pleados de los intermediarios financieros a que se refiere
este artículo, deberán abstenerse de dar noticia o informa-
ción de las operaciones previstas en el mismo a personas,
dependencias o entidades, distintas de las autoridades com-
petentes expresamente previstas. La violación a estas obli-
gaciones será sancionada en los términos de las leyes co-
rrespondientes.” 

Artículo 116 bis.- Derogado. 
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ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan los párrafos cuarto
y quinto, recorriéndose los demás en su orden del Artículo
400 bis, del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 400 bis - Se impondrá de cinco a quince años de
prisión y de mil a cinco mil días multa al que por sí o por
interpósita persona realice cualquiera de las siguientes con-
ductas: adquiera, enajene, administre, custodie, cambie,
deposite, dé en garantía, invierta, transporte o transfiera,
dentro del territorio nacional, de éste hacia el extranjero o
a la inversa, recursos, derechos o bienes de cualquier natu-
raleza, con conocimiento de que proceden o representan el
producto de una actividad ilícita, con alguno de los si-
guientes propósitos: ocultar o pretender ocultar, encubrir o
impedir conocer el origen, localización, destino o propie-
dad de dichos recursos, derechos o bienes, o alentar alguna
actividad ilícita. 

La misma pena se aplicará a los empleados y funcionarios
de las instituciones que integran el sistema financiero, que
dolosamente presten ayuda o auxilien a otro para la comi-
sión de las conductas previstas en el párrafo anterior, sin
perjuicio de los procedimientos y sanciones que corres-
pondan conforme a la legislación financiera vigente. 

La pena prevista en el primer párrafo será aumentada en
una mitad, cuando la conducta ilícita se cometa por servi-
dores públicos encargados de prevenir, denunciar, investi-
gar o juzgar la comisión de delitos. En este caso, se im-
pondrá a dichos servidores públicos, además, inhabi-
litación para desempeñar empleo, cargo o comisión públi-
cos hasta por un tiempo igual al de la pena de prisión im-
puesta. 

Para efectos de este artículo se entiende que son producto
de una actividad ilícita, los recursos, derechos o bienes de
cualquier naturaleza, cuando existan indicios fundados o
certeza de que provienen directa o indirectamente, o repre-
sentan las ganancias derivadas de la comisión de algún de-
lito y no pueda acreditarse su legítima procedencia. 

Para los mismos efectos, el sistema financiero se encuentra
integrado por las instituciones de crédito, de seguros y de
fianzas, almacenes generales de depósito, arrendadoras fi-
nancieras, sociedades de ahorro y préstamo, sociedades fi-
nancieras de objeto limitado, uniones de crédito, empresas
de factoraje financiero, casas de bolsa y otros intermedia-
rios bursátiles, casas de cambio, administradoras de fondos

de retiro y cualquier otro intermediario financiero o cam-
biario. 

ARTÍCULO TERCERO.- Se reforma la fracción VIII del
Artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Pena-
les, para quedar como sigue: 

Artículo 194.- ...

I. a VII.- ... 

.......... 

VIII.- De la Ley de Instituciones de Crédito, los previstos
en los Artículos 111, 112, 112 bis, 113, 113 bis, 113 bis 1,
113 bis 2, 113 bis 3 y 114; 

IX. a XIV. ...

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Salón de Sesiones de la Honorable Cámara de Diputados,
Palacio Legislativo de San Lázaro a cuatro de diciembre de
dos mil dos. 

Diputados: José Elías Romero Apis, Presidente (rúbrica);
Roberto Zavala Echavarría, secretario; Fernando Pérez
Noriega, secretario (rúbrica); Germán Arturo Pellegrini Pé-
rez, secretario (rúbrica); David Augusto Sotelo Rosas, se-
cretario (rúbrica); Eduardo Andrade Sánchez; Flor Añorve
Ocampo (rúbrica); Francisco Cárdenas Elizondo; Manuel
Galán Jiménez (rúbrica); Rubén García Farías; Ranulfo
Márquez Hernández; José Manuel Medellín Milán; José
Jesús Reyna García; Juan Manuel Sepúlveda Fayad (rúbri-
ca); Benjamín Avila Márquez (rúbrica); Enrique Garza Ta-
mez (rúbrica); Gina Andrea Cruz Blackledge; Lucio Fer-
nández González (rúbrica); Alejandro E. Gutiérrez
Gutiérrez; Silvia América López Escoffie (rúbrica); María
Guadalupe López Mares (rúbrica); Vicente Pacheco Casta-
ñeda (rúbrica); Nelly Campos Quiroz; Víctor Hugo Son-
dón Saavedra (rúbrica); Martha Ruth del Toro Gaytán (rú-
brica); Genoveva Domínguez Rodríguez; Tomás Torres
Mercado (rúbrica); José Manuel del Río Virgen; Arturo Es-
cobar y Vega (rúbrica); Norma Patricia Riojas Santana (rú-
brica); Enrique Priego Oropeza (rúbrica).»



El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Tiene la palabra el diputado David Augusto Sotelo Rosas,
para fundamentar el dictamen de conformidad con el artícu-
lo 108 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, hasta por
cinco minutos.

El diputado David Augusto Sotelo Rosas: 

Ciudadanos diputados; con el permiso de la Presidencia:

A la Comisión de Justicia y Derechos Humanos de la LVIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, al honorable Con-
greso de la Unión, fue turnada para su discusión y resolu-
ción constitucional, la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se derogan el párrafo primero del artículo 115 y
el artículo 116 de la Ley de Instituciones de Crédito.

Se derogan los párrafos cuarto y quinto del artículo 400-
bis del Código Penal Federal y se reforma la fracción VIII
del artículo 194 del Código Federal de Procedimientos
Penales.

La Comisión de Justicia y Derechos Humanos ha conside-
rado que es un hecho público y por demás notorio, que fun-
cionarios y empleados de bancos y organizaciones auxilia-
res del crédito, cometieron serias irregularidades con el
patrimonio que a su cargo tenían con la ilícita finalidad de
propiciarse ventajas económicas y pese a lo anterior, es pú-
blico también, que lo que se ha hecho en contra de esas per-
sonas es muy poco o casi nada.

Esto es lo que tiene que explicarse de alguna manera y no
podríamos explicarlo, sino partiendo de la base que nues-
tro marco jurídico actual ofrece grandes ventajas para que
funcionarios desleales, omitan presentar en tiempo las que-
rellas correspondientes, también porque existen dificulta-
des para descubrir y sancionar al delito de cuello blanco.

La sociedad mexicana ha sido vulnerada por las conductas
indebidas en el sector financiero, originadas por el desvío
ilícito del patrimonio de las instituciones y con ello los re-
cursos que el pueblo usuario les ha confiado, al mismo
tiempo han minado la confianza pública que es la base y
fundamento de su operación, afectando gravemente la dig-
nidad de los miles de funcionarios y trabajadores de estas
instituciones que cotidianamente manejan con honradez y
transparencia, los recursos que el público deposita e in-
vierte en estas instituciones, además de que lastima sensi-

blemente la credibilidad de este importantísimo agente ac-
tivo del desarrollo económico, no solamente en el ámbito
nacional sino internacional.

Cuántas veces la sociedad mexicana se ha enterado que
prominentes banqueros o financieros obtienen rápidamen-
te su libertad ante los tribunales federales bajo el argumen-
to de que la Procuraduría Fiscal de la Federación no se cre-
yó oportunamente ante el Ministerio Público Federal para
la debida persecución de estos delitos, razón por la cual los
juzgadores dictan auto de libertad.

Por ello, los diputados integrantes de esta comisión dicta-
minadora, coincidimos plenamente con la propuesta para
derogar el párrafo primero del artículo 115 de la Ley de
Instituciones de Crédito que establece actualmente el re-
quisito de procedebilidad a favor de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, para que ésta se querelle ante el
Ministerio Público; derogando también el artículo 116-bis,
que contiene reglas de prescripción de los delitos bancarios
que son diferentes, y por supuesto menores a las que se es-
tablecen el Título Quinto, Capítulo VI, de los artículos 100
al 103 del Código Penal Federal.

Asimismo, sometemos a la consideración de esta sobera-
nía, derogar los párrafos cuarto y quinto, reformando el ar-
tículo 400-bis, que establece el requisito de denuncia pre-
via por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, para poder investigar, tratándose de delitos, con
recursos de procedencia ilícita.

Además proponemos reformas al artículo 194 en su frac-
ción VIII del Código Federal de Procedimientos Penales,
para incluir todos los delitos previstos en la Ley de Institu-
ciones de Crédito y que son los artículos 111, 112, 112-bis,
113, 113-bis, 113-bis-L, 113-bis-2, 103-bis-3 y 114.

Por lo anteriormente expuesto, los diputados integrantes de
la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, sometemos
a consideración de este pleno de la Cámara de Diputados el
presente dictamen.

Muchas gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias a usted, señor diputado Sotelo Rosas.

En consecuencia está a discusión en lo general...
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Se ha registrado para fijar su posición por los iniciadores
de esta iniciativa, la diputada Rosalía Peredo Aguilar.

Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco minutos.

La diputada Rosalía Peredo Aguilar:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros diputados:

El grupo parlamentario del Partido del Trabajo acude a esta
tribuna, para fijar su posición acerca del dictamen que nos
presenta la Comisión de Justicia y Derechos Humanos,
proyecto de decreto por el que se derogan diversas disposi-
ciones de la Ley de Instituciones de Crédito del Código Pe-
nal Federal y se reforma la fracción VIII del artículo 194
del Código Federal de Procedimientos Penales, que es re-
sultado de la iniciativa que fue sometida por el grupo par-
lamentario del Partido del Trabajo, en voz del diputado
Juan Carlos Regis Adame ante esta soberanía.

Coincidimos con la comisión que dictamina, en el sentido
de hacer respetar la facultad que al Ministerio Público otor-
ga el artículo 21 de nuestra Norma Fundamental, para ac-
tuar como órgano perceptor de los delitos. En algunas dis-
posiciones legales de carácter secundario, se establecían
situaciones que impedían la oportuna y eficaz actuación de
la Procuraduría en el combate a la delincuencia de cuello
blanco, ya que por medio de la figura denominada requisi-
to de procebilidad, el Ministerio Público no podía conocer
los delitos, sin que previamente quien tuviera la facultad
legal para querellarse lo hiciere.

Al amparo de esta serie de disposiciones legales, se come-
tieron innumerables quebrantos financieros, que la socie-
dad mexicana seguirá pagando durante un buen número de
años, es más, hoy seguimos discutiendo si el rescate ban-
cario fue para garantizar y salvaguardar el Sistema Nacio-
nal de Pagos o únicamente para proteger a un grupo que se
amparó en este rescate, para no ver perdidas sus fortunas.

Pero indudablemente en la sociedad mexicana hemos en-
tendido que no es conveniente mantener una serie de privi-
legios, para quienes al amparo de las disposiciones legales,
aún cometiendo delitos, y debido a la tardanza de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, por medio de la Pro-
curaduría Fiscal de la Federación para querellarse queda-
ran impunes.

Por esta situación estamos a favor de la propuesta, de que
se derogue el párrafo primero del artículo 115 y el 116-bis
de la Ley de Instituciones de Crédito, misma que se con-
tiene en el artículo 1o. del dictamen materia de análisis y
discusión.

Por otro lado, la Comisión de Justicia y Derechos Huma-
nos, nos propone en el artículo 2o. del dictamen, que se de-
roguen los párrafos cuarto y quinto actuales del Código Pe-
nal Federal, que establece en el requisito de procebilidad
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el caso
que se trate de operaciones con recursos de procedencia ilí -
cita, que mayormente puedan provenir de actividades del
narcotráfico, y que se inyectan a la economía para que,
como se dice en esta materia, lavarlo.

De igual forma, el grupo parlamentario del Partido del Tra-
bajo coincide con la comisión que dictamina, en el sentido
de reformar la fracción VIII del artículo 194 del Código
Federal de Procedimientos Penales, que contiene el catálo-
go de delitos graves, a los que la comisión de los mismos,
no da lugar a la obtención de libertad caucional.

Quienes cometen los delitos previstos en los artículos 111,
112, 112-bis, 113, 113-bis, 113-bis-1, 113-bis-2, 113-bis-3
y 114 de la Ley de Instituciones de Crédito, tendrán que es-
tar lo que dure su proceso privados de su libertad.

De estos delitos destacan, por ejemplo, los que se disponen
en el artículo 113 de la Ley de Instituciones de Crédito, los
cometidos por funcionarios o empleados de las institucio-
nes de crédito que intervengan directamente en otorga-
mientos de crédito, cuando dolosamente omitan u ordenen
omitir o registrar las operaciones efectuadas por la institu-
ción de que se trate o que dolosamente presenten a la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores datos falsos sobre
la solvencia del deudor o sobre el valor de las garantías que
protegen los créditos; o más aún, que conociendo la false-
dad sobre el monto de los activos concedan créditos.

Compañeras, compañeros legisladores, debemos recordar
que gran parte del quebranto bancario de la crisis del 94-
95, como luego se mostró en el informe de Michel Mackey,
fueron créditos que no tenían garantía suficiente o de pla-
no no tenían ninguna, que fueron a parar como cartera ven-
cida a la panza del Fobaproa y que la sociedad mexicana
está pagando.

No nos debe parecer excesiva la clasificación de estos de-
litos como graves en el Código Federal de Procedimientos



Penales, ya que son delitos que de pasar sin una sanción
mayor pueden poner en riesgo las finanzas públicas del
país.

Por las consideraciones antes expuestas, los diputados in-
tegrantes del grupo parlamentario del Partido del Trabajo,
votaremos en lo general y en lo particular a favor del pre-
sente dictamen.

Es cuanto, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Muchas gracias, diputada Rosalía Peredo Aguilar.

En virtud de que no se recibieron solicitudes de uso de la
palabra en lo general, le ruego a la diputada Secretaria con-
sultar a la Asamblea si el dictamen se encuentra suficiente-
mente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si el dictamen se encuentra suficientemente discutido
en lo general.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Suficientemente discutido.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento Interior
del Congreso General, se pregunta a la Asamblea si se va a
reservar algún artículo para discutirlo en lo particular, es-
pecificando en su caso la ley que lo contiene.

El diputado Sergio Vaca. Activen el sonido por favor en la
curul del diputado Sergio Vaca.

El diputado José Sergio Rodolfo Vaca Betancourt 
Bretón (desde su curul):

Gracias, señor diputado.

Si me lo permite, me reservo de ese dictamen el artículo
1o. del decreto, el que se refiere a la derogación del artícu-

lo 115, el recorrimiento de ley y el artículo 116 de la Ley
de Instituciones de Crédito.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado.

Se ha reservado el señor diputado Sergio Vaca el artículo
1o. del decreto, relativo a la derogación del artículo 115.

Le ruego a la Secretaría se abra el sistema electrónico de
votación por 10 minutos, para proceder a la votación en lo
general y en lo particular de los artículos no impugnados.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento Interior.

Abrase el sistema electrónico por 10 minutos, para proce-
der a la votación en lo general y en lo particular de los ar-
tículos no impugnados.

(Votación.)

Se emitieron 407 votos en pro, cero en contra y una abs-
tención.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Aprobados en lo general y en lo particular los artículos
no impugnados por 407 votos. 

Señores diputados, les informo que ha sido reservado para
su discusión en lo particular, el artículo 1o. del decreto en
lo relativo al artículo 115 y 116 de la Ley de Instituciones
de Crédito, referidos en el artículo 1o. del proyecto de de-
creto por el señor diputado Sergio Vaca Betancourt, a quien
se le concede el uso de la palabra para formular sus plan-
teamientos. 

El diputado José Sergio Rodolfo Vaca 
Betancourt Bretón:

Con su anuencia, diputado Presidente:

Muy breve. Estoy totalmente de acuerdo con esta iniciati-
va, porque evitará al quitar este requisito de procedibilidad
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que no tenía razón legal ni justa de existir, que personajes
como Cabal Peniche, evadan la acción de la justicia simple
y llanamente porque prescribió la acción penal. 

Pero además como no se trataba de un delito fiscal, pues no
era necesario en ningún momento, que interviniera la Se-
cretaría de Hacienda. Sin embargo, haciendo a un lado lo
correcto de esta iniciativa y del dictamen, me parece que
hay un error de redacción en el artículo 1o. Se trata en sín-
tesis, de derogar un párrafo del artículo115 y que se corran
los que siguen y de derogar el artículo 116-bis, de la Ley
de Instituciones de Crédito. 

Y en la forma en que está expresado se entiende cosa dis-
tinta. Lo leo:

“Artículo 1o. Se derogan, habla en plural, el párrafo pri-
mero del artículo115 recorriéndose los demás en su orden
y el artículo 116.”

Da la impresión de que se deroga el párrafo del primer pre-
cepto y que se recorren los demás párrafos. Y también el
116. La propuesta es simple, que quede así:

“Artículo 1o. Se deroga el párrafo primero del artículo 115,
recorriéndose los demás en su orden; y se deroga también
el artículo 116-bis, ambos de la Ley de Instituciones de
Crédito.”

Muchas gracias. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado. 

¿La comisión tendría algún comentario? ¿No? Habiendo
sido precisa la propuesta del señor diputado Vaca, le ruego
a la Secretaría consultar a la Asamblea si se admite a dis-
cusión.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si es de admitirse la propuesta del diputado Sergio
Vaca.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... No se admite.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

En consecuencia, le ruego a la Secretaría consultar si se
encuentra suficientemente discutido el artículo 1o. del
decreto.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se encuentra suficientemente discutido el artículo
1o. del decreto.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Suficientemente discutido.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego a la diputada Secretaria ordenar que se abra el sis-
tema electrónico, hasta por cinco minutos, para proceder a
la votación, en lo particular, del artículo 1o. del decreto que
había sido reservado por el diputado Vaca Betancourt.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento.

Abrase el sistema electrónico hasta por cinco minutos,
para proceder a la votación nominal del artículo 1o. del
decreto.

(Votación.)

Se emitieron 373 votos en pro, uno en contra y cuatro abs-
tenciones.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Aprobado el artículo 1o. del decreto por 373 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto por el que se derogan el párrafo primero del ar-
tículo 115 y el artículo 116-bis, ambos de la Ley de Ins-
tituciones de Crédito. Se derogan los párrafos cuarto y



quinto del artículo 400-bis del Código Penal Federal y
se reforma la fracción VIII del artículo 194 del Código
Federal de Procedimientos Penales.

Pasa al Senado para los efectos constitucionales.

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

LEY FEDERAL DE DERECHOS

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Honorable Asamblea: la Comisión de Hacienda y Crédito
Público ha entregado a esta Presidencia dictámenes relati-
vos a minutas devueltas por la Cámara de Senadores para
los efectos del artículo 72 inciso e) de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Aunque estos dictámenes se están distribuyendo, le ruego
a la Secretaría, dada su brevedad, dar lectura a los mismos.
Primero uno y ahí inicio procedimiento y posteriormente el
segundo.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Comisión de Hacienda y Crédito Público.

Honorable Asamblea:

Para los efectos de lo dispuesto por el inciso e) del artícu-
lo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, el pasado 10 de noviembre de 2002, le fue turna-
da a esta Colegisladora la Minuta de la H. Cámara de
Senadores con Proyecto de “Decreto por el que se reforma
la Ley Federal de Derechos”, la cual a su vez fue remitida
el mismo día a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
para su estudio y dictamen.

Esta Comisión que suscribe, de conformidad a los artículos
39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se abocó al análisis de la Minuta ela-
borada por las Comisiones de Hacienda y Crédito Público
y de Estudios Legislativos de la Colegisladora.

De esta manera y conforme a los resultados de las delibe-
raciones y el análisis realizado por los miembros de esta
Comisión de Hacienda y Crédito Público reunidos en Ple-
no, se presenta a esta Honorable Asamblea el siguiente dic-
tamen

Descripción de la minuta

La presente Minuta deriva del Dictamen de Proyecto de
Decreto por el que se Reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones contenidas en la Ley Federal de Dere-
chos, el cual fue aprobado por esta H. Cámara de Diputa-
dos el pasado 4 de diciembre del año en curso.

Al respecto, la exposición de motivos de la Minuta señala
que coincide en lo sustantivo con las modificaciones pro-
puestas por la Colegisladora para adecuar la Ley en co-
mento al actual entorno. Asimismo estima que con las re-
formas propuestas se logrará un mejor aprovechamiento de
los recursos naturales y bienes del dominio público que en
un marco legal, se sustenten en el principio de seguridad
jurídica para el contribuyente.

La Colegisladora destaca la importancia de los derechos
dentro del ingreso público, al constituir una fuente desta-
cada de recursos con los cuales el Estado cumple sus di-
versas tareas.

No obstante lo anterior, la Colegisladora considera necesa-
rio fomentar aún más la actividad turística al constituir ésta
una fuente vital de recursos para el país, por lo cual modi-
fica la fracción del artículo 8o. para mantener el derecho
que se cobra a los turistas para ingresar al país en 190 pe-
sos, manteniendo también en consecuencia los términos
del artículo 18-A.

En adición, la Colegisladora inicialmente considera que en
cuanto al derecho previsto en el artículo 19-C, fracción IV,
relativo a la autorización para exhibición pública de una
película en salas cinematográficas o lugares que hagan sus
veces, propone que el apoyo sea vía presupuestal, situación
lleva a dejar en sus términos actuales el artículo 34 de la
Ley Federal de Cinematografía.

Asimismo, se elimina la fracción I, del artículo 56, pasan-
do la II a ser la I, toda vez que se elimina el derecho a las
fuentes de energía renovables, tales como la hidráulica, so-
lar y eólica, entre otras.
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La Colegisladora, señala también que el derecho previsto
para cobrar a los pescadores no se cobre, para lo cual esta-
blece una adición al texto enviado por la Cámara de Dipu-
tados.

En lo que respecta al artículo 223, apartado B, los Senado-
res estimaron necesario mantener las tarifas actuales, siem-
pre y cuando el consumo de agua no exceda de 300 litros
al día por habitante y en lo relativo al apartado C, del mis-
mo artículo relativo al cobro de derechos para uso agrope-
cuario, se convino en mantener la actual exención para di-
cho sector.

En cuanto al artículo 231, se señaló modificarlo con el pro-
pósito de incluir a los municipios de Aldama y González en
el Estado de Tamaulipas en la zona de disponibilidad nú-
mero 8 y no en la 7, y reclasificar algunos municipios chia-
panecos actualmente en las zonas 5 y 6 para que pasen a la
8; adicionalmente, se agrega un artículo transitorio para
que en su momento y previo estudio técnico, los munici-
pios que así lo requieran soliciten a la Comisión Nacional
del Agua, su cambio de zona.

Respecto al compromiso de que Conagua informe al Con-
greso de la Unión sobre la devolución de los fondos desti-
nados a las acciones de mejoramiento e infraestructura hi-
dráulica, se adiciona un último párrafo al artículo 231-A, a
fin de que tal información sea trimestral.

Con relación al derecho contemplado en el artículo 232-D-
1, se convino en exentar del mismo la extracción de piedra
tratándose de obras de mantenimiento de puertos, para lo
cual se adicionó un párrafo.

Por último, se consideró no aumentar el derecho que se co-
bra por el aprovechamiento no extractivo de ballenas, por
lo cual se mantiene en 15 pesos, en vez de los 25 pesos pro-
puestos.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Hasta ahí, señor Secretario.

Deseo consultar si tienen los compañeros legisladores el
documento que dice: “Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico” y es la exposición. ¿Ya disponen de él?

Bien. Como vamos... Diputado Calderón, sí. Activen el so-
nido en la curul del diputado Calderón.

El diputado Felipe de Jesús Calderón Hinojosa 
(desde su curul): 

Efectivamente tenemos...

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Son dos.

El diputado Felipe de Jesús Calderón Hinojosa
(desde su curul): 

Son varios dictámenes tengo entendido de la Comisión de
Hacienda, aunque en algunos de ellos aparecen las consi-
deraciones del dictamen, pero no aparecen los resolutivos.
Entonces, por eso nos genera, bueno, queremos simple-
mente advertirlo a ver si el apoyo de Cámara nos podría dar
completo el dictamen.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Por favor diputado Secretario, para continuar con el mismo
dictamen, dé le lectura a donde dice: “consideraciones de
la comisión”.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Consideraciones de la comisión

Conocido el Dictamen de la Minuta, que fue objeto de al-
gunas modificaciones por parte de la Colegisladora, esta
Comisión coincide, en lo general, con las adiciones reali -
zadas al dictamen de la Ley Federal de Derechos y en
base al punto de acuerdo del Senado de la República tur-
nado con fecha 12 de diciembre del 2002 a esta comisión,
se establece el derecho previsto en el artículo 19-C fracción
IV de dicha Ley.

Por lo que se refiere al artículo 170 es conveniente señalar
que cuando los servicios se presten fuera del tiempo seña-
lado como horario ordinario de operación se pagará el do-
ble de las cuotas señaladas a cada caso, salvo lo previsto en
la fracción I, lo cual consideramos deberá estar contempla-
do en el texto del artículo mencionado para quedar como
sigue:

“Artículo 170...

Cuando los servicios se presten fuera del tiempo señalado
como horario ordinario de operación se pagará el doble de



las cuotas señaladas, aplicable a cada caso, salvo lo previs-
to en la fracción I.”

En lo que respecta al artículo 223, en lo relativo al apartado
C, relativo al cobro de derechos para uso agropecuario,
esta Comisión considera necesario mantener el citado apar-
tado C, respecto a las aguas provenientes de fuentes super-
ficiales o extraídas del subsuelo, a excepción de las del
mar, destinadas a uso agropecuario. Sin embargo, derivado
de un análisis más profundo de este tema y con objeto de
contribuir a la modernización y control en el uso del vital
líquido, se incorpora el uso de dispositivos de medición y
tecnificación y se precisan las fechas de pago del citado de-
recho, por lo que el artículo citado quedaría en los siguien-
tes términos:

“Artículo 223...

C. Por las aguas provenientes de fuentes superficiales o ex-
traídas del subsuelo, a excepción de las del mar, destinadas
a uso agropecuario, se pagará el derecho sobre agua por cada
metro cúbico que exceda el volumen concesionado a cada
distrito de riego o por cada metro cúbico que exceda el vo-
lumen concesionado a los usuarios agropecuarios restantes,
conforme a las siguientes cuotas:

Zona de disponibilidad 1 a 9: $0.10

El derecho a que se refiere este Apartado, se pagará men-
sualmente mediante declaración que se presentará en las
oficinas autorizadas por el Servicio de Administración Tri-
butaria, dentro de los primeros 17 días del mes inmediato
posterior a aquél por el que corresponda el pago.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refiere este Apartado, se destinarán a la Co-
misión Nacional del Agua para la instalación de dispositi-
vos de medición y tecnificación del propio sector
agropecuario.”

Por cuanto al pago de derechos por el uso de agua, el ar-
tículo 224, en su fracción IV, señala los sujetos que actual-
mente están exceptuados de su pago, por lo que esta Sobe-
ranía considera necesario realizar una mayor precisión en
lo relativo a que no se pagará el citado derecho para usos
agropecuarios hasta por la dotación autorizada a los distri-
tos de riego o, en su caso, hasta por el volumen concesio-
nado, para quedar como sigue:

“Artículo 224...

IV. Por usos agropecuarios, incluyendo a los distritos y
unidades de riego, así como a las juntas de agua, con ex-
cepción de las usadas en la agroindustria, hasta por la do-
tación autorizada a los distritos de riego por la Comisión
Nacional del Agua o, en su caso, hasta por el volumen con-
cesionado. Tampoco se pagará el derecho establecido en
este Capítulo, por el uso o aprovechamiento que en sus ins-
talaciones realicen las instituciones educativas, diferentes a
la conservación y mantenimiento de zonas de ornato o de-
portivas. Estas instituciones deberán contar con reconoci-
miento de validez oficial de estudios en los términos de las
leyes de la materia.”

En lo correspondiente al artículo 238-B deberá atenderse a
lo contemplado en el proyecto de reformas y adiciones la
Ley Federal de Derechos aprobado por la Colegisladora,
donde aparece una cuota de $15.00, que fue, precisamente,
la aprobada por la Cámara de Diputados.

Respecto al derecho previsto en el artículo 19-C, fracción
IV, relativo a la autorización para exhibición pública de una
película en salas cinematográficas o lugares que hagan sus
veces, en atención al punto de acuerdo aprobado por esa
Colegisladora, se restablece el derecho previsto en los tér-
minos originalmente aprobados por esta soberanía, así co-
mo las reformas conducentes en la Ley Federal de Cine-
matografía, para quedar en los términos siguientes:

“Artículo 19-C...

I. Por el trámite y estudio de la solicitud y, en su caso, cla-
sificación de películas destinadas a exhibición pública en
cualquier local o para su comercialización, incluidas la ren-
ta o venta:

...

El pago de los derechos previstos en esta fracción, incisos
a), b) y c) se destinará en su totalidad al Fondo de Inver-
sión y Estímulos al Cine, para el fomento y promoción de
la industria cinematográfica nacional.

...

IV. Por la autorización para exhibición pública de una pe-
lícula en salas cinematográficas o lugares que hagan sus
veces. Por cada boleto vendido $1.00.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho previsto en esta fracción, se destinarán en su totalidad
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al Instituto Mexicano de Cinematografía para fomentar el
desarrollo de la producción cinematográfica nacional.”

Por lo que corresponde a las reformas a la citada Ley Federal
de Cinematografía, las adecuaciones quedarían como sigue:

“Artículo 34...

VI. El producto de los derechos que se generen por cine-
matografía conforme a la Ley Federal de Derechos, en su
Artículo 19-C, Fracciones I, incisos a) y b) y IV.
...

De esta manera, al estar de acuerdo con las modificaciones
llevadas a cabo por la Colegisladora, esta Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público somete a esta H. Cámara de Di-
putados el presente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.— Co-
misión de Hacienda y Crédito Público.

Honorable Asamblea:

Para los efectos de lo dispuesto por el inciso e) del artícu-
lo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, el pasado 10 de noviembre de 2002, le fue turna-
da a esta Colegisladora la Minuta de la H. Cámara de
Senadores con Proyecto de “Decreto por el que se reforma
la Ley Federal de Derechos”, la cual a su vez fue remitida
el mismo día a la Comisión de Hacienda y Crédito Público
para su estudio y dictamen.

Esta Comisión que suscribe, de conformidad a los artículos
39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se abocó al análisis de la Minuta ela-
borada por las Comisiones de Hacienda y Crédito Público
y de Estudios Legislativos de la Colegisladora.

De esta manera y conforme a los resultados de las delibera-
ciones y el análisis realizado por los miembros de esta Co-
misión de Hacienda y Crédito Público reunidos en Pleno, se
presenta a esta Honorable Asamblea el siguiente dictamen

Descripción de la minuta

La presente Minuta deriva del Dictamen de Proyecto de
Decreto por el que se Reforman, adicionan y derogan di-

versas disposiciones contenidas en la Ley Federal de Dere-
chos, el cual fue aprobado por esta H. Cámara de Diputa-
dos el pasado 4 de diciembre del año en curso.

Al respecto, la exposición de motivos de la Minuta señala
que coincide en lo sustantivo con las modificaciones pro-
puestas por la Colegisladora para adecuar la Ley en co-
mento al actual entorno. Asimismo estima que con las re-
formas propuestas se logrará un mejor aprovechamiento de
los recursos naturales y bienes del dominio público que en
un marco legal, se sustenten en el principio de seguridad
jurídica para el contribuyente.

La Colegisladora destaca la importancia de los derechos
dentro del ingreso público, al constituir una fuente desta-
cada de recursos con los cuales el Estado cumple sus di-
versas tareas.

No obstante lo anterior, la Colegisladora considera necesa-
rio fomentar aún más la actividad turística al constituir ésta
una fuente vital de recursos para el país, por lo cual modi-
fica la fracción del artículo 8o. para mantener el derecho
que se cobra a los turistas para ingresar al país en 190 pe-
sos, manteniendo también en consecuencia los términos
del artículo 18-A.

En adición, la Colegisladora inicialmente considera que en
cuanto al derecho previsto en el artículo 19-C, fracción IV,
relativo a la autorización para exhibición pública de una
película en salas cinematográficas o lugares que hagan sus
veces, propone que el apoyo sea vía presupuestal, situación
lleva a dejar en sus términos actuales el artículo 34 de la
Ley Federal de Cinematografía.

Asimismo, se elimina la fracción I, del artículo 56, pasan-
do la II a ser la I, toda vez que se elimina el derecho a las
fuentes de energía renovables, tales como la hidráulica, so-
lar y eólica, entre otras.

La Colegisladora, señala también que el derecho previsto pa-
ra cobrar a los pescadores no se cobre, para lo cual estable-
ce una adición al texto enviado por la Cámara de Diputados.

En lo que respecta al artículo 223, apartado B, los Senado-
res estimaron necesario mantener las tarifas actuales, siem-
pre y cuando el consumo de agua no exceda de 300 litros
al día por habitante y en lo relativo al apartado C, del mis-
mo artículo relativo al cobro de derechos para uso agrope-
cuario, se convino en mantener la actual exención para di-
cho sector.



En cuanto al artículo 231, se señaló modificarlo con el pro-
pósito de incluir a los municipios de Aldama y González en
el Estado de Tamaulipas en la zona de disponibilidad nú-
mero 8 y no en la 7, y reclasificar algunos municipios chia-
panecos actualmente en las zonas 5 y 6 para que pasen a la
8; adicionalmente, se agrega un artículo transitorio para
que en su momento y previo estudio técnico, los munici-
pios que así lo requieran soliciten a la Comisión Nacional
del Agua, su cambio de zona.

Respecto al compromiso de que Conagua informe al Con-
greso de la Unión sobre la devolución de los fondos desti-
nados a las acciones de mejoramiento e infraestructura hi-
dráulica, se adiciona un último párrafo al artículo 231-A, a
fin de que tal información sea trimestral.

Con relación al derecho contemplado en el artículo 232-D-
1, se convino en exentar del mismo la extracción de piedra
tratándose de obras de mantenimiento de puertos, para lo
cual se adicionó un párrafo.

Por último, se consideró no aumentar el derecho que se co-
bra por el aprovechamiento no extractivo de ballenas, por
lo cual se mantiene en 15 pesos, en vez de los 25 pesos pro-
puestos.

Consideraciones de la comisión

Conocido el Dictamen de la Minuta, que fue objeto de al-
gunas modificaciones por parte de la Colegisladora, esta
Comisión coincide, en lo general, con las adiciones reali -
zadas al dictamen de la Ley Federal de Derechos y en
base al punto de acuerdo del Senado de la República tur-
nado con fecha 12 de diciembre del 2002 a esta comisión,
se establece el derecho previsto en el artículo 19-C fracción
IV de dicha Ley.

Por lo que se refiere al artículo 170 es conveniente señalar
que cuando los servicios se presten fuera del tiempo señala-
do como horario ordinario de operación se pagará el doble
de las cuotas señaladas a cada caso, salvo lo previsto en la
fracción I, lo cual consideramos deberá estar contemplado
en el texto del artículo mencionado para quedar como sigue:

“Artículo 170...

Cuando los servicios se presten fuera del tiempo señalado
como horario ordinario de operación se pagará el doble de
las cuotas señaladas, aplicable a cada caso, salvo lo previs-
to en la fracción I.”

En lo que respecta al artículo 223, en lo relativo al apartado
C, relativo al cobro de derechos para uso agropecuario,
esta Comisión considera necesario mantener el citado apar-
tado C, respecto a las aguas provenientes de fuentes super-
ficiales o extraídas del subsuelo, a excepción de las del
mar, destinadas a uso agropecuario. Sin embargo, derivado
de un análisis más profundo de este tema y con objeto de
contribuir a la modernización y control en el uso del vital
líquido, se incorpora el uso de dispositivos de medición y
tecnificación y se precisan las fechas de pago del citado de-
recho, por lo que el artículo citado quedaría en los siguien-
tes términos:

“Artículo 223...

C. Por las aguas provenientes de fuentes superficiales o ex-
traídas del subsuelo, a excepción de las del mar, destinadas
a uso agropecuario, se pagará el derecho sobre agua por cada
metro cúbico que exceda el volumen concesionado a cada
distrito de riego o por cada metro cúbico que exceda el vo-
lumen concesionado a los usuarios agropecuarios restantes,
conforme a las siguientes cuotas:

Zona de disponibilidad 1 a 9: $0.10

El derecho a que se refiere este Apartado, se pagará men-
sualmente mediante declaración que se presentará en las
oficinas autorizadas por el Servicio de Administración Tri-
butaria, dentro de los primeros 17 días del mes inmediato
posterior a aquél por el que corresponda el pago.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refiere este Apartado, se destinarán a la Co-
misión Nacional del Agua para la instalación de dispositi-
vos de medición y tecnificación del propio sector
agropecuario.”

Por cuanto al pago de derechos por el uso de agua, el ar-
tículo 224, en su fracción IV, señala los sujetos que actual-
mente están exceptuados de su pago, por lo que esta Sobe-
ranía considera necesario realizar una mayor precisión en
lo relativo a que no se pagará el citado derecho para usos
agropecuarios hasta por la dotación autorizada a los distri-
tos de riego o, en su caso, hasta por el volumen concesio-
nado, para quedar como sigue:

“Artículo 224...

IV. Por usos agropecuarios, incluyendo a los distritos y uni-
dades de riego, así como a las juntas de agua, con excep-
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ción de las usadas en la agroindustria, hasta por la dotación
autorizada a los distritos de riego por la Comisión Nacio-
nal del Agua o, en su caso, hasta por el volumen concesio-
nado. Tampoco se pagará el derecho establecido en este
Capítulo, por el uso o aprovechamiento que en sus instala-
ciones realicen las instituciones educativas, diferentes a la
conservación y mantenimiento de zonas de ornato o depor-
tivas. Estas instituciones deberán contar con reconocimien-
to de validez oficial de estudios en los términos de las le-
yes de la materia.”

En lo correspondiente al artículo 238-B deberá atenderse a
lo contemplado en el proyecto de reformas y adiciones la
Ley Federal de Derechos aprobado por la Colegisladora,
donde aparece una cuota de $15.00, que fue, precisamente,
la aprobada por la Cámara de Diputados.

Respecto al derecho previsto en el artículo 19-C, fracción
IV, relativo a la autorización para exhibición pública de una
película en salas cinematográficas o lugares que hagan sus
veces, en atención al punto de acuerdo aprobado por esa
Colegisladora, se restablece el derecho previsto en los tér-
minos originalmente aprobados por esta soberanía, así co-
mo las reformas conducentes en la Ley Federal de Cine-
matografía, para quedar en los términos siguientes:

“Artículo 19-C...

I. Por el trámite y estudio de la solicitud y, en su caso, cla-
sificación de películas destinadas a exhibición pública en
cualquier local o para su comercialización, incluidas la ren-
ta o venta:

...

El pago de los derechos previstos en esta fracción, incisos
a), b) y c) se destinará en su totalidad al Fondo de Inver-
sión y Estímulos al Cine, para el fomento y promoción de
la industria cinematográfica nacional.

...

IV. Por la autorización para exhibición pública de una pe-
lícula en salas cinematográficas o lugares que hagan sus
veces. Por cada boleto vendido $1.00.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho previsto en esta fracción, se destinarán en su totalidad
al Instituto Mexicano de Cinematografía para fomentar el
desarrollo de la producción cinematográfica nacional.”

Por lo que corresponde a las reformas a la citada Ley Federal
de Cinematografía, las adecuaciones quedarían como sigue:

“Artículo 34...

VI. El producto de los derechos que se generen por cine-
matografía conforme a la Ley Federal de Derechos, en su
Artículo 19-C, Fracciones I, incisos a) y b) y IV.

...

De esta manera, al estar de acuerdo con las modificaciones
llevadas a cabo por la Colegisladora, esta Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público somete a esta H. Cámara de Di-
putados el presente

Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley Federal de Derechos y de la Ley Federal
de Cinematografía.

Artículo primero. Se reforman los artículos 3o. segundo,
tercero y quinto párrafos; 4o. párrafo decimosegundo; 5o.
fracción VII; 6o. fracción III; 8o. fracción VII, incisos a) y
b); 19-1; 19-B; 19-C, fracción I, primer párrafo; 20, último
párrafo; 40, penúltimo párrafo; 56; 57, fracciones II, III, V,
VI, VII, VIII y IX; 85, último párrafo; 86-A, fracciones V
y VI; 103, fracción VIII; 124, primer párrafo; 135, primer
párrafo y fracciones I y IV; 141-A, fracción V, primer párra-
fo; 150, segundo párrafo; 150-A, fracciones I, inciso a), II,
tabla de clasificación de aeropuertos, III, penúltimo y último
párrafos, IV, tabla de clasificación por peso de aeronave y
último párrafo, y VI; 150-B, fracción II; 150-C, fracción II
y último párrafo; 151; 167; 170, tercer párrafo; 170-A, pri-
mer párrafo y fracción VIl; 170-D; 172-H, fracción I; 172-
M; 186, primer párrafo, fracciones XVI, XIX, incisos a) y
b) y XX, incisos a) y b); 191-A, fracciones IV, V, VI y IX;
191-B fracción III; 191-C; 192, primer párrafo y fracciones
I, II y III; 192-C, fracción I; 194-F, apartado B, fracción
II;194-U; 195-A, fracciones I, incisos a) y b), II, III y IV;
195-C, fracción III, incisos a) y b); 195-E, fracciones V y
X; 195-F, fracciones I, II, III, IV y VIII; 195-G, fracciones
I, incisos a), c) y d), II, incisos a) y b), III, incisos a) y b) y
IV, incisos a) y b); 195-I, fracciones I, II, III, incisos a), b)
y c), IV, incisos a) y b), V y VII; 195-J, fracción I; 195-L-
1, fracciones I, incisos a) y b) y III, inciso b); 195-L-2; 195-
L-4; 198; 198-A; 213; 214, segundo párrafo; 215; 223,
apartado B; 224, fracción IV; 226, último párrafo; 231, Zo-
na 5, Estado de Oaxaca, Zona 6, Estado de Chiapas, Zona
7, Estados de Oaxaca y Tamaulipas, y Zona 8, Estado de
Tamaulipas; 231-A, primero y segundo párrafos; 232, último



párrafo; 232-C, último párrafo; 236-B; 238, fracciones VI
y XII y tercer párrafo: 238-A, primero y actual último pá-
rrafos; 238-B; 240, fracción IV; 244-A, fracciones I, III,
primer párrafo, IV, primer párrafo y V; 288. Se adicionan
los artículos 3o., con un último párrafo; 5o., fracción VII,
con un segundo párrafo; 18-B; 19-C, fracción I con un úl-
timo párrafo y con una fracción IV; 19-H, con un último
párrafo; 40, con los incisos l) y m); 59; 60; 86-H; 150, ter-
cero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo párrafos; 158,
con una fracción V; 168-B; 168-C; 186, con una fracción
XXVII; 187, Apartado A, con un último párrafo; 191, con
un último párrafo; 194-F-1, con una fracción IV; 194-V;
195-K-2; 195-K-3; 195-K-4; 195-K-5; 195-K-6; 195-K-7;
195-K-8; 195-K-9; 195-K-10; 195-K-11; 195-K-12; 195-T,
Apartados B, con las fracciones III y IV y último párrafo,
C, fracciones V y VI y último párrafo, F, fracciones IV y V
y último párrafo; 195-X, con las fracciones VIII y IX; 196,
con un último párrafo; 197-A, con un último párrafo; 223,
Apartado A, con un último párrafo, Apartado B, fracción I,
con un antepenúltimo, penúltimo y último párrafos y Apar-
tado C; 231, Zona 8, Estado de Chiapas; 231-A, último pá-
rrafo; 232-A, con un último párrafo; 232-D-1; 232-D-2;
238, con un último párrafo; 238-A, con un último párrafo;
238-C; 244, con un segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto
y último párrafos; 244-B; 244-C; 253-A. Se DEROGAN
los artículos 4o., séptimo párrafo; 150-A, fracción VII, se-
gundo párrafo; 150-B, fracción III, segundo párrafo; 194-
C, fracción V y antepenúltimo y penúltimo párrafos; 194-
F-1, fracción I, inciso d); 194-N-2, fracción I; 194-S; 214,
último párrafo; 216; 238, fracción XIII; 238-B, cuarto pá-
rrafo; 239, cuarto párrafo; 231, Zonas 5 y 6, Estado de
Chiapas; 240, fracción VII de la Ley Federal de Derechos,
para quedar como sigue:

Artículo 3o...

El pago de los derechos que establece esta Ley deberá ha-
cerse por el contribuyente previamente a la prestación de
los servicios o del uso, goce o aprovechamiento de bienes
de dominio público de la Federación, salvo los casos en
que expresamente se señale que sea posterior o cuando se
trate de servicios que sean de utilización obligatoria.

Cuando no se compruebe que el pago de derechos se ha
efectuado previamente a la prestación del servicio o del
uso, goce o aprovechamiento de bienes de dominio públi-
co de la Federación y se trate de derechos que deban pa-
garse por anticipado, el servicio, uso, goce o aprovecha-
miento de bienes de dominio público de la Federación no
se proporcionará.

Los servidores públicos encargados de la prestación de los
servicios, así como de la administración de los bienes del
dominio público de la Nación que regula esta Ley, serán
responsables de la vigilancia del pago y, en su caso, del co-
bro y entero de los derechos previstos en la misma. La omi-
sión total o parcial en el cobro y entero de los derechos,
afectará el presupuesto de la dependencia o entidad en un
equivalente a dos veces el valor de la omisión efectuada,
sin perjuicio de las demás sanciones establecidas en otras
Leyes para los citados servidores públicos.

...

En el supuesto de que el contribuyente no haga la presen-
tación de los comprobantes de pago en los plazos que se-
ñala esta Ley, la dependencia prestadora del servicio o del
uso, goce o aprovechamiento de bienes de dominio públi-
co de la Federación, dejará de proporcionarlos.

Artículo 4o...

(Se deroga séptimo párrafo).

...

En los casos en que esta Ley establezca el destino especí-
fico de los derechos, el monto de los mismos se destinará a
cubrir los gastos de operación, conservación, manteni-
miento e inversión autorizado para cada mes por la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público o el órgano que esta-
blezca esta ley. La parte de los ingresos que exceda el
límite autorizado para el mes que corresponda, se deberá
enterar a la Tesorería de la Federación a más tardar el dé-
cimo día del mes siguiente a aquél en que se obtuvo el in-
greso. Se entenderá que los destinos específicos de los De-
rechos serán en adición al presupuesto original autorizado
para la dependencia generadora de los derechos, mediante
una ampliación presupuestal líquida, salvo que la propia
disposición establezca que es hasta por el monto del presu-
puesto asignado.

...

Artículo 5o...

VII. Por la prestación de servicios fuera de la población
donde radique la autoridad que los proporciona, una canti-
dad equivalente a los viáticos a que los empleados tengan
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derecho por el desempeño de su trabajo fuera del lugar de
su adscripción, incluidos los gastos de pasaje por el viaje
redondo.

Los ingresos a que se refiere esta fracción, se destinarán a
la unidad generadora de los mismos, excepto cuando di-
chos ingresos se encuentren presupuestados en el ejercicio
que corresponda.

...

Artículo 6o...

III. Derechos por el aprovechamiento de vida silvestre.

...

Artículo 8o...

...

VII...

a) Por el otorgamiento de la característica: $195.00

b) Por cada prórroga: $195.00

...

Artículo 18-B. No pagarán los derechos a los que se refie-
re esta Sección, los extranjeros que tengan la característica
de refugiado, con base en la legislación nacional y en los
tratados internacionales en los que México es parte, y los
hijos de mexicanos nacidos en el extranjero que así lo acre-
diten.

Artículo 19-1. Por la expedición de la constancia de regis-
tro a distribuidores de publicaciones editadas e impresas en
el extranjero, se pagarán derechos conforme a la cuota de
$4,245.00

Artículo 19-B. No se pagará el derecho de publicaciones a
que se refiere el artículo anterior, cuando lean ordenadas
por los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como
los Organismos Públicos Autónomos cuando obedezcan a
actos administrativos de carácter general e interés público,
siempre que la publicación del acto en el Diario Oficial de
la Federación, sea ordenada con fundamento en las dispo-
siciones jurídicas que regulen la emisión del propio acto.

Los Poderes Legislativo y Judicial, así como las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal, los
Organismos Públicos Autónomos y, en su caso, los gobier-
nos de las entidades federativas, pagarán los derechos co-
rrespondientes cuando se trate de publicaciones de convo-
catorias para licitaciones públicas, edictos y cédulas de
notificación, así como de los documentos cuya inserción
ordenen en la sección de avisos del Diario Oficial de la Fe-
deración o de aquellos que no cumplan las características
señaladas en el párrafo anterior.

Artículo19-C...

I. Por el trámite y estudio de la solicitud y, en su caso, y
clasificación de películas destinadas a exhibición pública
en cualquier local o para su comercialización, incluidas la
renta o venta:

...

El pago de los derechos previstos en esta fracción, incisos
a), b) y c) se destinará en su totalidad al Fondo de Inver-
sión y Estímulos al Cine, para el fomento y promoción de
la industria cinematográfica nacional.

...

IV. Por la autorización para exhibición pública de una pe-
lícula en salas cinematográficas o lugares que hagan sus
veces. Por cada boleto vendido: $1.00.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho previsto en esta fracción, se destinarán en su totalidad
al Instituto Mexicano de Cinematografía para fomentar el
desarrollo de la producción cinematográfica nacional.

Artículo 19-H...

Para los efectos de las fracciones III y V a que se refiere
este artículo, no se pagarán estos derechos cuando se trate
de visita a territorios insulares decretados como áreas natu-
rales protegidas, debiéndose pagar el derecho señalado en
el artículo 198 de esta Ley.

Artículo 20...

Los derechos que se obtengan por concepto de las fraccio-
nes anteriores se destinarán a la integración del fondo a que
se refiere la fracción XI del artículo 2o. de la Ley del



Servicio Exterior Mexicano, con excepción de los servi-
cios que sean prestados en el territorio nacional.

Artículo 40...

l) Por la autorización para habilitar instalaciones especiales
en los recintos fiscalizados: $40,000.00

m) Por la inscripción en el registro de empresas certifica-
das: $15,000.00.

Los derechos a que se refieren los incisos b), c), d), e), h),
i), k), I) y m) de este artículo, se pagarán anualmente. Los
derechos a que se refieren los incisos a), f), g) y j) se paga-
rán por única vez.

...

Artículo 56. Se pagará el derecho de permiso de energía
eléctrica, por el análisis, evaluación de la solicitud y, en su
caso, la expedición o modificación del título de permiso,
con base en la capacidad de generación de energía eléctri-
ca solicitada, de conformidad con las siguientes cuotas:

I. Tratándose de autoabastecimiento, pequeña producción,
exportación o importación de energía eléctrica:

a) Hasta 5 MW: $41,790.00.

b) Mayor a 5 y hasta 20 MW: $58,260.00.

c) Mayor a 20 y hasta 40 MW: $86,120.00.

d) Mayor a 40 y hasta 60 MW: $100,710.00.

e) Mayor a 60 y hasta 80 MW: $120,850.00.

f) Mayor a 80 y hasta 100 MW: $134,625.00.

g) Mayor a 100 MW: $172,410.00.

II. Tratándose de producción independiente de energía
eléctrica:

a) De 30 y hasta 40 MW: $130,235.00.

b) Mayor a 40 y hasta 60 MW: $151,060.00.

c) Mayor a 60 y hasta 80 MW: $161,500.00.

d) Mayor a 80 y hasta 100 MW: $167,965.00.

e) Mayor a 100 MW: $194,425.00.

III. Por la modificación del título de permiso de generación
de energía eléctrica bajo las modalidades de cogeneración,
fuentes de energías renovables hidráulica, eólica, solar;
biomasa y biogás, autoabastecimiento, pequeña produc-
ción, exportación o importación: $20,146.28.

IV. Por la modificación del título de permiso de generación
de energía eléctrica bajo la modalidad de producción inde-
pendiente: $40,292.59.

Artículo 57...

II. Tratándose de permisos de distribución de gas natural
mediante licitación: $68,010.11.

III. Tratándose de permisos de transporte de gas natural:
$192,460.00.

...

V. Tratándose de permisos para el almacenamiento de gas
natural: $200,000.00.

VI. Tratándose de permisos para el almacenamiento de gas
natural para usos propios: $70,150.00.

VII. Por la modificación del permiso de distribución,
transporte o almacenamiento de gas natural que por con-
cepto de la revisión periódica de cada cinco años que rea-
lice la Comisión Reguladora de Energía de conformidad a
las disposiciones legales aplicables: $147,940.00.

VIII. Por la modificación del permiso de distribución,
transporte o almacenamiento de gas natural: $30,190.00.

IX. Por la modificación del permiso de transporte o alma-
cenamiento de gas natural para usos propios: $30,190.00.

Artículo 59. Por los servicios que proporciona la Direc-
ción General de Gas LP, referentes a la recepción y análi-
sis de solicitudes y expedición de aprobaciones, autoriza-
ciones, permisos y certificaciones, se pagarán derechos
conforme a las siguientes cuotas:

I. Por el otorgamiento del certificado de cumplimiento de
las Normas Oficiales Mexicanas a través de pruebas perió-
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dicas al producto o verificación mediante el sistema de ca-
lidad de la línea de producción: $3,814.17.

II. Por el análisis de la solicitud y, en su caso, por el otor-
gamiento de autorizaciones y permisos señalados en el Re-
glamento de Gas LP, con excepción de los otorgados por la
Comisión Reguladora de Energía: $13,807.84.

III. Por la modificación de las condiciones originales a los
permisos otorgados, derivadas de los avisos a cargo de los
permisionarios: $1,009.75.

IV. Por los servicios de verificación establecidos en la Ley
Reglamentaría del Artículo 27 Constitucional en el ramo
del Petróleo, pagarán derechos por hora de verificación:
$552.26.

Artículo 60. Por el análisis de la solicitud y, en su caso, por
el otorgamiento de aprobaciones, se pagarán derechos con-
forme a las siguientes cuotas:

I. Unidades de Verificación para el cumplimiento de las
Normas Oficiales Mexicanas: $5,102.09.

II. Laboratorios de prueba y organismos de certificación
para el cumplimiento de las Normas Oficiales Mexicanas:
$5,146.61.

Artículo 85...

Cuando por causas no imputables a la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción no sea posible prestar los servicios, se pagará la tota-
lidad de los derechos que correspondan a los servicios
solicitados.

Artículo 86-A...

V. Por cada certificado fitosanitario internacional para la
importación de vegetales, sus productos y subproductos:
$1,250.00.

VI. Por cada certificado zoosanitario internacional para la
importación de animales vivos, sus productos y subpro-
ductos, así como productos químicos, farmacéuticos, bio-
lógicos y alimenticios para uso en animales y consumo por
éstos: $1,250.00.

...

Artículo 86-H. Los ingresos que se obtengan por la recau-
dación de derechos a que se refiere esta sección, se desti -
narán al Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Cali-
dad Agroalimentaria, para el mejoramiento, conservación
y mantenimiento de dichos servicios, así como para el
combate y erradicación de contingencias fitozoosanitarias
no contempladas en los programas autorizados.

Artículo 103...

VIII. De cualquier otro documento o acto relativo a opera-
ciones de concesionarios o permisionarios, cuando las dis-
posiciones en materia de telecomunicaciones exijan dicha
formalidad: $2,041.50.

Artículo 124. Por el otorgamiento de concesiones para es-
tablecer estaciones de radiodifusión sonora, así como por
sus modificaciones, se pagará el derecho por cada conce-
sión de radiodifusión sonora, conforme a las siguientes
cuotas:
...

Artículo 135. Por la inspección previa al inicio de opera-
ciones a estaciones de radiodifusión sonora y de televisión,
así como de servicios que se proporcionen por subportado-
ras de radiodifusión sonora y de televisión, se pagarán de-
rechos conforme a las siguientes cuotas:

I. Estaciones de radiodifusión sonora y de televisión:
$6,996.08.

...

IV. Subportadoras de radiodifusión sonora y de televisión :
$4,664.02

Artículo 141-A...

V. Constancia de registro de profesional técnico responsable
y de radioperadores de estaciones radioeléctricas civiles:

...

Artículo 150...

El pago por los servicios a la navegación aérea, habrá de
aplicarse a todos los vuelos realizados en el espacio aéreo
mexicano por aeronaves mexicanas y extranjeras, que
comprenden:
...



Para los efectos de los artículos 150-A, 150-B y 151 de esta
Ley, los usuarios que utilicen los servicios de navegación
aérea, deberán efectuar sus pagos en la cuenta que la Teso-
rería de la Federación autorice a SENEAM, presentando su
Declaración General de Pago de Derechos, con el compro-
bante bancario de depósito, para que les imprima el sello
de pagado.

Asimismo, el usuario deberá presentar a Seneam dentro de
los cinco días siguientes de efectuado el pago, el compro-
bante del mismo y de las operaciones por las cuales se pa-
ga el derecho, para que SENEAM verifique los conceptos
pagados y en el supuesto de que existieran diferencias no
autodeterminadas y no pagadas, serán dadas a conocer al
usuario para que éstas sean aclaradas.

SENEAM verificará la información entregada por el usua-
rio y será dada a conocer al mismo en forma mensual, res-
pecto de diferencias no autodeterminadas y no pagadas de
meses anteriores al mes de que se trate. Una vez aclaradas
y en el caso de que el contribuyente tuviera diferencias a
cargo, el pago deberá realizarlo dentro de los tres días si-
guientes de la aclaración, debiendo enterar dicho pago con
los accesorios que procedan conforme al Código Fiscal de
la Federación. Si el contribuyente tuviera saldo a favor, di-
cho saldo podrá compensarse contra el pago de derechos
correspondiente al mes inmediato posterior a dicha aclara-
ción.

En el caso de incumplimiento en el pago del derecho,
SENEAM comunicará al Servicio de Administración Tri-
butaria para que realice el requerimiento del pago del dere-
cho que corresponda y, en su caso, informará de estos he-
chos a la Dirección General de Aeronáutica Civil de la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes para que ésta
proceda conforme a derecho.

La persona física o moral, nacional o extranjera, que no dé
el aviso a SENEAM para sujetarse a lo dispuesto por las
fracciones I o II de este artículo, en un término de treinta
días al inicio de cada ejercicio fiscal, deberá sujetarse a lo
dispuesto en la fracción II del mismo. 

Una vez que el usuario haya manifestado a SENEAM el ré-
gimen elegido, no podrá cambiar al otro régimen, sino has-
ta el inicio del ejercicio fiscal siguiente.

Artículo 150-A...

I...

a) En todos los aeropuertos, el servicio de comunicaciones
aire-tierra-aire y tierra-tierra para la coordinación con la to-
rre de control de tránsito aéreo, la información meteoroló-
gica mínima requerida por ley para la realización del vue-
lo y la información de mapas de presión constante, de
superficie, de vientos superiores, FAMX’S y FTMX’S,
cuando sean requeridos por el usuario en el Centro de Aná-
lisis y Pronósticos Meteorológicos Aeronáuticos (CAP-
MA), del aeropuerto de la Ciudad de México.

...

II...

III...

Los servicios a que se refiere esta fracción, incluyen vigi-
lancia con sistemas de radar en los centros de control de
tránsito aéreo, sistemas VOR DME para el balizamiento
de aerovías y torres de control para los contactos aire-tie-
rra-aire en el trayecto del vuelo.

Las distancias ortodrómicas que se apliquen para el cálcu-
lo de los derechos de este artículo, serán las autorizadas a
SENEAM por la Dirección General de Aeronáutica Civil,
mismas que podrán ser revisadas una vez al año y se pu-
blicarán en el Diario Oficial de la Federación.

IV...
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Para la clasificación de los grupos de peso de aeronaves, se
considerarán los pesos promedio que se determinen entre el
peso cero combustible (MZFW) y el peso máximo estruc-
tural de despegue (MTOV), para un mismo modelo y serie
de aeronave (en los casos en que para un mismo modelo y
serie de aeronave se obtengan distintos pesos promedio, se
aplicará el mínimo de ellos), que la Dirección General de
Aeronáutica Civil autorice a SENEAM, mismos que po-
drán ser revisados una vez al año y se publicarán en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

...

VI. El usuario, que decida realizar el pago de servicios
a la navegación en el espacio aéreo mexicano, mediante
el régimen I deberá de presentar solicitud por escrito a
SENEAM, anexando la siguiente documentación:

a) Cédula del Registro Federal de Contribuyentes.

b) Copias de los certificados de aeronavegabilidad.

c) Copia del manual de las aeronaves, donde aparece el pe-
so máximo estructural de despegue (MTOW) y el peso ce-
ro combustible (MZFW).

d) Permisos expedidos por la Dirección General de Aero-
náutica Civil para explotar el servicio público o privado co-
mercial de transporte aéreo; en el caso de transporte aéreo
privado no comercial y de aeronaves de estado, deberá de
presentar el Certificado de Matrícula.

VII...

(Se deroga segundo párrafo).

...

Artículo 150-B...

II. Para los efectos de este artículo, el pago de los derechos
deberá realizarse en efectivo al concesionario que suminis-

tre el combustible a las aeronaves, en el momento del abas-
to en aeropuertos en donde SENEAM presta servicios.

...

(Se deroga segundo párrafo).

...

Artículo 150-C...

II. Por extensión de horario de los servicios de información
de vuelo, una cuota adicional por cada media hora o frac-
ción: $223.38.

Tratándose de los derechos a que se refiere este artículo,
los usuarios con operaciones no regulares deberán de pre-
sentar el pago correspondiente por cada aeronave, en las
oficinas autorizadas por el Servicio de Administración Tri-
butaria, al día siguiente de haberse proporcionado dichos
servicios. Los usuarios que hayan optado por pagar los de-
rechos en los términos del artículo 150-A, o que se en-
cuentren en el supuesto del artículo 150-B, fracción III de
esta misma Ley, podrán calcular y enterar el derecho des-
glosando los conceptos, mediante pagos mensuales, dentro
de los diez días siguientes al periodo mensual en que se re-
ciban los servicios por los que se paga el derecho.

Artículo 151. Los usuarios que requieran la utilización de
los servicios adicionales que presta SENEAM, deberán pa-
gar el derecho que corresponda, conforme a lo siguiente:

A. Servicios de Telecomunicaciones Aeronáuticas. Cone-
xión a la Red Fija de Telecomunicaciones Aeronáuticas
(AFTN), los derechos por este servicio incluyen:

El manejo de mensajes, ATA/IATA, OACI y WMO, a ra-
zón de 600 caracteres por mensaje (incluye preámbulo, di-
rección, procedencia y fin del mensaje); informes meteoro-
lógicos de aeródromo regulares horarios (METAR);
informes meteorológicos de aeródromo especiales (SPECI)
de México y de Estados Unidos de América; pronósticos
meteorológicos aeronáuticos terminales de México
(FTMX) y de Estados Unidos de América (FTUS); y pro-
nósticos meteorológicos aeronáuticos de área de México
(FAMX) y de Estados Unidos de América (FAUS).

Por los mensajes a que se refiere el párrafo anterior, no se
pagará derecho alguno hasta por la cantidad de 2,000 men-
sajes por mes.



Por los siguientes servicios, se pagarán derechos conforme
a las siguientes cuotas:

I. Por instalación a la AFTN (incluye software): $4,090.80

II. Por cada estación conectada una cuota mensual de:
$14,317.80

lll. Por cada mensaje adicional: $16.36

B. Servicios al Banco de Imágenes Meteorológicas (BI-
MA). Para la obtención de imágenes meteorológicas del
satélite, se pagarán derechos conforme a las siguientes cuo-
tas:

I. Por el servicio de acceso hasta 150 consultas mensuales:
$3,068.10

II. Por cada consulta adicional...$204.54

C. Por los servicios de asistencia técnica meteorológica, se
pagarán previamente los derechos conforme a las siguien-
tes cuotas:

I. Por los datos estadísticos meteorológicos históricos de
un aeropuerto correspondientes a un año, se pagará una
cuota única de: $2,620.92

II. Por los datos estadísticos meteorológicos históricos de
un aeropuerto correspondientes a este apartado de 6 meses
o menor, se pagará una cuota única de: $1,279.00

III. Por las tablas estadísticas climatológicas, con informa-
ción de 6 parámetros meteorológicos de un año de un solo
aeropuerto, se pagará una cuota única de: $2,620.92

IV. Por las tablas estadísticas climatológicas, con informa-
ción de 1 a 3 parámetros meteorológicos de un año de un
solo aeropuerto, se pagará una cuota única de: $1,279.00

V. Por cada imagen meteorológica de satélite impresa a co-
lor solicitada al Capma de SENEAM, se pagará una cuota
única de: $30.00

VI. Por cada imagen meteorológica de satélite impresa en
blanco y negro, solicitada al Capma de SENEAM, se pa-
gará una cuota única de: $20.00

VII. Por cada carpeta de información meteorológica conte-
niendo carta de pronóstico de tiempo significativo, cartas

de pronóstico de vientos y temperaturas de 500, 300 y 200
milibares, pronóstico terminal, imagen satélite, aviso de
huracán e información meteorológica significativa, se pa-
gará una cuota única de: $150.00

D. Por los servicios de asistencia técnica, se pagarán dere-
chos conforme a las siguientes cuotas:

I. Por la asistencia técnica a equipos y sistemas de los usua-
rios que se encuentren ubicados en las instalaciones de SE-
NEAM, se pagará por cada equipo instalado una cuota
mensual de: $5,241.84

II. Por la asistencia técnica a circuitos Acars que se en-
cuentren ubicados en las instalaciones del SENEAM, se
pagará por cada equipo instalado una cuota mensual de:
$14,048.15

E. Por los servicios de acceso al monitoreo visual de pro-
greso de vuelo, se pagarán derechos conforme a las si-
guientes cuotas:

I. Cuota por instalación, software y asistencia técnica de 40
horas de teoría y práctica, por una sola vez: $24,112.50

II. Cuota mensual por acceso a este sistema: $26,209.24

F. Para la información teórica y práctica de controladores
de tránsito aéreo, previo a la prestación del servicio, se pa-
garán derechos por cada alumno y por hora de instrucción,
las siguientes cuotas.

I. Por la formación en el servicio de control de tránsito aé-
reo de control de aeródromo: $125.80

II. Por la formación en el servicio de control de tránsito aé-
reo de aproximación no radar y radar en áreas terminales:
$188.70

III. Por la formación en el servicio de control de tránsito
aéreo de no radar y radar: $205.00

IV. Por la formación de supervisores en el servicio de con-
trol de tránsito aéreo de aeródromo de: $123.00

V. Por la formación de supervisores en el servicio de con-
trol de tránsito aéreo de aproximación radar en áreas ter-
minales: $184.00
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VI. Por la formación de supervisores en el servicio de con-
trol, de tránsito aéreo de radar ruta: $205.00

VII. Por la actualización de habilidades y conocimientos
teórico prácticos de cualquiera de los servicios señalados
en las fracciones anteriores: $157.25

G. Por los servicios de capacitación a personal técnico ae-
ronáutico que se describe a continuación, previamente se
pagarán los derechos conforme a las siguientes cuotas:

I. Por la exposición, curso, conferencia o seminario de un
especialista en meteorología de los siguientes temas: inter-
pretación de imágenes de satélite, ciclones tropicales, sis-
temas frontales, corriente en chorro, turbulencia, tormentas
severas, formación de hielo, corrientes descendentes vio-
lentas y fenómeno del niño (Enso), se pagarán derechos
por cada hora: $700.00

II. Por la exposición, curso, conferencia o seminario de un
especialista en el área técnica de los siguientes temas: pro-
cedimientos terminales y de ruta o servicios de informa-
ción aeronáutica, se pagarán derechos por cada hora:
$700.00

Para los efectos de este artículo, el usuario deberá de soli-
citar los servicios por escrito al SENEAM, con excepción
de los servicios previstos en las fracciones V, VI y VII del
Apartado C.

Para determinar el monto de los derechos a que se refieren
los apartados A y B de este artículo, el SENEAM dará a co-
nocer al usuario dentro de los tres primeros días del mes si-
guiente a aquél al que corresponda el pago, los mensajes y
consultas adicionales que hubieren generado los usuarios
en dicho mes.

Los usuarios que tengan autorizado por el SENEAM la
prestación de los servicios establecidos en los apartados A,
B y E de este artículo, calcularán y enterarán el derecho,
desglosando los conceptos mediante pagos mensuales den-
tro de los primeros diez días del mes siguiente a aquel en
que reciba los servicios por los que se paga el derecho.

Para tener acceso a los sistemas establecidos en los aparta-
dos A, B y E de este artículo, el equipo que utilice el usua-
rio deberá contar con la aprobación previa y por escrito de
el SENEAM y con el enlace necesario.

No se pagarán los derechos a que se refiere el apartado C
de este artículo, cuando la información se proporcione a las
instituciones de enseñanza educativa sin fines de lucro,
para investigación.

Artículo 158...

V. Por la asignación de marcas de nacionalidad y matrícu-
la con siglas especiales: $12,650.00

...

Artículo 167. Por el otorgamiento de concesiones, permi-
sos y autorizaciones para la construcción y operación de
obras marítimo-portuarias; así como para la prestación de
servicios portuarios en las vías generales de comunicación
por agua, se pagará anualmente el derecho de concesión,
permiso o autorización, conforme a la cuota de: $853.24

Artículo 168-B. Por otorgar permisos, o la renovación de
éstos, para la explotación de embarcaciones en servicio de
navegación interior y de cabotaje, se pagará anualmente el
derecho de servicio de navegación interior y de cabotaje,
por cada embarcación conforme a las cuotas siguientes:

I. Cruceros turísticos:

a) Embarcaciones menores de pasajeros equipadas para
brindar servicios de pernocta, descanso y recreativos a
bordo y en puerto: $9,383.00

b) Embarcaciones de 500 hasta 1,000 unidades de arqueo
bruto: $19,619.00

c) Embarcaciones de 1,000.01 hasta 5,000.00 unidades de
arqueo bruto: $26,017.00

d) Embarcaciones de más de 5,000.01 unidades de arqueo
bruto: $30,282.00

II. Transporte de pasajeros:

a) Embarcaciones cuya capacidad sea hasta 3.5 unidades
de arqueo bruto: $417.00

b) Embarcaciones mayores a 3.5 y menores de 500 unida-
des de arqueo bruto: $834.00

c) Embarcaciones de 500 o más unidades de arqueo bruto:
$1,668.00



III. Turismo náutico:

a) Embarcaciones cuya capacidad sea hasta 3.5 unidades
de arqueo bruto: $853.00

b) Embarcaciones mayores a 3.5 y menores de 500 unida-
des de arqueo bruto: $1,706.00

c) Embarcaciones de 500 o más unidades de arqueo bruto:
$2,985.00

IV. Seguridad, salvamento y auxilio a la navegación:

a) Embarcaciones cuya capacidad sea hasta 3.5 unidades
de arqueo bruto: $834.00

b) Embarcaciones mayores a 3.5 y menores de 500 unida-
des de arqueo bruto: $1,668.00

c) Embarcaciones de 500 o más unidades de arqueo bruto:
$2,502.00

Artículo 168-C. Por otorgar permiso o su prórroga para la
prestación de servicios en navegación interior, en el que se
incluyan hasta cinco embarcaciones, se pagará la cuota
anual de: $1,853.00

Tratándose de:

I. Servicio de transporte de pasajeros, con embarcaciones
cuya dimensión

máxima sea de 3.5 unidades de arqueo bruto o capacidad
máxima de 16 pasajeros.

II. Servicio de turismo náutico, con embarcaciones de re-
creo o deportivas tipo moto acuática, kayak, botes de re-
mos o similares en porte; cuya dimensión máxima sea de
0.5 unidades de arqueo bruto.

Artículo 170...

...

Cuando los servicios se presten fuera del tiempo señalado
como horario ordinario de operación se pagará el doble de
las cuotas señaladas, aplicable a cada caso, salvo lo previs-
to en la fracción I.

...

Artículo 170-A. Por los servicios de verificación de las
pruebas de estabilidad, banco, botadura, sistemas y equipa-
miento, pruebas de mar y tirón a punto fijo, se pagará por
cada embarcación, conforme a las siguientes cuotas:
...

VII. Por la revisión del protocolo de la prueba de estabili-
dad, blanco, botadura, sistemas y equipamiento, pruebas de
mar y tirón a punto fijo, se pagará por cada embarcación:
$915.91

Artículo 170-D. Por la inspección, verificación y autoriza-
ción, de estaciones de servicio a balsas salvavidas y botes
totalmente cerrados, así como a estaciones de servicio para
los equipos contra incendio de las embarcaciones, se pagará
el derecho de estación de servicio, conforme a la cuota de:
$15,512.80

Artículo 172-H...

I. Del equipo ferroviario, por unidad: $1,313.22
...

Artículo 172-M. Por el registro o aprobación de tarifas y
reglas de aplicación de los servicios de transporte ferrovia-
rio, autotransporte, transporte aéreo, servicios aeroportua-
rios, autopistas y puentes, arrastre y salvamento, depósito
de vehículos y maniobras en zonas federales terrestres, se
pagará por cada registro o aprobación la cuota de: $634.07

Artículo 186. Se pagarán derechos por los servicios que
presta la Secretaría de Educación Pública, conforme a las
siguientes cuotas:
...

XVI. Permiso provisional de práctica de locución: $398.00
...

XIX: 

a) De locutor: $300.00

b) De cronista o comentarista: $494.00

XX: 

a) De locutor: $300.00

b) De cronista o comentarista: $494.00
...
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XXVII. Por los cursos de formación y capacitación para
profesionales en producción televisiva y audiovisual edu-
cativa:

a) Por cada hora o fracción de curso teórico: $65.00

b) Por cada hora o fracción de curso práctico: $70.00

c) Por cada hora o fracción de curso teórico-práctico: $78.00

Artículo 187: 

A: 

No se pagará el derecho establecido en la fracción I, de es-
te Apartado, tratándose de la inscripción en el Registro
Agrario Nacional de las resoluciones que dicten los Tribu-
nales Agrarios, cuando las mismas se refieran a alguna ac-
ción agraria de las que se encuentran contempladas dentro
del rezago agrario, en términos del Artículo Tercero Tran-
sitorio del Decreto por el que se reforma el artículo 27 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de ene-
ro de 1992 y de la Ley Agraria.

...

Artículo 191...

Los ingresos que se obtengan por la recaudación de este
derecho, que no estén destinados a las entidades federati-
vas en términos del párrafo anterior, se destinarán a la Se-
cretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, para el
fortalecimiento del servicio de inspección, vigilancia y
control a que se refiere este artículo.

Artículo 191-A...

I a III: 

IV. Por el otorgamiento de una concesión para acuacultura
comercial: $8,440.00.

V. Por la expedición de permiso para acuacultura de fo-
mento: $4,345.00.

VI. Por el otorgamiento de autorización para acuacultura
didáctica: $1,470.00.

VII y VIII...

IX. Por la expedición del certificado de sanidad acuícola
por lote para la importación de organismos acuáticos vivos
destinados a la acuacultura u ornato: $2,050.00

X...

Artículo 191-B...

I y II...

III. Por la introducción de especies vivas en cuerpos de
agua, para los ejemplares y poblaciones nativas.
...

Artículo 191-C: $1,925.00

Artículo 192. Por la prórroga de títulos de asignación o
concesión, o de permisos o autorizaciones que se indican,
incluyendo su posterior inscripción por parte de la Comi-
sión Nacional del Agua en el Registro Público de Derechos
de Agua, se pagará el derecho de servicios relacionados
con el agua, conforme a las siguientes cuotas:

I. Por cada título de asignación o concesión para explotar,
usar o aprovechar aguas nacionales incluyendo su registro:
$2,054.74

II. Por cada permiso de descarga de aguas residuales pro-
venientes de procesos industriales a un cuerpo receptor, in-
cluyendo su registro: $2,814.13

III. Por cada permiso de descarga de aguas residuales, dis-
tintas a las que prevé la fracción anterior, incluyendo su re-
gistro: $937.99

Artículo 192-C...

I. Por el estudio y tramitación de cada solicitud hecha por
los usuarios o beneficiarios para la inscripción de la trans-
misión de los títulos de concesión, asignación o permiso,
en los términos de Ley, por cada uno: $410.74
...

Artículo 194-C... 

V. Se deroga.

(Se derogan antepenúltimo y penúltimo párrafos).

...



Artículo 194-F...

B...

II. Por la recepción y trámite de cada solicitud de certifica-
dos o autorizaciones relacionados con la exportación, im-
portación o reexportación de ejemplares, productos y sub-
productos de especies silvestres, incluyendo las contenidas
en los listados de los apéndices II y III de la Convención
sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas
de Fauna y Flora Silvestres de la que México forma parte,
cualquiera que sea su resolución: $318.23

...

Artículo 194-F-1...

d) Se deroga.

...

IV. Por cada licencia de caza deportiva: $100.00

Por el refrendo anual o reposición de licencia de caza de-
portiva se pagará, la misma cuota.

Artículo 194-N-2...

I. Se deroga.

...

Artículo 194-S. Se deroga.

Artículo 194-U. Por el otorgamiento de actas, constancias,
registros de verificación o certificación, que efectúe la Pro-
curaduría Federal de Protección al Ambiente, se pagarán
derechos conforme a las siguientes cuotas:

I. Por el registro de verificación del cumplimiento de res-
tricciones no arancelarias a la importación o exportación de
flora y fauna silvestre; recursos acuáticos, pesqueros y ma-
rinos; productos y subproductos forestales; materiales o re-
siduos peligrosos, cuyo objetivo final es el comercio o la
industrialización de los mismos: $359.68

II. Por el registro de verificación del cumplimiento de res-
tricciones no arancelarias a la importación o exportación de
flora y fauna silvestre; recursos acuáticos, pesqueros y ma-
rinos; productos y subproductos forestales; materiales o re-

siduos peligrosos, cuyo objetivo final es distinto al comer-
cio o a la industrialización: $96.44

III. Por la constancia de cumplimiento de la inspección
ocular de las envolturas, tarimas y embalajes de madera
que se importan como soporte de mercancías: $100.00

IV. Por la expedición del acta para la certificación de dis-
positivos excluidores de tortugas marinas a embarcaciones
mayores dedicadas al aprovechamiento de todas las espe-
cies de camarón en aguas marinas de jurisdicción federal,
que acrediten la debida instalación de los excluidores, por
cada acta: $1,034.00

V. Por la expedición de la constancia de no daño ambiental
en la zona federal marítimo-terrestre: $2,453.00

VI. Por la revisión, evaluación y, en su caso, certificación
de vehículos nuevos en planta, por cada vehículo: $12.00

VII. Por la revisión, evaluación y certificación excepcional
de vehículos nuevos, por cada vehículo: $257.00

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refieren las fracciones I, II, III, VI y VII, se
destinarán a la Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente para el fortalecimiento de los servicios de inspec-
ción y vigilancia.

Artículo 194-V. Por el dictamen técnico para determinar
los daños o perjuicios ocasionados por la infracción a dis-
posiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, se pagarán derechos conforme a
las siguientes cuotas:

I. Personas físicas: $8,000.00

II. Personas morales: $12,000.00

Artículo 195-A...

I...

a) Cuyos ingredientes activos ya se encuentran registrados
en México: $25,000.00.

b) Cuyos ingredientes activos no se encuentran registrados
en México, pero cuentan con registro y se venden libre-
mente en su país de origen: $25,000.00.
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II. Medicamentos homeopáticos y herbolarios: $5,133.00

III. Otros insumos de su uso odontológicos que no sean
medicamentos: $3,893.000

IV. Equipos médicos, prótesis, órtesis, ayudas funcionales,
agentes de diagnóstico, materiales quirúrgicos, de curación
y productos higiénicos: $3,893.00

...

Artículo 195-C...

III...

a) Destrucción: $1,362.00

b) Enfajillamiento, sello y lacre con fines de exportación:
$1,362.00

Artículo 195-E...

V. Sobre pozos de agua para abastecimiento privado, para
determinar su calidad sanitaria: $3,240.00

... 

X. Por cada certificado de buenas prácticas de fabricación
o de manufactura de insumos para la salud: $1,037.00

Artículo 195-F... 

I. Televisión, video en lugares públicos cerrados y medios
de transporte público: $4,485.00

II. Cine: $1,845.00

Ill. Radio: $1,285.00

IV. Prensa: $405.00

... 

VIII. Anuncios en exteriores: $2,350.00 

... 

Artículo 195-G... 

I... 

a) Por cada solicitud de permiso de importación: $1,425.00

... 

c) Por el muestreo de los productos señalados en el permi-
so sanitario previo de importación: $1,165.00

d) Por cualquier otra modalidad relacionada con la autori-
zación sanitaria previa de importación no especificada:
$175.00

II... 

a) Por cada solicitud del permiso sanitario de importación
de materia prima: $2,500.00

b) Por cada solicitud de permiso sanitario de importación
de producto terminado: $2,500.00

... 

III... 

a) Por cada solicitud del permiso sanitario de importación
en materia prima: $1,161.00

b) Por cada solicitud del permiso sanitario de importación
de producto terminado: $1,161.00

... 

IV... 

a) De materia prima y producto terminado de medicamen-
tos que sean o contengan estupefacientes o sustancias psi-
cotrópicas: $1,161.00

b) De materia prima y producto terminado de hemoderiva-
dos: $1,161.00
... 

Artículo 195-I... 

I. Por los servicios de trámite de solicitudes de los permi-
sos sanitarios de adquisición en plaza, muestreo y libera-
ción de materia prima, fármacos o medicamentos que con-
tengan estupefacientes o psicotrópicos: $1,034.00

II. Por el permiso sanitario de liberación para la venta o
distribución de materia prima y producto terminado de



productos biológicos, biotecnológicos, hemoderivados o
antibióticos, se pagará por cada solicitud de liberación:
$1,049.00

III... 

a) Fábrica o laboratorio: $10,000.00

b) Almacén de depósito y distribución..$2,235.00

c) Farmacias, boticas o droguerías: $640.00

... 

IV... 

a) Por la reposición de cada licencia sanitaria: $400.00

b) Por la reposición de cada registro sanitario: $800.00

V. Por los servicios de aprobación de personas físicas o
morales como terceros autorizados auxiliares a la regula-
ción sanitaria, se pagará por cada solicitud de autorización
de personas físicas o morales como terceros auxiliares:
$2,445.00

... 

VII. Por cada solicitud de autorización de la clave alfanu-
mérica de remedios herbolarios, se pagará: $2,333.00

Artículo 195-J... 

I. Por la expedición: $4,433.00

... 

Artículo 195-K-2. Por los servicios de trámites relaciona-
dos con el Centro Nacional de la Transfusión Sanguínea, se
pagarán derechos conforme a las siguientes cuotas:

I. Por la solicitud y expedición de licencia sanitaria de:

a) Bancos de Sangre: $1,955.00

b) Servicios de Transfusión: $565.00

II. Por la solicitud de permiso de internación o salida de
unidades de sangre, componentes y células progenitoras
hematopoyéticas: $335.00

Ill. Por la solicitud de autorización de ingresos de sangre y
hemocomponentes: $425.00

Artículo 195-K-3. Por el dictamen sanitario de efectividad
bacteriológica de equipos o sustancias germicidas para po-
tabilización de agua tipo doméstico, se pagarán derechos
conforme a la cuota de: $2,500.00

Artículo 195-K-4. Por la validación de la calidad sanitaria
del agua del área de producción de moluscos bivalvos y de
las especies que se cultivan o cosechan, se pagarán dere-
chos conforme a la cuota de: $7,275.00

Artículo 195-K-5. Por la acreditación de laboratorio de
bacteriología y biotoxinas marinas en apoyo al Programa
Mexicano de Sanidad de Moluscos Bivalvos, se pagarán
derechos conforme a la cuota de: $7,210.00

Artículo 195-K-6. Por la acreditación de plantas de empa-
cado al Programa Mexicano de Sanidad de Moluscos Bi-
valvos, se pagarán derechos conforme a la cuota de:
$8,300.00

Artículo 195-K-7. Por el certificado de cumplimiento a la
Norma Oficial Mexicana, se pagarán derechos conforme a
la cuota de: $1,617.00

Artículo 195-K-8. Por la expedición de licencias sanitarias
para servicios urbanos de fumigación, desinfección y con-
trol de plagas; para establecimientos que fabrican sustan-
cias tóxicas o peligrosas para la salud, así como para los
que formulen, mezclen o envasen plaguicidas y nutrientes
vegetales, se pagarán las siguientes cuotas:

I. Por la licencia sanitaria para servicios urbanos de fumi-
gación y control de plagas: $2,625.00

II. Por la licencia sanitaria para establecimientos que fabri-
can sustancias tóxicas o peligrosas para la salud: $7,720.00

III. Por la licencia sanitaria para establecimientos que fa-
brican, formulan, mezclan o envasan plaguicidas y nutrien-
tes vegetales: $12,300.00

Artículo 195-K-9. Por la expedición de licencia sanitaria
para establecimientos de diagnóstico médico con rayos X,
se pagarán derechos conforme a la cuota de: $3,530.00

Artículo 195-K10. Por la expedición y modificación de
permiso de responsable de la operación y funcionamiento
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de establecimientos de diagnóstico médico con rayos X, se
pagarán derechos conforme a las siguientes cuotas:

I. Por la expedición: $1,505.00

II. Por la modificación: $825.00

Artículo 195-K-11. Por la expedición y modificación de
permiso de asesor especializado en seguridad radiológica,
para establecimiento de diagnóstico médico con rayos X,
se pagarán derechos conforme a las siguientes cuotas:

I. Por la expedición: $6,540.00

II. Por la modificación: $5,325.00

Artículo 195-K-12. Por la expedición del permiso para re-
alizar modificaciones a las instalaciones y establecimientos
que manejan sustancias tóxicas o peligrosas determinadas
como de alto riesgo, se pagarán derechos conforme a la
cuota de: $2,395.00

Artículo 195-L-1... 

I... 

a) Productos técnicos: $25,000.00 

b). Productos formulados: $25,000.00

... 

III... 

b) Productos formulados: $3,850.00
... 

Artículo 195-L-2. Por la expedición de permisos para la
importación de plaguicidas, nutrientes vegetales y sustan-
cias tóxicas, se pagará el derecho conforme a las siguientes
cuotas:

I. Plaguicidas: $2,425.00

II. Nutrientes vegetales: $2,305.00

III. Sustancias tóxicas: $2,290.00

No se pagarán los derechos a que se refiere este artículo,
cuando sean solicitados por instituciones educativas en el

país reconocidas oficialmente para investigación y cuando
lo soliciten la Federación, el Distrito Federal, los Estados y
los Municipios para las campañas fitozoosanitarias, sanita-
rias o ecológicas.

Artículo 195-L-4. El 60% de los ingresos que se obtengan
por la recaudación de los derechos a que se refiere el pre-
sente Capítulo, se destinarán a la Secretaría de Salud, para
el mantenimiento, conservación y operación de dichos ser-
vicios.

Artículo 195-T... 

B... 

III. Por la ampliación de vigencia de un permiso ordinario
de importación o exportación de armas y municiones:
$1,310.79

IV. Por la modificación de un permiso ordinario de impor-
tación o exportación de armas y municiones: $1,377.44

Para el caso de la modificación del permiso por cambio de
destino, se pagará el derecho establecido en la fracción I de
este Apartado.

C... 

V. Por la ampliación de vigencia de un permiso extraordi-
nario de importación o exportación de armas y municiones:
$1,310.79

VI. Por la modificación de un permiso extraordinario de
importación o exportación de armas y municiones:
$1,377.44

Para el caso de la modificación del permiso por cambio de
destino, se pagará el derecho establecido en la fracción I de
este Apartado.

... 

F... 

IV. Por baja de armamento de las licencias oficiales colec-
tivas y particulares colectivas, por robo, extravío o des-
trucción: $3,000.56

V. Por baja de personal de las licencias oficiales colectivas
y particulares colectivas: $2,746.61



Cuando se paguen los derechos a que se refieren las frac-
ciones IV o V de este Apartado, no se estará obligado al pa-
go del derecho establecido en la fracción III del mismo.

Artículo 195-X... 

VIII. Por cambio de representante legal: $4,310.00

IX. Por cambio en la titularidad de las acciones o partes So-
ciales: $4,310.00

Artículo 196... 

Los ingresos que se obtengan por la recaudación de los de-
rechos a que se refiere este artículo, se destinarán a la Co-
misión Nacional Forestal para los programas de restaura-
ción forestal con especies nativas.

Artículo 197-A... 

Los ingresos que se obtengan por la recaudación de los de-
rechos a que se refiere este artículo, se destinarán a la Co-
misión Nacional Forestal para los programas de restaura-
ción forestal con especies nativas.

Artículo 198. Por el uso, goce o aprovechamiento de los
elementos naturales marinos e insulares de dominio públi-
co existentes dentro de las áreas naturales protegidas com-
petencia de la Federación, se pagarán derechos conforme a
lo siguiente:

I. Por actividades recreativas o turísticas de buceo autóno-
mo, buceo libre, esquí acuático, recorridos en embarcacio-
nes motorizadas y no motorizadas, observación de fauna
marina, campismo, pernocta y la navegación en mares, es-
teros, ríos y lagunas costeras se pagarán derechos, por per-
sona, por día, por Area Natural Protegida, conforme a la
cuota de: $20.00

La obligación del pago del derecho previsto en el párrafo
anterior, será de los titulares de registros, autorizaciones,
permisos o concesiones para la prestación de servicios náu-
tico-recreativos o acuático-recreativos. En los casos en que
las actividades a las que se refiere este artículo se realicen
sin la participación de los titulares mencionados, la obliga-
ción del pago será de cada individuo.

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, la tripu-

lación de las embarcaciones que presten servicios náutico-
recreativos y acuático-recreativos, ni los residentes perma-
nentes de las localidades contiguas a las áreas naturales pro-
tegidas en cuestión, siempre y cuando cuenten con la
certificación de esta calidad, otorgada por la autoridad res-
ponsable, previa presentación de la documentación corres-
pon- diente, y realicen actividades recreativas sin fines de
lucro.

Estarán exentos del pago de este derecho las personas me-
nores de 6 años, mayores de 60 años y los discapacitados.

Para los efectos de este artículo, se consideran como áreas
naturales protegidas las siguientes:

• Parque Nacional Costa Occidental de Isla Mujeres, Pun-
ta Cancún y Punta Nizuc.

• Parque Nacional Arrecife de Puerto Morelos.

• Parque Nacional Sistema Arrecifal Veracruzano.

• Parque Nacional Cabo Pulmo.

• Parque Nacional Arrecife Alacranes.

• Parque Nacional Bahía de Loreto.

• Parque Nacional Huatulco.

• Parque Nacional Arrecifes de Cozumel.

• Parque Nacional Isla Contoy.

• Parque Nacional Arrecife de Xcalak.

• Parque Nacional Isla Isabel.

• Area de Protección de Flora y Fauna Islas del Golfo de
California. 

• Area de Protección de Flora y Fauna Cabo San Lucas. 

• Reserva de la Biosfera Ría Lagartos. 

• Reserva de la Biosfera Ría Celestún. 

• Reserva de la Biosfera Pantanos de Centla. 

• Reserva dé la Biosfera Banco Chinchorro. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002361



Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados362

• Reserva de la Biosfera El Vizcaíno. 

• Reserva de la Biosfera de Sian Ka’an.

II. Por filmaciones o videogramas con fines comerciales
que requieran de equipos compuestos por más de un técni-
co especializado como apoyo a la persona que opera el
equipo principal, se pagarán derechos conforme a las si-
guientes cuotas:

a) Por día: $2,000.00

b) Por cada 7 días no fraccionables $10,000.00

No se pagará el derecho a que se refiere esta fracción cuan-
do se trate de filmaciones y videograbaciones con carácter
científico y cultural cuando se demuestre dicha calidad an-
te la autoridad competente.

El pago del derecho a que se refiere esta fracción, se apli-
cará sin menoscabo del derecho previsto en la fracción I de
este artículo.

Para los efectos de esta fracción, cuando en alguna de las
áreas naturales protegidas se encuentre algún inmueble a
que se refiere el artículo 178-A de esta Ley, únicamente se
pagará el derecho a que se refiere dicho artículo.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación de los de-
rechos a que se refiere este artículo, se destinarán a la Co-
misión Nacional de Areas Naturales Protegidas, para la
conservación y aprovechamiento sustentable de las áreas
naturales protegidas.

La Tesorería de la Federación reintegrará los recursos por
este derecho obtenido, dentro del mes inmediato posterior
a su recaudación, destinándose a las áreas naturales prote-
gidas para que le den el uso que se establece en el presen-
te artículo.

Artículo 198-A. Por el goce o aprovechamiento no extrac-
tivo de elementos naturales y escénicos que se realiza den-
tro de las Areas Naturales Protegidas terrestres, se pagarán
derechos conforme a lo siguiente:

I. Por actividades turísticas, deportivas y recreativas como
ciclismo, paseo a caballo, rappel, montañismo, excursio-
nismo, alta montaña, campismo, pernocta, observación de
aves y otra fauna y flora silvestre, espeleología, escalada en
roca, visitas guiadas y no guiadas, descenso de ríos, uso de

kayak y otras embarcaciones a remo o motorizadas y reco-
rridos en vehículos motorizados, pagarán este derecho por
día, por persona, por área natural protegida, conforme a la
siguiente cuota:: $10.00

La obligación del pago del derecho a que se refiere el pá-
rrafo anterior, será de los titulares de registros, autorizacio-
nes, permisos o concesiones para la prestación de servicios
turísticos, deportivos y recreativos. En los casos en que las
actividades a las que se refiere esta fracción se realicen sin
la particípación de los titulares mencionados, la obligación
del pago será de cada individuo.

No estarán sujetos al pago de derechos a que se refiere es-
ta fracción, el transporte público y de carga, así como los
recorridos de vehículos automotores en tránsito o de paso
realizados en vías pavimentadas.

Los residentes de la zona de influencia de las Areas Natu-
rales Protegidas que realicen algunas de las actividades a
que se hace referencia en esta fracción, que demuestren di-
cha calidad ante la autoridad competente, pagarán el 50%
de la cuota de este derecho.

Estarán exentos del pago de este derecho las personas me-
nores de 6 años, mayores de 60 años y los discapacitados.

No pagarán los derechos a que se refiere esta fracción,
quienes por el servicio que prestan realicen estas activida-
des dentro del área natural protegida ni los residentes per-
manentes que se encuentren dentro de la misma, siempre y
cuando cuenten con la certificación de esta calidad otorga-
da por la autoridad responsable, previa presentación de la
documentación correspondiente.

Il. Por filmaciones o videogramas con fines comerciales
que requieran de equipos compuestos por más de un técni-
co especializado como apoyo a la persona que opera el
equipo principal, se pagarán derechos conforme a las si-
guientes cuotas:

a) Por día: $2,000.00

b) Por cada 7 días no fraccionables: $10,000.00 

No se pagará el derecho a que se refiere esta fracción cuan-
do se trate de filmaciones y videograbaciones con carácter
científico y cultural cuando se demuestre dicha calidad
ante la autoridad competente.



El pago del derecho a que se refiere esta fracción, se apli-
cará sin menoscabo del derecho previsto en la fracción I de
este artículo.

Para los efectos de esta fracción, cuando en alguna de las
áreas naturales protegidas se encuentre algún inmueble a
que se refiere el artículo 178-A de esta Ley, únicamente se
pagará el derecho a que se refiere dicho artículo.

Para los efectos de este artículo, se consideran áreas natu-
rales protegidas las siguientes:

• Parque Nacional San Pedro Mártir. 

• Parque Nacional Constitución 1857. 

• Parque Nacional Cumbres de Monterrey. 

• Parque Nacional Izta-Popo. 

• Parque Nacional Lagunas de Zempoala. 

• Parque Nacional Montebello. 

• Parque Nacional Sumidero. 

• Parque Nacional El Chico. 

• Parque Nacional Nevado de Colima. 

• Parque Nacional Huatulco. 

• Reserva de la Biosfera El Vizcaíno. 

• Reserva de la Biosfera Sian Ka’ an. 

• Reserva de la Biosfera Sierra La Laguna. 

• Reserva de la Biosfera Sierra Gorda. 

• Reserva de la Biosfera Calakmul. 

• Reserva de la Biosfera Ría Lagartos. 

• Reserva de la Biosfera Ría Celestún. 

• Reserva de la Biosfera La Encrucijada.

• Parque Nacional Cascada de Basaseachic. 

• Area de Protección de Flora y Fauna La Primavera. 

• Area de Protección de Flora y Fauna Sierra de Quila.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación de los de-
rechos a que se refiere este artículo, se destinarán a la Co-
misión Nacional de Areas Naturales Protegidas, para ac-
ciones y proyectos de protección, manejo, restauración y
gestión para la conservación de las áreas naturales protegi-
das terrestres que lo generen conforme a lo establecido en
su programa de manejo. En el caso de que el área natural
protegida no cuente con programa de manejo, la Comisión
Nacional de Areas Naturales Protegidas destinará los re-
cursos generados, prioritariamente a aquellos programas y
proyectos sustentables realizados por o para los propieta-
rios o legítimos poseedores de los terrenos en las áreas na-
turales protegidas mencionadas.

En caso de que en un área natural protegida se realice cual-
quiera de las actividades establecidas en el presente artícu-
lo o en el artículo 198 de esta Ley, únicamente se pagará el
derecho establecido en este último artículo.

El pago del derecho a que se refiere este artículo, no exime
a los obligados del mismo del cumplimiento de las obliga-
ciones que pudieran adquirir con los propietarios o legíti-
mos poseedores de los terrenos que se encuentran dentro de
las áreas naturales protegidas antes mencionadas.

Artículo 213. Caminos y Puentes Federales de Ingresos y
Servicios Conexos determinará el derecho por cada ejerci-
cio fiscal, aplicando la tasa del 5% sobre los ingresos por
la venta de bienes y servicios que obtenga por el uso de las
carreteras y puentes federales, conforme a sus estados fi-
nancieros dictaminados y que presente ante la Secretaría de
Contraloría y Desarrollo Administrativo.

Para la determinación de la base del derecho a que se refie-
re el párrafo anterior, no se considerarán los ingresos prove-
nientes de los bienes que se encuentren fideicomitidos.

El derecho a que se refiere este artículo, se causará en el
momento en que se cobren o sean exigibles los pagos a fa-
vor de Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servi-
cios Conexos o se expida el comprobante que ampare la
venta de bienes o servicios a que se refiere el primer párra-
fo del presente artículo, lo que suceda primero.

El derecho del ejercicio se pagará mediante declaración
que se presentará ante las oficinas autorizadas por el Servicio
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de Administración Tributaria, dentro de los tres meses si-
guientes a la fecha en que termine el ejercicio fiscal.

Artículo 214... 

El pago provisional se calculará aplicando la tasa del 5% a
los ingresos por la venta de bienes y servicios obtenidos
desde el inicio del ejercicio y hasta el último día del mes al
que corresponda el pago. Al pago provisional así determi-
nado, se te restarán los pagos provisionales de este derecho
efectivamente realizados en los meses anteriores de dicho
ejercicio y la diferencia será el pago provisional a enterar.

(Se deroga último párrafo.)

Artículo 215. Al monto total del derecho que resulte por el
ejercicio de que se trate en los términos del artículo 213, se
le restará el monto total de los pagos provisionales entera-
dos durante el ejercicio. La diferencia que resulte a su car-
go se enterará conjuntamente con la declaración anual del
derecho del mismo ejercicio. Cuando resulte saldo a favor,
dicho saldo podrá compensarse contra los pagos provisio-
nales del derecho que resulte a su cargo en el ejercicio si-
guiente, posteriores a la presentación de la declaración
anual del ejercicio inmediato anterior.

Artículo 216. Se deroga.

Artículo 223... 

A... 

... 

De los ingresos que se obtengan por la recaudación de los
derechos por la explotación, uso o aprovechamiento de
aguas nacionales por usuarios distintos de los municipales
y organismos operadores de los mismos, 200 millones de
pesos tendrán destino específico para el Fondo Forestal
Mexicano para el desarrollo y operación de Programas de
Pago por Servicios Ambientales. Estos recursos ampliarán
el presupuesto que se asigne a la Comisión Nacional Fo-
restal.

B... 

I... 

Las tarifas a que se refiere esta fracción, serán aplicables a
los sujetos que en las mismas se señalan cuando el consu-

mo de agua en el periodo sea inferior o igual a un volumen
equivalente a los 300 litros por habitante al día, de acuerdo
con la población indicada en los resultados definitivos del
ejercicio inmediato anterior, referidos exclusivamente a
población, provenientes del último Censo General de Po-
blación y Vivienda publicado por el Instituto Nacional de
Estadística, Geografía e Informática, actualizado con las
proyecciones de población publicadas por el Consejo Na-
cional de Población.

En aquellos casos en que el consumo no exceda de los vo-
lúmenes a que se refiere el párrafo anterior, se aplicarán las
siguientes tarifas:

Zona de disponibilidad 1 a 6: $279.50

Zona de disponibilidad 7: $130.16

Zona de disponibilidad 8...  $65.00

Zona de disponibilidad 9: $32.37

En aquellos casos en que el consumo sea superior a los vo-
lúmenes que se mencionan en el párrafo anterior, se apli-
carán las siguientes tarifa sobre el volumen de consumo ex-
cedente:

Zona de disponibilidad 1 a 6...  $559.00

Zona de disponibilidad 7: $260.32

Zona de disponibilidad 8: $130.00

Zona de disponibilidad 9: $64.74

... 

C. Por las aguas provenientes de fuentes superficiales o ex-
traídas del subsuelo, a excepción de las del mar, destinadas
a uso agropecuario, se pagará el derecho sobre agua por ca-
da metro cúbico que exceda el volumen concesionado a
cada distrito de riego o por cada metro cúbico que exce-
da el volumen concesionado a los usuarios agropecuarios
restantes, conforme a las siguientes cuotas:

Zona de disponibilidad 1 a 9...  $0.10

El derecho a que se refiere este apartado, se pagará men-
sualmente mediante declaración que se presentará en las
oficinas autorizadas por el Servicio de Administración



Tributaria, dentro de los primeros 17 días del mes inme-
diato posterior a aquél por el que corresponda el pago.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refiere este Apartado, se destinarán a la Co-
misión Nacional del Agua para la instalación de dispositi-
vos de medición y tecnificación del propio sector
agropecuario.

Artículo 224... 

IV. Por usos agropecuarios, incluyendo a los distritos y uni-
dades de riego, así como a las juntas de agua, con excep-
ción de las usadas en la agroindustria, hasta por la dotación
autorizada a los distritos de riego por la Comisión Nacio-
nal del Agua o, en su caso, hasta por el volumen concesio-
nado. Tampoco se pagará el derecho establecido en este
Capítulo, por el uso o aprovechamiento que en sus instala-
ciones realicen las instituciones educativas, diferentes a la
conservación y mantenimiento de zonas de ornato o depor-
tivas. Estas instituciones deberán contar con reconocimien-
to de validez oficial de estudios en los términos de las le-
yes de la materia.

Artículo 226... 

Para los efectos de este artículo el contribuyente deberá
presentar una declaración por todos los aprovechamientos
con que cuente en sus instalaciones, sean de aguas superfi-
ciales o provenientes del subsuelo, en anexo libre declara-
rá y reportará a la Comisión Nacional del Agua sus apro-
vechamientos, debiendo incluir: nombre o razón social,
Registro Federal de Contribuyentes, número de Títulos de
Concesión; incluyendo por cada aprovechamiento zona de
disponibilidad, volumen declarado, tarifa aplicada y mon-
to pagado.

Artículo 231... 

ZONA 5.

... 

Estado de Chiapas: Se deroga.

... 

Estado de Oaxaca: Fresnillo de Trujano, Guelatao de Juá-
rez, Huautla de Jiménez, Nejapa de Madero, Salina Cruz,
San Andrés Sinaxtla, San Antonino Castillo Velasco, San

Antonio Nanahuatipam, San Baltazar Chichicapan, San
Cristóbal Suchixtlahuaca, San Jerónimo Taviche, San Jor-
ge Nuchita, San José Ayuquila, San Juan Achiutla, San
Juan Atepec, San Juan Bautista Atlatlahuca, San Juan Bau-
tista Coixtlahuaca, San Juan Bautista Cuicatlán, San Juan
del Río (Albarrada), San Juan Lachigalla, San Juan de los
Cués, San Juan Ñumi, San Juan Tepeuxila, San Juan Yae,
San Luis Amatlán, San Martín Zacatepec, San Mateo Etla-
tongo, San Mateo Nejapam, San Miguel Achiutla, San Mi-
guel Aloapam, San Miguel Amatitlán, San Miguel Chica-
hua, San Miguel del Río, San Miguel Huautla, Villa Sola
de Vega, San Miguel Tlacotepec, San Pedro Cajonos, San
Pedro Mártir Yucuxaco, San Pedro Molinos, San Pedro
Quiatoni, San Pedro Taviche, San Pedro Totolapam, San
Pedro y San Pablo Tequixtepec, San Simón Zahuatlán,
Santa Ana Tavela, Santa Ana Yareni, Santa Catarina Ixte-
peji, Santa Catarina Zapoquila, Santa Cruz de Bravo, San-
ta Cruz ltundujia, Santa Cruz Nundaco, Santa Cruz Tayata,
Santa Gertrudis, Santa María Jaltianguis, Santa María Na-
tivitas, Santa María Nduayaco, Santa María Papalo, Santa
María Petapa, Santa María Tecomavaca, Santa María Ya -
vesia, Santa María Zoquitlán, Santiago Ayuquililla, Santia-
go Comaltepec, Santiago Chazumba, Santiago Huauclilla,
Santiago Matatlán, Santiago Miltepec, Santiago Nuyoo,
Santiago Xiacui, Nuevo Zoquiapam, Santo Domingo Peta-
pa, Santos Reyes Yucuna, Sitio de Xitlapehua, Tecocuilco
de Marcos Pérez, Yaxe y Zapotitián Palmas.

... 

ZONA 6

... 

Estado de Chiapas: Se deroga.

... 

ZONA 7.

... 

Estado de Oaxaca: Asunción Ixtaltepec, Asunción Nochix-
tlán, Ayotzintepec, Cuyamecalco Villa de Zaragoza, Cha-
huites, Chalcatongo de Hidalgo, Espinal El, Guevea de
Humbolt, Huautepec, Magdalena Zahuatlán, Matías Rome-
ro, Miahuatlán de Porfirio Díaz, Nuevo Soyaltepec, San-
tiago Niltepec, Reforma de Pineda, San Andrés Nuxiño,
San Andrés Teotilalpam, San Andrés Tepetlapa, San Blas
Atempa, San Dionisio del Mar, San Felipe Usila, San
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Francisco Chapulapa, San Francisco del Mar, San Francis-
co Ixhuatán, San José Chiltepec, San José Independencia,
San José Tenango, San Juan Bautista Tlacoatzintepec, San
Juan Bautista Tuxtepec, San Juan Coatzospan, San Juan
Guichicovi, San Juan Juquila Vijanos, San Juan Chiquihui-
tlán, San Juan Lachao, San Juan Mazatlán, San Juan Yu -
cuita, San Lorenzo, San Lorenzo Cuaunecuiltitla, San Lu-
cas Ojitlán, San Mateo del Mar, San Mateo Sindihui, San
Miguel Ahuehuetitlán, San Miguel Chimalapa, San Miguel
del Puerto, San Miguel Santa Flor, San Pedro Comitanci-
llo, San Pedro Huilotepec, San Pedro Ixcatlán, San Pedro
Juchatengo, San Pedro Ocopetatillo, San Pedro Sochia-
pam, San Pedro Tapanatepec, San Pedro Teozacoalco, San
Pedro Teutila, San Sebastián Teitipac, San Simón Almo-
longas, Santa Ana Ateíxtlahuaca, Santa Ana Cuauhtémoc,
Santa Ana Tlapacoyan, Santa Catarina Cuixtla, Santa Ca-
tarina Tayata, Santa Cruz Acatepec, Santa Cruz Xitla, San-
ta María La Asunción, Santa María Chilchotla, Santa Ma-
ría Chimalapa, Santa María Guienagati, Santa María
Jacatepec, Santa María Teopoxco, Santa María Tlalixtac,
Santa María Xadani, Santiago Ixcuintepec, Santiago La-
chiguiri, Santiago Laollaga, Villa Tejupam de la Unión,
Santiago Jocotepec, Santiago Texcalcingo, Santo Domingo
Nuxaa, Santo Domingo Roayaga, Santo Domingo Tehuan-
tepec, Santo Domingo Xagacia, Santo Domingo Zanate-
pec, Santo Tomás Ocotepec, Santo Tomás Tamazulapam,
Villa de Tamazulapam del Progreso, Teotongo, Unión Hi-
dalgo, Valle Nacional San Juan Bautista, Yutanduchi de
Guerrero y Zaragoza Santa Inés de.

... 

Estado de Tamaulipas: Antiguo Morelos, Bustamante, Ca-
sas, Gómez Farías, Hidalgo, Jaumave, Llera, Mante El, Mi-
quihuana, Nuevo Morelos, Ocampos, Palmillas, Soto la
Marina, Tampico y Tula, excepto los municipios compren-
didos en las zonas 6, 8 y 9.

... 

ZONA 8.

... 

Estado de Chiapas: Acapetahua, Arriaga, Berriozábal, Cin-
talapa, Comitán de Domínguez, Chiapa de Corzo, Frontera
Comalapa, Frontera Hidalgo, Huehuetán, Huixtla, Inde-
pendencia La, Ixtapa, Jiquipilas, Mapastepec, Margaritas
Las, Mazatán, Metapa, Motozintla, Ocosingo, Ocozocuau-
tla de Espinoza, Palenque, Pijijiapan, Pueblo Nuevo Co-

maltitlán, Reforma, Rosas Las, San Cristóbal de las Casas,
Suchiate, Sumuapa, Tapachula, Tecpatán, Tonalá, Trinita-
ria La, Tuxtla Chico, Tuxtla Gutiérrez, Venustiano Carran-
za y Villaflores.

... 

Estado de Tamaulipas: Aldama, González y San Nicolás.

... 

Artículo 231-A. Los ingresos que se obtengan de las em-
presas públicas o privadas a que se refiere el apartado B,
fracción I del artículo 223 de esta Ley, se destinarán a la
Comisión Nacional del Agua para la realización de accio-
nes de mejoramiento de eficiencia y de infraestructura de
agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas resi-
duales.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refiere el párrafo anterior se destinarán a la
Comisión Nacional del Agua, para la realización de los
programas que al efecto establezca dicha Comisión, en una
cantidad equivalente de hasta por el monto de los derechos
cubiertos por las personas antes mencionadas, en el ejerci-
cio de que se trate.

... 

La Comisión Nacional del Agua informará, trimestralmen-
te, al H. Congreso de la Unión acerca de la devolución de
los recursos destinados a las acciones de mejoramiento de
eficiencia y de infraestructura de agua potable, alcantari-
llado y tratamiento de aguas residuales.

Artículo 232... 

Para los efectos de este artículo, no se estará obligado al
pago de los derechos tratándose de los siguientes casos:

a) Las personas físicas y morales que estén obligadas a pa-
gar el aprovechamiento establecido en el artículo 37 de la
Ley de Puertos;

b) Las personas físicas o morales contratadas por depen-
dencias del Gobierno Federal o por sus organismos des-
centralizados, para la realización de servicios tales como
conservación, mantenimiento, vigilancia, limpieza o jardi-
nería que deben realizar en el interior de los inmuebles y
que requieren de espacios para el alojamiento de equipos,



enseres diversos y la estancia de personas, por los espacios
ocupados en dichos inmuebles;

c) Las empresas contratistas y arrendadoras financieras que
ejecuten obras dentro de los inmuebles de que se trate a
cargo del Gobierno Federal, por dichos inmuebles.

Artículo 232-A... 

No pagarán los derechos a que se refiere este artículo,
los permisionarios de servicios portuarios de pilotaje en
puerto.

Artículo 232-C... 

En el caso de las playas, la zona federal marítimo terrestre,
los terrenos ganados al mar y cualquier otro depósito de
aguas marítimas concesionados o permisionados, que se
encuentren en su estado natural, es decir que no han sufri-
do modificación alguna o alteraciones como consecuencia
de trabajos realizados por el hombre, que por ende conser-
ve su propia morfología y vegetación natural, colindantes
con terrenos de breña, donde no se cuente con los servicios
de agua potable, drenaje, electricidad, pagarán el derecho
por el uso, goce o aprovechamiento de inmuebles de con-
formidad con la cuota establecida en la Zona I, a que se re-
fiere el presente artículo y el 232-D de esta Ley. Cuando se
trate de predios que hayan sido desmontados, lotificados y
en los cuales se hayan realizado determinadas obras de
equipamiento y que aún así no cuenten con los servicios y
características señaladas anteriormente, pagarán los dere-
chos de conformidad con la cuota establecida en la zona en
que se encuentren asentados.

Artículo 232-D-1. Están obligadas a pagar el derecho por
extracción de materiales pétreos, las personas físicas y mo-
rales que los extraigan de las playas, la zona federal marí-
timo terrestre y los terrenos ganados al mar o de cualquier
otro depósito de aguas marítimas, conforme a la cuota que
resulte por metro cúbico:

Material $/M3

Grava...  8.70 

Arena...  8.70

Arcillas y limos...  6.30

Materiales en breña...  6.80

Piedra bola...  7.50

Otros...  2.60

El derecho se pagará por ejercicios fiscales mediante de-
claración que se presentará en las oficinas autorizadas por
el Servicio de Administración Tributaria, dentro de los
tres meses siguientes a la fecha en que termine el ejerci-
cio fiscal.

A cuenta del derecho, se realizarán pagos provisionales
mensuales, mediante declaración que se presentará en las
oficinas autorizadas por el Servicio de Administración Tri-
butaria, dentro de los diez días previos al mes en el que se
efectúe la extracción, considerando el volumen de material
que se tenga programado extraer durante ese periodo.

Al monto total del derecho que resulte por el ejercicio de
que se trate en los términos de este artículo, se le restará el
monto total de los pagos provisionales enterados durante el
ejercicio. La diferencia que resulte a su cargo se enterará
conjuntamente con la declaración anual del derecho del
mismo ejercicio. Cuando resulte saldo a favor, dicho saldo
podrá compensarse contra los pagos provisionales del de-
recho que resulte a su cargo en el ejercicio siguiente, pos-
teriores a la presentación de la declaración anual del ejer-
cicio inmediato anterior.

Las personas físicas y morales que extraigan materiales pé-
treos, estarán obligados a llevar un registro diario de los
volúmenes extraídos en el formato que para tal efecto au-
torice el Servicio de Administración Tributaria. Dicho re-
gistro deberá conservarse en términos de lo establecido en
el artículo 30 del Código Fiscal de la Federación.

Los ingresos recaudados por este derecho se destinarán a la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para
los programas de censo, delimitación, mesas de regulariza-
ción y rezago histórico en el otorgamiento de concesiones
de la zona federal marítimo terrestre.

No se pagará el derecho a que se refiere este artículo por
obras de dragado y mantenimiento de puertos.

Artículo 232-D-2. Las personas físicas o morales que
usen, gocen o aprovechen las playas, la zona federal marí-
timo terrestre, los terrenos ganados al mar o cualquier otro
depósito de aguas marítimas, para pernoctar dentro de los
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mismos en remolques o semirremolques tipo vivienda, pa-
garán por día, por cada remolque o semiremolque, una cuo-
ta de: $150.00.

No se pagará el derecho a que se refiere esta fracción, por
aquellos remolques y semirremolques tipo vivienda que
hagan uso de sitios concesionados para tal fin.

Los ingresos recaudados por este derecho se destinarán a la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para
los programas de censo, delimitación, mesas de regulariza-
ción y rezago histórico en el otorgamiento de concesiones
de la zona federal marítimo terrestre.

Artículo 236-B. Tratándose del derecho a que se refieren
las fracciones IV y V del artículo 232 de esta Ley, la Co-
misión Nacional del Agua está facultada para ejercer las
atribuciones establecidas en el artículo 192-E de esta Ley.

Artículo 238. Por el aprovechamiento de ejemplares de
fauna silvestre en predios federales y zonas federales, y en
predios privados que no cumplan con lo establecido en la
Ley General de Vida Silvestre, se pagará el derecho de
aprovechamiento extractivo por ejemplar o en su caso, por
lote conforme a las siguientes cuotas:

VI. Patos, cercetas, gansos, perdiz, tinamú, branta negra
del Pacífico y otras aves, por lote, determinado el tamaño
de éste según las tasas de aprovechamiento extractivo esti-
puladas por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales: $4,090.80.

... 

XII. Paloma, por lote, determinado el tamaño de éste según
las tasas de aprovechamiento extractivo estipuladas por la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales:
$2,659.02.

XIII. Se deroga.

... 

Los ingresos que se obtengan por la recaudación de este
derecho, se destinarán a la Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, para el mantenimiento y operación
de los centros para la conservación e investigación de la vi-
da silvestre y su hábitat.

... 

No se estará obligado al pago del derecho a que se refiere
este artículo, cuando la captura de dichas especies se haga
con la autorización de la autoridad competente, para la in-
vestigación científica o para preservar las especies.

Artículo 238-A. Cuando el aprovechamiento de una espe-
cie esté vedada por las disposiciones en vigor, se pagará el
derecho de aprovechamiento conforme a las cuotas que a
continuación se señalan según el riesgo de extinción de la
especie, independientemente de las sanciones que proce-
dan.
... 

No se estará obligado al pago del derecho a que se refiere
este artículo, cuando la captura de dichas especies se haga
con la autorización de la autoridad competente para preser-
var las especies.

Los ingresos recaudados por el derecho a que se refiere es-
te artículo, se destinarán a la Secretaría de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales, para la inspección y vigilancia de
las actividades que amenazan a dichas especies.

Artículo 238-B. Por el aprovechamiento no extractivo de
ballenas en zonas federales originado por el desarrollo de
actividades de observación y acercamiento, se pagará el
derecho de aprovechamiento, no extractivo por persona,
por día, en la temporada conforme a la cuota de: $15.00.

Estarán exentos del pago del derecho a que se refiere este
artículo, las personas mayores de 60 años y menores de 6
años, siempre y cuando éstos sean de nacionalidad mexi-
cana así como personas con discapacidad.

El pago del derecho deberá efectuarse por el titular del per-
miso para la prestación de servicios de observación de ba-
llenas.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación de este
derecho, se destinarán al Instituto Nacional de Ecología
para el desarrollo de las actividades de investigación y
monitoreo de las poblaciones de los mamíferos marinos,
así como a la Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente para la inspección y vigilancia de las poblaciones
de ballenas.

La temporada a que se refiere este artículo, será estableci-
da mediante aviso publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales.



El pago del derecho a que se refiere este artículo, deberá
realizarse mediante declaración que se presentará ante las
instituciones de crédito autorizadas por el Servicio de Ad-
ministración Tributaria, dentro de los diez días posterio-
res a la terminación de la temporada.

Artículo 238-C. Por el aprovechamiento no extractivo de
tortugas terrestres, dulceacuícolas y marinas, originado por
el desarrollo de las actividades de observación en centros
para la protección y conservación de las tortugas propiedad
de la Nación, se pagará el derecho de aprovechamiento no
extractivo por persona, por día, conforme a la siguiente
cuota: $15.00.

Estarán exentos del pago del derecho a que se refiere este
artículo, las personas mayores de 60 años y menores de 6
años, siempre y cuando éstos sean de nacionalidad mexi-
cana así como personas con discapacidad.

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, los re-
sidentes permanentes de las localidades contiguas a los
centros para la protección y conservación de las tortugas,
siempre y cuando cuenten con la certificación de esta cali-
dad, otorgada por la autoridad responsable previa, presen-
tación de la documentación correspondiente y realicen ac-
tividades recreativas sin fines de lucro.

En el supuesto de que el aprovechamiento no extractivo a
que se refiere este artículo, se lleve a cabo en un área natu-
ral protegida, no se pagará este derecho, debiéndose ente-
rar únicamente el derecho establecido en el artículo 198 de
esta Ley.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refiere este artículo, se destinarán a los centros

tortugueros que se encuentren bajo el manejo y administra-
ción de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para programas de conservación, mantenimiento y
operación de dichos centros.

Artículo 239... 

(Se deroga cuarto párrafo.)

... 

Artículo 240... 

IV. Por cada frecuencia asignada a nivel nacional, no im-
portando la cantidad de estaciones bases, móviles o fijas:
$692,900.49.

a) Por frecuencia asignada a nivel regional, se pagará por
Entidad Federativa, sin importar la cantidad de estaciones
bases, móviles o fijas...  $33,527.20.

... 

VI. Se deroga.

... 

Artículo 244... 

El área básica de servicio comprende a la zona geográfica
especificada en los títulos de concesión correspondientes.

Para las concesiones que tengan un área de cobertura dife-
rente a la señalada en la tabla anterior, se pagarán cuotas de
acuerdo con la tabla siguiente:
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En los casos en que el área de cobertura no abarque la to-
talidad del territorio de una entidad federativa, la cuota del
derecho que se deberá pagar será la que se obtenga de mul-
tiplicar la cuota que de conformidad con la tabla anterior
corresponda a la entidad federativa en la que se ubique la
concesión, por la proporción que represente la población
total del área en la que se ubique la concesión entre la po-
blación total de la entidad federativa. Para estos cálculos se
deberán utilizar la población indicada en los resultados de-
finitivos del ejercicio inmediato anterior, referidos exclusi-
vamente de población provenientes de los conteos de Po-
blación y Vivienda publicados por el Instituto Nacional de
Estadística, Geografía e Informática, o en su defecto pro-
venientes del último Censo General de Población y Vi-
vienda publicado por dicho Instituto.

Para los casos en que el área de cobertura de una concesión
o permiso cubra más de una entidad federativa, se deberá
realizar para cada entidad federativa, en su caso, las opera-
ciones descritas en el párrafo anterior y el monto del dere-
cho a pagar será la suma de las cuotas procedentes que co-
rrespondan.

En el caso de que para una misma región se puedan calcu-
lar el monto del derecho a pagar con cualquiera de las dos

tablas que se incluyen en este artículo y de cada tabla se
obtenga un monto a pagar diferente, el monto del derecho
a pagar será el que resulte menor.

La cuota del derecho a pagar a que se refiere este artículo,
será por cada megahertz concesionado, permisionado o
asignado, según la tabla que corresponda.

Artículo 244-A... 

I. Para el servicio de radiotelefonía celular, por cada fre-
cuencia asignada, concesionada o permisionada y por cada
región: $3,464.38.

... 

III. Por los servicios de radiolocalización móvil de perso-
nas, radiolocalización de vehículos, radiolocalización mó-
vil marítima y radiodeterminación, se pagarán derechos
por frecuencia asignada, concesionada o permisionada, y
por sistema: $3,464.38.

... 



IV. En servicio móvil especializado de flotillas y de porta-
dora común, se pagará el derecho por frecuencia asignada,
concesionada o permisionada y por sistema: $375.12.

... 

V. Por el servicio de radiocomunicación móvil aeronáutica,
por cada frecuencia asignada, concesionada o permisiona-
da, y por estación base: $424.32.

Artículo 244-B. Los concesionarios y permisionarios de
bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico com-
prendidas en los rangos de frecuencias en megahertz se-
ñalados en la tabla A, pagarán anualmente el derecho
por el uso, goce, aprovechamiento o explotación de ban-
das de frecuencia del espectro radioeléctrico, por cada
región en la que operen y por cada kilohertz concesio-
nado o permisionado, de conformidad con la tabla B, co-
mo sigue:
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Para las concesiones y permisos cuya área de cobertura sea
menor que el área de la región en la que se ubique de acuer-
do con la tabla B, la cuota del derecho que se deberá pagar
será la que se obtenga de multiplicar la cuota que de con-
formidad con la tabla señalada corresponda a la región en
la que se ubique la concesión o permiso, por la proporción
que represente la población total del área concesionada o
permisionada entre la población total del área en la que se
ubique según la tabla mencionada. Para estos cálculos se
deberá utilizar la población indicada en los resultados defi-
nitivos del ejercicio inmediato anterior, referidos exclusi-
vamente a población provenientes de los conteos de Pobla-
ción y Vivienda publicados por el Instituto Nacional de
Estadística, Geografía e Informática, o en su defecto pro-
venientes del último Censo General de Población y Vi-
vienda publicado por dicho Instituto.

Para los casos en que el área de cobertura de una concesión
o permiso cubra más de una región de las que se señalan en

la tabla B, se deberá realizar para cada región, en su caso,
las operaciones descritas en el párrafo anterior y el monto
del derecho a pagar será la suma de las cuotas que corres-
pondan.

El pago del derecho a que se refiere este artículo, se reali-
zará sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 14 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones.

Artículo 244-C. Los concesionarios y permisionarios de
bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico compren-
didas en los rangos de frecuencias en megahertz señalados
en la tabla A, pagarán anualmente el derecho por el uso,
goce, aprovechamiento o explotación de bandas de fre-
cuencia del espectro radioeléctrico, por cada región en la
que operen y por cada kilohertz concesionado o permisio-
nado, de conformidad con la tabla B, como sigue:



Para las concesiones y permisos cuya área de cobertura sea
menor que el área de la región en la que se ubique de
acuerdo con la tabla B, la cuota del derecho que se deberá
pagar será la que se obtenga de multiplicar la cuota que de
conformidad con la tabla mencionada corresponda a la re-
gión en la que se ubique la concesión o permiso, por la pro-
porción que represente la población total del área conce-
sionada o permisionada entre la población total del área en
la que se ubique según la tabla B. Para estos cálculos se de-
berá utilizar la población indicada en los resultados defini-
tivos del ejercicio inmediato anterior, referidos exclusiva-
mente a población provenientes de los conteos de

Población y Vivienda publicados por el Instituto Nacional
de Estadística, Geografía e Informática, o en su defecto
provenientes del último Censo General de Población y Vi-
vienda publicado por dicho Instituto.

Para los casos en que el área de cobertura de una concesión
o permiso cubra más de una región de las que se señalan en
la tabla B, se deberá realizar para cada región, en su caso,
las operaciones descritas en el párrafo anterior y el monto
del derecho a pagar será la suma de las cuotas que corres-
pondan.
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El pago del derecho a que se refiere este artículo, se reali-
zará sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 14 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones.

Artículo 253-A. El 35 por ciento de los ingresos que se ob-
tengan por la recaudación de los derechos a que se refiere
el presente Capítulo, se destinarán a la Comisión Federal
de Telecomunicaciones, para el Sistema de Información In-
tegral en Materia de Telecomunicaciones y para el fortale-
cimiento de la red nacional de monitoreo.

Artículo 288. Están obligados al pago del derecho por el
acceso a los museos, monumentos y zonas arqueológicas
propiedad de la Federación, las personas que tengan acce-
so a las mismas conforme a las siguientes cuotas:

Areas tipo AA...  $35.79

Areas tipo A...  $30.68

Areas tipo B...  $27.61

Areas tipo C...  $22.49

Para efectos de este artículo se consideran:

Areas tipo AA:

Zona Arqueológica de Palenque (con museo); Zona Ar-
queológica de Paquimé y Museo de las Cultural del Norte;
Museo y Zona Arqueológica del Templo Mayor; Museo
Nacional de Antropología; Museo Nacional de Historia;
Museo Nacional del Virreinato; Zona Arqueológica Teoti-
huacan (con museo de Sitio) y Museo de la Pintura Mural
Teotihuacana; Zona Arqueológica de Xochicalco (con mu-
seo); Zona Arqueológica Monte Albán (con museo); Mu-
seo de las Culturas de Oaxaca; Zona Arqueológica Tulúm;
Zona Arqueológica Coba; Zona Arqueológica Kohunlich;
Zona Arqueológica Cacaxtia y Xochitécatl (con museo);
Zona Arqueológica de Tajín; Zona Arqueológica de Chi-
chen-Itza (con museo); Zona Arqueológica Uxmal (con
museo); Zona Arqueológica de Dzibilchaltún y Museo del
Pueblo Maya.

Areas tipo A:

Zona Arqueológica Becán; Zona Arqueológica de Edzná;
Zona Arqueológica de Calakmul; Zona Arqueológica Bo-
nampak; Zona Arqueológica Yaxchilán; Zona Arqueológi-
ca de Tonina (con museo); Museo Regional de Chiapas;

Museo Regional de los Altos de Chiapas; Museo Histórico
Ex-aduana de Cd. Juárez; Museo del Carmen; Galería de
Historia; Museo Nacional de las Intervenciones; Museo
Casa de Allende; Museo Histórico de Acapulco Fuerte de
San Diego; Zona Arqueológica Tula (con museo); Museo
Regional de Hidalgo; Museo Regional de Guadalajara;
Zona Arqueológica Malinalco; Museo de Arte e Industrias
Populares; Museo Regional Cuahunahuac; Museo Regio-
nal de Nayarit; Museo Regional de Nuevo León Ex-Obis-
pado; Zona Arqueológica de Cholula (con museo); Museo
Regional de Puebla; Zona Arqueológica de Cantona; Mu-
seo Regional de Querétaro; Zona Arqueológica San Gerva-
sio; Zona Arqueológica Dzibanche; Zona Arqueológica de
Kinichna; Zona Arqueológica Chacchoben; Museo Ar-
queológico de Cancún; Zona Arqueológica Comalcalco
(con museo); Zona Arqueológica la Venta (con museo);
Museo Regional de Tlaxcala; Museo Fuerte San Juan de
Ulúa; Museo Local Baluarte de Santiago; Zona Arqueoló-
gica Vega de la Peña; Zona Arqueológica de Cuajilote;
Museo Regional de Yucatán “Palacio Cantón”; Museo de
Guadalupe; Zona Arqueológica de la Quemada (con mu-
seo).

Areas tipo B:

Museo Regional Histórico de Aguascalientes; Museo de
las Misiones Jesuíticas; Zona Arqueológica de San Fran-
cisco; Zona Arqueológica Chicanná; Zona Arqueológica
Xpuhil; Museo Regional de la Laguna; Museo Regional de
Colima; Zona Arqueológica de Chinkultic; Museo Casa
Carranza; Zona Arqueológica de Xochipila; Ex-convento
de Actopan; Museo de la Fotografía; Museo Local del Cua-
le, Puerto Vallarta; Zona Arqueológica Calixtlahuaca; Mu-
seo Virreinal de Acolman; Zona Arqueológica Santa Ceci-
lia Acatitlán (con museo); Zona Arqueológica de San
Bartolo Tenayuca (con museo); Museo de la Estampa
Ex-convento de Santa María Magdalena; Zona Arqueoló-
gica Tzin tzun tzan (con museo); Zona Arqueológica Tin-
gambato; Zona Arqueológica Teopanzolco; Zona Arqueo-
lógica El Tepoxteco (Tepoztlán); Zona Arqueológica de
Mitla; Museo Casa de Juárez; Zona Arqueológica de Ya -
gúl; Museo Histórico de la No Intervención; Museo del
Valle de Tehuacán; Museo de la Evangelización; Fuerte de
Guadalupe; Zona Arqueológica Xel-Ha; Zona Arqueológi-
ca El Rey; Zona Arqueológica de X-Caret; Zona Arqueo-
lógica Oxtankah; Zona Arqueológica El Meco; Museo Re-
gional de Sonora; Zona Arqueológica de Pomona (con
museo); Zona Arqueológica de Cempoala (con museo);
Museo Tuxteco: Zona Arqueológica de Kabah; Zona Ar-
queológica de Labná; Zona Arqueológica de Sayil; Zona



Arqueológica Gruta de Balankanché: Zona Arqueológica
de Chacmultun; Pinacoteca del Estado Juan Gamboa Guz-
mán; Zona Arqueológica Gruta de Loitún; Zona Arqueoló-
gica de Oxkintok.

Areas tipo C:

Zona Arqueológica el Vallecito; Museo Histórico Regional
de Ensenada Baja California; Museo Wa Kuatay; Museo
Regional Baja California Sur; Museo Arqueológico Cami-
no Real Hecelchacan: Museo Arqueológico de Campeche;
Museo de las Estelas Mayas Baluarte de la Soledad; Museo
Histórico Reducto San José El Alto “Armas y Marinería”;
Zona Arqueológica de Hormiguero; Zona Arqueológica de
Balamkú; Zona Arqueológica de Hochob; Zona Arqueoló-
gica de Santa Rosa Xtampak; Zona Arqueológica El Tigre:
Zona Arqueológica la Campana; Zona Arqueológica El
Chanal; Zona Arqueológica de lzapa; Museo Arqueológico
del Soconusco; Zona Arqueológica La Ferrería; Museo de
la Francia Chiquita; Museo Ex-convento Agustino de San
Pablo; Museo Casa del Dr. Mora; Museo de Guillermo
Spratling; Museo Regional de Guerrero:

Convento Epazoyucan; Ex-convento de lxmiquilpan; Mu-
seo Arqueológico de Cd. Guzmán; Zona Arqueológica
Acozac; Zona Arqueológica Huexotla; Zona Arqueológica
Los Melones; Zona Arqueológica de Texcutzingo; Zona
Arqueológica de Tlapacoya; Monumento Histórico Capilla
de Tialmanalco; Ex-convento de Oxtotipac; Capilla Abier-
ta de Calimaya; Museo de Sitio Casa de Morelos; Zona Ar-
queológica de Ihuatzio; Zona Arqueológica Huandacareo
La Nopalera; Zona Arqueológica Tres Cerritos; Zona Ar-
queológica San Felipe Los Alzati; Museo Histórico del
Oriente de Morelos; Zona Arqueológica Las Pilas; Zona
Arqueológica Chalcatzingo; Zona Arqueológica Coatetel-
co (con museo); Zona Arqueológica Ixtlán del Río;
Ex-convento y Templo de Santiago; Culiapan; Zona Ar-
queológica de Dainzu; Zona Arqueológica Lambityeco;
Capilla de Teposcolula; Ex-convento de Yanhuitlán; Zona
Arqueológica de Zaachila; Zona Arqueológica Guiengola;
Ex-convento de Tecali; Museo del Arte Religioso de Santa
Mónica; Zona Arqueológica de Yohualichan; Casa del
Dean; Ex-convento San Francisco, Tecamachalco; Ex-con-
vento de San Francisco Huaquechula; Zona Arqueológica
Tepeji El Viejo; Zona Arqueológica de Manzanilla; Zona
Arqueológica Las Ranas; Zona Arqueológica de Toluqui-
lla; Zona Arqueológica El Cerrito; Zona Arqueológica de
Muyil; Zona Arqueológica Adoratorio de Punta Sur; Mu-
seo Regional Potosino; Zona Arqueológica de Tamohi;
Zona Arqueológica de Malpasito; Zona Arqueológica de

Tizatlán (con museo); Zona Arqueológica de Ocotelulco
(con museo); Zona Arqueológica de Tres Zapotes (con mu-
seo); Zona Arqueológica Las Higueras (con museo); Zona
Arqueológica de Quiahuiztán; Zona Arqueológica Maya-
pán; Zona Arqueológica de Acanceh; Zona Arqueológica
X-Lapak; Zona Arqueológica Ruinas de Ake; Zona Ar-
queológica Ek-Balam; Zona Arqueológica Chalchihuites;
Museo Arqueológico de Mazatlán.

El pago de este derecho deberá hacerse previamente al in-
greso a los museos, monumentos y zonas arqueológicas a
que se refiere este artículo.

El monto recaudado por este derecho, se destinará al Insti-
tuto Nacional de Antropología e Historia para la investiga-
ción, restauración, conservación, mantenimiento, adminis-
tración y vigilancia de las unidades generadoras del mismo.

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, las per-
sonas mayores de 60 años, menores de 13 años, jubilados,
pensionados, discapacitados, profesores y estudiantes en
activo, así como los pasantes o investigadores que cuenten
con permiso del Instituto Nacional de Antropología e His-
toria para realizar estudios afines a los museos, monumen-
tos y zonas arqueológicas a que se refiere este artículo.
Asimismo, estarán exentos del pago de este derecho, los vi-
sitantes nacionales y extranjeros residentes en México que
accedan a los monumentos y zonas arqueológicas los do-
mingos y días festivos.

TRANSITORIOS

Primero. La presente Ley entrará en vigor a partir del 1o.
de enero de 2003, con excepción del Apartado C, del ar-
tículo 223 de la Ley Federal de Derechos, el cual entrará en
vigor a partir del 1o. de octubre de 2003.

Segundo. Durante el año de 2003, se aplicarán en materia
de derechos las siguientes disposiciones:

I. Para los efectos del artículo 1o. de la Ley Federal de De-
rechos, las cuotas de los derechos se incrementarán:

a) En los meses de enero y julio de 2003, en los términos
de lo dispuesto en el cuarto párrafo del artículo 1o. de la
Ley Federal de Derechos.

Asimismo, la cuota del derecho a que se refiere la fracción
I, del artículo 172-H de la Ley Federal de Derechos, se su-
jetará a lo dispuesto en el párrafo anterior.
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b) Para el año de 2003, las cuotas de los derechos a que se
refiere el Capítulo I, Sección Primera y el Capítulo II del
Título Primero de la Ley Federal de Derechos, así como los
derechos señalados en los artículos 150-A, 150-B y 151 de
la misma, se actualizarán de conformidad con el artículo
17-A del Código Fiscal de la Federación, únicamente el 1o.
de enero de 2003, con el factor que resulte de dividir el ín -
dice Nacional de Precios al Consumidor de noviembre de
2002 entre el Indice Nacional de Precios al Consumidor de
noviembre de 2001.

II. En los artículos de la Ley Federal de Derechos que por
virtud de la presente Ley hayan sufrido modificaciones
únicamente en su texto, y no así en su cuota correspon-
diente, ésta se actualizará en el mes de enero de 2003, de
conformidad con el cuarto párrafo del artículo 1o. de la
Ley Federal de Derechos.

Asimismo, en el caso de los derechos que se crean con la
presente Ley o que hayan sufrido modificaciones en su
cuota, éstas no se incrementarán en el mes de enero de
2003.

Las cuotas que no se incrementen en el mes de enero de
2003, conforme a esta fracción, se incrementarán en el mes
de julio de 2003, conforme a lo dispuesto en la fracción I,
inciso a) de este artículo.

III. Los derechos a que se refiere el artículo 3o, séptimo pá-
rrafo de la Ley Federal de Derechos son:

a). Los prestados por oficinas de la Federación en el ex-
tranjero.

b). Por el tránsito internacional de mercancías de proce-
dencia extranjera que lleguen al territorio nacional con des-
tino al extranjero.

IV. Las cuotas de los derechos establecidos en el Capítulo
II del Título I de la Ley Federal de Derechos, se ajustarán
para su pago a múltiplos de: $5.00

Para efectuar este ajuste, las cuotas aumentarán o dismi-
nuirán, según sea el caso, a la unidad de ajuste más próxi-
ma. Cuando la cuota se encuentre a la misma distancia de
dos unidades de ajuste, se disminuirá a la unidad inmedia-
ta anterior.

V. En relación al registro de título de técnico o profesional
técnico, técnico superior universitario o profesional asocia-

do, se aplicarán en materia de derechos las siguientes dis-
posiciones:

a) Por el registro de título de técnico o profesional técnico,
expedidos por Instituciones del Sistema Educativo Nacio-
nal que impartan educación del tipo medio superior, así co-
mo la expedición de la respectiva cédula profesional, se
pagará el 30% del monto a que se refieren las fracciones IV
y IX del artículo 185 de la Ley Federal de Derechos.

b) Por el registro de título de técnico superior universitario
o profesional asociado, expedidos por Instituciones del
Sistema Educativo Nacional que impartan educación de
tipo superior, así como por la expedición de la respectiva
cédula, se pagará el 50% del monto a que se refieren las
fracciones IV y IX del artículo 185 de la Ley Federal de
Derechos.

VI. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 223, apar-
tado A, de la Ley Federal de Derechos, en el pago de los
derechos por la explotación, uso o aprovechamiento de
aguas nacionales que se utilicen en los ingenios azucareros,
se efectuará conforme al 50% de las cuotas por metro cú-
bico, que corresponda a las zonas de disponibilidad a que
se refiere el artículo 231 de la citada Ley.

VII. Por la explotación, uso o aprovechamiento de aguas
nacionales superficiales que se extraigan y utilicen en los
municipios de Coatzacoalcos y Minatitlán del Estado de
Veracruz, se cobrará la cuota que corresponda a la zona de
disponibilidad 7 a que se refiere el artículo 223 de la Ley
Federal de Derechos.

VIII. Por la explotación, uso o aprovechamiento de aguas
nacionales superficiales que se utilicen en los municipios
de Lázaro Cárdenas del Estado de Michoacán y Hueyapan
de Ocampo en el Estado de Veracruz, se cobrará la cuota
que corresponda a la zona de disponibilidad 9 a que se re-
fiere el artículo 223 de la Ley Federal de Derechos.

IX. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 162,
Apartado A, fracción I de la Ley Federal de Derechos, no
pagarán los derechos de registro marítimo los propietarios
de embarcaciones y artefactos navales menores, excepto
las embarcaciones que prestan servicios sujetos a permisos
en los términos de la Ley de Navegación.



X. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 282-A de
la Ley Federal de Derechos, la fecha límite en que los con-
tribuyentes deberán presentar a la Comisión Nacional del
Agua, su programa de acciones para no rebasar los límites

máximos permisibles, señalado en el Capítulo XIV del
Título II de la Ley Federal de Derechos, y la fecha límite
para el cumplimiento del mismo, serán conforme a la si-
guiente tabla:
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Los contribuyentes que presenten su programa de acciones
con posterioridad a las fechas límites establecidas en este
precepto, estarán a lo dispuesto en el artículo 282-A de la
Ley Federal de Derechos, a partir de la fecha de su presen-
tación.

Cuando la Comisión Nacional del Agua, con anterioridad
al 1o. de enero de 1997, haya autorizado al contribuyente
un programa de ejecución de obras para el control de la ca-
lidad de sus descargas y haya cumplido con sus avances
programados para reducir el grado de contaminación, den-
tro de los límites permisibles, el contribuyente podrá con-
siderar como plazo para el cumplimiento de sus programas
las fechas que se establecen en la Tabla contenida en el pre-
sente artículo. En el caso de que no cumplan con los avan-

ces del programa de acciones autorizado por la Comisión
Nacional del Agua, estarán a lo dispuesto en el cuarto pá-
rrafo del artículo 282-A de la Ley Federal de Derechos.
Los contribuyentes que no cumplan con los avances pro-
gramados para reducir el grado de contaminación dentro de
los límites permisibles, y no hubieren considerado como
plazo para el cumplimiento de sus programas las fechas
que se establecen en la Tabla contenida en el presente artí-
culo, deberán efectuar a partir de ese momento el pago del
derecho respectivo.

Lo dispuesto en los párrafos primero y segundo de esta
fracción, no será aplicable a favor de los contribuyentes
que hayan establecido compromisos para realizar acciones
para el control de la calidad de sus descargas, con los



Consejos de Cuenca correspondientes, por lo que deberán
cumplir con el programa de acciones asumido ante dichas
instancias, para hacerse acreedores al beneficio del no pa-
go del derecho, por el uso o aprovechamiento de bienes del
dominio público de la Nación como cuerpos receptores de
las descargas de aguas residuales.

Para los efectos del artículo 278-B de la Ley Federal de
Derechos, los usuarios que hayan presentado programa de
acciones para mejorar sus descargas de aguas residuales,
podrán cumplir con la calidad establecida en la citada
Ley, conforme al ejercicio fiscal en que se fijó la calidad
de tipo de cuerpo receptor.

Tratándose del descuento en el pago del derecho a que se
refiere el artículo 282-C de la Ley Federal de Derechos, los
contribuyentes deberán cumplir con la calidad de acuerdo
con el cuerpo receptor que se establezca en el artículo
278-B de la citada Ley, así como con la calidad inmediata
superior a que se refiere la Tabla IV del artículo 282-C de
la propia Ley.

Los usuarios que tengan fijadas condiciones particulares de
descarga que sean vigentes y las estén cumpliendo, no pa-
garán el derecho a que se refiere el Capítulo XIV, Título II
de la Ley Federal de Derechos y le seguirán siendo aplica-
bles hasta su vencimiento o revocación en términos de Ley.

XI. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 232, frac-
ción IV de la Ley Federal de Derechos, las personas físicas
y las morales que usen, gocen o aprovechen los bienes na-
cionales comprendidos en los artículos 113 y 114 de la Ley
de Aguas Nacionales, que realicen actividades agrícolas o
pecuarias pagarán el 30% de la cuota del derecho estable-
cida en dicha fracción.

XII. No pagarán el derecho a que se refiere el artículo 8o.,
fracción I de la Ley Federal de Derechos, aquellos turistas
que visiten el país por vía terrestre, cuya estancia no exce-
da de siete días en el territorio nacional.

XIII. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 223,
apartado A, de la Ley Federal de Derechos, la explotación,
uso o aprovechamiento de aguas nacionales que se utilicen
en la industria de la celulosa y el papel, pagará el 80% de
las cuotas por metro cúbico, que corresponda a las zonas de
disponibilidad a que se refiere el artículo 231 de la citada
ley, salvo que se encuentren en las zonas de disponibilidad
I, II ó III y que cuenten con oferta local de aguas residua-
les tratadas en volumen suficiente y calidad adecuada con-

forme a la norma NOM-ECOL-001. Si en este caso, los
usuarios consumen dichas aguas hasta el límite técnico de
su proceso o se agota dicha fuente alterna, los volúmenes
complementarios de aguas nacionales se pagarán al 80% de
la cuota correspondiente.

XIV. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 223,
apartado A, de la Ley Federal de Derechos, la explotación,
uso o aprovechamiento de aguas nacionales que se utilicen
en los procesos de exploración, extracción, molienda, se-
paración, lixiviación y concentración de minerales, hasta
antes del beneficio secundario, por lo que se exceptúan los
procesos de fundición y refinación de minerales, durante el
año 2003 pagarán el 25% de las cuotas por metro cúbico
que corresponda a la zona de disponibilidad a que se refie-
re el artículo 231 de la citada Ley.

No obstante lo anterior, el usuario podrá optar someterse al
siguiente régimen de pago:

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 223, aparta-
do A, de la Ley Federal de Derechos, la explotación, uso o
aprovechamiento de aguas nacionales que se utilicen en los
procesos de exploración, extracción, molienda, separación,
lixiviación y concentración de minerales, hasta antes del
beneficio secundario, por lo que se exceptúan los procesos
de fundición y refinación de minerales durante el año 2003
se pagará el 40% de las cuotas por metro cúbico que co-
rresponda a la zona de disponibilidad a que se refiere el ar-
tículo 231 de la citada Ley. Durante el año de 2004 se pa-
gará el 45% de dichas cuotas por metro cúbico; para el
2005, el 50% y para el 2006 el 60%.

Todos los usuarios que se encuentren en los supuestos de ex-
plotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales men-
cionados en el párrafo anterior, hasta antes del beneficio se-
cundario, que pongan a disposición de un municipio, estado
o entidad pública o bien que descarguen el agua en condi-
ciones equivalentes a su extracción a un cuerpo receptor de
agua, podrán compensar en la misma proporción el pago del
derecho establecido en el párrafo anterior, en la cantidad
igual de metros cúbicos entregados o descargados y en el
mismo periodo de pago, o en su caso, podrán vender el agua
correspondiente a cualquier persona pública o privada.

XV. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 231,
siempre que existan los estudios técnicos correspondientes,
los municipios podrán solicitar a la Comisión Nacional del
Agua la reclasificación de la zona de disponibilidad respec-
tiva.
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Tercero. Los concesionarios que hayan obtenido frecuen-
cias o bandas de frecuencias mediante licitación pública an-
tes del 1o. de enero de 2003, no pagarán los derechos por el
uso del espectro a que se refiere el Capítulo XI, del Título
Segundo de la Ley Federal de Derechos, correspondiente a
las frecuencias o bandas de frecuencias que hubieren licita-
do y que por ellas se hubiese pagado la totalidad del monto
económico a que se refiere el artículo 14 de la Ley Federal
de Telecomunicaciones. Lo anterior únicamente aplicará du-
rante el periodo de vigencia de la concesión originalmente
otorgada, sin considerar las renovaciones o prórrogas que, en
su caso, otorgue la autoridad competente a partir del 1o. de
enero de 2003, con excepción de aquellos cuyo título de con-
cesión establezca expresamente la obligación de pagar dere-
chos por el uso, goce o aprovechamiento de bandas de fre-
cuencias del espectro radioeléctrico.

Cuarto. Los derechos establecidos en los artículos 244-B
y 244-C de la Ley Federal de Derechos, únicamente se
aplicarán a las nuevas concesiones que se otorguen a partir
del 1o. de enero de 2003; a las bandas de frecuencia en las
que se autorice después del 1o. de enero de 2003 propor-
cionar nuevos servicios; así como a las concesiones y per-
misos que se prorroguen o renueven, después de esa fecha.

Los concesionarios y permisionarios de las bandas de fre-
cuencia ubicadas en los rangos señalados en los artículos
244-B y 244-C de la Ley Federal de Derechos, deberán cu-
brir las obligaciones fiscales contenidas en sus respectivos
títulos de concesión o permisos, así como los derechos co-
rrespondientes.

Los concesionarios y permisionarios que cubran las cuotas
señaladas en los artículos 244-B y 244-C de la Ley Federal
de Derechos, no estarán obligados al pago de otros dere-
chos por el uso de bandas de frecuencia del espectro ra-
dioeléctrico establecidos en la Sección única del Capítulo
XI del Título II de la mencionada Ley, por las mismas ban-
das gravadas en los artículos antes citados.

Quinto. Se condonan los derechos generados durante el
ejercicio fiscal de 2002, relativos al aprovechamiento no
extractivo de ballenas en zonas federales, originado por el
desarrollo de actividades de observación y acercamiento de
ballenas a que se refiere el artículo 238-B del Decreto por
el que se Reforma, Adiciona y Deroga diversas disposicio-
nes de la Ley Federal de Derechos, publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 1o. de enero de 2002.

Lo dispuesto en este artículo, no dará lugar a devolución
alguna.

Los derechos que se causen a partir del 1o. de enero de
2003 por la aplicación del artículo 238-B de la Ley Fede-
ral de Derechos se pagarán conforme a lo dispuesto en el
último párrafo del artículo antes mencionado.

Artículo segundo. Se reforma la fracción VI del artículo
34 de la Ley Federal de Cinematografía, para quedar en los
siguientes términos:

Artículo 34... 

VI. El producto de los derechos que se generen por cine-
matografía conforme a la Ley Federal de Derechos, en su
artículo 19-C, fracción I, incisos a) y b) y IV.

... 

TRANSITORIO DEL DECRETO

Unico. El presente Decreto entrará en vigor a partir del 1o.
de enero de 2003.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión.— México, DF, a 13 de diciem-
bre de 2002.— Diputados: Enrique Alonso Aguilar Borre-
go, Francisco Agundis Arias, Manuel Añorve Baños,
Miguel Arizpe Jiménez, Julio Castellanos Ramírez, Floren-
tino Castro López, Jorge A. Chávez Presa, Enrique Octa-
vio de la Madrid Cordero, Francisco de Jesús de Silva
Ruiz, Abelardo Escobar Prieto, Roberto Javier Fuentes
Domínguez, Francisco J. García Cabeza de Vaca, Miros-
lava García Suárez, Julián Hernández Santillán, Diego
Alonso Hinojosa Aguerrevere, Guillermo Hopkins Gámez,
Oscar Guillermo Levín Coppel, Rosalinda López Hernán-
dez, José Antonio Magallanes Rodríguez, José Manuel
Minjares Jiménez, César Alejandro Monraz Sustaita,
Humberto Muños Vargas, José Narro Céspedes, Luis Al-
berto Pazos de la Torre, Gustavo Riojas Santana, Salvador
Rocha Díaz, Arturo San Miguel Cantú, Reyes Antonio Sil-
va Beltrán, José Luis Ugalde Montes, José Francisco Yu -
nes Zorrilla y Hugo Adriel Zepeda Berrelleza.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Dictamen. Hasta ahí. Entonces, diputado Calderón en rela-
ción a su consulta y para ilustrar a la Asamblea, el dicta-
men sólo corresponde a las modificaciones que se leyeron
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pero el dictamen por eso no se… el texto incorpora la ley
completa pero lo único que se modifica es a lo que se ha
dado lectura.

Para ilustrar a la Asamblea, en este momento se está ini-
ciando la distribución de un cuadro comparativo en torno a
los cambios que hay en la Ley Federal de Derechos.

Servicios Parlamentarios inicia la distribución del cuadro
comparativo en la Ley Federal de Derechos. Por ejemplo:
artículo 4o., decía la minuta que enviamos a la Cámara de
Diputados, (sic) el enunciado principal y el párrafo que se
modifica es el siguiente:

Artículo 4o. En los casos en que esta ley establezca el des-
tino específico de los derechos, el monto de los mismos se
destinará a cubrir los gastos de operación, conservación,
mantenimiento e inversión autorizado para cada mes por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público o el órgano que
establezca esta ley. La parte de los ingresos que exceda el
límite autorizado para el mes que corresponda, se deberá
enterar a la Tesorería de la Federación a más tardar el dé-
cimo día del mes siguiente a aquél en que se obtuvo el in-
greso. Se entenderá que los destinos específicos de los de-
rechos serán en adición a presupuesto autorizado para la
dependencia generadora de los derechos salvo que la pro-
pia disposición establezca que es hasta por el monto del
presupuesto asignado.

En este párrafo del artículo 4o., la propuesta de la Cámara
de Senadores plantea una adición que es una adición en el
último párrafo. La propuesta dice: “se entenderá que los
destinos específicos de los derechos serán en adición al
presupuesto original, —original es la adición—, autoriza-
do para la dependencia generadora de los derechos, me-
diante una ampliación presupuestal líquida, —ésa es la
adición—, salvo que la propia disposición establezca que
es hasta por el monto del presupuesto asignado”.

«Comparativo de Ley Federal de Derechos

Cámara de Diputados 

Artículo 4o... 

En los casos en que esta Ley establezca el destino especí-
fico de los derechos, el monto de los mismos se destinará a
cubrir los gastos de operación, conservación, manteni-
miento e inversión autorizado para cada mes por la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público o el órgano que esta-

blezca esta ley. La parte de los ingresos que exceda el lí-
mite autorizado para el mes que corresponda, se deberá en-
terar a la Tesorería de la Federación a más tardar el décimo
día del mes siguiente a aquél en que se obtuvo el ingreso.
Se entenderá que los destinos específicos de los Derechos
serán en adición al presupuesto autorizado para la depen-
dencia generadora de los derechos, salvo que la propia dis-
posición establezca que es hasta por el monto del presu-
puesto asignado.

... 

Artículo 8o...  

I. Turista: $210.00

... 

Artículo 18-A. Los ingresos que se obtengan por las re-
caudación del derecho establecido en la fracción I del ar-
tículo 8o. de la presente Ley, se destinarán en un 46.5% al
Instituto Nacional de Migración para mejorar los servicios
que en materia migratoria proporciona, en un 46.5% al
Consejo de Promoción Turística de México para la promo-
ción turística del país y en un 7% a la Comisión Nacional
de Areas Naturales Protegidas para la conservación de las
áreas naturales protegidas.

Artículo 19-C... 

I. Por el trámite y estudio de la solicitud y, en su caso, cla-
sificación de películas destinadas a exhibición pública en
cualquier local o para su comercialización, incluidas la ren-
ta o venta:

... 

El pago de los derechos previstos en esta fracción, incisos
a), b) y c) se destinará en su totalidad al Fondo de Inver-
sión y Estímulos al Cine, para el fomento y promoción de
la industria cinematográfica nacional.

... 

IV. Por la autorización para exhibición pública de una  pe-
lícula en salas cinematográficas o lugares que hagan  sus
veces. Por cada boleto vendido: $1.00.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho previsto en esta fracción, se destinarán en su totalidad
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al Instituto Mexicano de Cinematografía para fomentar el
desarrollo de la producción cinematográfica nacional.

Ley Federal de Cinematografía

Artículo 34... 

VI. El producto de los derechos que se generen por cine-
matografía conforme a la Ley Federal de Derechos, en su
Artículo 19-C, fracción I, incisos a) y b) y IV.

... 

Artículo 56. Se pagará el derecho de permiso de energía
eléctrica, por el análisis, evaluación de la solicitud y, en su
caso, la expedición o modificación del título de permiso,
con base en la capacidad de generación de energía eléctri-
ca solicitada, de conformidad con las siguientes cuotas:

I. Tratándose de las modalidades de cogeneración o fuen-
tes de energías renovables hidráulica, eólica, solar, bioma-
sa y biogás:

a) Hasta 5 MW: $31,425.00

b) Mayor a 5 y hasta 20 MW: $40,080.00

c) Mayor a 20 y hasta 40 MW: $58,160.00

d) Mayor a 40 y hasta 60 MW: $77,560.00

e) Mayor a 60 y hasta 80 MW: $100,710.00

f) Mayor a 80 y hasta 100 MW: $114,000.00

g) Mayor a 100 MW: $144,970.00

II. Tratándose de autoabastecimiento, pequeña producción,
exportación o importación de energía eléctrica:

a) Hasta 5 MW: $41,790.00

b) Mayor a 5 y hasta 20 MW: $58,260.00

c) Mayor a 20 y hasta 40 MW: $86,120.00

d) Mayor a 40 y hasta 60 MW: $100,710.00

e) Mayor a 60 y hasta 80 MW: $120,850.00

f) Mayor a 80 y hasta 100 MW: $134,625.00

g) Mayor a 100 MW: $172,410.00

III. Tratándose de producción independiente de energía
eléctrica:

a) De 30 y hasta 40 MW: $130,235.00

b) Mayor a 40 y hasta 60 MW: $151,060.00

c) Mayor a 60 y hasta 80 MW: $161,500.00

d) Mayor a 80 y hasta 100 MW: $167,965.00

e) Mayor a 100 MW: $194,425.00

IV. Por la modificación del título de permiso de generación
de energía eléctrica bajo las modalidades de cogeneración,
fuentes de energías renovables hidráulica, eólica, solar,
biomasa y biogás, autoabastecimiento, pequeña produc-
ción, exportación o importación $20,146.28

V. Por la modificación del título de permiso de generación
de energía eléctrica bajo la modalidad de producción inde-
pendiente $40,292.59

Artículo 170... 

Cuando los servicios se presten fuera del tiempo señalado
como horario ordinario de operación se pagará el doble de
las cuotas antes señaladas, aplicable a cada caso.

Artículo 223... 

A... 

B... 

I... 

Las tarifas a que se refiere esta fracción, serán aplicables a
los sujetos que en las mismas se señalan cuando el consu-
mo de agua en el periodo sea inferior o igual a un volumen
equivalente a los 300 litros por habitante al día, de acuerdo
con la población indicada en los resultados definitivos del
ejercicio inmediato anterior, referidos exclusivamente a
población, provenientes del último Censo General de Po-
blación y Vivienda publicado por el Instituto Nacional de
Estadística, Geografía e Informática, actualizado con las
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proyecciones de población publicadas por el Consejo Na-
cional de Población.

En aquellos casos en que el consumo sea superior a los vo-
lúmenes que se mencionan en el párrafo anterior, se apli-
carán las siguientes tarifas sobre el volumen de consumo
excedente:

Zona de disponibilidad 1 a 6: $556.00

Zona de disponibilidad 7: $259.00

Zona de disponibilidad 8: $129.00

Zona de disponibilidad 9: $64.00

... 

C. Por las aguas provenientes de fuentes superficiales o ex-
traídas del subsuelo, a excepción de las del mar, destinadas
a uso agropecuario, se pagará el derecho sobre agua por ca-
da metro cúbico que exceda el volumen concesionado a
cada distrito de riego o por cada metro cúbico que exceda
el volumen concesionado a los usuarios agropecuarios res-
tantes, conforme a las siguientes cuotas:

Zona de disponibilidad 1 a 9: $0.10

El derecho a que se refiere este Apartado, se pagará men-
sualmente mediante declaración que se presentará en las
oficinas autorizadas por el Servicio de Administración Tri-
butaria, dentro de los primeros 17 días del mes inmediato
posterior a aquel por el que corresponda el pago.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refiere este Apartado, se destinarán a la Co-
misión Nacional del Agua para obras de infraestructura hi-
dráulica en beneficio del propio sector agropecuario.

Artículo 224... 

IV. Por usos agropecuarios, incluyendo a los distritos y uni-
dades de riego, así como a las juntas de agua, con excep-
ción de las usadas en la agroindustria, hasta por la dotación
autorizada a los distritos de riego por la Comisión Nacio-
nal del Agua o, en su caso, hasta por el volumen concesio-
nado. Tampoco se pagará el derecho establecido en este
Capítulo, por el uso o aprovechamiento que en sus instala-
ciones realicen las instituciones educativas, diferentes a la
conservación y mantenimiento de zonas de ornato o depor-

tivas. Estas instituciones deberán contar con reconocimien-
to de validez oficial de estudios en los términos de las le-
yes de la materia.

Artículo 231... 

ZONA 5

Estado de Chiapas... 

ZONA 6

Estado de Chiapas... 

ZONA 7

Estado de Tamaulipas: Soto La Marina y Mante El se en-
cuentran actualmente en esta zona junto con otros de este
Estado.

Artículo 231-A. Los ingresos que se obtengan de las em-
presas públicas o privadas a que se refiere el apartado B,
fracción I del artículo 223 de esta Ley, se destinarán a la
Comisión Nacional del Agua para la realización de accio-
nes de mejoramiento de eficiencia y de infraestructura de
agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas resi-
duales.

Los ingresos que se obtengan por la recaudación del dere-
cho a que se refiere el párrafo anterior se destinarán a la
Comisión Nacional del Agua, para la realización de los
programas que al efecto establezca dicha Comisión, en una
cantidad equivalente de hasta por el monto de los derechos
cubiertos por las personas antes mencionadas, en el ejerci-
cio de que se trate.

... 

Artículo 232-D-1. Están obligadas a pagar el derecho por
extracción de materiales pétreos, las personas físicas y mo-
rales que los extraigan de las playas, la zona federal marí-
timo-terrestre y los terrenos ganados al mar o de cualquier
otro depósito de aguas marítimas, conforme a la cuota que
resulte por metro cúbico:

... 

Artículo 238-B. Por el aprovechamiento no extractivo de
ballenas en zonas federales originado por el desarrollo de
actividades de observación y acercamiento, se pagará el
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derecho de aprovechamiento no extractivo por persona, por
día, en la temporada conforme a la cuota de: $15.00

Articulo Transitorio Segundo... 

XV. No se encuentra contemplado en el decreto de esta Cá-
mara

Cámara de Senadores

Artículo 4o... 

En los casos en que esta Ley establezca el destino especí-
fico de los derechos, el monto de los mismos se destinará a
cubrir los gastos de operación, conservación, manteni-
miento e inversión autorizado para cada mes por la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público o el órgano que esta-
blezca esta ley. La parte de los ingresos que exceda el
límite autorizado para el mes que corresponda, se deberá
enterar a la Tesorería de la Federación a más tardar el dé-
cimo día del mes siguiente a aquél en que se obtuvo el in-
greso. Se entenderá que los destinos específicos de los de-
rechos serán en adición al presupuesto original autorizado
para la dependencia generadora de los derechos, mediante
una ampliación presupuestal líquida, salvo que la propia
disposición establezca que es hasta por el monto del presu-
puesto asignado.
... 

Artículo 8o... 

I. Turista: $195.00

... 

Artículo 18-A. Los ingresos que se obtengan por la recau-
dación del derecho establecido en la fracción I del artículo
8o. de la presente Ley, se destinarán en un 50% al Institu-
to Nacional de Migración para mejorar los servicios que en
materia migratoria proporciona, en un 50% al Consejo de
Promoción Turística de México para la promoción turísti-
ca del país.

Artículo 19-C... 

I. Por el trámite y estudio de la solicitud y, en su caso, au-
torización* y clasificación de películas destinadas a exhi-

bición pública en cualquier local o para su comercializa-
ción, incluidas la renta o venta:
... 

El pago de los derechos previstos en esta fracción, incisos
a), b) y c) se destinará en su totalidad al Fondo de Inver-
sión y Estímulos al Cine, para el fomento y promoción de
la industria cinematográfica nacional.

... 

IV. Se elimina.

Ley Federal de Cinematografía

Artículo 34... 

VI. El producto de los derechos que se generen por cine-
matografía conforme a la Ley Federal de Derechos, en su
Artículo 19-C, Fracciones I, incisos a) y b) y IV.

... 

Artículo 56. Se pagará el derecho de permiso de energía
eléctrica, por el análisis, evaluación de la solicitud y, en su
caso, la expedición o modificación del título de permiso,
con base en la capacidad de generación de energía eléctri-
ca solicitada, de conformidad con las siguientes cuotas:

I. Tratándose de autoabastecimiento, pequeña producción,
exportación o importación de energía eléctrica:

a) Hasta 5 MW: $41,790.00

b) Mayor a 5 y hasta 20 MW: $58,260.00

c) Mayor a 20 y hasta 40 MW: $86,120.00

d) Mayor a 40 y hasta 60 MW: $100,710.00

e) Mayor a 60 y hasta 80 MW...  $120,850.00

f) Mayor a 80 y hasta 100 MW: $134,625.00

g) Mayor a 100 MW: $172,410.00

II. Tratándose de producción independiente de energía
eléctrica:

a) De 30 y hasta 40 MW: $130,235.00
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b) Mayor a 40 y hasta 60 MW..$151,060.00

c) Mayor a 60 y hasta 80 MW: $161,500.00

d) Mayor a 80 y hasta 100 MW: $167,965.00

e) Mayor a 100 MW: $194,425.00

III. Por la modificación del título de permiso de generación
de energía eléctrica bajo las modalidades de cogeneración,
fuentes de energías renovables hidráulica, eólica, solar,
biomasa y biogás, autoabastecimiento, pequeña produc-
ción, exportación o importación: $20,146.28

IV. Por la modificación del título de permiso de generación
de energía eléctrica bajo la modalidad de producción inde-
pendiente $40,292.59

Artículo 170... 

Cuando los servicios se presten fuera del tiempo señalado
como horario ordinario de operación se pagará el doble de
las cuotas antes señaladas, aplicable a cada caso; solamen-
te en los casos a los que se refieren las fracciones II a V an-
teriores.

Artículo 223... 

A... 
B... 
I... 

Las tarifas a que se refiere esta fracción, serán aplicables a
los sujetos que en las mismas se señalan cuando el consu-
mo de agua en el periodo sea inferior o igual a un volumen
equivalente a los 300 litros por habitante al día, de acuerdo
con la población indicada en los resultados definitivos del
ejercicio inmediato anterior, referidos exclusivamente a
población, provenientes del último Censo General de Po-
blación y Vivienda publicado por el Instituto Nacional de
Estadística, Geografía e Informática, actualizado con las
proyecciones de población publicadas por el Consejo Na-
cional de Población.

En aquellos casos en que el consumo no exceda de los vo-
lúmenes a que se refiere el párrafo anterior, se aplicarán las
siguientes tarifas:

Zona de disponibilidad 1 a 6: $279.50

Zona de disponibilidad 7: $130.16

Zona de disponibilidad 8: $65.00

Zona de disponibilidad 9: $32.37

En aquellos casos en que el consumo sea superior a los vo-
lúmenes que se mencionan en el párrafo anterior, se apli-
carán las siguientes tarifas sobre el volumen de consumo
excedente:

Zona de disponibilidad 1 a 6: $559.00

Zona de disponibilidad 7: $260.32

Zona de disponibilidad 8: $130.00

Zona de disponibilidad 9: $64.70

... 

C. Se elimina.

Artículo 224... 

V. Por usos agropecuarios, incluyendo a los distritos y uni-
dades de riego, así como a las juntas de agua, con excep-
ción de las usadas en la agroindustria. Tampoco se pagará
el derecho establecido en este Capítulo, por el uso o apro-
vechamiento que en sus instalaciones realicen las institu-
ciones educativas, diferentes a la conservación y manteni-
miento de zonas de ornato deportivas. Estas instituciones
deberán contar con reconocimiento de palidez oficial de es-
tudios en los términos de las leyes de la materia.

Artículo 231... 

ZONA 5.

... 

Estado de Chiapas: Se deroga.

... 

ZONA 6

Estado de Chiapas: Se deroga.

... 
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ZONA 7.
... 

Estado de Tamaulipas: Antiguo Morelos, Bustamante, Ca-
sas, Gómez Farias, Hidalgo, Jaumave, Llera, Mante El,
Miquihuana, Nuevo Morelos, Ocampos, Palmillas, Soto la
Marina, Tampico y Tula, excepto los municipio compren-
didos en las zonas 6, 8 y 9.

... 

ZONA 8.

... 

Estado de Chiapas: Acapetahua, Arriaga, Berriozábal, Cin-
talapa, Comitán de Domínguez, Chiapa de Corzo, Frontera
Comalapa, Frontera Hidalgo, Huehuetán, Huixtla, Inde-
pendencia La, Ixtapa, Jiquipilas, Mapastepec, Margaritas
Las, Mazatán, Metapa, Motozintla, Ocosingo, Ocozocuau-
tla de spinoza, Palenque, Pijijiapan, Pueblo Nuevo Comal-
titlán, Reforma, Rosas Las, San Cristóbal de las Casas, Su-
chiate, Sumuapa, Tapachula, Tecpatán, Tonalá, Trinitaria
La, Tuxtla Chico, Tuxtla Gutiérrez, Venustiano Carranza y
Villaflores.

... 

Estado de Tamaulipas: Aldama, González y San Nicolás.

... 

Artículo 231-A... 

... 

La Comisión Nacional del Agua informará, trimestralmen-
te, al H. Congreso de la Unión acerca de la devolución de
los recursos destinados a las acciones de mejoramiento de
eficiencia y de infraestructura de agua potable, alcantari-
llado y tratamiento de aguas residuales.

Artículo 232-D-1. Están obligadas a pagar el derecho por
extracción de materiales pétreos, las personas físicas y mo-
rales que los extraigan de las playas, la zona federal marí-
timo-terrestre y los terrenos ganados al mar o de cualquier
otro depósito de aguas marítimas, conforme a la cuota que
resulte por metro cúbico:

... 

No se pagará el derecho a que se refiere este artículo por
obras de dragado y mantenimiento de puertos.

Artículo 238-B. Por el aprovechamiento no extractivo de
ballenas en zonas federales originado por el desarrollo de
actividades de observación y acercamiento, se pagará el
derecho de aprovechamiento no extractivo por persona, por
día, en la temporada conforme a la cuota de: $15.00

Articulo Transitorio Segundo... 

XV. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 231,
siempre que existan los estudios técnicos correspondientes,
los Municipios podrán solicitar a la Comisión Nacional del
Agua la reclasificación de la zona de disponibilidad res-
pectiva.»

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Consulto a la comisión si aceptó esta adición de la colegis-
ladora… 

Sí, sonido en la curul en donde está el diputado Levín.

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel
(desde su curul):

Así es. En este caso la comisión considera adecuado el cri-
terio de la colegisladora.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Bien, después en el artículo 8o., la Cámara planteó “Turis-
ta 210”… La Cámara de Senadores planteó “Turista 195”.
Se consulta con la comisión si aceptó el criterio de la cole-
gisladora.

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel
(desde su curul):

Así es, aceptamos el criterio de la colegisladora.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

En el artículo 18-A hay un cambio en los porcentajes. 

El artículo 18-A de la minuta de la Cámara de Diputados
decía: “Los ingresos que se obtengan por las recaudaciones
del derecho establecido en la fracción I del artículo 8o. de
la presente ley, se destinarán en un 46.5, al Instituto Nacio-
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nal de Migración para mejorar los servicios que en materia
migratoria proporciona en un 46.5 al Consejo de Promoción
Turística de México, para la promoción turística del país y
en un 7% a la Comisión de Arreas Naturales Protegidas pa-
ra la Conservación de las áreas naturales protegidas.

La colegisladora plantea: “Los ingresos que se obtengan
por la recaudación del derecho establecido en la fracción I,
del artículo 8o. de la presente ley se destinarán en un 50%
al Instituto Nacional de Migración, para mejorar los servi-
cios que en materia migratoria proporciona, en un 50% al
Consejo de Promoción Turística de México, para la pro-
moción turística del país.

Se consulta a la comisión si aceptó el criterio de la cole-
gisladora.

Por ahí hay un micrófono prendido.

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel 
(desde su curul):

Sí, aquí estamos aceptando el criterio de la colegisladora.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

El micrófono prendido está cerca de donde esta conversan-
do el diputado Chávez Presa.

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel 
(desde su curul):

Se aceptó el criterio de la colegisladora. En el artículo 19
C, ¿ya tienen el documento? Por favor apoyo parlamenta-
rio, entregar el documento con los colegas diputados en el
extremo de la derecho cerca del área de Prensa, hay com-
pañeros diputados que todavía no tienen el documento.

En el artículo 19-C, lo que se hace por parte de la colegis-
ladora es agregar la palabra “autorización”. Dice la minuta
de la Cámara de Diputados: “Por el trámite y estudio de la
solicitud y en su caso: clasificación de películas etcétera,”
y aquí cambian la palabra, no, adicionan la palabra “auto-
rización” por el trámite y estudio de la solicitud y en su ca-
so autorización y clasificación. 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Se pregunta al diputado Levín ¿si se aceptó el criterio de
los senadores?

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel 
(desde su curul):

El criterio de la Cámara de Diputados... 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

¿Perdón?

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel 
(desde su curul):

El criterio de la Cámara de Diputados, se está sosteniendo
en el artículo 19-C y en el 34.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Bien, eso quiere decir que éste es el motivo por el que se
regresa la minuta a la Cámara de Senadores, por qué en el
artículo 19-C, no se incorpora la expresión “autorización”
y por qué en el 34, ¿me hace favor de explicar el 34?

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel 
(desde su curul):

El 34 es fundamentalmente el sentido de la propuesta y es
que se favorezca con 1 peso de cada gente que asiste a una
sala cinematográfica, para proporcionarle recursos al cine
mexicano y se puedan fomentar cintas de calidad.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Bien, entonces aquí la Cámara de Diputados, sostiene el
criterio de la Cámara de Diputados, criterio al que por cier-
to después el propio Senado de la República, envió un do-
cumento señalando que habían reconsiderado su posición
inicial y asumían el criterio de la Cámara de Diputados.

¿Hay en algún otro artículo en donde no se haya aceptado
la propuesta de la colegisladora, diputado Levín?

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel
(desde su curul):

Sí. En el artículo 56 hay una mezcla, aceptamos una parte
del criterio y en otro caso sostenemos el criterio de la Cá-
mara de Diputados.

En el artículo 223 también estamos sosteniendo, es una
mezcla entre el criterio de la colegisladora y el nuestro, que
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sobre todo cuando eliminaban la fracción C nosotros la es-
tamos dejando intacta en los términos de la Cámara de Di-
putados. Ya todos los demás estamos aceptando el criterio
de la colegisladora.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Creo que si hubiese algún planteamiento lo podemos reco-
ger en lo particular, pero con el cuadro explicativo que se
nos ha distribuido es obvio cuáles son las recomendaciones
de la colegisladora. 

En ese sentido, le ruego a la Secretaría considerar en los
términos del artículo 59 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General, si se considera de urgente
resolución el procesamiento de este dictamen, para regre-
sarlo a la colegisladora.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

En votación económica, se pregunta a la Asamblea, con
fundamento en el artículo 59 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, si se considera de urgente resolución.

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Se considera de urgente resolución.

Se va a proceder a la discusión en lo general y en lo parti-
cular de los artículos referidos en el documento de apoyo
que se distribuyó para su análisis, de la Ley Federal de De-
rechos reformados por la colegisladora.

Se consulta si hay registro de oradores o bien por la comi-
sión para dar una explicación, o en pro o en contra... 

No habiendo registro de oradores, consulte la Secretaría a
la Asamblea si los artículos reformados por la colegislado-
ra se encuentran suficientemente discutidos en lo general y
en lo particular.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

En votación económica, se pregunta a la Asamblea si se
encuentran suficientemente discutidos los artículos refor-
mados por la colegisladora, en lo general y en lo particular.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo..

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa, Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Suficientemente discutidos.

Se pide a la Secretaría se abra el sistema electrónico para
proceder a la votación de los artículos que a continuación
mencionaré, en los términos del dictamen emitido por la
Cámara de Diputados, cuyo documento explicativo está en
poder de los colegas diputados y cuyo dictamen está en po-
der del área de Servicios Parlamentarios y se está reprodu-
ciendo.

Es el artículo 4o. en el párrafo correspondiente; el artículo
8o. en la tarifa para el turista; el artículo 18-A en el párra-
fo vinculado con las asignaciones de los recursos y a qué
instituciones van; el artículo 19-C, tal y como lo señala la
propuesta de la Cámara de Diputados; el artículo 34, tal y
como lo señala la propuesta de la Cámara de Diputados; el
artículo 56 como está en el texto modificado; el artículo
170; el artículo 223; el artículo 224; el artículo 231; el ar-
tículo 231-A; el artículo 232-D-1; el artículo 238-B; el ar-
tículo transitorio segundo.

Se pide a la Secretaría se abra el sistema electrónico hasta
por 10 minutos para proceder a la votación de los artículos
mencionados tal y como están en el dictamen emitido por
la Comisión de Hacienda.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161... 

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Un momento diputado. 

¿Diputado Servín?
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El diputado Rafael Servín Maldonado (desde su curul):

Señora Presidenta, nada más para puntualizar.

En la minuta enviada por el Senado, dice en el artículo 8o.
190 pesos y en el comparativo que nos envían dice 195;
para que no se preste a confusión estamos votando que sean
190 pesos.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

¿Es una errata, diputado Levín? 

Activen el sonido en la curul del diputado Levín.

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel 
(desde su curul): 

Tiene razón el diputado. Cuando la colegisladora revisó el
asunto, no se dio cuenta que el derecho estaba en 195 pe-
sos, y supongo, que sin querer, lo bajó a 190.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

O sea, el derecho actual está en 195.

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel 
(desde su curul):

Estaba, ahora lo que vamos a votar es a que se reduzca a
190.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

¿Es correcta la observación del diputado Servín, que en el
texto del documento que nos distribuyó, debería decir 190?

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel
(desde su curul):

Es correcto.

El diputado César Augusto Santiago Ramírez 
(desde su curul):

Señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Sí, diputado César Augusto.

El diputado César Augusto Santiago Ramírez 
(desde su curul):

Señora Presidenta, con todo respeto quisiera hacer esta ob-
servación.

Estamos votando derechos que se van a cobrar a la gente,
consecuentemente cualquier irregularidad en el procedi-
miento puede ser motivo de juicio de amparo.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Es correcto.

El diputado César Augusto Santiago Ramírez 
(desde su curul):

A mí no me parece que esta carta de rectificación del Se-
nado tenga fundamento legal alguno. Por eso antes de vo-
tar, ojalá que la Comisión explique con qué fundamento
vamos nosotros a votar un derecho que se debe imponer a
la gente sobre la base de una carta de rectificación del Se-
nado que no existe en ningún lugar de la Constitución.

Lo pido respetuosamente por la importancia que tiene el
asunto que vamos a votar y no después empecemos a dar
explicaciones por algo que no supimos corregir a tiempo.

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel 
(desde su curul): 

Señora Presidenta.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Sí, diputado Levín.

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel 
(desde su curul): 

Lo que pasa es que no quería ser, he tratado de ser lo más
prudente en cuanto a los comentarios sobre la colegislado-
ra, pero ya que me obliga el diputado César Augusto San-
tiago le comento.

En el dictamen de ellos viene con 190. En el corrido viene
con 195, fue honestamente una falta de cuidado de la cole-
gisladora. El criterio que debería de prevalecer es que se
quede como está si aceptamos el corrido.
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Yo aquí cometí un error porque cuando usted me contestó,
me preguntó tan de improviso, le dije yo el criterio sobre el
dictamen y no sobre el corrido propiamente, de hecho, al
revés, de hecho se queda como estaba en 195 pesos pero la
confusión es producto de una falta de cuidado entre el dic-
tamen y el corrido de parte de la colegisladora.

Espero que eso sea suficiente criterio para el diputado Cé-
sar Augusto Santiago.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

No, diputado Levín entiendo que...  

¿Diputado César Augusto?..

Entiendo que lo que está planteando el diputado César Au-
gusto, es si un documento como éste fue el que mandó la
colegisladora; no es así, la colegisladora mandó un dicta-
men modificado todo el texto del dictamen, que consta de
70 páginas y cuya reproducción hubiese sido mucho muy
dilatada.

Esta es una síntesis que recoge de los artículos puntuales
las modificaciones que planteó el Senado de la República.
La discusión de carácter constitucional, ésa es de otra na-
turaleza, en lo cual la Presidencia no tiene ninguna opinión.
Pero es fundamental informar que el documento que remi-
tió el Senado de la República, es un dictamen muy volu-
minoso, y que lo sustantivo de las modificaciones o las úni-
cas modificaciones son las que están en este cuadro, esto
en torno a la forma. En otro fondo es otro tipo de discusión.

Pero en relación, puntualmente, para precisar el artículo
8o., diputado Levín, el artículo 8o., en el texto del dicta-
men de la Cámara de Diputados, ¿cuál es la cifra con que
se queda Turista? 

El diputado Oscar Guillermo Levín Coppel 
(desde su curul): 

Repartido, espero que a la brevedad, tiene 195 pesos clara-
mente.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Gracias, señor diputado. ¿Algún otro planteamiento?.. No
habiendo ningún planteamiento adicional, consulte la Se-
cretaría si con estas precisiones pasamos inmediatamente a
la votación, dado que nos habían dicho que estaba sufi-

cientemente discutido en lo general, pero deseo consultar si
está suficientemente discutido en lo particular.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se encuentra suficientemente discutido el dictamen
en comento.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por afirmativa.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Deseo preguntar si alguien quiere reservarse algún artículo
en lo particular... 

No habiendo reservas de ningún artículo en lo particular, va-
mos a proceder a recoger la votación en lo general y en lo
particular del conjunto de artículos reformados por la cole-
gisladora y analizados y dictaminados por la Comisión de
Hacienda de la Cámara de Diputados en los términos del
dictamen, que se ha presentado a esta área de Servicios Par-
lamentarios, y cuya síntesis está a su disposición con la erra-
ta planteada en el artículo 8o. turista, que debe decir 195.

Proceda la Secretaría a abrir el sistema de votación hasta
por 10 minutos y hacer los avisos correspondientes.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior.

Abrase el sistema electrónico por 10 minutos, para proce-
der a la votación en los términos que refirió la Presidencia
en lo general y en lo particular.

(Votación.)

Informo a la Presidencia que se emitieron 416 votos en pro,
13 en contra y tres abstenciones.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Aprobados en lo general y en lo particular los artículos
4o. de la Ley Federal de Derechos, 8o. de la Ley Fede-
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ral de Derechos, 18-A, 19-C, 34, 56, 170, 223, 224, 231,
231-A, 232-D1, 238-B, artículo transitorio segundo, en
los términos del dictamen de la Cámara de Diputados y
su Comisión de Hacienda en relación a la minuta del
Senado en donde hubo reformas de la colegisladora.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
Ley Federal de Derechos. 

Se devuelven al Senado para los efectos del artículo 72
inciso e) tercera parte, los artículos ratificados.

Para complementar la distribución de documentos para to-
dos los legisladores y en lo que el área de Servicios Parla-
mentarios provee de las suficientes copias para que pueda
ser distribuida.

SEGURIDAD NACIONAL

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Vamos a continuar con el orden del día establecido y pasa-
mos a la segunda lectura del dictamen con proyecto de de-
creto que adiciona una fracción XXIX inciso m) al artícu-
lo 73 y se reforma la fracción VI del artículo 89 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

HONORABLE ASAMBLEA: 

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión, les fueron turna-
das para su estudio y dictamen la Iniciativa que reforma la
fracción XXVIII del articulo 73 y la fracción VI del artícu-
lo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adicionan dos parrafos al artículo 129 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Iniciativa de
reformas y adiciones a los artículos 73, 76, y 129 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 40 y
44 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-

dos Unidos Mexicanos y los artículos 56, 60, 65, 66, 85,
87, 88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, sometemos a consideración de esta Honorable
Asamblea el siguiente: 

DICTAMEN. 

I. Del Proceso Legislativo. 

A) En sesión celebrada en fecha 8 de noviembre del 2001
por la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, el Diputado Omar Fayad Meneses, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revoluciónario Institu-
cional, presentó la Iniciativa que reforma la fracción
XXVIII del articulo 73 y la fracción VI del artículo 89 de
la Constitución Pólitica de los Estados Unidos Mexicanos. 

La Presidencia en esa misma fecha turnó dicha iniciativa a
la Comisión de Puntos Constitucionales. 

B) En sesión celebrada en fecha 29 de noviembre del 2001
por la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, el Diputado Cesar Augusto Santiago Ramírez, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciónario
Institucional, presentó la Iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se adicionan dos párrafos al artículo 129 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La Presidencia en esa misma fecha turnó dicha iniciativa a
la Comisión de Puntos Constitucionales. 

C) En sesión celebrada en fecha 25 de abril del 2002 por la
Camara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, el Diputado Alberto Amador Leal, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revoluciónario Institu-
cional, presentó la Iniciativa de reformas y adiciones a los
articulos 73, 76, y 129 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 

La Presidencia en esa misma fecha turnó dicha iniciativa a
la Comisión de Puntos Constitucionales. 

D) En reunión de la Comisión de Puntos Constitucionales,
celebrada el 07 de agosto del año 2002, se dio trámite de
recibo correspondiente y se aprobó iniciar la discusión de
la iniciativas objeto del presente dictamen. 

E). Con fecha 10 de diciembre del año 2002, en sesión de
la Comisión, existiendo el quórum reglamentario, fue
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aprobado el presente dictamen, por lo que se pone a consi-
deración de esta Soberanía para su discusión y resolución
constitucional. 

II. Materia de la Iniciativa. 

La Comisión de Puntos Constitucionales después de reali-
zar el estudio correspondiente de las Iniciativas menciona-
das consideró prudente englobar ambas iniciativas en un
solo dictamen por tener como objeto central el mismo te-
ma. 

Las Iniciativas presentadas exponen la importancia de la
Seguridad Nacional, la cual no se encuentra plasmada en
nuestra Carta Magna, por lo cual se carece de una defini -
ción concreta, lo que ha dado como consecuencia el arrai-
go en concepciones parciales o erróneas sobre la naturale-
za y alcances de la Seguridad Nacional. 

El Congreso Constituyente no vislumbraba la necesidad de
definir la seguridad nacional, esto dado por el momento
histórico que se vivía y que los legisladores tenían otras
prioridades. 

Con la evolución de nuestro país, el establecer los linea-
mientos de la Seguridad Nacional se ha convertido en una
necesidad. 

El concepto de Seguridad Nacional al ser tan extenso debe
englobar la defensa, protección y salvaguarda del Estado,
como entidad soberana, y también garantice todos y cada
uno de sus componentes intrínsecos: su independencia ex-
terna, su supremacía interna, el territorio y el patrimonio
nacional; el Gobierno Republicano y Federal con institu-
ciones democráticas; y los grandes principios de libertad y
justicia social como integrantes del proyecto nacional defi-
nidos en nuestra Constitución. 

La Seguridad Nacional tiene por objeto mantener el orden
jurídico y el fortalecimiento de las instituciones, pero tam-
bién es necesario que prevea los mecanismos para que el
Estado pueda desarrollarse en condiciones de paz social,
bajo la coordinación de los Poderes Federales. 

La materia de Seguridad Nacional por la importancia que
conlleva ha originado que se hayan presentado iniciativas
sobre el tema, buscando la creación de una Ley de Seguri-
dad Nacional y la intervención de los Poderes Federales en
el tema, ya que por ser de interés general no debe recaer en
uno solo poder. 

III. Valoración de la Iniciativa. 

El sistema jurídico mexicano establece un esquema consti-
tucional de protección a los intereses vitales de la Nación. 

En efecto, la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos consagra el proyecto de Nación, los objetivos
nacionales permanentes para preservarlo y las medidas pa-
ra su seguridad. Estas últimas están expresadas fundamen-
talmente en los artículos 29, 89 y 119 primer y segundo pá-
rrafos de la Carta Magna. Lo anterior sin menoscabo del
umbral general de limitaciones a la actuación del poder pú-
blico en esta materia, establecido por las garantías indivi-
duales. 

Sin embargo, aún está pendiente consignar los principios
rectores de la materia de seguridad nacional, que le den
transparencia y eficacia. 

Al respecto existe consenso en que la seguridad nacional
no debe ser definida en el ordenamiento constitucional, en
virtud de su carácter dinámico. Tampoco es viable plasmar
principios tan amplios, que permitan confundir la tutela de
los intereses nacionales. 

Por ello, el resultado del análisis de las iniciativas fue con-
tundente en cuanto a la previsión de dos elementos funda-
mentales en la materia, el primero consistente en facultar
claramente al Estado para poder hacer frente a las amena-
zas y riesgos a su seguridad y, el segundo, definir los con-
troles y requisitos necesarios a las actividades de seguridad
nacional para proteger los derechos humanos y las garantí-
as individuales. 

No puede existir una reforma que sólo faculte a las autori-
dades, es un requisito indispensable prever la protección de
los derechos de las personas, expresado mediante el esta-
blecimiento de límites y requisitos a las investigaciones
que se realicen en la materia. 

De esta manera, la responsabilidad de los legisladores que
hoy integran el Constituyente Permanente, se expresa en
dos formas, la primera previendo expresamente en nuestra
Constitución la materia de seguridad nacional, precisando
la facultad del titular del Ejecutivo Federal de preservarla
y posteriormente dictando una legislación que proteja los
derechos de las personas. 

Estos principios rectores encuentran un lugar natural en la
Carta Magna. El primero de ellos debe ubicarse en el
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artículo 89 que establece las facultades y obligaciones del
Presidente de la República, precisamente en la fracción VI,
en la que se adiciona la atribución de preservar la seguri-
dad nacional. 

El segundo de los principios debe ubicarse en el artículo
73. La iniciativa propone que el precepto normativo a in-
corporar en la Constitución, se establezca en la fracción
XXVIII, actualmente derogada. 

Al respecto los miembros de la Comisión de Puntos Cons-
titucionales, consideramos que es conveniente preservar la
tradición del poder de revisión de la Constitución, al no uti-
lizar una fracción derogada puesto que de esta manera se
hace del conocimiento de los ciudadanos que esa fracción
derogada tenía una materia particular, por lo que conside-
ramos adicionar una fracción XXIX-M al artículo 73, a fin
de ubicar la facultad de legislar del Congreso en materia de
Seguridad Nacional en esta nueva fracción. Por lo anterior
los diputados integrantes de esta Comisión compartimos la
idea de que el Constituyente Permanente tiene la facultad
exclusiva de adicionar y reformar la Constitución; por lo
que, tomando en cuenta que adicionar es agregar algo nue-
vo a lo ya existente, es decir, toda adición supone la super-
vivencia integra del texto antiguo y, reformar es también la
supresión de un precepto de la Ley sin sustituirlo por nin-
gún otro. 

Dicho lo anterior, nos permitimos someter a la considera-
ción del Pleno de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión el siguiente: 

DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE ADICIONA UNA
FRACCIÓN XXIX-M AL ARTICULO 73 Y SE REFOR-
MA LA FRACCION VI DEL ARTÍCULO 89 DE LA
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNI-
DOS MEXICANOS. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona una fracción XXIX-M
al artículo 73 y se reforma la fracción VI del artículo 89 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 73... . 

I al XXIX-L... ... .. 

XXIX-M.- Para expedir leyes en materia de seguridad na-
cional, estableciendo los requisitos y límites a las investi-
gaciones correspondientes. 

XXX... .

ARTÍCULO 89... . 

I al V... ... ...  

VI.- Preservar la seguridad nacional, en los términos de la
ley respectiva, y disponer de la totalidad de la Fuerza Ar-
mada permanente o sea del Ejercito, de la Armada y de la
Fuerza Aérea para la seguridad interior y defensa exterior
de la Federación. 

VII a XX... .

TRANSITORIOS. 

UNICO. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del Hono-
rable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexi-
canos, a los 10 días del mes de diciembre del 2002. 

Diputados: Salvador Rocha Díaz, Presidente (rúbrica);
Juan Manuel Carreras López, secretario (rúbrica); Raúl
Cervantes Andrade, secretario (rúbrica); Eréndira Olimpia
Cova Brindis; Agustín Trujillo Iñiguez (rúbrica); José S.
Velázquez Hernández; Ildefonso Zorrilla Cuevas; Oscar
Alfonso del Real Muñoz (rúbrica); Enrique Garza Taméz
(rúbrica); Javier García González; Rafael Rodríguez Barre-
ra; José Elías Romero Apis; Felipe Solís Acero (rúbrica);
Martha Patricia Martínez Macías, secretaria (rúbrica); José
Alfredo Botello Montes, secretario (rúbrica); Roberto
Aguirre Solís; Cuauhtémoc Cardona Benavides (rúbrica);
Tomás Coronado Olmos (rúbrica); María Eugenia Galván
Antillón; José de Jesús Hurtado; Oscar Maldonado Do-
mínguez; Fernando Pérez Noriega (rúbrica); Mónica Leticia
Serrano Peña (rúbrica); José Alejandro Zapata Perogordo
(rúbrica); Ramón León Morales, secretario (rúbrica); Uuc-
kib Espadas Ancona; Alfredo Hernández Raigosa; Arturo
Escobar y Vega; Jaime Cervantes Rivera (rúbrica).»

Es de segunda lectura.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel:

Para fijar posición por las comisiones, tiene la palabra el
diputado Omar Fayad Meneses.
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El diputado Omar Fayad Meneses:

Gracias, señora Presidenta; compañeras y compañeros di-
putados:

Acudo a esta máxima tribuna, para referirme al decreto que
adiciona con una fracción al artículo 73 y reforma la frac-
ción VI del artículo 89, ambos de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, para otorgar al Congre-
so Federal la facultad de legislar en materia de seguridad
nacional y al Presidente de la República facultades para
preservar la seguridad nacional.

Como sabemos, en nuestro país el tratamiento que se le ha
dado al tema de la seguridad nacional, no ha sido homogé-
neo, lo que siempre ha dado como consecuencia el arraigo
de concepciones parciales o erróneas sobre la naturaleza y
alcances de esta importante materia.

Desde la génesis de nuestra actual Constitución en el año
de 1917 y hasta hoy, nuestra Carta Magna no contempla de
ninguna manera ya no un concepto ni siquiera el término
de “seguridad nacional”, lo que denota que estamos reza-
gados y al margen de la evolución jurídica que han impul-
sado los acontecimientos nacionales y mundiales por lo
menos en la última década.

Es por ello que nos congratulamos de que la Comisión de
Puntos Constitucionales, someta a consideración del pleno
de esta soberanía el dictamen en comento.

Es un hecho que la falta de una política real de seguridad
nacional puede provocar la desatención de verdaderas
amenazas contra nuestra nación, provocar también el cre-
cimiento de la delincuencia organizada, la corrupción, el
desarrollo regional equilibrado y la desigualdad social, en-
tre otros aspectos importantes que merecen un mayor se-
guimiento y una muy puntual atención.

También los acontecimientos que durante los últimos años
y que en fechas recientes se han suscitado en el plano in-
ternacional, han puesto de manifiesto que en México sea
urgente la necesidad de conceptuar, delimitar y regular to-
dos aquellos aspectos relacionados con la seguridad nacio-
nal. 

Es indispensable que empezando por nuestra Constitución,
contemos con una sólida estructura jurídica que permita
corregir y hacer frente a situaciones que pongan en peligro
las condiciones de paz, libertad y justicia en que se sus-

tente el orden jurídico constitucional, así como su sano
desarrollo democrático y soberano.

Ya se ha señalado que los organismos que realizan funcio-
nes de seguridad nacional en México, actúan dentro de un
vacío constitucional que es imperativo llenar para evitar y
acabar con distorsiones y deformaciones estructurales y
funcionales que pueden derivar en la posible arbitrariedad
y absoluta discrecionalidad en su operación. 

México debe y puede aspirar a desarrollar verdaderos pro-
cedimientos de investigación y análisis de inteligencia es-
tratégica, táctica y operativa, que generen operación privi-
legiada para la toma adecuada de decisiones que evite
incurrir en violaciones flagrantes a las garantías individua-
les y a los derechos humanos. 

El otorgar facultades en materia de seguridad nacional a ni-
vel constitucional a los poderes Legislativo y Ejecutivo, es
una gran oportunidad para esta LVIII Legislatura, ya que se
estaría garantizando un ejercicio de gobierno responsable y
equilibrado en esta materia; capaz de satisfacer las nuevas
expectativas sociales que exigen hoy en día los mexicanos. 

La aprobación por ese pleno de la iniciativa que presenta la
dictaminadora, permitirá una amplia posibilidad de que
con base en ella, surja una regulación normativa que mejo-
re las capacidades del Sistema de Seguridad Nacional y en
particular del control de las actividades de búsqueda de in-
formación; de la coordinación en inteligencia estratégica;
de la calidad de los análisis; de la racionalidad en el uso del
presupuesto; de la optimización de la formación y de la ca-
pacitación del personal que se dedica a estas tareas. 

Debido a que la seguridad nacional tiene un carácter emi-
nentemente estratégico para la continuidad y desarrollo de
la nación, la importancia de este dictamen cobra mayor
fuerza pues se constituye en la base para la edificación só-
lida de la certidumbre jurídica a México y a los mexicanos
en éste cada vez más delicado e importante tema. 

Cabe destacar que desde la presentación de la iniciativa
que da origen a este dictamen, entre los diferentes grupos
parlamentarios que conforman esta Cámara así como en el
propio Gobierno Federal, ha habido un amplio consenso de
la imperiosa necesidad de incorporar al texto constitucio-
nal las facultades descritas en el texto de esta iniciativa. 

Compañeros legisladores: la Comisión de Puntos Constitu-
cionales por mi conducto, solicita su apoyo, a través de su
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voto favorable, para la aprobación de esta reforma, la cual
ya ha sido votada a favor, y por cierto por unanimidad al
seno de la misma, la cual ejemplifica una vez más la con-
junción de esfuerzos y acuerdos, que logran los integrantes
de esta legislatura, cuando se trata de resolver los temas
prioritarios de la agenda nacional. 

Por su atención y apoyo, muchas gracias.

Presidencia de la diputada 
María Elena Alvarez Bernal

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

Gracias, señor diputado. 

Se han registrado para fijar la posición de sus grupos par-
lamentarios, los siguientes diputados: Jaime Cervantes, del
Partido del Trabajo; Arturo Escobar y Vega, del Partido
Verde Ecologista de México; Miguel Barbosa Huerta, del
PRD; Fernando Pérez Noriega, del PAN y Agustín Trujillo
Iñiguez, del PRI. 

Tiene la palabra el diputado Jaime Cervantes Rivera, hasta
por cinco minutos. 

Seguimos con el siguiente orador, no se encuentra el dipu-
tado Jaime Cervantes, lo dejaremos para después. 

Tiene la palabra el diputado Arturo Escobar y Vega, del
Partido Verde Ecologista de México.

El diputado Arturo Escobar y Vega: 

Gracias, señora Presidenta:

Hoy se somete a consideración de esta Asamblea el que el
término de seguridad nacional y la aplicación de la misma
en el documento que rige la vida política de nuestra nación,
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
de 1917, con las adiciones y reformas que ha experimenta-
do desde entonces, es el documento en el que se deben re-
flejar las aspiraciones de libertad, igualdad y justicia de to-
dos los mexicanos.

Nadie puede negar que nuestra Constitución ha servido pa-
ra que nuestra nación se desarrolle en un ámbito de forta-
lecimiento del orden jurídico y paz social que entre nacio-
nes no ha fructificado, efectivamente.

Sin embargo, nadie puede negar tampoco que es necesario
actualizar sus preceptos, sobre todo aquéllos que protegen
los intereses vitales de la nación.

Por ello debemos establecer los mecanismos para una
completa concepción y acción sobre la naturaleza y alcan-
ces de la seguridad nacional, para lo cual se requiere de la
instrumentación de mecanismos jurídicos que lo permitan,
así como de su plena definición en el texto constitucional.

Por otra parte, la seguridad nacional no debe ser concebida
como la facultad discrecional de la autoridad para sobrepa-
sar la esfera del derecho de las personas, por lo que cele-
bramos que la comisión dictaminadora ha facultado a este
Congreso para dictar lineamientos y controles en los prin-
cipios rectores que darán transparencia y eficacia a la se-
guridad nacional.

Por todo ello la reforma constitucional hoy planteada cons-
tituye una reforma que protege a la nación soberana y li-
mita su actuación en la materia, reforma ésta como la úni-
ca garantía de transitar hacia el nuevo siglo de manera
ordenada, pacífica y próspera.

Por todo lo anterior el grupo parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México votará de manera afirmativa el
dictamen en comento. 

Gracias.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

Gracias a usted, señor diputado.

Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el señor diputa-
do Luis Miguel Barbosa Huerta, de Partido de la Revolu-
ción Democrática.

El diputado Luis Miguel Gerónimo Barbosa Huerta: 

Gracias, señora Presidenta:

Cuando iniciamos los trabajos de esta LVIII Legislatura la
primera iniciativa de gran trascendencia que nos tocó re-
solver era la referida a reformas a la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal.

Era la propuesta del Partido Acción Nacional para echar a
andar el gobierno y la administración pública de Vicente
Fox.
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Se creó, entre otras cosas, la Secretaría de Seguridad Pú-
blica y se hicieron adecuaciones a las atribuciones de cada
una de las secretarías de Estado, entre ellas la de la Secre-
taría de Gobernación. Y encontramos que en una de sus
atribuciones estaba la de dirigir un órgano de inteligencia
que tuviera que ver con la seguridad nacional.

Había transcurrido por todo el México del Siglo XX el
asunto de la inteligencia y de la seguridad nacional sin más
mención que en una de las fracciones donde se establecen
las atribuciones de la Secretaría de Gobernación.

A cambio de ello, por toda la vida política del Estado me-
xicano había existido no inteligencia que los llevara a de-
cisiones que tuvieran que ver con la seguridad nacional. Se
habían instalado verdadero organismos de persecución po-
lítica y de vigilancia de la vida y de las actividades de los
actores del escenario político nacional: la dirección Fede-
ral de Seguridad, la dirección de Investigaciones Políticas
y Sociales y su heredero el CISEN.

Fíjense nada más, una regulación inexistente para una acti-
vidad tan dañina como la fueron la que desempeñaron esos
llamados organismos de inteligencia.

Entramos a esta Legislatura y muchos legisladores conce-
dimos que nuestra función era llevar al Estado mexicano a
dotarlo de leyes que lo condujeran a la modernidad legisla-
tiva. Un asunto pendiente, que ha sido preocupación de le-
gisladores de todos los grupos parlamentarios, fue el rela-
cionado con la seguridad nacional y con la regulación de
los organismos de inteligencia mencionados.

La razón nos la dieron inmediatamente decisiones de este
Gobierno. Se pusieron al acceso público más de 3 millones
de fichas que contenían la prueba de que esos organismos
nunca habían sido organismos de inteligencia para dotarlos
de decisiones relacionadas con seguridad nacional, sino
que habían sido organismos de vigilancia y de persecución
política hasta de homicidio, en agravio de luchadores so-
ciales.

Hoy con esta reforma constitucional abrimos la posibilidad
para que antes de que termine esta Legislatura, en el último
periodo del tercer año de ejercicio legislemos una ley se-
cundaria que tenga que ver con la información, con la inte-
ligencia y con la seguridad nacional. Esa es la importancia
de esta reforma constitucional que debemos de avalar todos
los integrantes de esta Cámara de Diputados.

Falta mucho por hacer. Va a ser una ley secundaria muy im-
portante, de la que tenemos que dar puntual seguimiento
todas y todos los legisladores.

Muchas gracias.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

Gracias, señor diputado.

Tiene la palabra hasta por cinco minutos el diputado Fer-
nando Pérez Noriega, del grupo parlamentario de Acción
Nacional.

El diputado Fernando Pérez Noriega: 

Con el permiso de la Presidencia.

Como en otros países que han avanzado en la democracia,
en México es necesario reformar y controlar las actividades
de seguridad nacional, tanto para salvaguardarla como para
evitar que en su nombre se cometan actos violatorios de las
garantías y derechos de las personas.

Así, la previsión constitucional y la eventual legislación
son un signo claro de la voluntad democrática del país y de
la corresponsabilidad de los poderes de la Unión. El reto es
facultad del Estado para hacer frente a amenazas tanto ex-
ternas como internas para garantizar estabilidad, siempre
con pleno respeto a los controles que exige la gobernabili-
dad democrática, porque el Estado de Derecho no se inte-
gra con la simple vigencia de las normas, sino porque éstas
estén orientadas por principios y valores propios de nues-
tra sociedad.

Por ello, en el dictamen de reforma constitucional que hoy
se encuentra a consideración de esta soberanía, se establece
claramente que en la legislación secundaria deberán plas-
marse los requisitos y límites a las investigaciones en mate-
ria de seguridad nacional. Esto de contar con la aprobación
del Constituyente Permanente será la principal innovación
legislativa al actual Sistema de Seguridad Nacional. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que representa la síntesis de la historia política y cultural de
nuestra patria, consagra y define claramente el proyecto de
nación al cual aspiramos los mexicanos.

Todo acto o fenómeno que afecta al proyecto de nación de-
finido por los mexicanos en su Constitución, será una
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amenaza a nuestra seguridad o para decirlo concretamente,
será una amenaza a nuestra seguridad nacional. 

En este sentido, el grupo parlamentario de Acción Nacio-
nal considera que el Estado no puede carecer de facultades
para prevenir y combatir las conductas contrarias a la se-
guridad, para garantizar la viabilidad de nuestro proyecto
nacional, buscando un punto de equilibrio entre la seguri-
dad nacional y las garantías del gobernado.

Hoy contamos con disposiciones constitucionales que per-
miten hacer frente a las amenazas del país, como las facul-
tades del titular del Ejecutivo Federal, plasmadas en el ar-
tículo 89, para disponer de la totalidad de las Fuerzas
Armadas o las previstas en el 29, para hacer frente en for-
ma rápida y eficaz a los casos de invasión. 

Sin embargo, debemos reconocer que es necesario avanzar
en el marco legal de la seguridad nacional y para ello es
fundamental que el Constituyente Permanente faculte a
este honorable Congreso para que pueda legislar en mate-
ria de seguridad nacional. 

El apoyo de este grupo parlamentario al dictamen en co-
mento, se debe también a que en el artículo 73 se daría un
reconocimiento constitucional expreso a la materia de se-
guridad nacional como un régimen jurídico especial, mas
no de excepción, que permitirá diferenciarla naturalmente
de otras materias con las que suele confundírsele, como la
penal o la administrativa.

Es necesario precisar que cualquier materia puede ser ob-
jeto de una política o de una acción de seguridad nacional,
pero ninguna de ellas podrá comprenderla en su totalidad.
Si fuera penal estaríamos frente a un régimen de seguridad
sancionador, carente de la función esencial de prevenir los
riesgos de amenazas al país. Y si fuera administrativa, la
misma se agotaría en el diseño y funcionamiento de es-
tructuras gubernamentales que la promuevan, es decir, se
limitaría al derecho administrativo, lo que se traduciría en
la seguridad del aparato gubernamental, al cual sólo le in-
teresa la seguridad en la medida en que es la principal ins-
titución pública.

La seguridad nacional es más que la aplicación de las pe-
nas y más que la seguridad de la estructura de gobierno, es
la materia que permite darle viabilidad a nuestro país fren-
te a cualquier obstáculo.

Por otro lado, no debe olvidarse que hoy más que nunca es
necesario fortalecer nuestro esquema de seguridad, ya que
la vulnerabilidad aumenta con la medida que crece la inte-
gración de los países. Cada fenómeno del extranjero tiene
efectos casi inmediatos en el territorio nacional. 

La capacidad de cobertura internacional de la red de cri-
men organizado y los efectos que producen en nuestra po-
blación e instituciones, son uno de los principales retos a
vencer y por ello necesitamos un marco legal claro y efec-
tivo.

En esta tarea existe una corresponsabilidad de los poderes
de la Unión, actuando cada uno en el marco de su función
respectiva. El Legislativo debe emitir una legislación de
seguridad nacional. El Judicial debe ejercer un control de
legalidad sobre las acciones. Y el Ejecutivo aplicar la ley
generando las políticas y acciones inherentes. 

Y termino, señora Presidenta.

Esta es la primera vez en la historia de México que se vis-
lumbra un avance en la conformación de un marco consti -
tucional de seguridad nacional y estamos seguros de que
también es una gran oportunidad para mejorar el Sistema
de Seguridad Nacional, que ha sido seriamente cuestiona-
do en el pasado.

“Es tiempo de darle un contenido claro e institucional a las
acciones de la materia y sujetarlas a los principios de trans-
parencia, rendición de cuentas y Estado de Derecho.”

Muchas gracias.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

Gracias, señor diputado.

Tiene la palabra el diputado Agustín Trujillo Iñiguez, del
Partido Revolucionario Institucional.

El diputado Agustín Trujillo Iñiguez:

Con su venia, señora Presidenta, compañeras y compañe-
ros legisladores:

Durante toda nuestra vida independiente y luego en el
constituyente, se pasó por alto una materia básica para la
permanencia y fortalecimiento de las instituciones nacio-
nales, la seguridad nacional. 
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Esta ausencia dejaba abierta la posibilidad para ser inter-
pretada o en su caso, manipulada discrecionalmente por el
gobierno, en aras de la seguridad nacional podían cometer-
se atropellos o violaciones de los derechos humanos.

Hay que partir de la idea de que la seguridad nacional está
ligada al concepto de poder y de Estado que surge cuando
el hombre se integra en grupos para conseguir, mediante ta-
reas compartidas, el bien de todos sus integrantes.

Más adelante, se constituye el Estado con una serie de ele-
mentos como territorio, el pueblo y el gobierno; asimismo,
por medio del poder público el pueblo se organizó para
cumplir con los intereses y aspiraciones del conglomerado
social. En esta lógica, la seguridad nacional representó la
garantía de la preservación de esos elementos constitutivos
y el clima propicio para el logro de los propósitos funda-
mentales de la nación.

Ahora bien, estas aspiraciones, intereses y objetivos del Es-
tado, no sólo requieren de condiciones para alcanzar su rea-
lización, sino que demandan también un esquema de de-
fensa para librar a los adversarios y a las amenazas que
atentan permanentemente con inmovilizar a los actores que
trabajan en su consecución.

En cada Estado o nación, la idea de seguridad nacional se
concibe de acuerdo a sus condiciones políticas, económi-
cas, sociales y culturales. Entre una gran cantidad de pro-
puestas para definir la materia que nos ocupa, la que ex-
presa el coronel Alejandro Medina Solís, en su libro “La
Doctrina de la Seguridad Nacional” me parece la más
completa y de fácil comprensión, pues indica que mante-
niendo su soberanía e independencia, el Estado para garan-
tizar su supervivencia mantiene su independencia material
y espiritual preservando su forma de vida y posibilitando el
logro de sus objetivos fundamentales.

De este somero repaso por las ideas que giran en torno al
concepto, encontramos que hay ciertos elementos o carac-
terísticas integradoras que clarifican su entendimiento, en-
tre ellas, que es una función estatal, nace con la organiza-
ción del Estado, garantiza paz y estabilidad, es una
condición política, económica, social y militar, es un pro-
ceso continuo y con una dinámica propia y tiene como ob-
jetivos el logro de los intereses y aspiraciones nacionales.

En nuestro país el concepto apareció oficialmente por pri-
mera vez en el Plan Nacional de Desarrollo 1980-1982 en
el que se aseguraba que la seguridad nacional es una fun-

ción esencial de las Fuerzas Armadas las cuales reafirman
y consolidan la viabilidad de México como país indepen-
diente.

Esta definición tenía un error de apreciación que acusa to-
tal ignorancia del concepto, pues confundía seguridad na-
cional con la función militar que es realmente solo una par-
te, porque coincidiendo con Robert Mac Namara yo
sostengo que para que haya seguridad debe haber desarro-
llo y eso implica todo un andamiaje de factores, condicio-
nes y posibilidades.

La seguridad nacional es mucho más que lo relativo a la vi-
gilancia, pues además de proteger en lo interno y lo exter-
no a elementos materiales, también tutela principios como
la soberanía y la independencia y valores como la libertad.
Se trata de un bien del más alto valor que propicia condi-
ciones de paz, equilibrio, libertad y justicia social, todo
dentro de un espectro jurídico que debe ser un punto de re-
ferencia ineludible.

Por eso son tan importantes las reformas a la Constitución
en esta materia, hay que darle cuerpo y espíritu a la ley, a
la Seguridad Nacional. Requerimos modernizar el concep-
to, introducirlo como una garantía constitucional y dar lu-
gar a los órganos encargados de procurarla.

Tenemos que estar todos de acuerdo en lo imperioso de las
reformas que se proponen, la democracia exige claridad en
los objetivos y certeza en las instituciones encargadas de
alcanzarlos.

Por su atención y por su voto a favor, muchísimas gracias.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal:

Gracias, señor diputado.

Está a discusión en lo general y en lo particular el artículo
único del proyecto de decreto.

Esta Presidencia pregunta si hay diputados que deseen to-
mar la palabra en pro o en contra del dictamen.

En virtud de que no hay oradores, consulte la Secretaría…
Diputado Amador Leal, perdón.
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El diputado Narcizo Alberto Amador Leal 
(desde su curul):

Para hacer uso de la palabra, señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

¿En pro o en contra señor diputado?

El diputado Narcizo Alberto Amador Leal 
(desde su curul):

Para complementar la iniciativa.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

Debe ser en pro o en contra.

El diputado Narcizo Alberto Amador Leal 
(desde su curul):

Como proponente. Es como proponente señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

Señor diputado, sólo puede hablar en pro o en contra del
dictamen.

El diputado Narcizo Alberto Amador Leal 
(desde su curul):

Bien, en contra.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

¿En lo general?.. Está al mismo tiempo en lo general y en
lo particular porque es un solo artículo. Tiene la palabra el
diputado en contra.

Activen el sonido en la curul del diputado Amador, por fa-
vor. 

El diputado Narcizo Alberto Amador Leal 
(desde su curul):

Quiero comentarle, para ilustrar a la Asamblea señora Pre-
sidenta, que formulé una iniciativa de reforma constitucio-

nal sobre la materia que aparece indicada en el propio dic-
tamen.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

Tiene la palabra señor diputado, en contra hasta por cinco
minutos, señor diputado.

El diputado Narcizo Alberto Amador Leal: 

Muchas gracias, señora Presidenta: 

Una disculpa a los miembros de la Comisión de Puntos
Constitucionales dada la precariedad en que funciona esta
Cámara es imposible debatir con amplitud temas tan im-
portantes como el que hoy estamos tocando.

En efecto, yo me permití presentar una iniciativa de refor-
ma a los artículos 73, 76 y 129 y además una iniciativa de
Ley del Sistema de Información e Inteligencia para la Se-
guridad Nacional. Desde luego, como aquí se ha dicho,
existe plena coincidencia en cuanto a la falta de un marco
legal que norme las acciones en materia de seguridad na-
cional así como respecto del inconveniente que implica la
ausencia de un marco jurídico sobre esta materia.

Pero compañeras y compañeros diputados, en donde no
existen los consensos suficientes es en lo relativo a las ca-
racterísticas que debe asumir un sistema de información e
inteligencia para la seguridad nacional en este caso del Es-
tado mexicano. 

Y yo quiero llamar la atención de ustedes sobre dos temas
que no pueden ser motivo de una ley reglamentaria: uno es
el control del Congreso sobre los sistemas de información e
inteligencia que aquí ya se ha aludido como razones de esta
reforma y que es propio de cualquier país democrático. 

Si no existe control del Congreso proveniente de un man-
dato constitucional, no hay un sistema de equilibrios y con-
trapesos respecto del funcionamiento de estos órganos que
tienen una función de enorme trascendencia.

La discusión por tanto se centra en la definición de un con-
junto de pesos y contrapesos que den forma a un sistema de
información e inteligencia para la seguridad nacional como
aquí se ha dicho, acorde a las necesidades democráticas de
este país.
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Yo lamento que no se dé un paso más allá, como debiéra-
mos darlo; reconozco que es un primer paso que hay gra-
dualidad en la reforma, pero casi puedo anticipar que habrá
el Senado de ejercer su función de contrapeso, de equili-
brio, como lo está realizando en reformas de enorme tras-
cendencia.

Por eso he querido hacer uso de la palabra y dejar constan-
cia de esta insuficiencia, siendo positiva es insuficiente, de
la reforma que hoy se somete a la consideración de esta
asamblea y que seguramente será aprobada.

El otro tema que no es posible legislar en una ley secunda-
ria, tiene que ver con una concepción moderna de la segu-
ridad nacional, que no se circunscribe como aquí se dijo y
sin embargo, la reforma al artículo 89, que aquí se aproba-
rá, lo reafirma meramente con cuestiones de seguridad o
relativas a las cuestiones de seguridad pública.

Tenemos que hacer participar a los estados y eso requiere
un sistema federalizado de información e inteligencia para
la seguridad nacional, en el cual los estados tengan parte
para cuidar la seguridad interior y todos los conceptos de
estabilidad, gobernabilidad política inherentes a la concep-
ción moderna de seguridad nacional.

Es por ello señora Presidenta, que me permito, más que ob-
jetar alguno de los dos artículos, complementar esta pro-
puesta con dos reformas, una reforma al artículo 76 que di-
ría: “son facultades del Senado, fracción X, conocer y
analizar los informes del Ejecutivo Federal sobre las acti-
vidades de las dependencias públicas federales, que parti-
cipen en el sistema de información e inteligencia, para la
seguridad nacional”, se recorre la fracción.

Artículo 129, dos primeros párrafos que agregaríamos en
los siguientes términos:

“La seguridad nacional es de interés supremo y responsa-
bilidad exclusiva del Estado, y tiene como propósito rector
proteger la integridad, estabilidad y permanencia del Esta-
do mexicano, la gobernabilidad democrática, la defensa
exterior y la seguridad interior de la Federación, orientadas
al bienestar general de la sociedad y al cumplimiento de los
principios de esta Constitución.”

Esta definición yo la he tomado de una definición que ya
tiene la Ley de Transparencia y que además forma parte de
una definición en la iniciativa del diputado César Augusto
Santiago.

Y el segundo párrafo, si me permite señora Presidenta, se-
ría: “la ley establecerá un sistema de información e inteli-
gencia, para la seguridad nacional al que concurrirán las di -
versas dependencias y organismos públicos federales; así
como lo relativo a las entidades federativas del Distrito Fe-
deral. Los responsables de los organismos de información
e inteligencia, serán propuestos por el Presidente de la Re-
pública y ratificados por el Senado de la República” 

Por su atención, muchas gracias.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

La Comisión de Puntos Constitucionales; ¿desea hacer uso
de la palabra?.. No.

Activen el sonido en la curul del diputado Omar Fayad.

El diputado Omar Fayad Meneses (desde su curul):

Señora Presidenta, la Comisión de Puntos Constitucionales
analizó en su oportunidad las propuestas presentadas en las
diversas iniciativas por los señores diputados y esta parte
de la propuesta que lleva a cabo hoy el diputado Amador
Leal, también fue revisada, no habiendo sido aprobada por
la Comisión de Puntos Constitucionales, por ende la comi-
sión y los partidos que votaron en la comisión no avalan la
propuesta del diputado Alberto Amador Leal; la considera-
mos importante, quizá sea objeto en otro momento de una
reforma, pero en este momento la comisión sólo avala lo
que aparece en el dictamen que ha sido publicado en la Ga-
ceta Parlamentaria.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

Gracias, señor diputado.

Pregunte la Secretaría a la Asamblea si es ya de aprobarse
a discusión la propuesta del diputado Amador.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si es de admitirse a discusión, la propuesta presentada
por el diputado Alberto Amador Leal. 

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 
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Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por negativa.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

Consulte la Secretaría a la Asamblea si el artículo único del
proyecto de decreto se encuentra suficientemente discutido
en lo general y en lo particular.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si se considera que está suficientemente discutido el
artículo único del dictamen, en lo general y en lo particu-
lar.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa, señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

Suficientemente discutido.

Se pide a la Secretaría se abra el sistema electrónico por
10 minutos para proceder a la votación del proyecto de
decreto.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez: 

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior. Abrase el sistema electrónico por
10 minutos, para proceder a la votación del proyecto de de-
creto en mención.

(Votación.)

Se informa a la Presidencia que se emitieron 426 votos en
pro, cero en contra y seis abstenciones.

La Presidenta diputada María Elena Alvarez Bernal: 

Aprobado el proyecto de decreto por 426 votos. 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que adiciona una fracción XXIX-M al artículo

73 y se reforma la fracción VI del artículo 89 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Pasa al Senado para los efectos constitucionales.

Presidencia del diputado 
Jaime Vázquez Castillo

LEY DE CULTURA FISICA Y DEPORTE

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

El siguiente punto del orden del día es la segunda lectura
del dictamen con proyecto de Ley General de Cultura Físi-
ca y Deporte.

Consulte la Secretaría a la Asamblea si se dispensa la lec-
tura del dictamen.

El Secretario diputado Adrián Rivera Perez: 

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al dictamen.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa. Se dispensa la lectu-
ra.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Juventud y Deporte fue turnada para su
estudio y dictamen la Minuta con proyecto de Ley General
de Cultura Física y Deporte. 

Analizada dicha minuta y la documentación adjunta a la
misma, esta Comisión, con fundamento en los artículos 71,
72, 73 fr. XXIX-J y demás relativos de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y en ejercicio de
las facultades que le confieren los artículos 39 y 40 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como de los artículos 56, 60, 87, 88, y
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demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
presenta a la consideración y en su caso aprobación de es-
ta H. Asamblea, el presente dictamen bajo los siguientes
antecedentes y consideraciones. 

Antecedentes

I. En sesión celebrada, el 5 de Noviembre del dos mil dos,
la Mesa Directiva de esta H. Cámara de Diputados turnó a
esta Comisión de Juventud y Deporte, para su estudio y
dictamen la minuta por la cual se abroga la actual Ley Ge-
neral del Deporte y se crea la Ley General de Cultura Físi-
ca y Deporte. 

II. En sesión celebrada, el 18 de abril del dos mil dos, la Se-
nadora Gloria Lavara Mejía, presento a nombre de la Co-
misión de Juventud y Deporte del Senado de la República,
la Iniciativa de Ley General de Cultura Física y Deporte. 

III. En sesión celebrada, el 29 de octubre del dos mil dos,
el pleno de la Colegisladora aprobó por unanimidad el pro-
yecto por el cual se crea la Ley General de Cultura Física
y Deporte.

Consideraciones 

I. Que el 27 de junio del 2001 la Comisión de Juventud y
Deporte del Senado de la República, instaló la mesa de tra-
bajo que estudió y analizó el actual marco jurídico nacio-
nal en la materia. 

II. Que como conclusión de dichos trabajos se determinó la
necesidad de adaptar el actual marco jurídico a la nueva re-
alidad social. 

III. Que como lo expone la minuta, la presente propuesta
reconoce y ampara, la necesidad de fomentar la participa-
ción y permanencia de la población en general, en la prác-
tica de la cultura física y el deporte. 

IV. Que Respecto a la transformación de la Comisión Na-
cional del Deporte de un órgano desconcentrado de la Se-
cretaría de Educación Pública a un organismo público des-
centralizado de la Administración Pública Federal
sectorizado a la misma Secretaría que se menciona, cabe
señalar que el servicio público que presta es el de fomentar
y promover la Cultura Física, la Recreación y el Deporte en
nuestro país para que los mexicanos puedan hacer ejercicio
sistemáticamente, ocupar positivamente su tiempo libre y

practicar habitualmente un deporte para elevar su calidad
de vida y desarrollar integralmente al individuo. 

V. Que en virtud de lo dispuesto por el artículo 14 de la Ley
Federal de entidades paraestatales apoyamos la viabilidad
de esta transformación en un organismo que como lo esta-
blece el dictamen de la colegisladora, se constituya en me-
dio adecuado para que las diversas instancias que realizan
tareas en materia de cultura física y deporte alcancen una
mayor coordinación y actúen conforme a una política de
Estado en estas materias. 

VI. Que es de suma importancia, tal y como lo establece la
Minuta enviada por la Cámara de Senadores, que se esta-
blezcan disposiciones que impulsen la integración de Sis-
temas de Cultura Física y Deporte (Estatales, del Distrito
Federal y Municipales), en los que participen las organiza-
ciones públicas, sociales y privadas que intervienen en es-
tos sectores, lo cual permitirá el desarrollo de estrategias y
programas, la implementación de acciones y la optimiza-
ción en el aprovechamiento de recursos. 

Por tanto este nuevo marco jurídico propiciará la participa-
ción democrática y equitativa de las organizaciones, donde
queden claramente establecidas las normas y lineamientos
para cada uno de los integrantes del Sistema Nacional de
Cultura Física y Deporte, que proporcione certidumbre y
seguridad en el actuar de cada deportista, de cada federa-
ción deportiva y de cada institución pública, privada y so-
cial. 

VII. Que el marco legal que actualmente regula el ámbito
deportivo, solo se ocupa de establecer las bases generales
de coordinación en materia de deporte, y no así las de la
cultura física, por lo que la actual Ley General del Depor-
te no garantiza ni mucho menos salvaguarda el derecho del
individuo a que se le proporcione y adquiera cultura física. 

Por lo anterior, la inclusión del concepto de Cultura Física
es considerada por esta Comisión Legislativa como un pa-
so importante dentro de nuestro marco jurídico. Con esta
inclusión, la Administración Pública Federal a través de la
CONADE y coordinación con los sectores social y priva-
do, fomentarán la práctica de actividades física y recreati-
vas entre la sociedad, desarrollando el sentido de logro, de
competencia y de integración para generar personas capa-
ces, desarrolladas y participativas. 

VIII. Que las Federaciones Deportivas Nacionales, así co-
mo el cúmulo de Asociaciones que promueven y fomentan
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no sólo la práctica del deporte, sino también la cultura físi-
ca, constituyen el eje del desarrollo deportivo del país, en
tanto, deberán significar una instancia ágil, de amplia res-
puesta, que ofrezcan servicios de calidad a toda la sociedad
independientemente de su nivel de competición y partici-
pación. 

Por lo anterior consideramos que las clasificaciones que se
establecen en el proyecto legislativo son idóneas, al propo-
ner que en sus relaciones con los órganos del Estado se va-
loren las capacidades cuantitativas y cualitativas para des-
arrollar y fomentar tanto la cultura física, como el deporte
en México, respetando su naturaleza conforme al marco ju-
rídico mexicano y diferenciándolas no sólo por su campo
de actuación si no por que tengan o no fines lucro. 

Lo anterior les permitirá ofrecer mejores perspectivas y ca-
lidad en su labor de promoción, enseñanza, apoyos mate-
riales, de equipo y financieros para la sociedad mexicana,
garantizando que las funciones públicas encomendadas se
desarrollen bajo la coordinación y tutela de la Administra-
ción Pública Federal, quien velará por el fiel cumplimien-
to de las mismas. 

IX. Destacan también los apoyos en el rubro de estímulos
a la cultura física y el deporte, la infraestructura, el uso de
las nuevas tecnologías para el deporte, que serán fortaleci-
das con la colaboración de las universidades públicas y pri-
vadas, así como por las instituciones relacionadas con la
medicina y las ciencias aplicadas. 

X. La transparencia y la rendición de cuentas que prevé es-
te proyecto legislativo, sin duda alguna, propiciarán la in-
corporación de acciones correctivas para la Administración
Pública y para la adecuación de procesos y proyectos, pero
sobre todo, fortalece y consolida los resultados obtenidos
de manera conjunta entre la acción del gobierno y la parti -
cipación de la sociedad. 

XI. Reconocer en este proyecto a aquellas organizaciones
privadas que realicen o celebren en forma aislada eventos
o espectáculos de cultura física o deporte como Entes de
Promoción permitirá no sólo implementar un censo de
eventos deportivos, sino también garantizar que los mis-
mos se lleven a cabo con estricto apego a las normas técni-
cas de seguridad nacionales e internacionales que en mate-
ria de cultura física y deporte se dicten. 

XII. Que se redefine la competencia, operación y alcances
de la Comisión de Apelación y Arbitraje del Deporte con

el propósito de contar con un órgano que garantice una
efectiva impartición de justicia administrativa. 

XIII. Que cabe señalar, que del estudio realizado por la Co-
misión respecto de las diversas ramas que existen dentro
del deporte, concluimos que lo interesante es que este pro-
yecto de ley abarcará a todos por igual, ya sea como per-
sonas físicas o como personas morales y dentro de éstas co-
mo Asociaciones o Sociedades Civiles, por lo que no se
deja a ningún sector sin regulación, reconoce y ampara la
necesidad de fomentar la participación y permanencia de la
población en general, en la práctica de la cultura física y el
deporte. 

Por lo mencionado en el párrafo anterior estamos de acuer-
do en que uno de los propósitos de la Iniciativa es definir
con claridad y precisión que no hay diferentes clases o ti-
pos de deporte, ya que el deporte se manifiesta como uno
solo, por lo que debe entenderse que es una actividad ins-
titucionalizada y reglamentada, que se desarrolla en com-
petencias y que su objeto es lograr el máximo rendimiento. 

XIV. Que con este proyecto legislativo se dará mayor im-
pulso a la formación de recursos humanos, asimismo se
vinculará la educación, la ciencia y la tecnología a la prác-
tica de la cultura física y el deporte, se fomentará la induc-
ción de estas materias en los planes y programas de estu-
dio, coadyuvando con las autoridades competentes a la
formación de personas especializadas. 

XV. Que reconocer en el proyecto legislativo la importan-
cia que la Confederación Deportiva Mexicana y el Comité
Olímpico Mexicano tienen en el fomento, desarrollo y pro-
moción de la cultura física y la actividad deportiva permi-
ten la regulación de su actividad, respetando en todo mo-
mento su capacidad de auto-organización, garantizando así
el interés público, a través de acciones de supervisión, eva-
luación y vigilancia de los recursos públicos que se les
otorgue. 

De igual manera se considera oportuno el reconocimiento
de las organizaciones que promueven la cultura física y el
deporte entre los estudiantes universitarios, ya que son es-
tos los que en gran medida contribuyen a la detección de
talentos deportivos. Si bien es cierto que la actividad pre-
ponderante de las Universidades es la educación, también
lo es que dada la importante actividad que realizan en la
cultura física y el deporte, resulta necesario la regulación
de la misma. 
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XVI. Finalmente, contemplar la creación de un Comité Na-
cional Antidopaje, para el mejor cumplimiento del Capítu-
lo referente al control de sustancias prohibidas y métodos
no reglamentarios, estableciendo controles para preselec-
cionados y seleccionados nacionales que participen en
competencias no sólo nacionales, sino también internacio-
nales, complementará la labor del Estado mexicano de pro-
teger el desarrollo integral del individuo en su territorio.

De todo lo anterior se deriva que las propuestas contenidas
en la minuta proyecto de Ley de Cultura Física y Deporte
se encuentran acordes a las disposiciones constitucionales
y con otros ordenamientos legales, especialmente con la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (LO-
APF), con la Ley Federal de las Entidades Paraestatales
(LFEP), la Ley de Planeación y con la Ley de Presupuesto,
Contabilidad y Gasto Público Federal (LPCGPF). 

Con base en lo anteriormente señalado, formulamos las si-
guientes: 

Conclusiones 

Es necesario contar con una Ley que establezca la norma-
tividad para la cultura física y el deporte; adecuar los orde-
namientos jurídicos y deportivos que emitan tanto el go-
bierno federal y estatal, así como los sectores social y
privado, con la finalidad de garantizar su promoción y des-
arrollo, que permita elevar la calidad de vida de todos los
mexicanos y mexicanas. 

Por ello es de trascendente importancia que el Poder Eje-
cutivo, en cumplimiento de la facultad que le confiere la
fracción XXIX-J del artículo 73 de nuestra Norma Funda-
mental, legisle en materia deportiva para asegurar la prác-
tica de la actividad física, la recreación y el deporte entre
los mexicanos. 

Después de un análisis y valoración de las normas existen-
tes para el desarrollo de la cultura física y el deporte, esta-
mos convencidos que debe crearse un nuevo ordenamiento
que permita: 

Establecer claramente la coordinación en materia de cultu-
ra física y deporte entre la federación, los estados y los mu-
nicipios, así como la participación de los sectores social y
privado. 

Regular el Sistema Nacional del Deporte, para su integra-
ción y funcionamiento. 

Establecer normas para la aplicación de los recursos públi-
cos transparentes, rentables y de impacto social, así como
emitir lineamientos para garantizar el mantenimiento sos-
tenido de las actividades deportivas. 

Modificar las bases de funcionamiento de los programas
civiles del deporte, garantizando su legalidad electoral y
propiciando mecanismos de financiamiento con la partici-
pación de toda la sociedad. 

Esta normatividad debe estar acorde con los intereses ge-
nerales de la sociedad, lo que permitirá orientar y garanti-
zar a los mexicanos y mexicanas los beneficios de la cultu-
ra física y el deporte, de la transparencia en la aplicación de
los recursos federales, en los apoyos y servicios que se
pueden obtener en materia deportiva, así como lograr la au-
tosustentabilidad de los programas que permitirán erogar
menos recursos federales, para este fin y encausarlos a más
beneficios para la sociedad. 

Por otra parte es importante mencionar que con la aproba-
ción de este Dictamen no se genera impacto presupuestario
alguno, por el contrario; la posibilidad de que la Comisión
Nacional de Cultura Física y Deporte pueda generar recur-
sos para su operación generaría una derrama económica
importante en todo el sector. 

Como resultado de los razonamientos expuestos, la Comi-
sión que dictamina, ha considerado favorablemente la
aprobación de la minuta presentada y somete a la conside-
ración del Pleno de esta H. Cámara de Diputados el Si-
guiente: 

Proyecto de Decreto de Ley General 
de Cultura Física y Deporte 

Título Primero 
Disposiciones Generales 

Artículo 1. La presente Ley es de orden e interés público y
observancia general en toda la República, correspondiendo
su aplicación e interpretación en el ámbito administrativo
al Ejecutivo Federal, por conducto de la Comisión Nacio-
nal de Cultura Física y Deporte. 

Artículo 2. Esta Ley y su Reglamento tienen por objeto es-
tablecer las bases generales de coordinación y colabora-
ción entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y
los Municipios, así como de la concertación para la parti-
cipación de los sectores social y privado en materia de
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cultura física y deporte, teniendo las siguientes finalidades
generales: 

I. Fomentar el óptimo y ordenado desarrollo de la cultura
física y el deporte en todas sus manifestaciones y expresio-
nes; 

II. Elevar, por medio de la cultura física y el deporte, el ni-
vel de vida social y cultural de los habitantes en las Enti-
dades Federativas, Distrito Federal y Municipios; 

III. Fomentar la creación, conservación, mejoramiento,
protección, difusión, promoción, investigación y aprove-
chamiento de los recursos humanos, materiales y financie-
ros destinados a la cultura física y el deporte; 

IV. Fomentar el desarrollo de la cultura física y el deporte,
como medio importante en la prevención del delito; 

V. Incentivar la inversión social y privada para el desarro-
llo de la cultura física y el deporte, como complemento de
la actuación pública; 

VI. Promover las medidas necesarias para erradicar la vio-
lencia y reducir los riesgos en la práctica de actividades fí-
sicas, recreativas o deportivas que pudieran derivarse del
doping, así como de otros métodos no reglamentarios; 

VII. Fomentar, ordenar y regular a las Asociaciones y So-
ciedades Deportivas, Deportivo-Recreativas, del deporte
en la Rehabilitación y de Cultura Física-Deportiva; 

VIII. Promover en la práctica de actividades físicas, recre-
ativas y deportivas el aprovechamiento, protección y con-
servación adecuada del medio ambiente; 

IX. Garantizar a todas las personas, la igualdad de oportu-
nidades dentro de los programas de desarrollo que en ma-
teria de cultura física y deporte se implementen, y 

X. Los deportistas con algún tipo de discapacidad no serán
objeto de discriminación alguna, siempre que las activida-
des a realizar no pongan en peligro su integridad.

Artículo 3. Para efectos de la presente Ley, se entenderá por: 

I. Ley: La Ley General de Cultura Física y Deporte; 

II. Reglamento: El Reglamento de la Ley General de Cul-
tura Física y Deporte; 

III. CONADE: La Comisión Nacional de Cultura Física y
Deporte; 

IV. CODEME: La Confederación Deportiva Mexicana, AC; 

V. COM: El Comité Olímpico Mexicano, AC; 

VI. CAAD: La Comisión de Apelación y Arbitraje del De-
porte; 

VII. CONDE: Los Consejos Nacionales del Deporte Estu-
diantil; 

VIII. SINADE: El Sistema Nacional de Cultura Física y
Deporte; 

IX. RENADE: El Registro Nacional de Cultura Física y
Deporte, y 

X. SEP: La Secretaría de Educación Pública.

Artículo 4. Para efecto de la aplicación de la presente Ley,
se considerarán como definiciones básicas las siguientes: 

I.Educación Física: Proceso por medio del cual se adquie-
re, transmite y acrecienta la cultura física; 

II. Cultura Física: Conjunto de bienes (conocimientos, ide-
as, valores y elementos materiales) que el hombre ha pro-
ducido con relación al movimiento y uso de su cuerpo; 

III. Actividad Física: Actos motores propios del ser huma-
no, realizados como parte de sus actividades cotidianas; 

IV. Recreación Física: Actividad física con fines lúdicos
que permiten la utilización positiva del tiempo libre; 

V. Deporte: Actividad institucionalizada y reglamentada,
desarrollada en competiciones que tiene por objeto lograr
el máximo rendimiento, y 

VI. Rehabilitación Física: Actividades para restablecer a
una persona sus capacidades físicas, reeducando por medio
de ellas a su cuerpo.

Artículo 5. La Federación, los Estados, el Distrito Federal,
y los Municipios, fomentarán la cultura física y el deporte
en el ámbito de su competencia, de conformidad con las
bases de coordinación previstas en esta Ley, su Reglamen-
to y demás ordenamientos legales aplicables. 
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Artículo 6. La Federación, los Estados, el Distrito Federal,
y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, garantizarán el adecuado ejercicio del derecho de
todos los mexicanos a la cultura física y a la práctica del
deporte. 

Artículo 7. Las Dependencias y Entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, en el ámbito de sus respectivas
competencias, deberán apoyar a la CONADE en el ejerci-
cio de sus atribuciones. 

Artículo 8. La CONADE integrará en coordinación con la
SEP, el Programa Nacional de Cultura Física y Deporte,
que se sujetará a lo previsto en el Plan Nacional de Des-
arrollo y el Reglamento de la presente Ley y especificará
los objetivos, prioridades y políticas que normarán al sec-
tor. 

Título Segundo 
Del Sistema Nacional de Cultura Física y Deporte 

Artículo 9. El Sistema Nacional de Cultura Física y De-
porte, es el conjunto de Dependencias, Organismos, Insti-
tuciones, Sociedades, Asociaciones Nacionales y Consejos
Nacionales del Deporte Estudiantil reconocidos por esta
Ley, que en los tres niveles de gobierno tienen como obje-
tivo generar las acciones, financiamientos y programas ne-
cesarios para la coordinación, fomento, ejecución, apoyo,
promoción, difusión y desarrollo de la cultura física y el
deporte, así como el óptimo aprovechamiento de los recur-
sos humanos, financieros y materiales. 

Artículo 10. Serán integrantes del SINADE entre otros: 

I. .La Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte; 

II. Los Órganos Estatales, del Distrito Federal, y Munici-
pales de Cultura Física y Deporte; 

III. La Confederación Deportiva Mexicana, AC; 

IV. El Comité Olímpico Mexicano, AC; 

V. Las Asociaciones Deportivas Nacionales; 

VI. Los Consejos Nacionales del Deporte Estudiantil y 

VII. Las Asociaciones y Sociedades que estén reconocidas
en términos de esta Ley y su Reglamento.

Artículo 11. El SINADE operará por medio de un Conse-
jo Directivo, cuyos miembros tendrán carácter honorífico,
recayendo la presidencia del mismo, en el titular de la CO-
NADE. 

El Consejo Directivo, será el órgano colegiado permanen-
te de representación, gobierno, control y cumplimiento de
las políticas fundamentales emanadas del Programa Nacio-
nal de Cultura Física y Deporte o dictadas por el SINADE. 

Artículo 12. El SINADE tiene las siguientes atribuciones: 

I. Ejecutar las políticas para fomentar, promover y estimu-
lar el desarrollo de la cultura física y el deporte en el ám-
bito nacional; 

II. Establecer los mecanismos para la planeación, supervi-
sión, ejecución y evaluación de los programas, organismos,
procesos, actividades y recursos de los integrantes del SI-
NADE; 

III. Proponer planes y programas que contribuyan a fo-
mentar, promover y estimular el desarrollo de la cultura fí-
sica y el deporte; 

IV. Promover mecanismos de integración institucional y
sectorial para fomentar, promover y estimular el desarrollo
de la cultura física y el deporte,y 

V. Las demás que le otorgue esta Ley u otros ordenamien-
tos legales.

Artículo 13. El funcionamiento y requisitos de integra-
ción, tanto del SINADE como de su Consejo Directivo, es-
tarán regulados en términos de lo dispuesto por la presente
Ley, su Reglamento y el Reglamento propio que el SINA-
DE apruebe. 

Capítulo I 
Del Sector Público 

Sección Primera 
De la Comisión Nacional de Cultura 

Física y Deporte 

Artículo 14. La actuación de la Administración Pública
Federal en el ámbito de la cultura física y del deporte, co-
rresponde y será ejercida directamente, por un organismo
público descentralizado de la Administración Pública Fe-
deral, que será el rector y conductor de la política nacional
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en estas materias y que se denominará, Comisión Nacional
de Cultura Física y Deporte, quien contará con personali -
dad jurídica, patrimonio propio y domicilio en el Distrito
Federal. 

Artículo 15. El patrimonio de la CONADE se integrará
con: 

I. Las aportaciones que realice el Gobierno Federal, a tra-
vés de los recursos que se le asignen en el Decreto de Pre-
supuesto de Egresos de la Federación, así como los subsi-
dios y demás recursos que reciba; 

II. Las aportaciones que en su caso, le realicen los Gobier-
nos Estatales, del Distrito Federal y de los Municipios, así
como las Entidades Paraestatales; 

III. Las aportaciones que le realicen las personas físicas y
morales nacionales o extranjeras, a través de donaciones,
legados, fideicomisos y premios, los cuales de ninguna ma-
nera podrán implicar condiciones contrarias a su objetivo
conforme lo establece la Ley; 

IV. Los bienes muebles e inmuebles que adquiera o se le
destinen para su servicio; 

V. Los recursos que la propia CONADE genere, y 

VI. Los demás recursos, bienes y derechos que se adquie-
ran o reciban por cualquier otro título legal.

Artículo 16. La administración de la CONADE estará a
cargo de un órgano de gobierno denominado Junta Directi -
va y de las estructuras administrativas que se establezcan
en el Estatuto Orgánico correspondiente. Asimismo, tendrá
un Director General designado por el titular del Ejecutivo
Federal. 

Artículo 17. La Junta Directiva a que se refiere el artículo
anterior, estará integrada por representantes de cada una de
las siguientes Dependencias: 

a) Secretaría de Educación Pública; 

b) Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

c) Secretaría de Relaciones Exteriores; 

d) Secretaría de Gobernación; 

e) Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales; 

f) Secretaría de la Defensa Nacional; 

g) Secretaría de Salud, y 

h) Secretaría de Desarrollo Social. 

i) Secretaría de Seguridad Pública 

j) Procuraduría General de la República

La Junta Directiva será presidida por el titular de la SEP. 

El Presidente de la Junta Directiva, convocará a participar
como invitados permanentes al Contralor Interno y al Co-
misario propietario o suplente, designado por la Secretaría
de Contraloría y Desarrollo Administrativo, quienes parti-
ciparán con voz pero sin voto. 

De la misma manera, podrán ser invitados a participar con
voz pero sin voto, personalidades distinguidas de los sec-
tores social y privado que por su relación, nexos, vincula-
ción y aportaciones con la práctica de la cultura física y de-
porte e importancia de los asuntos a tratar en dicha reunión,
tengan interés directo en la misma y puedan hacer aporta-
ciones en la materia. 

Artículo 18. La Junta Directiva tendrá las siguientes facul-
tades: 

I. Establecer en congruencia con el programa sectoriale, las
políticas generales y definir las prioridades a las que debe-
rá sujetarse la CONADE relativas a la dirección, desarro-
llo, promoción, fomento, difusión e investigación de la cul-
tura física y el deporte; 

II. Aprobar los programas y presupuesto de la CONADE,
así como sus modificaciones, en los términos de la legisla-
ción aplicable. En lo tocante al presupuesto y a los progra-
mas financieros, con excepción de aquellos incluidos en el
Presupuesto de Egresos de la Federación, bastará con la
aprobación de la Junta Directiva; 

III. Aprobar de acuerdo con los ordenamientos aplicables,
las políticas, bases y programas generales que regulen los
convenios, contratos o acuerdos que deba celebrar la CO-
NADE con terceros en las materias de obras públicas, ad-
quisiciones, arrendamientos y prestación de servicios rela-
cionados con bienes muebles e inmuebles. El Director
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General y en su caso los servidores públicos que deban in-
vertir, de conformidad con el presente Estatuto, realizarán
tales actos bajo su responsabilidad con sujeción a las di-
rectrices fijadas por la Junta Directiva; 

IV. Aprobar la estructura básica de la organización de la
CONADE, y las modificaciones que procedan a la misma; 

V. Autorizar la creación de comités de apoyo; 

VI. Establecer, con sujeción a las disposiciones legales re-
lativas, con la intervención que corresponda a las depen-
dencias federales, las normas y bases para la adquisición,
arrendamiento y enajenación de inmuebles que la CONA-
DE requiera para la prestación de sus servicios y de acuer-
do a los procedimientos establecidos en el Reglamento de
la Ley Federal; 

VII. Analizar y aprobar en su caso, los informes periódicos
que rinda el Director General con la intervención que co-
rresponda a los comisarios; 

VIII. Acordar, con sujeción a las disposiciones legales re-
lativas, los donativos o pagos extraordinarios y verificar
que los mismos se apliquen precisamente a los fines seña-
lados, conforme a las instrucciones de la Coordinadora de
Sector correspondiente; 

IX. Aprobar las normas y bases para cancelar adeudos a
cargo de terceros y a favor de la CONADE, cuando fuere
notoria la imposibilidad práctica de su cobro, informando a
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto
de la Coordinadora de Sector; 

X. Conocer oportunamente el cumplimiento de los planes,
programas, presupuestos, reglamentos, manuales, sistemas
y políticas, a efecto de ponderar las causas que determinen
variaciones con respecto a lo autorizado y, en su caso, dic-
tar las medidas correctivas que procedan en materia de pla-
neación, organización o dirección; 

XI. Designar comisionados especiales en los cuales la CO-
NADE delegue algunas de sus facultades; 

XII. Realizar los actos que sean necesarios para el cumpli-
miento de los objetivos de la CONADE y para los que la
Junta Directiva tenga facultades en término de la Ley o del
presente Estatuto; 

XIII. Formular los lineamientos que se estimen necesarios
para racionalizar las estructuras de organización y el uso de
los recursos disponibles, así como delinear las políticas es-
pecíficas de apoyo a prioridades del sector deportivo o
bien, respecto de los asuntos que se consideren relevantes; 

XIV. Aprobar y evaluar el Programa Anual de Trabajo y
los programas institucionales de corto, mediano y largo
plazos que sean elaborados por el Director General; 

XV. Evaluar los presupuestos de la CONADE, en concor-
dancia con el Plan Nacional de Desarrollo, el Programa
Sectorial y demás disposiciones relativas; 

XVI. Aprobar los anteproyectos y proyecto de presupuesto
de la CONADE que habrán de presentarse ante la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público por conducto de la Co-
ordinadora de Sector; 

XVII. Establecer las directrices y políticas para que la eje-
cución de los programas y presupuestos se apeguen a la
asignación presupuestal autorizada, lo que permitirá el lo-
gro oportuno de los objetivos y metas programadas de la
CONADE; 

XVIII. Vigilar que la CONADE conduzca sus actividades
en forma programada y con base en las políticas sectoria-
les, prioridades y restricciones que se deriven del Sistema
Nacional de Planeación; 

XIX. Autorizar la creación de grupos de trabajo que coad-
yuven en la formulación y evaluación de programas insti-
tucionales; 

XX. Autorizar la creación de Comités Técnicos Especiali-
zados de apoyo que el Presidente o una tercera parte de los
miembros de la propia Junta Directiva propongan para el
cumplimiento de los objetivos y para el desarrollo oportu-
no y eficaz de las actividades que realice la CONADE; 

XXI. Aprobar los manuales de organización, de procedi-
mientos y de servicios al público y demás instrumentos
normativos trascendentes que regulen el funcionamiento
de la CONADE, así como las reformas o adiciones a di-
chos ordenamientos; 

XXII. Aprobar el contenido de las actas que se levanten de
las sesiones que se celebren, ya sean ordinarias o extraor-
dinarias; 
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XXIII. Aprobar el calendario anual de sesiones; 

XXIV. Proporcionar al Comisario la información que soli-
cite para el desarrollo de sus funciones; 

XXV. Analizar y considerar el informe que rinda el Comi-
sario para la programación de actividades de la CONADE,
en sus aspectos preventivos y correctivos; 

XXVI. Aprobar las medidas que proponga el Director Ge-
neral para atender los informes que presente el Contralor
Interno, resultantes de las auditorias, exámenes y evalua-
ciones que haya realizado; 

XXVII. Delegar facultades a favor del Director General o
a favor de Delegados Especiales; 

XXVIII. Autorizar al Director General para que ejerza fa-
cultades de dominio, administración y pleitos y cobranzas
en nombre de la CONADE, de conformidad con las dispo-
siciones legales o reglamentarias aplicables; 

XXIX. Autorizar al Director General, con las limitaciones
que al efecto se precisen, para que este pueda emitir, ava-
lar y negociar títulos de crédito a nombre de la CONADE; 

XXX. Autorizar al Director General, con las limitaciones
que al efecto se determinen, para que éste pueda compro-
meter asuntos en arbitrajes y celebrar transacciones en
nombre de la CONADE y bajo su responsabilidad; 

XXXI. Autorizar al Director General para ejercitar y desis-
tirse de acciones judiciales, inclusive del Juicio de Ampa-
ro a nombre de la CONADE; 

XXXII. Ratificar los nombramientos de apoderados que
recaigan en personas ajenas a la CONADE, y 

XXXIII. Ejercer las facultades que la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales y su Reglamento asigna a los Ór-
ganos de Gobierno de las entidades.

Artículo 19. El Director General del organismo será nom-
brado y removido por el Presidente de la República, de-
biendo recaer tal nombramiento en persona que reúna los
requisitos señalados en el artículo 21 de la Ley Federal de
Entidades Paraestatales. 

Artículo 20. El Director General tendrá las siguientes atri-
buciones y obligaciones: 

I. Administrar y representar legalmente a la CONADE; 

II. Formular los programas institucionales de corto, media-
no y largo plazos, así como el presupuesto de la CONADE
y presentarlos para su aprobación a la Junta Directiva; 

III. Formular programas de organización; 

IV. Establecer los métodos que permitan el óptimo aprove-
chamiento de los bienes muebles e inmuebles de la CO-
NADE; 

V. Tomar las medidas pertinentes a fin de que las funciones
de la CONADE se realicen de manera articulada, con-
gruente y eficaz; 

VI. Establecer los procedimientos para controlar la calidad
de los suministros y programas de recepción que aseguren
la continuidad en las políticas aprobadas por la Junta Di-
rectiva; 

VII. Recabar información y elementos estadísticos que re-
flejen el estado de las funciones de la CONADE para así
poder mejorar la gestión del mismo; 

VIII. Establecer sistemas de control necesarios para alcan-
zar las metas u objetivos propuestos; 

IX. Presentar periódicamente a la Junta Directiva el infor-
me del desempeño de las actividades de la CONADE, in-
cluido el ejercicio del presupuesto de ingresos, egresos y
los estados financieros correspondientes. En el informe y
en los documentos de apoyo se cotejarán las metas pro-
puestas y los compromisos asumidos por la Dirección Ge-
neral con las realizaciones alcanzadas; 

X. Establecer los mecanismos de evaluación que destaquen
la eficiencia y eficacia con que se desempeñe CONADE y
presentarlos a la Junta Directiva por lo menos dos veces al
año; 

XI. Ejecutar los acuerdos que dicte la Junta Directiva; 

XII. Suscribir, en su caso, los contratos que regulen las re-
laciones laborales de la CONADE con sus trabajadores; 
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XIII. Coordinar todas las acciones administrativas y opera-
tivas de la CONADE, para el eficaz cumplimiento de los
acuerdos y disposiciones de la Junta Directiva, de los pro-
gramas concretos y de las leyes vigentes aplicables; 

XIV. Ejercer las facultades específicas que le confiere el
presente Estatuto o las que le otorguen al ser designado, así
como las que determine la Junta Directiva, para adminis-
trar y representar legalmente a la CONADE como manda-
tario de la misma; 

XV. Ejercer facultades de dominio, administración, pleitos
y cobranzas a nombre de la CONADE, previa autorización
que para su ejercicio le haya conferido la Junta Directiva; 

XVI. Aprobar estrategias, metodologías, programas de in-
vestigación, contenidos, materiales, programas y planes
institucionales; 

XVII. Formular y someter a la autorización de la Junta Di-
rectiva el Programa Presupuestal y Financiero Anual de la
CONADE, con excepción de aquél que deberá presentarse
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para integrar
el Presupuesto de Egresos de la Federación; 

XVIII. Una vez aprobado el Programa Presupuestal y Fi-
nanciero Anual de la CONADE, remitir a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público la parte correspondiente a la
suscripción de créditos externos para su autorización en
términos de la Ley correspondiente; 

XIX. Validar los manuales de organización, de procedi-
mientos y de servicios al público y demás instrumentos
normativos trascendentes que regulen el funcionamiento
de la CONADE, así como las reformas y adiciones a di-
chos ordenamientos legales y someterlos a la aprobación
de la Junta Directiva; 

XX. Emitir, avalar y negociar títulos de crédito a nombre
de la CONADE, de acuerdo a la autorización que para tal
fin le haya otorgado la Junta Directiva; 

XXI. Informar, siempre que sea requerido para ello por las
Cámaras del H. Congreso de la Unión, cuando se discuta
un proyecto de ley o se estudie un asunto del ámbito de
competencia de la CONADE; 

XXII. Aprobar la contratación del personal de la CONA-
DE; 

XXIII. Implementar todo lo necesario a efecto de que se
cumpla con cada una de las fases del proceso de ingreso al
Servicio Civil de Carrera; 

XXIV. Formular las normas y bases para cancelar adeudos
a cargo de terceros y a favor de la CONADE, cuando fue-
re notoria la imposibilidad práctica de su cobro y someter-
las a la aprobación de la Junta Directiva; 

XXV. Proponer a la Junta Directiva el establecimiento de
las unidades técnicas y administrativas de la CONADE
conforme al Estatuto; 

XXVI. Someter a la aprobación de la Junta Directiva las
bases y programas generales que regulen los contratos,
convenios o acuerdos que deba celebrar la CONADE en las
materias de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos
y prestación de servicios relacionados con bienes muebles,
de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Obras Públi-
cas y Servicios Relacionados con las Mismas y en la Ley
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector
Público; 

XXVII. Someter a la aprobación de la Junta Directiva las
normas y bases para la adquisición, arrendamiento y enaje-
nación de inmuebles de la CONADE requiera para la pres-
tación de sus servicios, con sujeción a las disposiciones le-
gales relativas, con la intervención que corresponda a las
dependencias federales y de acuerdo a los ordenamientos
legales aplicables; 

XXVIII. Celebrar contratos, convenios o acuerdos con ter-
ceros, tratándose de obras públicas, adquisiciones, arrenda-
mientos y prestación de servicios relacionados con bienes
muebles e inmuebles, bajo su responsabilidad y con sujeción
a lo dispuesto en la Ley de Obras Públicas y Servicios Rela-
cionados con las Mismas, en la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público y conforme a
las directrices que hayan sido fijadas por la Junta Directiva; 

XXIX. Proponer a la Junta Directiva las modificaciones
que procedan a la estructura básica de la organización de la
CONADE; 

XXX. Proponer a la Junta Directiva la designación o re-
moción del Prosecretario de la misma, quien podrá ser o no
miembro de la CONADE; 
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XXXI. Proporcionar al Comisario la información que soli-
cite para el desarrollo de sus funciones; 

XXXII. Proponer a la Junta Directiva las medidas condu-
centes para atender los informes que presente el Contralor
Interno, resultantes de las auditorias, exámenes y evalua-
ciones que haya realizado; 

XXXIII. Establecer las instancias de asesoría, de coordina-
ción y de consulta que estimen necesarias para el adecuado
funcionamiento de la CONADE; 

XXXIV. Celebrar y suscribir convenios coordinación, co-
laboración y concertación inherentes a los objetivos de la
CONADE; 

XXXV. Recibir en acuerdo a los titulares de las unidades
administrativas de la CONADE y resolver los asuntos de
su competencia; 

XXXVI. Formular querellas y otorgar perdón a nombre de
CONADE; 

XXXVII. Ejercitar y desistirse de acciones judiciales in-
clusive del Juicio de Amparo a nombre de la CONADE,
previa autorización que para su ejercicio le haya conferido
la Junta Directiva; 

XXXVIII. Comprometer asuntos en arbitrajes y celebrar
transacciones bajo su responsabilidad y de acuerdo con la
autorización que para tal efecto le haya otorgado la Junta
Directiva; 

XXXIX. Otorgar poderes generales y especiales con las fa-
cultades que les competan a los mandatarios, de acuerdo
con la autorización que para tal efecto le haya otorgado la
Junta Directiva; 

XL. Sustituir y revocar poderes generales o especiales, en
los términos aprobados por la Junta Directiva; 

XLI. Las que señalen otras Leyes, Reglamentos, Decretos,
acuerdos y demás ordenamientos legales aplicables.

Artículo 21. El Director General tendrá además, las facul-
tades que le delegue y confiera la Junta Directiva para ad-
ministrar y representar legalmente a la CONADE como
mandatario del mismo. 

Artículo 22. El órgano de vigilancia de la CONADE esta-
rá integrado por un Comisario Público propietario y un su-
plente, designados por la Secretaría de Contraloría y Des-
arrollo Administrativo, en los términos del artículo 37,
fracción XI de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal. 

Artículo 23. Los Comisarios Públicos tendrán las siguien-
tes atribuciones: 

I. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales, así
como de las reglamentarias, administrativas y de política
general y sectorial que emita el Ejecutivo Federal o sus de-
pendencias en relación con las entidades paraestatales; 

II. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones y linea-
mientos relativos al sistema de control y evaluación guber-
namental; 

III. Vigilar la instrumentación y funcionamiento de los sis-
temas de programación y presupuestode la CONADE; 

IV. Vigilar que la CONADE conduzca sus actividades con-
forme al Programa Sectorial correspondiente, así como que
cumplan con lo previsto en el programa institucional; 

V. Promover y vigilar que la CONADE establezca indica-
dores básicos de gestión en materia de operación, produc-
tividad, financieros y de impacto social, que permitan me-
dir y evaluar su desempeño; 

VI. Con base en las autoevaluacionesde la CONADE opi-
nar sobre su desempeño general; 

La opinión a que se refiere el párrafo anterior deberá abarcar
los aspectos que establece el artículo 30, fracción VI del Re-
glamento de la Ley Federal de las Entidades Paraestatles; 

VII. Evaluar aspectos específicos de CONADE y hacer las
recomendaciones procedentes; 

VIII. Vigilar y dar seguimiento a los procesos de desincor-
poración de las entidades paraestatales; fungir como repre-
sentantes de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Ad-
ministrativo ante las dependencias, entidades e instancias
que intervengan en estos procesos. Requerir a las instan-
cias involucradas la información necesaria para el cumpli-
miento de las funciones a su cargo, así como recomendar
las medidas que procedan tendientes a promover la conclu-
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sión de los procesos con estricto apego a las disposiciones
aplicables; 

IX. Verificar la debida integración y funcionamiento de la
Junta Directiva; 

X. Vigilar que la CONADE, con la oportunidad y periodi-
cidad que se señale, la información que requiera el Sistema
Integral de Información de los Ingresos y Gastos Públicos; 

XI. Solicitar y verificar que se incluyan en el Orden del Día
de las sesiones de la Junta Directiva, los asuntos que con-
sideren necesarios; 

XII. Intervenir con voz pero sin voto en las sesiones ordi-
narias y extraordinarias de la Junta de Directiva; 

XIII. Proporcionar al Director General la información que
le solicite; 

XIV. Opinar sobre los informes de evaluación de la gestión
que por lo menos dos veces al año rinda el Director Gene-
ral a la Junta Directiva; 

XV. Rendir Informes a la Junta Directiva sobre las activi-
dades de la CONADE, precisando los aspectos preventivos
y correctivos; 

XVI. Evaluar el desempeño general y por funciones de la
CONADE; 

XVII. Realizar estudios sobre la eficiencia con la que se
ejerzan los desembolsos en los rubros de gasto corriente y
de inversión, así como en lo referente a los ingresos; 

XVIII. Solicitar a la Junta Directiva o al Director General
la información que requiera para el desarrollo de sus fun-
ciones; 

XIX. Solicitar información y efectuar los actos que requie-
ra el adecuado cumplimiento de sus funciones, sin perjui-
cio de las tareas que la Secretaría de Contraloría y Des-
arrollo Administrativo le asigne específicamente; 

XX. Rendir anualmente a la Junta Directiva un informe so-
bre los estados financieros, con base en el dictamen de los
auditores externos, y 

XXI. Las demás inherentes a su función y las que le seña-
le expresamente la Secretaría de Contraloríay Desarrollo
Administrativo, en el ámbito de su competencia.

Artículo 24. La actuación de los Comisarios Públicos se
ajustará en todo caso a lo dispuesto por la Ley Federal de
las Entidades Paraestatales, por el Reglamento de la Ley
Federal de las Entidades Paraestatales, por el Estatuto Or-
gánico que al efecto se expida y por las demás disposicio-
nes legales aplicables. 

Artículo 25. El órgano de control interno de la Comisión
Nacional de Cultura Física está a cargo de un Contralor In-
terno designado en los términos del artículo 37, fracción
XII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, quien en el ejercicio de sus facultades se auxiliará
por los titulares de las áreas de auditoria, quejas y respon-
sabilidades designados en los mismos términos. 

Artículo 26. El Contralor Interno, podrá asistir a las sesio-
nes ordinarias y extraordinarias de la Junta Directiva, con
voz pero sin voto. 

Artículo 27. Para la atención de los asuntos y la substan-
ciación de los procedimientos a su cargo, el Contralor In-
terno y las direcciones de responsabilidades y auditoría, se
auxiliarán del personal adscrito al propio órgano de Con-
trol Interno. 

Artículo 28. El Contralor Interno en el CONADE, tendrá
las siguientes atribuciones: 

I. Recibir quejas y denuncias por incumplimiento de las
obligaciones de los servidores públicos adscritos a la CO-
NADE y darles seguimiento; investigar y fincar las res-
ponsabilidades a que hubiere lugar e imponer las sanciones
aplicables en los términos de ley, con excepción de las que
deba conocer la Dirección General de Responsabilidades y
Situación Patrimonial de la Secretaría de Contraloría y
Desarrollo Administrativo; así como calificar y constituir
los pliegos de responsabilidades a que se refiere la Ley de
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y su
Reglamento, salvo los que sean competencia de la Direc-
ción General; 

II. Realizar la defensa jurídica de las resoluciones que emi-
tan ante las diversas instancias jurisdiccionales, represen-
tando al titular de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo
Administrativo, así como expedir las certificaciones de los
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documentos que obran en los archivos del órgano de con-
trol interno de la CONADE; 

III. Implementar el sistema integral de control guberna-
mental y coadyuvar a su debido funcionamiento, proponer
las normas y lineamientos que al efecto se requieran y vi-
gilar el cumplimiento de las normas de control que expida
la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo,
así como aquellas que regulan el funcionamiento de la CO-
NADE; 

IV. Programar y realizar auditorías, inspecciones o visitas
de cualquier tipo; informar periódicamente a la Secretaría
de Contraloría y Desarrollo Administrativo sobre el resul-
tado de las acciones de control que hayan realizado y pro-
porcionar a ésta la ayuda necesaria para el adecuado ejer-
cicio de sus atribuciones; 

V. Coordinar la formulación de los anteproyectos de pro-
gramas y presupuesto del órgano de Control Interno en la
CONADE y proponer las adecuaciones que requiera el co-
rrecto ejercicio del presupuesto; 

VI. Denunciar ante las autoridades competentes los hechos
de que tenga conocimiento y puedan ser constitutivos de
delitos, e instar al área jurídica de la CONADE a formular
cuando así se requiera, las querellas a que hubiere lugar; 

VII. Requerir a las unidades administrativas de la CONA-
DE, la información necesaria para cumplir con sus atribu-
ciones, y brindar la asesoría que les requieran en el ámbito
de sus competencias; 

VIII. Instrumentar los sistemas de control establecidos por
la Dirección General de la CONADE para alcanzar las me-
tas u objetivos propuestos; 

IX. Apoyar la función directiva y promover el mejora-
miento de gestión de la CONADE; 

X. Desarrollar sus funciones conforme a los lineamientos
que emita la Secretaría de Contraloríay Desarrollo Admi-
nistrativo; 

XI. Realizar sus actividades de acuerdo a las reglas y bases
que le permitan cumplir su cometido con autosuficiencia y
autonomía; 

XII. Presentar al Director General, a la Junta Directiva y a
las demás instancias internas de decisión, los informes re-

sultantes de las auditorías, exámenes y evaluaciones que
realicen; 

XIII. Realizar la defensa jurídica de los actos y resolucio-
nes que emita el propio órgano de Control Interno; 

XIV. Examinar y evaluar los sistemas, mecanismos y pro-
cedimientos de control; efectuar revisiones y auditorías,
vigilando que el manejo y aplicación de los recursos públi -
cos se efectúe conforme a las disposiciones aplicables, y 

XV. Las demás que les atribuya expresamente el Titular de
la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo y
aquéllas que les confieran las leyes y reglamentos a las
ContraloríasInternas y órganos de Control Interno.

Artículo 29. La CONADE tiene a su cargo, la dirección,
desarrollo, promoción, fomento, difusión e investigación
de la cultura física y el deporte de acuerdo con las siguien-
tes atribuciones: 

I. Las que conforme a la Ley, correspondan a la SEP en
materia de cultura física y deporte, excepto aquellas que las
disposiciones legales o reglamentarias le atribuyan expre-
samente a dicha Secretaría; 

II. Establecer y coordinar el SINADE, con la participación
que corresponda a las Dependencias y Entidades del sector
público y a las instituciones de los sectores social y priva-
do; 

III. Proponer, dictar, dirigir, ejecutar, evaluar y vigilar la
política nacional de cultura física y deporte; 

IV. Celebrar acuerdos, convenios, contratos y bases con las
autoridades de las Entidades Federativas, el Distrito Fede-
ral, y los Municipios a fin de promover, con la participa-
ción, en su caso, de los sectores social y privado, las polí-
ticas, acciones y programas tendientes al fomento,
promoción, incentivo y desarrollo de la cultura física y el
deporte; 

V. Integrar en coordinación con la SEP el Programa Na-
cional de Cultura Física y Deporte; 

VI. Establecer los lineamientos para la participación de los
deportistas en cualquier clase de competiciones nacionales
e internacionales, sin contravenir lo dispuesto por las re-
glas internacionales; 
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VII. Celebrar, con la participación que le corresponda a la
SEP y a la Secretaría de Relaciones Exteriores, acuerdos de
cooperación en materia de cultura física y deporte, con ór-
ganos gubernamentales y organizaciones internacionales
como mecanismo eficaz para fortalecer las acciones que en
materia de cultura física y deporte se concierten; 

VIII. Coordinar acciones con las Dependencias y Entida-
des de la Administración Pública Federal, los Estados, el
Distrito Federal, los Municipios y el sector social y priva-
do en lo relativo a investigación en ciencias y técnicas en
materia de cultura física y deporte; 

IX. Promover y fomentar ante las instancias correspon-
dientes en el ámbito federal, el otorgamiento de estímulos
fiscales a los sectores social y privado derivado de las ac-
ciones que estos sectores desarrollen a favor de la cultura
física y el deporte; 

X. Promover el desarrollo de los programas de formación,
capacitación, actualización y los métodos de certificación
en materia de cultura física y deporte, promoviendo y apo-
yando, la inducción de la cultura física y el deporte en los
planes y programas educativos; 

XI. Fomentar y promover la construcción, conservación,
adecuación, uso y mejoramiento de instalaciones destina-
das a la cultura física y deporte; 

XII. Integrar y actualizar el Registro Nacional de Cultura
Física y Deporte; 

XIII. Definir los lineamientos para la prevención y control
en el uso de sustancias prohibidas y métodos no reglamen-
tarios en el deporte; 

XIV. Fijar criterios y verificar el cumplimiento de los mis-
mos, para la celebración de competiciones oficiales inter-
nacionales dentro del territorio nacional, para los cuales se
soliciten o no recursos públicos sin contravenir lo dispues-
to por las reglas internacionales; 

XV. Fijar criterios para que dentro de los programas en los
que se establezca la práctica de actividades de cultura físi-
ca-deportiva, recreativo-deportivas, de deporte en la reha-
bilitación o deporte dentro del territorio nacional, se ofrez-
can las medidas de seguridad necesarias, de acuerdo con
las Normas Oficiales Mexicanas que para tal efecto expida
la dependencia con competencia en la materia; 

XVI. Otorgar el registro correspondiente a las Asociacio-
nes y Sociedades que tengan como objeto fomentar, des-
arrollar, promover, investigar, difundir e impulsar activida-
des de cultura física o deporte, así como sancionar sus
estatutos; 

XVII. Diseñar y establecer estrategias y prioridades en ma-
teria de cultura física y deporte en el marco del SINADE; 

XVIII. Recibir apoyos económicos, técnicos y materiales
en territorio nacional o extranjero, para el desarrollo de sus
objetivos, sin contravenir las disposiciones legales aplica-
bles al caso concreto; 

XIX. Diseñar y establecer los criterios para asegurar la uni-
formidad y congruencia entre los programas de cultura fí-
sica y deporte del sector público federal y la asignación de
los recursos para los mismos fines; 

XX. Promover e incrementar con las previsiones presu-
puestales existentes, los fondos y fideicomisos ya sean pú-
blicos o privados, que en materia de cultura física y depor-
te se constituyan con el objeto de organizar la participación
de los sectores social y privado, a efecto de contribuir al
desarrollo deportivo del País; 

XXI. Impulsar la práctica de actividades de cultura física-
deportiva, recreativo-deportivas, de deporte en la rehabili-
tación y deporte entre la población en general, como medio
para la prevención del delito; 

XXII. Formular programas para promover la cultura física
y deporte entre las personas con discapacidad; 

XXIII. Celebrar todos aquellos contratos y convenios que
le permitan cumplir con el objetivo para el cual fue creado; 

XXIV. Todas aquellas que sean necesarias para la realiza-
ción de su objeto,y 

XXV. Las demás que esta Ley u otras disposiciones lega-
les determinen.

Artículo 30. Las relaciones de trabajo entre la CONADE y
sus trabajadores se regirán por el Apartado A, del artículo
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como por la Ley Federal del Trabajo. 
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Sección Segunda 
De los Organos Estatales, del Distrito Federal y Munici-

pales de Cultura Física y Deporte 

Artículo 31. Cada Entidad Federativa, Distrito Federal y
Municipios podrán contar, de conformidad con sus ordena-
mientos, con un órgano que en coordinación y colabora-
ción con la CONADE promueva, estimule y fomente el
desarrollo de la cultura física y el deporte, estableciendo
para ello, sistemas de cultura física y deporte en sus res-
pectivos ámbitos de competencia. 

Los Sistemas Estatales de Cultura Física y Deporte se inte-
grarán por las Dependencias, Organismos, Instituciones,
Sociedades y Asociaciones de carácter local y tendrán co-
mo objeto, generar las acciones, financiamiento y progra-
mas necesarios para la coordinación, fomento, apoyo, pro-
moción, difusión y desarrollo de la cultura física y el
deporte, así como el óptimo aprovechamiento de los recur-
sos humanos, financieros y materiales en el ámbito de sus
competencias. 

El Sistema de Cultura Física y Deporte del Distrito Fede-
ral, se integrará por las Autoridades, Unidades Administra-
tivas, Organismos, Sociedades y Asociaciones de carácter
local, y tendrá como objeto, generar las acciones, financia-
miento y programas necesarios para la coordinación, fo-
mento, apoyo, promoción, difusión y desarrollo de la cul-
tura física y el deporte, así como el óptimo aprovecha-
miento de los recursos humanos, financieros y materiales
en el ámbito de su competencia. 

Los Sistemas Municipales de Cultura Física y Deporte, se
integrarán por las Autoridades Municipales, Organismos,
Sociedades y Asociaciones que en el ámbito de su compe-
tencia tengan como objeto, generar las acciones, financia-
miento y programas necesarios para la coordinación, fo-
mento, apoyo, promoción, difusión y desarrollo de la
cultura física y el deporte, así como el óptimo aprovecha-
miento de los recursos humanos, financieros y materiales. 

Artículo 32. Los Sistemas Estatales, del Distrito Federal y
Municipales, se constituirán en los conductores responsa-
bles de la gestión, a fin de que la CONADE, una vez satis-
fechos los requisitos correspondientes, registre a las Aso-
ciaciones y Sociedades que los integren. 

El registro a que se refiere el párrafo anterior, será requisi-
to indispensable para su integración al respectivo Sistema. 

Artículo 33. Los órganos responsables en los Estados, el
Distrito Federal y Municipios de la cultura física y el de-
porte, se regirán por sus propios ordenamientos, sin con-
travenir lo dispuesto por la presente Ley y su Reglamento,
cumpliendo en todo momento con cada una de las obliga-
ciones que como miembros del SINADE les corresponde. 

Artículo 34. Los Sistemas Estatales, del Distrito Federal y
Municipales en todo tiempo deberán observar las políticas,
planes y programas que en materia de cultura física y de-
porte se adopten por el SINADE. 

Sección Tercera 
De las Bases de Coordinación, 
Colaboración y Concertación 

Artículo 35. La Administración Pública Federal a través
de la CONADE, ejercerá las competencias que le son atri -
buidas por esta Ley, para ello, se coordinará con los Esta-
dos, el Distrito Federal y los Municipios y, en su caso, con-
certará acciones con el sector social y privado que puedan
afectar directa y manifiestamente los intereses generales de
la cultura física y el deporte en el ámbito nacional. 

Artículo 36. Las autoridades competentes de la Federa-
ción, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, se
coordinarán entre sí o con instituciones del sector social y
privado para: 

I. Establecer en sus respectivos ámbitos de competencia los
Sistemas Estatales, del Distrito Federal y Municipales de
Cultura Física y Deporte; 

II. Promover la iniciación y garantizar el acceso a la prác-
tica de las actividades de cultura física-deportiva, recreati-
vo-deportivas, de deporte en la rehabilitación y deporte a la
población en general, en todas sus manifestaciones y ex-
presiones; 

III. Ejecutar y dar seguimiento al Programa Nacional de
Cultura Física y Deporte; 

IV. Promover la construcción, adecuación, conservación y
aprovechamiento óptimo de la infraestructura para la cul-
tura física y el deporte, en coordinación con las respectivas
Asociaciones Deportivas Nacionales y de acuerdo a las
Normas Oficiales que para tal efecto expida la dependen-
cia correspondiente. 
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V. Dar seguimiento y ejecutar las políticas y planes apro-
bados por el SINADE, y 

VI. Establecer procedimientos de promoción en materia de
cultura física y deporte.

Artículo 37. La coordinación a que se refiere el artículo
anterior, se realizará a través de convenios de coordina-
ción, colaboración y concertación que celebren las autori-
dades competentes de la Federación, los Estados, el Distri-
to Federal y los Municipios entre sí o con instituciones del
sector social y privado, de conformidad con los procedi-
mientos y requisitos que estén determinados en el Regla-
mento de la presente Ley. 

Sección Cuarta 
De la Comisión de Apelación 

y Arbitraje del Deporte 

Artículo 38. La CAAD es un órgano desconcentrado de la
Secretaria de Educación Pública cuyo objeto es mediar en
las controversias que pudieran sucitarse entre deportistas,
entrenadores y directivos, con la organización y competen-
cia que esta ley establece; dotado de plena jurisdicción y
autonomía para dictar sus acuerdos, laudos y resoluciones
e independiente de las autoridades administrativas. 

Artículo 39. La CAAD, tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Conocer y resolver mediante el recurso de apelación, so-
bre las impugnaciones planteadas por cualesquiera de los
miembros del SINADE, en contra de actos, omisiones, de-
cisiones, acuerdos o resoluciones emitidos por las autori-
dades, entidades y organismos deportivos, que afecten los
derechos, prerrogativas o estímulos establecidos a favor
del recurrente en la presente Ley o en los reglamentos que
de ella emanen. 

El impugnante podrá optar en agotar el medio de defensa
que corresponda o interponer directamente el recurso de
apelación. 

II. Intervenir como árbitro para dirimir las controversias
que se susciten o puedan suscitarse como consecuencia de
la promoción, organización y desarrollo de actividades de-
portivas y entre los deportistas o demás participantes en és-
tas, independientemente, de que las partes pertenezcan o no
al SINADE. 

III. Conceder la suspensión provisional y en su caso defi -
nitiva, del acto impugnado siempre y cuando no exista ries-
go grave al orden público o disciplina deportiva de que se
trate. 

Cuando el impugnante no sea autoridad, entidad u organis-
mo deportivo, la CAAD podrá efectuar la suplencia en la
deficiencia de la queja. 

IV. Imponer las correcciones disciplinarias y medidas de
apremio que se establezcan en sus normas reglamentarias,
a todas aquellas personas físicas o morales, organismos y
entidades deportivas por conducto de sus titulares que se
nieguen a acatar o que no acaten en sus términos, los acuer-
dos, decisiones, laudos y resoluciones emitidos por la pro-
pia Comisión, y 

V. Las demás que establezca la presente Ley y otras dispo-
siciones reglamentarias.

Artículo 40. La CAAD se integrará por un Pleno y por las
unidades administrativas, necesarias para el cabal desem-
peño de sus funciones. 

El Pleno se integrará por un Presidente y cuatro Miembros
Titulares con sus respectivos suplentes. El Ejecutivo Fede-
ral designará al Presidente y a los Miembros Titulares. 

Los nombramientos antes citados, deberán recaer en perso-
nas con profesión de Licenciado en Derecho, conocimien-
to en el ámbito deportivo, así como reconocido prestigio y
calidad moral. 

El Presidente y los Miembros Titulares de la CAAD, dura-
rán tres años en su encargo pudiendo ser ratificados por un
periodo más. 

Artículo 41. El Pleno de la CAAD, requerirá para la cele-
bración en sus sesiones de la mayoría de sus miembros in-
tegrantes. 

Las resoluciones definitivas emitidas por la CAAD no ad-
mitirán recurso alguno en el ámbito deportivo. 

Artículo 42. En ausencia del Presidente, en cualquiera de
las sesiones, asumirá sus funciones, alguno de los Miem-
bros Titulares. Cuando la ausencia del Presidente sea defi-
nitiva, el titular del Ejecutivo Federal designará a quien
deba sustituirlo para que concluya el periodo respectivo. 
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Artículo 43. El Ejecutivo Federal expedirá las normas re-
glamentarias necesarias para la integración y funciona-
miento de la CAAD. Asimismo, proporcionará anualmen-
te el presupuesto para su funcionamiento. 

Capítulo II 
De los Sectores Social y Privado 

Sección Primera 
De las Asociaciones y Sociedades Deportivas 

Artículo 44. Serán registradas por la CONADE como Aso-
ciaciones Deportivas, las personas morales, cualquiera que
sea su estructura, denominación y naturaleza jurídica, que
conforme a su objeto social promuevan, practiquen o con-
tribuyan al desarrollo del deporte sin fines preponderante-
mente económicos. 

Artículo 45. El Estado reconocerá y estimulará las accio-
nes de organización y promoción desarrolladas por las
Asociaciones y Sociedades Deportivas, a fin de asegurar el
acceso de la población a la práctica de la cultura física y el
deporte. 

En el ejercicio de sus respectivas funciones en materia de
cultura física y deporte, el sector público, social y privado
se sujetará en todo momento, a los principios de colabora-
ción responsable entre todos los interesados. 

Artículo 46. Serán registradas por la CONADE como So-
ciedades Deportivas las personas morales, cualquiera que
sea su naturaleza jurídica, estructura o denominación, que
conforme a su objeto social promuevan, practiquen o con-
tribuyan al desarrollo del deporte con fines preponderante-
mente económicos. 

Artículo 47. Para los efectos de la presente Ley, las Aso-
ciaciones Deportivas se clasifican en: 

I. Equipos o clubes deportivos; 

II. Ligas deportivas; 

III. Asociaciones Locales, Regionales o Estatales, y 

IV. Asociaciones Deportivas Nacionales.

Para los fines y propósitos de la presente Ley se reconoce
la participación de los CONDE dentro de la fracción III del
presente artículo, para incrementar la práctica deportiva de
los estudiantes y elevar su nivel de rendimiento físico. 

Los CONDE son asociaciones civiles, constituidas por uni-
versidades públicas y privadas, tecnológicos y normales
del país, y cualquier institución educativa pública y priva-
da de educación básica, media o superior que tienen por
objeto coordinar, de acuerdo con las autoridades educativas
competentes los programas emanados de la CONADE en-
tre la comunidad estudiantil de sus respectivos niveles, a
las cuales se les reconoce el carácter de Asociaciones De-
portivas. 

La presente Ley y para los efectos de este artículo, se re-
conoce al deporte en todas sus modalidades y categorías,
incluyendo al desarrollado por el sector estudiantil, al de-
porte para personas con capacidades diferentes y al depor-
te para personas adultas mayores en plenitud. 

Artículo 48. Para efecto de que la CONADE otorgue el re-
gistro correspondiente como Asociaciones o Sociedades
Deportivas, éstas deberán cumplir con los trámites y requi-
sitos previstos en el Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 49. La presente Ley reconoce el carácter de entes
de promoción deportiva a aquellas personas físicas o mo-
rales, que sin tener una actividad habitual y preponderante
de cultura física o deporte, conforme a lo dispuesto por es-
te ordenamiento y los emanados de él, realicen o celebren
eventos o espectáculos en estas materias de forma aislada,
que no sean competiciones de las previstas en el artículo 57
de esta Ley. 

Las personas físicas o morales que se encuentren en el su-
puesto previsto en el párrafo anterior, deberán cumplir con
las disposiciones de esta Ley que le sean aplicables y de to-
dos aquellos ordenamientos que en materia de cultura físi-
ca y deporte dicten las autoridades Federal, Estatales, del
Distrito Federal y Municipal. 

Artículo 50. Las Asociaciones y Sociedades Deportivas
deberán observar los lineamientos que se señalan en el ar-
tículo 29 de esta Ley, respecto a la integración de las dele-
gaciones deportivas que representan al País en competicio-
nes internacionales. 
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Sección Segunda 
De las Asociaciones Deportivas Nacionales 

Artículo 51. La presente Ley reconoce a las Federaciones
Deportivas Mexicanas el carácter de Asociaciones Depor-
tivas Nacionales, por lo que todo lo previsto en esta Ley
para las Asociaciones Deportivas, les será aplicable. 

Las Asociaciones Deportivas Nacionales regularán su es-
tructura interna y funcionamiento a través de sus Estatutos
Sociales, de acuerdo con los principios de democracia y
representatividad. 

Artículo 52. Las Asociaciones Deportivas Nacionales de-
bidamente reconocidas en términos de la presente Ley,
además de sus propias atribuciones, ejercen por delegación
funciones públicas de carácter administrativo, actuando en
este caso como agentes colaboradores del Gobierno Fede-
ral, por lo que dicha actuación se considerará de utilidad
pública. Además de las actividades propias de gobierno,
administración, gestión, organización y reglamentación de
las especialidades que corresponden a cada una de sus dis-
ciplinas deportivas, ejercen bajo la coordinación y tutela de
la CONADE las siguientes funciones públicas de carácter
administrativo: 

I. Calificar y organizar en su caso, las actividades y com-
peticiones deportivas oficiales; 

II. Actuar en coordinación con sus asociados en la promo-
ción general de su disciplina deportiva en todo el territorio
nacional, y 

III. Colaborar con la Administración de la Federación, de
los Estados, del Distrito Federal y de los Municipios en la
formación de técnicos deportivos y en la prevención, con-
trol y represión del uso de sustancias y grupos farmacoló-
gicos prohibidos y métodos no reglamentarios en el depor-
te.

Artículo 53. Las Asociaciones Deportivas Nacionales son
la máxima instancia técnica de su disciplina y deberán re-
presentar a un solo deporte en todas sus modalidades y es-
pecialidades, en los términos del reconocimiento de su res-
pectiva Federación Deportiva Internacional. 

Artículo 54. Las Asociaciones Deportivas Nacionales se
rigen por lo dispuesto en la presente Ley, su Reglamento,
las demás disposiciones jurídicas que les sean aplicables y
por sus estatutos y reglamentos. 

Artículo 55. Sin perjuicio de lo dispuesto por el Regla-
mento de la presente Ley, las Federaciones Mexicanas que
soliciten el registro como Asociaciones Deportivas Nacio-
nales deberán cumplir por lo menos con los siguientes re-
quisitos: 

I. Existencia de interés deportivo nacional o internacional
de la disciplina; 

II. La existencia de competiciones de ámbito internacional
con un número significativo de participantes; 

III. Representar mayoritariamente una especialidad depor-
tiva en el País; 

IV. Prever en sus estatutos la facultad de la CONADE de
fiscalizar la correcta aplicación y ejercicio de los recursos
públicos, así como evaluar los resultados de los programas
operados con los mencionados recursos; 

V. Contar con la afiliación a una Federación Internacional
reconocida por la Asociación General de Federaciones De-
portivas Internacionales; 

VI. Estar reconocida conforme a lo dispuesto por el Regla-
mento de la presente Ley, y 

VII. Constancia de afiliación o asociación a la CODEME.

Quedarán exentos del cumplimiento de lo dispuesto por la
fracción V de este artículo, las Federaciones Mexicanas de
Charrería y Juegos y Deportes Autóctonos. 

Artículo 56. Las Asociaciones Deportivas Nacionales, pa-
ra ser sujetos de los apoyos y estímulos que en su caso
acuerde el Ejecutivo Federal, deberán estar registradas co-
mo tales por la CONADE, cumplir con lo previsto en la
presente Ley, el Programa Nacional de Cultura Física y
Deporte, con las obligaciones que se les imponga como in-
tegrantes del SINADE, las derivadas del estatuto de la CO-
DEME y demás disposiciones aplicables en materia presu-
puestaria, incluyendo el Decreto de Presupuesto de
Egresos de la Federación que anualmente expida el Con-
greso de la Unión. 

Artículo 57. Las Asociaciones Deportivas Nacionales se-
rán las únicas facultadas para convocar a competiciones re-
alizadas bajo la denominación de "Campeonato Nacional"
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con estricto apego a los estatutos y reglamentos aplicables,
y de acuerdo a los criterios que fije la CONADE. 

Artículo 58. Para la realización de competiciones deporti-
vas oficiales internacionales dentro del territorio nacional,
las Asociaciones Deportivas Nacionales, tienen la obliga-
ción de registrarlas ante la CONADE, respetando en todo
momento el procedimiento y requisitos que para tal efecto
prevea el Reglamento de la presente Ley, asimismo, debe-
rá cumplir y apegarse a lo dispuesto por los lineamientos
expedidos por la CONADE en esa materia. 

Artículo 59. Con el fin de garantizar el cumplimiento efec-
tivo de las funciones que como colaboradoras de la Admi-
nistración Pública Federal les son delegadas a las Asocia-
ciones Deportivas Nacionales en términos de la presente
Ley, la CONADE, con absoluto y estricto respeto a los
principios de auto organización que resultan compatibles
con la vigilancia y protección de los intereses públicos, po-
drá llevar a cabo acciones de supervisión, evaluación y vi-
gilancia de los recursos públicos. 

Sección Tercera 
De Otras Asociaciones y Sociedades 

Artículo 60. Las personas morales, cualquiera que sea su
naturaleza jurídica, estructura y denominación que confor-
me a su objeto social promuevan, practiquen o contribuyan
al desarrollo de la activación física y la recreación deporti-
va, serán 

registradas por la CONADE como Asociaciones Recreati-
vo-Deportivas, cuando no persigan fines preponderante-
mente económicos o como Sociedades Recreativo-Depor-
tivas cuando su actividad se realice con fines de lucro. 

Artículo 61. Las personas morales, cualquiera que sea su
naturaleza jurídica, estructura y denominación que confor-
me a su objeto social desarrollen, promuevan o contribu-
yan a la rehabilitación en el campo de la Cultura Física-De-
portiva y el Deporte, serán registradas por la CONADE
como Asociaciones de Deporte en la Rehabilitación, cuan-
do no persigan fines preponderantemente económicos o
como Sociedades de Deporte en la Rehabilitación cuando
su actividad se realice con fines de lucro. 

Artículo 62. Las personas morales, cualquiera que sea su
naturaleza jurídica, estructura y denominación que confor-

me a su objeto social promuevan o contribuyan a la inves-
tigación, estudio, análisis, enseñanza, difusión y fomento
de la cultura física y el deporte en México, serán registra-
das por la CONADE como Asociaciones de Cultura Física-
Deportiva, cuando no persigan fines preponderantemente
económicos o como Sociedades de Cultura Física-Deporti-
va, cuando su actividad se realice con fines de lucro. 

Artículo 63. Para efecto de que la CONADE otorgue el re-
gistro correspondiente como Asociaciones o Sociedades de
las descritas en los artículos 60, 61 y 62, éstas deberán
cumplir con el trámite previsto por el Reglamento de esta
Ley. 

Artículo 64. En el caso de que desaparecieran las condi-
ciones o motivaciones que dieron lugar al registro de una
Asociación o Sociedad de las reconocidas por esta Ley, o
que la CONADE estime que existe incumplimiento de los
objetivos para los cuales fue creada, se seguirá el trámite
que prevé el Reglamento de la presente Ley, para la revo-
cación del registro inicial. 

Artículo 65. Cualquier órgano ya sea público o privado de
los reconocidos en este Título que reciba recursos del era-
rio público, deberá presentar un informe semestral sobre la
aplicación de los mismos y estarán sujetos a las auditorías
financieras y evaluaciones que determine la CONADE. 

Sección Cuarta 
De la Confederación Deportiva Mexicana 

Artículo 66. La CODEME es una asociación civil con per-
sonalidad jurídica y patrimonio propio, integrada por las
Asociaciones Deportivas Nacionales que previamente ha-
yan cumplido los requisitos previstos en su estatuto social,
por lo que se constituye como la máxima instancia de re-
presentación de las Asociaciones Deportivas Nacionales
ante cualquier instancia del sector público o privado. 

Independientemente de su objeto social y de las facultades
que su Estatuto Social le confiere, la CODEME contará
con las siguientes atribuciones: 

I. Participar, en la formulación de los programas deportivos
de sus asociados; 

II. Atender y orientar permanentemente a sus asociados en
la creación y actualización de su estructura, así como que
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sus estatutos no contravengan lo dispuesto en la presente
Ley y su Reglamento; 

III. Vigilar y asegurar que la elección de los órganos direc-
tivos de sus asociados se realice con estricto cumplimiento
de las disposiciones estatutarias y legales aplicables; 

IV. Promover la capacitación y certificación de directivos,
deportistas, entrenadores, jueces, árbitros y técnicos; 

V. Supervisar que sus asociados realicen sus actividades
conforme a sus respectivos estatutos y reglamentos; 

VI. Verificar y asegurar que los estatutos, reglamentos y
demás reglamentos deportivos que expidan las asociacio-
nes deportivas nacionales, contengan con toda claridad, en-
tre otros aspectos, los derechos y obligaciones de sus
miembros asociados, deportistas y de su Consejo Directi-
vo, así como los procedimientos disciplinarios y sanciones
aplicables; 

VII. Operar la actividad de sus asociados; 

VIII. Promover la práctica deportiva organizadamente a
través de las Asociaciones Deportivas Nacionales, y 

IX. Establecer las reglas bajo las cuales deberán sus aso-
ciados llevar a cabo sus actividades.

Artículo 67. El Consejo Directivo de la CODEME podrá
designar de entre sus miembros a aquellos Consejeros que
integrarán un órgano colegiado permanente que tendrá co-
mo objeto vigilar y garantizar que antes, durante y después
de realizados los procesos internos de elección de sus aso-
ciados, se cumplan los principios de legalidad, transparen-
cia, equidad e igualdad de oportunidades. 

Este órgano colegiado funcionará de conformidad con lo
dispuesto por el Reglamento de la presente Ley. 

Sección Quinta 
Del Comité Olímpico Mexicano 

Artículo 68. El COM es una asociación civil autónoma,
con personalidad jurídica y patrimonio propio, compuesto
entre otros, por las asociaciones deportivas nacionales de-
bidamente afiliadas a las federaciones deportivas interna-
cionales, que cuenten con el reconocimiento del Comité

Olímpico Internacional, de conformidad con el contenido
de la Carta Olímpica, cuya actividad es de utilidad 

pública; en virtud de que su objeto consiste fundamental-
mente en fomentar, proteger y velar por el desarrollo del
deporte y el movimiento olímpico, así como, la difusión de
los ideales olímpicos en nuestro país y representar al Co-
mité Olímpico Internacional en México. 

Artículo 69. El COM se rige de acuerdo a su estatuto, re-
glamentos y por los principios y normas emanadas del Co-
mité Olímpico Internacional. 

Artículo 70. El COM es el único organismo que tiene la fa-
cultad exclusiva para la representación del país en los Jue-
gos Olímpicos y en las competiciones multideportivas re-
gionales, continentales o mundiales, patrocinadas por el
Comité Olímpico Internacional, así como, la inscripción de
los integrantes de las delegaciones deportivas nacionales a
dichos eventos. 

Artículo 71. El COM promoverá la práctica dentro del pa-
ís de las actividades deportivas reconocidas por la Carta
Olímpica, y velará por el respeto a la misma, difundiendo
los principios fundamentales del olimpismo y movimiento
olímpico en territorio nacional. De conformidad con la
Carta Olímpica, el COM es responsable ante el Comité
Olímpico Internacional de hacer respetar en el territorio na-
cional las normas contenidas en la misma, particularmente
para tomar medidas oportunas que impidan toda utilización
indebida del símbolo, la bandera, el lema o el himno olím-
pico, así como para obtener protección jurídica de los tér-
minos "olímpico", "olimpiada", "juegos olímpicos" y "co-
mité olímpico". 

Artículo 72. El COM en coordinación y respeto mutuo de
sus respectivos derechos y jurisdicciones con la CODEME
y la CONADE participará en la integración de las delega-
ciones deportivas que representen al país en las competi-
ciones que se celebren en el ámbito internacional a que se
refiere el artículo 70. 

Título Tercero 
Del Deporte Profesional 

Artículo 73. Se entiende como deporte profesional, a las
actividades de promoción, organización, desarrollo o parti-
cipación en materia deportiva que se realicen con fines de
lucro. 
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Artículo 74. Los deportistas que participen dentro del de-
porte profesional, se regirán por lo establecido en la Ley
Federal del Trabajo. 

Artículo 75. Los deportistas profesionales mexicanos que
integren preselecciones y selecciones nacionales, que invo-
lucren oficialmente la representación del país en competi-
ciones internacionales, gozarán de los mismos derechos e
incentivos establecidos dentro de esta Ley, para los depor-
tistas de alto rendimiento. 

Artículo 76. La CONADE coordinará y promoverá la
constitución de comisiones nacionales de Deporte Profe-
sional, quienes se integrarán al SINADE de acuerdo a lo
establecido en el Reglamento de esta Ley. 

Título Cuarto 
De la Cultura Física y el Deporte 

Artículo 77. Los titulares de las dependencias de la Admi-
nistración Pública Federal, tendrán la obligación de pro-
mover y fomentar la práctica de actividades físicas o de-
portivas entre sus trabajadores, con objeto de facilitar las
condiciones de su plena integración en el desarrollo social
y cultural. 

Igualmente, impulsarán la adopción de disposiciones y
acuerdos tendientes a facilitar las condiciones de empleo
compatibles con su entrenamiento y participación en com-
peticiones oficiales. 

Artículo 78. La CONADE en coordinación con la SEP los
estados, el Distrito Federal y los municipios planificará y
promocionará el uso óptimo de instalaciones deportivas de
carácter público, para promover y fomentar entre la pobla-
ción en general la práctica de actividades físicas y deporti-
vas. 

Capítulo I 
De la Infraestructura 

Artículo 79. Es de interés público la construcción, remo-
delación, ampliación, adecuación, mantenimiento y con-
servación de las instalaciones que permitan atender ade-
cuadamente las demandas que requiera el desarrollo de la
cultura física y el deporte, promoviendo para este fin, la
participación de los sectores social y privado en el territo-
rio nacional. 

Artículo 80. La planificación y construcción de instalacio-
nes de cultura física y deporte financiadas con recursos
provenientes del erario público, deberá realizarse tomando
en cuenta las especificaciones técnicas de los deportes y
actividades que se proyecta desarrollar, así como los re-
querimientos de construcción y seguridad determinados en
la Norma Oficial Mexicana correspondiente, que para tal
efecto expida la dependencia en la materia, para el uso nor-
mal de las mismas por parte de personas con alguna disca-
pacidad física, garantizando en todo momento que se favo-
rezca su utilización multifuncional, teniendo en cuenta las
diferentes disciplinas deportivas, la máxima disponibilidad
de horario y los distintos niveles de práctica de los ciuda-
danos. Estas instalaciones deberán ser puestas a disposi-
ción de la comunidad para su uso público. 

Artículo 81. Los integrantes del SINADE promoverán ac-
ciones para el uso óptimo de las instalaciones públicas. 

Artículo 82. La CONADE coordinará con la SEP, los Es-
tados, el Distrito Federal, los Municipios y los sectores so-
cial y privado el adecuado mantenimiento, conservación y
uso óptimo de las instalaciones de cultura física y deporte
y emitirá para ello los lineamientos correspondientes. 

Artículo 83. La CONADE formulará las normas y criterios
requeridos en materia de instalaciones deportivo-recreati-
vas, deportivas, del deporte en la rehabilitación y activa-
ción física deportiva. 

Para tal efecto, constituirá los fondos, fideicomisos o cual-
quier otro instrumento financiero que permita el transpa-
rente manejo de los recursos federales que para este objeto
se destinen y que del uso de las instalaciones se obtengan. 

Artículo 84. Es obligación de los Gobiernos Estatal, del
Distrito Federal y Municipales la inscripción de sus insta-
laciones de cultura física y deporte al RENADE, previa so-
licitud de los responsables o administradores de cualquier
instalación de cultura física o deporte, con la finalidad de
contar con la información actualizada que permita la pla-
neación nacional. 

La CONADE podrá solicitar a las autoridades correspon-
dientes que se suspenda total o parcialmente el uso de cual-
quier instalación que no cumpla con los requisitos mínimos
de operación señalados en las Normas Oficiales Mexica-
nas, cumpliendo el procedimiento que para ese propósito
prevea el reglamento de esta Ley. 
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Artículo 85. Las instalaciones destinadas a la cultura físi-
ca y el deporte deberán proyectarse, construirse, operarse y
administrarse en el marco de la normatividad aplicable,
privilegiando la sana y pacífica convivencia, de manera
que impidan o limiten al máximo las posibles acciones de
violencia o conductas antisociales. 

Artículo 86. La CONADE promoverá ante las diversas
instancias de gobierno la utilización concertada de labora-
torios, centros de salud, parques, plazas y demás espacios
o instalaciones públicas en apoyo a la cultura física y el de-
porte. 

Artículo 87. En el uso de las instalaciones a que se refiere
este capítulo, con fines de espectáculo, deberán tomarse las
providencias necesarias y respetarse los programas y ca-
lendarios previamente establecidos y se deberá fijar una
fianza suficiente que garantice la reparación de los daños
que se pudieran ocasionar, misma que será determinada por
la CONADE. 

Capítulo II 
De la Enseñanza, Investigación y Difusión 

Artículo 88. La CONADE promoverá, coordinará e im-
pulsará en coordinación con la SEP la enseñanza, investi-
gación, difusión el desarrollo tecnológico, la aplicación de
los conocimientos científicos en materia de cultura física y
deporte, así como la construcción de centros de enseñanza
y capacitación de estas actividades. 

Artículo 89. En el desarrollo de la investigación y conoci-
mientos científicos, deberán participar los integrantes del
SINADE acuerdo a los lineamientos que para este fin se es-
tablezcan en el Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 90. La CONADE participará en la elaboración de
programas de capacitación en actividades de cultura física
y deporte con las Dependencias y Entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, Gobiernos de las Entidades Fe-
derativas, del Distrito Federal, y Municipales, organismos
públicos, sociales y privados, nacionales e internacionales
para el establecimiento de escuelas y centros de educación
y capacitación para la formación de profesionales y técni-
cos en ramas de la cultura física y el deporte. En los cita-
dos programas, se deberá contemplar la capacitación res-
pecto a la atención de las personas con algún tipo de
discapacidad. 

Artículo 91. La CONADE promoverá y gestionará con-
juntamente con las Asociaciones Deportivas Nacionales la
formación, capacitación, actualización y certificación de
recursos humanos para la enseñanza y práctica de activida-
des de cultura física deportiva y deporte. Para tal efecto,
emitirá los lineamientos necesarios en los que se determi-
ne el procedimiento de acreditación considerando lo dis-
puesto por la Ley General de Educación. 

Capítulo III 
De las Ciencias Aplicadas 

Artículo 92. La CONADE promoverá en coordinación con
la SEP, el desarrollo e investigación en las áreas de Medi-
cina Deportiva, Biomecánica, Control del Dopaje, Psicolo-
gía del Deporte, Nutrición y demás ciencias aplicadas al
deporte y las que se requieran para la práctica óptima de la
cultura física y el deporte. 

Artículo 93. La CONADE coordinará las acciones necesa-
rias a fin de que los integrantes del SINADE obtengan los
beneficios que por el desarrollo e investigación en éstas
ciencias se adquieran. 

Artículo 94. Los deportistas integrantes del SINADE ten-
drán derecho a recibir atención médica. Para tal efecto, las
autoridades Federales, Estatales, del Distrito Federal, Mu-
nicipales promoverán los mecanismos de concertación con
las instituciones públicas o privadas que integren el sector
salud. 

En el caso, los deportistas y los entrenadores que integren
el padrón de deportistas de alto rendimiento dentro del RE-
NADE, así como aquellos considerados como talentos de-
portivos que integren preselecciones y selecciones nacio-
nales, deberán contar con un seguro de vida y gastos
médicos que proporcionará la CONADE, así como incen-
tivos económicos con base a los resultados obtenidos. El
procedimiento correspondiente quedará establecido en el
Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 95. Las instituciones y organizaciones de los sec-
tores social y privado están obligadas a prestar el servicio
médico que se requiera durante las prácticas y competicio-
nes oficiales que promuevan y organicen. 

Artículo 96. Las instituciones del sector salud y educativo
promoverán en su respectivo ámbito de competencia,
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programas de atención médica para deportistas, forma-
ción y actualización de especialistas en medicina del de-
porte y ciencias aplicadas, así como para la investigación
científica. 

Artículo 97. La Secretaría de Salud y la CONADE, procu-
rarán la existencia y aplicación de programas preventivos
relacionados con enfermedades y lesiones derivadas de la
práctica deportiva, así como proporcionar servicios espe-
cializados y de alta calidad en medicina y demás ciencias
aplicadas al deporte. 

Artículo 98. Las instancias correspondientes, verificarán y
certificarán que los laboratorios y profesionistas dedicados
al ejercicio de estas ciencias, cumplan con los requisitos
que fijen los Reglamentos y Normas Oficiales Mexicanas
que sobre el particular, emita la dependencia con compe-
tencia en la materia. 

Capítulo IV 
Del Estímulo a la Cultura Física y al Deporte 

Artículo 99. Corresponde a la CONADE y a los organis-
mos de los sectores públicos otorgar y promover en el ám-
bito de sus respectivas competencias, ayudas, subvencio-
nes y reconocimientos a los deportistas, técnicos y
organismos de cultura física y deporte ajustándose a lo dis-
puesto en la presente Ley, su Reglamento y en su caso, en
la convocatoria correspondiente. 

Artículo 100. Los estímulos a que se refiere el presente
Capítulo, que se otorguen con cargo al presupuesto de la
CONADE, tendrán por finalidad el cumplimiento de algu-
no de los siguientes objetivos: 

I. Desarrollar los programas deportivos de las asociaciones
deportivas nacionales; 

II. Impulsar la investigación científica en materia de cultu-
ra física y deporte; 

III. Fomentar las actividades de las Asociaciones Deporti-
vas, Recreativas, de Rehabilitación y de Cultura Física, cu-
yo ámbito de actuación trascienda de aquel de las Entida-
des Federativas; 

IV. Promover la actividad de clubes, asociaciones, ligas y
deportistas, cuando esta actividad se desarrolle en el ámbi-
to nacional; 

V. Cooperar con los Organos Estatales de Cultura Física y
Deporte y, en su caso, con los Municipales, del Distrito Fe-
deral y con el sector social y privado, en el desarrollo de los
planes de la actividad deportiva escolar y universitaria, así
como en los de construcción, mejora y sostenimiento de
instalaciones deportivas para el desarrollo del deporte de
alto rendimiento; 

VI. Promover con los CONDE, Universidades y demás
instituciones educativas la participación en los programas
deportivos y cooperar con éstos para la dotación de insta-
laciones y medios necesarios para el desarrollo de sus pro-
gramas; 

VII. Promover con las Universidades la participación en
los programas deportivos universitarios y cooperar con és-
tas para la dotación de instalaciones y medios necesarios
para el desarrollo de sus programas; 

VIII. Contribuir a elevar el desarrollo deportivo de los pa-
íses de nuestro entorno histórico y cultural en respuesta a
tratados o convenios de cooperación internacional, y 

IX. Realizar cualquier actividad que contribuya al desarro-
llo de las competiciones que de acuerdo con la legislación
vigente corresponda a la CONADE.

Artículo 101. Los candidatos a obtener estímulos y apoyos
a que se refiere este Capítulo, deberán satisfacer además de
los requisitos que establezca el Reglamento de la presente
Ley los siguientes: 

I. Formar parte del SINADE, y 

II. Ser propuesto por la Asociación Deportiva Nacional co-
rrespondiente.

El trámite y demás requisitos para ser acreedores de los es-
tímulos a que se refiere este Capítulo, se especificarán en
el Reglamento de la presente Ley y su otorgamiento y go-
ce estará sujeto al estricto cumplimiento de las disposicio-
nes antes mencionadas, los Reglamentos Técnicos y De-
portivos de su disciplina deportiva, así como a las bases
que establezca el Ejecutivo Federal por conducto de la
CONADE. 

Artículo 102. Los estímulos previstos en esta Ley podrán
consistir en: 
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I. Dinero o especie; 

II. Capacitación; 

III. Asesoría; 

IV. Asistencia, y 

V. Gestoría.

Artículo 103. Serán obligaciones de los beneficiarios de
los estímulos antes señalados: 

I. Realizar la actividad o adoptar el comportamiento que
fundamenta la concesión de los estímulos; 

II. Acreditar ante la entidad concedente, la realización de la
actividad o la adopción del comportamiento así como el
cumplimiento de los requisitos y condiciones que determi-
nen la concesión o disfrute de la ayuda; 

III. El sometimiento a las actuaciones de comprobación y a
las de control financiero que correspondan en relación a los
estímulos y apoyos concedidos, y 

IV. Facilitar cuanta información le sea requerida por las au-
toridades de la Administración Pública Federal.

Artículo 104. Las personas físicas y morales, así como las
agrupaciones que hubieren contribuido al desarrollo de la
cultura física y el deporte nacional, podrán obtener recono-
cimiento por parte de la CONADE, así como en su caso,
estímulos en dinero o en especie previo cumplimiento de
los requisitos que para tal efecto se establezcan. 

Artículo 105. Para efecto del cumplimiento de lo dispues-
to por el presente Capítulo, el Fondo para el Deporte de Al-
to Rendimiento, brindará los apoyos económicos y mate-
riales a los deportistas de alto rendimiento con
posibilidades de participar en Juegos Olímpicos. 

En el Fondo para el Deporte de Alto Rendimiento, concu-
rrirán representantes del Gobierno Federal, del Comité
Olímpico Mexicano, de la Confederación Deportiva Mexi-
cana y los particulares que aporten recursos a dicho fondo,
mismo que estará conformado por un Comité Técnico, que
será la máxima instancia de este fondo y responsable de au-
torizar los programas de apoyo y los deportistas beneficia-

dos, quien se auxiliará de una Comisión Deportiva, inte-
grada por un panel de expertos independientes. 

La comisión deportiva, se apoyará en las opiniones de ase-
sores nombrados por especialidad deportiva, quienes debe-
rán ser expertos en sus respectivas disciplinas y podrán
emitir sus opiniones sobre los atletas propuestos y sus pro-
gramas de preparación. 

Artículo 106. Los deportistas y entrenadores de alto rendi-
miento que gocen de apoyos económicos y materiales a
que se refiere el presente Capítulo, deberán participar en
los eventos nacionales e internacionales a que convoque la
CONADE. 

Capítulo V 
Del Control de Sustancias Prohibidas 

y Métodos no Reglamentarios en el Deporte 

Artículo 107. Se declara de interés público, la prohibición
del consumo, uso y distribución de sustancias farmacológi-
cas potencialmente peligrosas para la salud y métodos no
reglamentarios destinados a aumentar artificialmente las
capacidades físicas de los deportistas o a modificar el re-
sultado de las competiciones. 

Artículo 108. Se entenderá por dopaje en el deporte, la ad-
ministración a los deportistas o la utilización por éstos, de
las clases o grupos farmacológicos de agentes prohibidos o
métodos no reglamentarios. 

Se entenderá por clases y grupos farmacológicos de agen-
tes o métodos de dopaje, las prohibidas por las organiza-
ciones deportivas internacionales y que figuren en las listas
que para el efecto publique la CONADE, de conformidad
con lo dispuesto por la Comisión Médica del Comité
Olímpico Internacional y la Agencia Mundial Antidopaje. 

Artículo 109. La CONADE promoverá la creación de un
Comité Nacional Antidopaje, involucrando para el efecto,
a todas aquellas instancias públicas o privadas que a través
de sus respectivas competencias puedan formar parte de di-
cho Comité. 

Artículo 110. El Comité Nacional Antidopaje será junto
con las asociaciones deportivas nacionales, la instancia res-
ponsable de conocer de los resultados, controversias e irre-
gularidades en las normas y procedimientos que surjan de
los controles dentro y fuera de competición a que sean so-
metidos los deportistas en el territorio nacional. 
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Artículo 111. Cuando se determinen casos de dopaje den-
tro o fuera de competición, las asociaciones deportivas na-
cionales cuyos atletas hayan resultado positivos, tendrán la
obligación de hacer del conocimiento de la CONADE y el
COM dicha situación. 

Artículo 112. La CONADE, conjuntamente con las Auto-
ridades Federales, Estatales, del Distrito Federal y Munici-
pales, del sector salud y los integrantes del SINADE, pro-
moverá e impulsará las medidas de prevención y control
del uso de sustancias y de la práctica de los métodos refe-
ridos en el artículo 104 de la presente Ley. Asimismo, rea-
lizará informes y estudios sobre las causas y efectos del uso
de dichas sustancias. 

Artículo 113. Se establece la obligación de contar con la
Cartilla Oficial de Control de Sustancias Prohibidas y Mé-
todos no Reglamentarios que expedirá la CONADE, a los
deportistas que integren el padrón de alto rendimiento y ta-
lentos deportivos dentro del RENADE. Los requisitos para
el otorgamiento de la cartilla mencionada en el presente ar-
tículo, se establecerán en el Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 114. Todos los deportistas que integren las prese-
lecciones y selecciones nacionales, deberán someterse a los
controles para la detección del uso de sustancias prohibidas
y métodos no reglamentarios para participar en competi-
ciones nacionales e internacionales o por lo menos en tres
ocasiones al año, pudiendo ser éstas dentro o fuera de com-
petición y de acuerdo a lo que se establezca en el Regla-
mento de la presente Ley. 

Para los atletas de otras nacionalidades que compitan en
eventos deportivos dentro del territorio nacional, sólo será
requisito, el pasar control si son designados en la competi-
ción en que participen. 

Artículo 115. Para los efectos de la presente Ley y su Re-
glamento, se considera infracción administrativa el resulta-
do positivo del análisis antidopaje practicado al deportista.
Lo anterior sin menoscabo de las sanciones que procedan
en el ámbito deportivo y que al efecto se establezcan en el
Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 116. Lo dispuesto en el artículo 111 de la presen-
te Ley, aplica en los mismos términos a los directivos, téc-
nicos, médicos, entrenadores o cualquier otra persona físi-
ca o moral que resulte responsable de la inducción,

facilitación o administración de sustancias, métodos de do-
paje prohibidos o no reglamentarios en el deporte. Lo an-
terior sin menoscabo de las sanciones que pudieran proce-
der de otros ordenamientos aplicables. 

Artículo 117. Los integrantes del SINADE en su respecti-
vo ámbito de competencia, orientarán a los deportistas que
hayan resultado positivos en los controles antidopaje para
su rehabilitación médica, psicológica y social. 

Artículo 118. Los métodos, prácticas y análisis para deter-
minar el uso de sustancias y/o métodos no reglamentarios,
deberán realizarse conforme a los establecidos por la Co-
misión Médica del Comité Olímpico Internacional y la
Agencia Mundial Antidopaje con estricto apego a las nor-
mas y procedimientos que para tal efecto dicte la CONA-
DE y respetando en todo momento, las garantías indivi-
duales. 

Artículo 119. Los Poderes Públicos en el ámbito de sus
respectivas competencias, adoptarán medidas normativas
para controlar la circulación, disponibilidad, tenencia, im-
portación, distribución, venta y utilización en el deporte de
agentes dopantes y de métodos de dopaje prohibidos o no
reglamentarios. 

Artículo 120. El Comité Nacional Antidopaje, será la ins-
tancia responsable de homologar a los laboratorios antido-
paje en el ámbito nacional y en su caso,convalidar a aque-
llos que cuenten con el reconocimiento internacional por
parte del Comité Olímpico Internacional y/o la Agencia
Mundial Antidopaje. 

Artículo 121. Para los efectos de lo dispuesto en el aparta-
do anterior, el Comité Nacional Antidopaje, nombrará un
Subcomité de Homologación, involucrando para el efecto,
a aquellas instituciones públicas o privadas que a través de
sus respectivas competencias puedan formar parte de dicho
Subcomité. 

Artículo 122. La CONADE y el Comité Nacional Antido-
paje, serán los responsables de solicitar la acreditación o
reacreditación de los laboratorios nacionales homologados,
ante las instancias correspondientes, con objeto de alcanzar
su certificación internacional. 

Artículo 123. La CONADE, será responsable del manejo
y funcionamiento del laboratorio central antidopaje. 
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Artículo 124. El laboratorio central antidopaje tendrá ca-
rácter nacional en tanto no exista otro homologado en el
país, obligándose las asociaciones deportivas nacionales a
enviar a dicho laboratorio para su análisis, todas las mues-
tras biológicas que se recolecten en los eventos y competi-
ciones de carácter nacional o internacional que se realicen
en el país. 

Artículo 125. Para efectos del artículo anterior, quedan
exentas las muestras biológicas recolectadas en los eventos
que se realicen en el territorio nacional y que se encuentren
inscritos en los calendarios oficiales de competiciones de
las federaciones internacionales o aquellas que se enmar-
quen en el contexto del movimiento olímpico, mismas, que
serán remitidas para su estudio analítico al laboratorio cer-
tificado por el Comité Olímpico Internacional o la Agencia
Mundial Antidopaje que se haya previamente determinado. 

Capítulo VI 
De los Riesgos y Responsabilidad Civil 

Artículo 126. En la celebración de espectáculos públicos o
privados, eventos, cursos, talleres o seminarios en materia
de cultura física y/o deporte, sus promotores tienen la obli-
gación de asegurar la integridad de los asistentes y la pre-
vención de la violencia. 

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo anterior,
además de lo previsto en el Reglamento de la presente Ley
y en los lineamientos correspondientes que para el efecto
expida la CONADE, se deberá estar a lo siguiente: 

I. Procurar que se movilicen servicios de policía preven-
tiva suficientes para afrontar las manifestaciones de vio-
lencia en el lugar del evento o sus inmediaciones, así co-
mo a lo largo de las vías de tránsito utilizadas por los
espectadores; 

II. Facilitar una cooperación estrecha y un intercambio de
información apropiada entre los cuerpos de policía de las
distintas localidades interesadas o que puedan llegar a es-
tarlo, y 

III. Actuar de manera tal, que la proyección y estructura de
los lugares donde se celebren eventos deportivos, garanti-
cen la seguridad de los asistentes, no favorezca la violencia
entre ellos, permitan un control eficaz de los asistentes,
contenga barreras o vallas apropiadas y permitan la inter-
vención de los servicios médicos y de seguridad pública.

Artículo 127. Con estricto respeto a los procedimientos
previstos en otras leyes u ordenamientos aplicables, los es-
pectadores y participantes, que cometan actos que generen
violencia u otras acciones reprensibles al interior o exterior
de los espacios destinados a la realización de la cultura fí -
sica y/o el deporte en cualquiera de sus modalidades, serán
sujetos a la sanción aplicable. 

Artículo 128. Los integrantes del SINADE, en coordina-
ción con las autoridades competentes, están obligados a re-
visar continuamente sus reglamentos para controlar los
factores que puedan provocar estallidos de violencia por
parte de deportistas o espectadores. 

Artículo 129. En las proximidades de los recintos en que
se celebren acontecimientos deportivos calificados de alto
riesgo, la autoridad competente en coordinación con los or-
ganizadores montará oficinas móviles de denuncias, de
equipos de recepción de detenidos y de centros móviles de
atención médica. 

Artículo 130. El Cuerpo de Protección Civil prestará toda
la ayuda posible a las unidades de policía, para que los
efectivos especializados en la prevención de la violencia en
los espectáculos deportivos, se mantengan actualizados en
las disposiciones técnicas y métodos de trabajo que, a este
objeto y en el ámbito de su competencia, establezcan las
autoridades responsables. 

Artículo 131. La aplicación de las disposiciones previstas
en este Capítulo, se realizará sin perjuicio de dar cumpli-
miento a otros ordenamientos, que en materia de espectá-
culos públicos dicte la Federación, los Estados, el Distrito
Federal y los Municipios. 

Capítulo VII 
De las Infracciones y Sanciones 

Artículo 132. La aplicación de sanciones administrativas
por infracciones a esta Ley, su Reglamento y demás dispo-
siciones que de ella emanen, corresponde a la CONADE. 

Artículo 133. Las sanciones administrativas a que se refie-
re el artículo anterior, se aplicarán de acuerdo a lo estable-
cido en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y
además para los Servidores Públicos, en su caso, la corres-
pondiente Ley Federal. 

Artículo 134. Contra la resolución de la autoridad que im-
ponga sanciones administrativas, procederá el recurso de
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revisión independientemente de las vías judiciales que co-
rrespondan. 

Artículo 135. En el ámbito de la justicia deportiva, la apli-
cación de sanciones por infracciones a sus estatutos y re-
glamentos deportivos, corresponde a: 

I. La CODEME, el COM, las Asociaciones Deportivas Na-
cionales, las Asociaciones y Sociedades Deportivas, Re-
creativo-Deportivas, del Deporte en la Rehabilitación y de
Cultura Física-Deportiva; 

II. A los Organos Estatales, del Distrito Federal y Munici-
pales de Cultura Física y Deporte, y 

III. A los directivos, jueces, árbitros y organizadores de
competiciones deportivas.

Artículo 136. Contra las resoluciones de los organismos
deportivos que impongan sanciones, proceden los recursos
siguientes: 

I. Recurso de inconformidad, tiene por objeto, impugnar
las resoluciones y se promoverá ante la instancia inmedia-
ta en orden ascendente dentro de la estructura deportiva na-
cional, y 

II. Recurso de apelación, el cual se promoverá ante la
CAAD.

Artículo 137. Para la aplicación de sanciones por faltas a
estatutos y reglamentos, los organismos deportivos que
pertenecen al SINADE habrán de prever lo siguiente: 

I. Un apartado dentro de sus estatutos que considere las in-
fracciones y sanciones correspondientes, de acuerdo a su
disciplina deportiva, el procedimiento para imponer dichas
sanciones y el derecho de audiencia a favor del presunto in-
fractor; 

II. Los criterios para considerar las infracciones con el ca-
rácter de leves, graves y muy graves, y 

III. Los procedimientos para interponer los recursos esta-
blecidos en el artículo anterior.

Artículo 138. Se considerarán como infracciones muy gra-
ves a la presente Ley, las siguientes: 

I. La utilización de las sustancias y grupos farmacológicos
prohibidos, así como de métodos no reglamentarios, desti-
nados a aumentar artificialmente las capacidades físicas de
los deportistas o a modificar los resultados de las competi-
ciones; 

II. La promoción o incitación a la utilización de tales sus-
tancias o métodos. 

Se considera promoción la dispensa y administración de ta-
les sustancias, así como, la colaboración en la puesta en
práctica de los métodos no reglamentarios; 

III. La negativa a someterse a los controles de dopaje, den-
tro y fuera de competiciones cuando sean exigidos por los
órganos o personas competentes; 

IV. Cualquier acción u omisión tendiente a impedir o per-
turbar la correcta realización de los procedimientos de re-
presión del dopaje, y 

V. La administración o utilización de sustancias o prácticas
prohibidas en animales destinados a la práctica deportiva.

Artículo 139. A las infracciones a esta Ley y su Regla-
mento o demás disposiciones que de ella emanen, se les
aplicarán las sanciones siguientes: 

I. A las Asociaciones y Sociedades Deportivas, Deportivas
Nacionales, Recreativo-Deportivas, del Deporte en la Re-
habilitación y de Cultura Física-Deportiva: 

a) Amonestación privada o pública; 

b) Limitación, reducción o cancelación de apoyos econó-
micos; 

c) Suspensión temporal o definitiva del usó de instalacio-
nes oficiales de cultura física y deporte, y 

d) Suspensión temporal o definitiva de su inscripción al SI-
NADE. 

II. A directivos del deporte: 

a) Amonestación privada o pública; 

b) Suspensión temporal o definitiva de su inscripción al SI-
NADE, y 
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c) Desconocimiento de su representatividad. 

III. A deportistas: 

a) Amonestación privada o pública; 

b) Limitación, reducción o cancelación de apoyos econó-
micos, y 

c) Suspensión temporal o definitiva de su inscripción al SI-
NADE. 

V. A técnicos, árbitros y jueces: 

a) Amonestación privada o pública, y 

b) Suspensión temporal o definitiva de su inscripción al SI-
NADE.

Artículo 140. El trámite para la imposición de sanciones a
las infracciones previstas en el presente Capítulo, se seña-
lará en el Reglamento de esta Ley. 

Transitorios 

Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Se abroga la Ley General del Deporte, publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el ocho de junio de
dos mil, así como, el Decreto de creación de la Comisión
Nacional del Deporte publicado en el Diario Oficial de la
Federación el trece de diciembre de mil novecientos ochen-
ta y ocho y se derogan las demás disposiciones legales que
se opongan a la presente Ley. 

Tercero. El Reglamento de la presente Ley, deberá expe-
dirse dentro de un plazo no mayor a 180 días siguientes a
la fecha en que ésta entre en vigor. 

Cuarto. En tanto se expiden las disposiciones reglamenta-
rias de esta Ley, seguirán en vigor las que han regido has-
ta ahora, en lo que no la contravengan. Las referencias le-
gales o reglamentarias a la Ley General del Deporte, se
entienden hechas en lo aplicable a la presente Ley. 

Quinto. Todos los procedimientos y recursos administrati-
vos relacionados con las materias de esta Ley, que se hu-
biesen iniciado bajo la vigencia de la Ley General del De-

porte, se tramitarán y resolverán conforme a las disposi-
ciones de la Ley que se abroga. 

Sexto. Las federaciones deportivas mexicanas que estén
reconocidas y afiliadas a la CODEME que a la fecha de en-
trada en vigor de la presente Ley se encuentren debida-
mente constituidas conforme a las leyes mexicanas serán
reconocidas automáticamente como Asociaciones Deporti-
vas Nacionales. 

Las Federaciones a que se refiere el párrafo anterior debe-
rán en un plazo no mayor de 120 días, acreditar que cum-
plen con lo dispuesto por el Capítulo II, del Título Segun-
do de la presente Ley. 

Igualmente, una vez publicado el Reglamento a que se re-
fiere el artículo Tercero Transitorio, las federaciones debe-
rán cumplir en el mismo término previsto en el párrafo an-
terior con los requisitos y trámites que para integrarse al
SINADE se les requiera. 

Séptimo. Los bienes muebles e inmuebles, así como los re-
cursos financieros con los que opera actualmente el órgano
administrativo desconcentrado denominado Comisión Na-
cional del Deporte, con las autorizaciones que tramite la
SEP ante las autoridades competentes, serán la aportación
del Gobierno Federal para la constitución del organismo
público descentralizado denominado Comisión Nacional
de Cultura Física y Deporte. 

Los gastos que se generen, en su caso, con motivo de la
transformación de órgano administrativo desconcentrado a
organismo público descentralizado, se cubrirán con cargo a
los recursos de que disponga el órgano desconcentrado Co-
misión Nacional del Deporte o a los recursos asignados en
el presupuesto de la SEP. 

Octavo. El organismo público descentralizado Comisión
Nacional de Cultura Física y Deporte se subrogará en los
derechos y obligaciones que haya contraído el Gobierno
Federal a través de la SEP, con motivo del ejercicio de las
funciones del órgano desconcentrado Comisión Nacional
del Deporte. 

Los derechos de los trabajadores serán respetados confor-
me a la Ley. 

Noveno. La Junta de Gobierno del organismo público
descentralizado Comisión Nacional de Cultura Física y
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Deporte sesionará dentro de los 60 días siguientes a la en-
trada en vigor de esta Ley. En dicha sesión se deberá apro-
bar el estatuto orgánico del mismo. 

Décimo. Se exhorta al Ejecutivo Federal para que en lo
conducente modifique los artículos 2º, inciso C, fracción I,
y 47, fracción I, del Reglamento Interior de la SEP, corres-
pondientes al órgano administrativo descentralizado Comi-
sión Nacional del Deporte, publicado en el Diario Oficial
de la Federación, el 23 de junio de 1999. 

Diputados: Olga Patricia Chozas y Chozas, Presidenta (rú-
brica); Norma E. Basilio Sotelo, secretaria; Beatriz Cer-
vantes Mandujano, secretaria; Mario Sandoval Silvera, se-
cretario (rúbrica); María Teresa Campoy Ruy Sánchez
(rúbrica); Benjamín Ayala Velázquez; José Manuel Correa
Ceseña; Esteban Daniel martínez Enríquez; Raquel Cortés
López; Jaime Martínez Veloz (rúbrica); Roberto Bueno
Campos (rúbrica); Pedro Pablo Cepeda Sierra (rúbrica);
Rómulo Garza Martínez (rúbrica); Francisco Luis Treviño
Casbello (rúbrica); Juan Camilo Mouriño Terrazo (rúbri-
ca); Víctor Infante González (rúbrica); Arturo León Ler-
ma; Luis Eduardo Jiménez Agraz; Ranulfo Márquez Her-
nández; María del Rosario Oroz Ibarra; Francisco Ríos
Alarcón; Maricela Sánchez Cortez; Agustín Trujillo Iñi-
guez; Rodolfo Guadalupe Ocampo Velázquez (rúbrica);
Clemente Padilla Silva (rúbrica); María Isabel Velasco Ra-
mos (rúbrica); Luis A. Villarreal García (rúbrica).»

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Tiene el uso de la palabra la diputada Olga Patricia Chozas
y Chozas en nombre de la comisión, para fundar el dicta-
men en términos del artículo 108 del Reglamento Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.

La diputada Olga Patricia Chozas y Chozas: 

Con su permiso, señor Presidente; compañeros diputados:

Es importante resaltar que tanto la iniciativa como el dicta-
men que hoy se somete a su consideración tiene como sus-
tento lo establecido en la fracción XXIX-J del artículo 73
de nuestra Carta Magna, siendo sin duda un principio fun-
damental el establecimiento de bases claras y firmes para
lograr la coordinación de la facultad concurrente entre los
tres ámbitos del gobierno en esta manera, generando el
cambio y orientando el desarrollo para lograr la considera-
ción de una cultura física y deportiva en nuestro país, con-
siderándolos como un importante medio en la prevención

de delitos, previstos de todos los apoyos provenientes de
todos los sectores sociales para proporcionar a la población
en general mejores condiciones de acceso a la práctica de
estas actividades. La definición precisa de una política de
Estado en esta materia en los tres ámbitos de gobierno.

El presente dictamen coincide con la necesidad de estable-
cer bases de coordinación entre los tres ámbitos de gobier-
no, de acuerdo a las siguientes propuestas:

Que la Federación, estados, el Distrito Federal y los muni-
cipios en sus respectivos ámbitos de gobierno, se coordi-
nen de acuerdo a su facultad concurrente y realicen la pro-
moción de la práctica deportiva para que ésta no recaiga
solamente en la Federación.

El fortalecimiento de la Comisión Nacional del Deporte,
transformándola en un organismo descentralizado, otor-
gándole pleno reconocimiento como la autoridad, a través
de la cual el Ejecutivo Federal regulará la promoción de-
portiva y la cultura física en el país, pero a su vez se le otor-
ga la gran responsabilidad de coordinar esfuerzos y pre-
sentar resultados.

Se propone que se reconozca la participación de la iniciati-
va privada por ser un elemento instituible de promoción
deportiva en la actualidad, a través de la atribución de res-
ponsabilidad del órgano competente del Ejecutivo Federal,
de conseguir incentivos fiscales atractivos para la inversión
en la promoción de esta actividad.

La valoración del trabajo realizado por los organismos de-
portivos civiles nacionales como el Comité Olímpico Me-
xicano, la Confederación Deportiva Mexicana, los Consejos
Nacionales del Deporte Estudiantil, se plantea reconocer-
los plenamente como organismos que coadyuvan con el Go-
bierno para la promoción deportiva en el país.

Por otra parte se propone que el dopaje se considere como
una actividad ilícita dentro de nuestro deporte, partiendo de
la implementación de importantes acciones para su preven-
ción.

La construcción y adecuación de infraestructura deportiva
pública, debe considerarse de interés social y que las per-
sonas con algún tipo de discapacidad como ciegos y débi-
les visuales, sobre silla de ruedas, sordos y deportistas es-
peciales, utilicen las instalaciones deportivas.
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Para el incremento en la construcción de infraestructura de-
portiva en el país, se plantea la coordinación de la facultad
concurrente entre los tres ámbitos de gobierno y que los re-
cursos disponibles se orienten al desarrollo de este aspec-
to, asegurando además su conservación.

La justicia deportiva requería de una redefinición en la que
la instancia encargada de dirimir controversias, cuente con
el respaldo del Ejecutivo Federal, quien deberá promover
el otorgamiento de recursos para el mejor funcionamiento
de la Comisión de Apelación y Arbitraje.

Con la nueva concepción de asociaciones deportivas se les
otorga el reconocimiento a las actuales federaciones depor-
tivas nacionales como la máxima autoridad técnica en lo
que se refiere a la práctica de su disciplina deportiva.

Con esto se busca que estas nuevas asociaciones deporti-
vas, tengan un mejor manejo de los recursos otorgados por
la Federación, lo que sin duda alguna, redunda en benefi -
cios para nuestro país.

La reestructuración que se ha iniciado a partir de que se fa-
culta al Congreso de la Unión para promover y generar los
cambios correspondientes, no sólo en el marco jurídico del
deporte, sino también considerando otras normas que en
suma significarán gran parte del avance que tanto hemos
esperado.

Se plantea, con esta ley, realizar ajustes indispensables que
eliminen la duplicidad de funciones, precisar responsabili-
dades simplificando estructuras de materia que el Ejecuti-
vo Federal cuente en materia deportiva con un órgano ad-
ministrativo eficaz.

Para finalizar, quiero informar a ustedes que éste es el re-
sultado de dos años de trabajo de esta comisión; que desde
el primer momento se abocó a la recopilación y análisis de
los antecedentes jurídicos existentes en la materia en Mé-
xico y en los países desarrollados, unidos a la actividad le-
gislativa que en la materia se realizaron en colaboración
con la colegisladora.

Diputadas y diputados, los invito a sumarse a este cambio
con su voto a favor, que sin duda nos podrá proporcionar
de inmediato gran parte de lo que la comunidad deportiva
necesita.

Estoy convencida que es el inicio porque está fundamenta-
do en nuestra Constitución Política, base sólida en todo lo

que deberá promoverse para el bien de las mexicanas y me-
xicanos de este nuevo siglo.

Muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, diputada Olga Patricia Chozas y Chozas.

Está a discusión en lo general, se han inscrito para fijar las
posiciones.

El diputado José Manuel del Río Virgen
(desde su curul):

Señor, Presidente. Desde mi curul, señor Presidente, para
hacer un comentario.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Sí diputado Del Río. Activen el sonido, por favor, en la cu-
rul del diputado Del Río Virgen. 

El diputado José Manuel del Río Virgen 
(desde su curul)

Señor Presidente, me voy a sumar al dictamen que ha leí-
do la diputada Olga Patricia Chozas y Chozas y a la inicia-
tiva de ley; por supuesto, que estoy de acuerdo, pero desde
aquí desde mi curul tendrá mi voto.

Gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado.

Se han inscrito para fijar la posición de sus grupos parla-
mentarios, los diputados: María Teresa Campoy Ruy Sán-
chez, del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México; Esteban Daniel Martínez Enríquez, del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, Armando Enríquez Flores, del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional y Norma Enriqueta Bacilio
Sotelo, del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos la dipu-
tada María Teresa Campoy Ruy Sánchez del grupo parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México.
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La diputada María Teresa Campoy Ruy Sánchez:

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y compañe-
ros diputados: 

Hoy con el voto favorable de la mayoría de los miembros
presentes de esta Cámara de Diputados daremos un paso
histórico en materia jurídico-deportiva de nuestro país,
después de muchos años, la cultura física y el deporte, ten-
drán el lugar que siempre debió haber tenido como priori-
dad del Estado mexicano, un marco jurídico que contemple
las realidades de la política deportiva en nuestro país, que
prevea las enormes deficiencias, que tanto daño han hecho
al deporte, pero que no permitan que los intereses ajenos
sigan guiando a tan importante y noble disciplina.

Con este dictamen se establece de manera muy precisa las
facultades, derechos y obligaciones de los actores del Sis-
tema Nacional del Deporte. Se transforma la Comisión Na-
cional del Deporte de un órgano desconcentrado de la Se-
cretaría de Educación Pública a un organismo público
descentralizado de la Administración Pública Federal.

Se prevé de manera muy clara, que el servicio público que
presta, es de fomentar y promover la cultura física, la re-
creación y el deporte en nuestro país, con los siguientes ob-
jetivos: que los mexicanos puedan hacer ejercicios siste-
máticamente, que los mexicanos puedan ocupar
positivamente su tiempo libre, que los mexicanos puedan
practicar habitualmente un deporte, para elevar su calidad
de vida y su desarrollo integral. Se incluye el concepto de
cultura física, que debe considerarse un paso fundamental
en el fomento de la práctica de actividades físicas y re-
creativas entre la sociedad, incentivando el sentido de éxi-
to, de competencia, de triunfo y de integración, para gene-
rar personas capaces, que sean el reflejo de un gran país en
un sentido más amplio.

Con esta ley nos encaminaremos a erradicar la esencia de-
portiva de nuestro partido, no más que lo importante es
competir cuando lo único que importa es prepararnos para
ganar.

Con esta ley las federaciones deportivas nacionales, en mu-
chos casos, no seguirán siendo un lastre para el deporte na-
cional, con el cambio asociaciones deportivas nacionales
tendremos transparencia en todos los recursos públicos que
se les entregan, además tendrán que empezar a proponer
planes de trabajo, donde se emane una verdadera oportuni-
dad de dar resultados, el fracaso tendrá que ser la excep-

ción en la cultura física y el deporte dentro de nuestro
país.

Hoy, la Comisión de Juventud y Deporte de esta Cámara de
Diputados, da la cara a favor de los niños mexicanos, otor-
gándoles un instrumento jurídico, donde se tome en cuenta
su desarrollo integral, como parte fundamental de su creci-
miento.

Por todo lo anterior, el grupo parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México votará a favor del presente
dictamen. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias a usted diputada.

Tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos el dipu-
tado Esteban Daniel Martínez Enríquez, para fijar la posi-
ción de su grupo parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática.

El diputado Esteban Daniel Martínez Enríquez:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y compañe-
ros de esta honorable Asamblea:

La minuta de la Ley General de Cultura Física y Deporte
que el 5 de noviembre pasado remitió a esta Cámara de Di-
putados su homóloga, la de Senadores y que hoy se pre-
senta como dictamen de la comisión correspondiente de es-
ta soberanía, quiero comentar lo siguiente:

Esta iniciativa tiene adelantos con respecto a la legislación
vigente, aún así la minuta del Senado contiene deficiencias
y ambigüedades jurídicas graves, las cuales no fueron sub-
sanadas plenamente por el dictamen que elaboró la comi-
sión y que ponen en entredicho la intención, por contar con
una legislación que propicie una participación amplia de
distintos sectores y órdenes de Gobierno, tal y como se es-
tablece en la exposición de motivos de la misma.

Por prisas innecesarias, cambios de última hora, el dicta-
men de la comisión no recogió observaciones importantes
y que atraviesa el conjunto de la ley en donde la Federación
a través de la Conade de facto dicta y dirige la política na-
cional, usurpando con ello atribuciones de los estados y
municipios.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002431



Las atribuciones que se le dan a la Conade pasan por alto
aquellas que de manera ambigua se le dan al Sistema Na-
cional del Deporte, el cual debe ser la instancia que en la
medida en que aglutina los distintos órdenes de Gobierno
que concurren en él, debe coordinar, acordar y dirigir la po-
lítica nacional de la cultura física y deporte.

La propuesta de ley que se propone en el dictamen de la co-
misión contiene un perfil que de algunos aspectos medula-
res es muy centralista; por esta forma de avasallar el fede-
ralismo, esta legislación es susceptible de ser señalada de
inconstitucional, pues contraviene lo establecido en la frac-
ción XXIX-J del artículo 73 constitucional, el cual estable-
ce como facultad de este Congreso para legislar en materia
de deporte, estableciendo las bases generales de coordina-
ción de la facultad concurrente entre la Federación, los es-
tados, el Distrito Federal y municipios, asimismo de la par-
ticipación de los sectores social y privado.

Otra expresión de este problema jurídico lo muestra la Co-
misión de Apelación y Arbitraje del Deporte que se crea en
esta ley y que siendo un órgano desconcentrado de la SEP,
tiene capacidad de imponer correcciones disciplinarias y
medias de apremio a todas aquellas personas físicas o mo-
rales, organismos y entidades deportivas por conducto de
sus titulares que se nieguen a acatar o que no acaten en sus
términos los acuerdos, decisiones, laudos y resoluciones
emitidos por la propia comisión.

Sin embargo, quiero también decir que hay algunas cosas
positivas, por ejemplo, se crea la Ley del Sistema Nacional
de Cultura Física y Deporte como instancia de coordina-
ción de todos los esfuerzos públicos, sociales y privados en
la materia; se crea la Comisión Nacional de Cultura Física
y Deporte, la Conade, como organismo descentralizado de
la SEP; establece una perspectiva integral en torno a la cul-
tura física, que junto con la del deporte que ha predomina-
do hasta el día de hoy, enriquece el conjunto de políticas,
programas y acciones en este rubro tan importante.

En este sentido, el Partido de la Revolución Democrática
votará el dictamen de la Comisión de Juventud y Deporte
a favor en lo general y planteará varias reservas a este res-
pecto, además de enriquecer las atribuciones de la Conade,
todo ello con la firme convicción de contribuir al fortaleci-
miento de la cultura física y el deporte nacional.

Muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Esteban Daniel Martínez Enrí-
quez.

Tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos, el señor
diputado Armando Enríquez Flores para fijar la posición de
su grupo, el del Partido Acción Nacional.

El diputado Armando Enríquez Flores: 

Señoras y señores diputados; con su venia, señor Presi-
dente.

En el grupo parlamentario del Partido Acción Nacional,
estamos convencidos que el deporte es una vía óptima
para la integración y la promoción social. Reconocemos
su valor como instrumento idóneo para mejorar la salud y
el bienestar físico y mental de las personas y en general
de la sociedad.

Y por tanto, estamos convencidos de que debe de ser con-
solidado un marco jurídico que haga dinámicas las accio-
nes gubernamentales y sociales destinadas a fomentar, pro-
mover, organizar y conducir las políticas públicas en
materia de cultura física y deporte, buscando que estas ac-
tividades se encuentren al alcance de toda la población, ga-
rantizando espacios seguros y adecuados para la conviven-
cia, la competencia y en general los hábitos para la práctica
de actividades físicas, recreativas y deportivas que estimu-
len física e intelectualmente a las personas para que éstas
se desarrollen de manera integral. 

Para el logro de estos fines, es necesario contar con una ley
que establezca la normatividad para la cultura física y el
deporte; adecue los ordenamientos jurídicos y deportivos
que emitan tanto el Gobierno Federal y estatal, así como
los sectores social y privado, con la finalidad de garantizar
su promoción y desarrollo, que permitan elevar la calidad
de vida de todos los mexicanos y mexicanas. 

Con objeto de facilitar la operación y evitar burocratismos
innecesarios, apoyamos la transformación de la Conade, en
un organismo descentralizado que como lo establece el dic-
tamen de la colegisladora, se constituya en medio adecua-
do para que las diversas instancias que realizan tareas en
materia de cultura física y deporte, alcancen una mayor co-
ordinación y actúen conforme a una política de Estado en
estas materias. 
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En congruencia con el criterio sustentado por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, se establece que la Comi-
sión Nacional de Cultura Física y Deporte, al ser un orga-
nismo público descentralizado, participará de todas las ca-
racterísticas inherentes a las entidades de esa naturaleza y
por ende las relaciones con sus trabajadores deben regular-
se por el artículo 123 apartado A, fracción XXXI, inciso b)
de la Constitución General de la República y no por el
apartado B, toda vez que lo contrario violaría el pacto fun-
damental. 

Por otra parte, es de suma importancia, tal y como lo esta-
blece la minuta enviada por la Cámara de Senadores, que
se establezcan disposiciones que impulsen la integración
de sistemas de cultura física y deporte en lo que potestati -
vamente participen los sectores público, social y privado,
lo cual permitirá el desarrollo de estrategias y programas
integrales; la implementación de accione coordinadas y
consecuentemente la optimización en el aprovechamiento
de los recursos.

Un punto fundamental: las federaciones deportivas nacio-
nales, así como el colectivo de asociaciones que promue-
ven y fomentan no sólo la práctica del deporte, sino tam-
bién la cultura física, constituyen el eje del desarrollo
deportivo del país. 

Por tanto, deberán significar una instancia ágil, de amplia
respuesta, que ofrezcan servicios de calidad a toda la so-
ciedad independientemente de su nivel de competición y
participación. 

Destacan también los apoyos en el rubro de estímulos a la
cultura física y el deporte; la infraestructura; el uso de las
nuevas tecnologías para el deporte, que se busca sean for-
talecidas con la colaboración de las universidades públicas
y privadas, así como por las instituciones relacionadas con
la medicina y las ciencias aplicadas. 

Además, se redefinen la competencia, operación y alcances
de la Comisión de Apelación y Arbitraje del Deporte, con
el propósito de contar con un órgano que garantice una
efectiva impartición de justicia administrativa, una equita-
tiva mediación y una justa resolución de las controversias
que puedan suscitarse entre los deportistas, federativos y
autoridades del deporte. 

La creación de un comité nacional antidopaje, para el me-
jor cumplimiento de las medidas preventivas relacionadas
con el uso de sustancias prohibidas y métodos no regla-

mentarios, establece controles para preseleccionados y se-
leccionados nacionales. 

Es importante mencionar que con la aprobación de este
dictamen no se genera impacto presupuestario alguno, por
el contrario, la posibilidad de que la Comisión Nacional de
Cultura Física y Deporte pueda generar recursos propios
para su operación, generaría además, una derrama econó-
mica importante en todo el sector. 

Por su atención, muchas gracias. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias señor, diputado Armando Enríquez Flores.

Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco minutos, el di-
putado Agustín Trujillo para fijar la posición de su grupo
parlamentario, el Partido Revolucionario Institucional

El diputado Agustín Trujillo Iñiguez:

Con su permiso, señor Presidente; compañeras y compañe-
ros legisladores:

En una sociedad que se convulsiona por los embates de una
serie de males que amenazan con desintegrarla, tales como
la drogadicción, inseguridad, prostitución, delincuencia,
alcoholismo y corrupción entre otros, se requiere adoptar
medidas eficaces para evitar la consumación de la desvalo-
rización social y familiar.

Si hemos sido incapaces para crear condiciones óptimas de
desarrollo para el ser humano en estos tiempos, no pode-
mos desperdiciar nuestra oportunidad de sentar las bases
para que en un futuro cercano exista un entorno propicio
para la realización armónica de los mexicanos.

Para ello tenemos que atender a las generaciones emergen-
tes porque son éstas las que están cayendo preferentemen-
te en las garras de las afecciones sociales, surgiendo jóve-
nes exentos de identidad, de reconocimiento a la autoridad
y con poco apego a los valores.

Es que les ha tocado crecer en un medio en donde los refe-
rentes más inmediatos son la violencia, la irracionalidad, el
consumismo y otros antivalores que le suministra en gran-
des dosis la sociedad de las nuevas tecnologías.
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Tenemos un compromiso tan grande como el tamaño de la
población joven que hay en nuestro país, en donde uno de
cada tres habitantes tiene un rango de edad entre 12 y 29
años, con el consecuente reto que implica abrirles oportu-
nidades y propiciarle lo servicios básicos de educación, sa-
lud, vivienda y empleo.

De este gran número de mexicanos jóvenes 7 millones vi-
ven en situación de pobreza o miseria extrema y por ello en
condiciones inadecuadas para su desarrollo personal.

Debido a la precariedad de sus ingresos y su deficiente ca-
lidad de vida, no satisfacen nuestras necesidades básicas, lo
cual repercute en el abandono temprano de los sistemas
escolares, no siempre para incorporarse al sistema pro-
ductivo.

Congruentes con esta preocupante realidad, el grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional ha deci-
dido dar su apoyo a la Ley General de Cultura Física y De-
porte.

En este ordenamiento destacan el carácter descentralizado
que se le otorga a la Comisión Nacional del Deporte para
que cuente con personalidad jurídica y patrimonio propio,
con lo cual se pretende que la práctica deportiva cuente con
más recursos, organización y vigilancia en su aplicación.

Se establece el sistema nacional del deporte como un órga-
no integrador y de coordinación que proponga políticas pú-
blicas y programas para fortalecer la práctica del deporte a
nivel popular.

Se crea en la iniciativa en comento la Comisión de Apela-
ción y Arbitraje del Deporte con el fin de contar con un ór-
gano jurisdiccional que dicte acuerdos, laudos y resolucio-
nes.

Queremos que esta ley, que tuvo como Cámara de origen al
Senado de la República, venga a establecer condiciones de
equidad en la práctica del deporte, articule los esfuerzos de
todos los actores vinculados con esta actividad y ponga or-
den en la aplicación de programas y políticas de Estado en
esa materia.

No obstante que le reconocemos que se habrán de lograr
avances legislativos con esta iniciativa, el grupo parlamen-
tario del PRI se reservó una serie de artículos, de los cua-
les ya tiene conocimiento la Comisión Legislativa de Ju-

ventud y Deporte con el fin de darle mayor congruencia ju-
rídica a la nueva legislación.

Asimismo, los diputados priístas insistimos, desde esta tri-
buna, en la necesidad de llevar a cabo una reforma consti-
tucional en los artículos 3o., 4o. y 21 para elevar el dere-
cho del deporte al rango constitucional.

El objetivo sería promover la actividad deportiva como un
elemento formativo que prevenga el delito, sustituya la in-
clinación por las drogas o el alcohol y arraigue el sentido
de cooperación y solidaridad entre las nuevas generacio-
nes.

Señores integrantes de las fracciones parlamentarias: en
nosotros, en la participación y el voto decidido de ustedes
reflexionando en esa necesidad será importantísimo sentar
primero esa base y después reglamentar lo conducente. El
empeño que pongamos a los afanes de los jóvenes será a
favor del futuro de México.

Ese es nuestro reto y por ello los priístas votaremos a favor
de esta iniciativa.

Por su atención, muchísimas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

No habiendo más oradores que hagan uso de la palabra en
lo general.

Sí, diputado. 

Activen el sonido en la curul del diputado Treviño, por fa-
vor.

El diputado Francisco Luis Treviño Cabello
(desde su curul):

Estaba yo para hablar a favor en lo general. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Hemos concluido la parte de posicionamientos. Estamos en
la discusión en lo general. Consulto si hay algún orador en
pro o en contra. El diputado Treviño se ha inscrito en pro.
¿Alguien más?..

Tiene el uso de la palabra en pro, hasta por cinco minutos,
el diputado Treviño Cabello.
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El diputado Francisco Luis Treviño Cabello: 

Con su venia, señor Presidente; compañeras y compañeros
diputados:

He subido a esta tribuna para refrendar la posición del gru-
po parlamentario de Acción Nacional respecto al dictamen
que hoy se somete a su consideración por parte de la Co-
misión de Juventud y Deporte de esta Cámara de Diputa-
dos.

En Acción Nacional estamos convencidos que debemos
aspirar a un futuro próximo, a que México sea reconoci-
do como un país con un alto nivel de cultura física en don-
de las políticas de Estado fomenten en forma masiva las ac-
tividades físicas, recreativas y deportivas, con la finalidad
de que la población tenga calidad de vida y se desarrolle en
un ámbito sano con igualdad de oportunidades para todos.
Por ello es importante tener presente que la Ley General
del Deporte vigente no proporciona el régimen normativo
adecuado a determinados aspectos del deporte, ya que es
una ley muy vaga y en este sentido estamos ante la necesi-
dad de adaptar el texto legal a la nueva realidad social.

Al respecto, el proyecto de ley presentado por la Comisión
significa un gran avance, porque sus disposiciones son
congruentes con las estrategias señaladas en el plan nacio-
nal de desarrollo 2001-2006 y en el Programa Nacional de
Cultura Física y Deporte, con lo cual contribuye a estable-
cer un modelo nacional de desarrollo de la cultura física y
del deporte, que promueva entre la población el acceso ma-
sivo a la práctica sistemática de actividades físicas, recrea-
tivas y deportivas, y a su participación organizada en ellas.

Con base en lo anterior, el grupo parlamentario de Acción
Nacional considera oportuna la aprobación del presente
dictamen, ya que el proyecto de iniciativa incorpora medi-
das efectivas con el fin de incrementar el crecimiento de la
actividad física y el deporte, a través de diversas disposi-
ciones, entra las que destacan las siguientes:

La transformación de la Comisión Nacional del Deporte
como órgano administrativo desconcentrado a un organis-
mo público descentralizado de la Administración Pública
Federal, el cual tendrá mayor autonomía de gestión.

Establecer las disposiciones básicas que permitan seguir
impulsando el funcionamiento de una red de sistemas de
cultura física y deporte, estatales, del Distrito Federal y

municipales, a las cuales se podrán integrar las organiza-
ciones públicas, sociales y privadas interesadas.

Contar con dicha red facilitará la definición de estrategias
y programas conjuntos, la articulación de acciones, la po-
tenciación de recursos y en general, la optimización de las
actividades que se realizan.

Asimismo, se incluye un título sobre las ciencias aplicadas,
con el fin de promover el desarrollo e investigación en las
áreas de medicina deportiva, biomecánica, dopaje, sicolo-
gía del deporte, nutrición y las que se requieren para la
práctica óptima de la cultura física y deporte.

También se incorpora un capítulo más completo, en donde
se especifican cuáles son los estímulos que se otorgarán en
el deporte, ya que en la ley vigente no se contemplan esos
aspectos.

Como es evidente, la nueva ley contemplará al deporte en
lo general, sin las distinciones que la ley vigente establece,
regulando de igual manera tanto a las personas físicas co-
mo a las morales y dentro de éstas a las asociaciones y so-
ciedades civiles, como todas aquellas que se dediquen y
participen en el fomento, práctica y desarrollo de la cultu-
ra física y el deporte. De esta manera, se asegura que el tra-
bajo legislativo realizado en esta materia no se verá supe-
rado por la dinámica que pueda surgir a través de los años
en el ámbito deportivo.

Compañeros legisladores: es necesario un nuevo marco ju-
rídico en la materia, que propicie la participación demo-
crática y equitativa de las organizaciones, donde queden
claramente establecidas las normas y lineamientos para
cada uno de los integrantes del Sistema Nacional del De-
porte, que proporcione certidumbre y seguridad en el ac-
tuar de cada deportista, de cada Federación y de cada ins-
titución pública, privada y social.

Esta nueva ley provee todos estos elementos y le dará a
nuestro país más y mejores deportistas. Votemos, pues, a
favor de esta ley.

Gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Treviño Cabello. 
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Tiene el uso de la palabra hasta por cinco minutos, el dipu-
tado Oscar Maldonado Domínguez, en pro.

El diputado Oscar Romeo Maldonado Domínguez: 

Con su venia, señor Presidente.

Para nadie es un secreto que el deporte mexicano no es exi-
toso, ni a nivel de competidores de alto rendimiento ni a ni-
vel popular. El pueblo mexicano hace poco deporte. Para
nadie es un secreto tampoco que el dinero público que se
destina a esta materia se gasta en los escritorios y no en los
campos de entrenamiento. Tampoco es un secreto que en
los laberintos oscuros de nuestra legislación deportiva se
pierden los recursos y también los deportistas.

Todos hemos oído hablar de algún sufrido deportista mexi-
cano que se entrenó solo en las calles y con sus precarios
recursos se costeó viajes a las competencias internaciona-
les. 

Todos sabemos que todas las tardes más de la mitad de los
niños mexicanos está viendo la televisión o jugando ma-
quinitas de video, pues el deporte es actividad excepcional
en su tiempo libre y por desgracia también en la mayoría
de las escuelas donde falta hasta la más elemental pelota
para practicarlo.

Yo creo que todos vemos los beneficios que para un país
tendría establecer una política de Estado en relación al de-
porte, porque todos sabemos que mejora la salud, el ánimo,
previene enfermedades, socializa, enseña a respetar reglas,
educa en la disciplina y el esfuerzo, relaja, desintoxica y
agiliza los procesos mentales. Por todos lados es un pro-
ducto social deseable.

Sin embargo, gran parte del problema en el deporte mexi-
cano es lamentablemente legislativo. Urge transformar la
Comisión Nacional del Deporte de un órgano administrati-
vo desconcentrado a un órgano público descentralizado de
la Administración Pública Federal, esto le dará mayor au-
tonomía de gestión.

La iniciativa privada, que concentra gran parte de la rique-
za del país, es necesario que participe en esta materia, es
indispensable establecer disposiciones básicas que permi-
tan impulsar la conformación y el funcionamiento de una
red de sistemas de cultura física y deporte a las cuales se
podrán integrar personas sociales y privadas interesadas.
Esto permitirá la potenciación de recursos, tenemos que

aprender a hacer más con menos para hacer rendir el cos-
tosísimo peso que se aporta en los tributos fiscales.

También es necesario promover el desarrollo e investiga-
ción de medicina deportiva, biomecánica, dopaje, sicología
del deporte y las que se requieran para la práctica óptima
del deporte.

Hace falta organizar a las asociaciones y sociedades depor-
tivas que bien organizadas y clasificadas serían entusiastas
colaboradores de la Administración Pública.

Los titulares de las dependencias de la Administración Pú-
blica Federal deben tener la obligación de promover y fo-
mentar la práctica de actividades deportivas entre sus tra-
bajadores, debe haber estímulos que se otorguen en el
deporte, ya que la ley vigente no lo contempla, debe vin-
cularse la educación, la ciencia y la tecnología en la prác-
tica de la cultura física y el deporte.

La Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte debe lo-
grar una racionalidad en el uso de los recursos públicos, no
se puede seguir actuando sin dar cuenta a nadie, debemos
lograr la concurrencia de los órdenes de gobierno, en el
área de los tres órdenes de gobierno en el área deportiva,
esto multiplica logros y economiza recursos.

El proyecto de ley en comento tutela y arropa todos los
puntos que he mencionado, hoy podemos hacer algo bueno
por el deporte mexicano que es un viejo problema. 

Muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Maldonado Domínguez.

Consulte la Secretaría a la Asamblea si el dictamen se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se considera suficientemente discutido el dictamen
en lo general.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 
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Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por afirmativa, Presidente. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, diputado Secretario; suficientemente discutido.

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento Interior
del Congreso General se pregunta a la Asamblea si va a re-
servarse algún artículo para su discusión en lo particular.

Activen el sonido en la curul donde se encuentra el diputa-
do Martínez Enríquez.

El diputado Esteban Daniel Martínez Enríquez
(desde su curul):

Quiero reservar el artículo 14 para modificar el primer pá-
rrafo, artículo 29 para modificar las fracciones I, II, III y
XVI del artículo 29. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

La diputada Raquel Cortés.

La diputada Raquel Cortés López (desde su curul):

Yo lo que tengo en reserva es el artículo 12 para modificar
la fracción I, para adicionar una nueva fracción VI y una
nueva fracción VII.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Muy bien. 

La diputada Chozas y Chozas.

La diputada Olga Patricia Chozas y Chozas
(desde su curul):

Sí, gracias señor Presidente. 

He hecho llegar un documento suscrito por la mayoría de
los miembros de la Comisión de Juventud y Deporte en
donde avalan las diversas modificaciones que le hacemos a
la minuta de la ley. Entonces quisiera solicitarle al Secreta-
rio que lo puedan leer con la finalidad de obviar el trámite
de discusión e irnos directamente a la votación.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Sí, con mucho gusto. Sí.

La diputada Olga Patricia Chozas y Chozas 
(desde su curul):

Que se vote en conjunto en lo general.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

No, vamos a votar en lo general; posteriormente sustancia-
remos las reservas en lo particular… diputado Escobar y
Vega.

El diputado Arturo Escobar y Vega (desde su curul): 

Señor Presidente, la solicitud deriva en virtud de que hay
un consenso entre la mayoría de los miembros de la comi-
sión para que se hagan estas modificaciones por eso la so-
licitud de que se votara en un solo acto en lo general y en
lo particular.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Sólo se vota en general y en lo particular cuando se trata de
un solo artículo, señor diputado pero aquí son varios en-
tonces vamos a substanciar el procedimiento si les parece.

Bien. Le quisiera rogar al señor Secretario dar lectura… Sí,
diputado Tamayo (sic), por favor activen el sonido en la cu-
rul donde se encuentra el diputado Tamayo.

El diputado Mario Sandoval Silvera (desde su curul):

Sí, diputado Sandoval.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Sandoval, perdón.

El diputado Mario Sandoval Silvera (desde su curul):

Para solicitarle entonces Presidente, que se tengan por re-
servados los artículos que hicimos llegar en el documento
firmado por la mayoría de los miembros de la comisión.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado.
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En atención a lo que solicitó la diputada Chozas, le ruego
al señor Secretario dar lectura únicamente al numeral de
los artículos que han sido reservados por la comisión.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Cambios propuestos al dictamen de la Comisión de Juven-
tud y Deporte con proyecto de decreto de Ley General de
Cultura Física y Deporte.

Artículo 6o. La Federación, los estados, el Distrito Federal
y los municipios…

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Perdón, señor diputado.

La idea de que leyéramos los numerales solamente, para
registrar cuáles son los artículos reservados.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Muy bien. Artículos reservados: artículo 6o., artículo 8o.
con modificaciones ambos; en el título segundo el artículo
9o., modificado; el artículo 10, el artículo 11, el artículo 12,
el artículo 13 en el Capítulo I, Sección Primera, el artículo
14, artículo 29 fracción II, fracción III, fracción VI, frac-
ción XIV, fracción XVI y fracción XXIV; artículo 31 mo-
dificación al primer párrafo, segundo párrafo, tercer párra-
fo; artículo 32, artículo 33, 34, de la sección IV, artículo 38,
artículo 39 en su fracción IV, artículo 40, artículo 47, ar-
tículo 48, artículo 52, artículo 55 fracción sexta; artículo
58, 84, 89… 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Ruego a los señores diputados respeto para la sustanciación
del trámite del dictamen que estamos viendo. Adelante se-
ñor Secretario.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Y artículo 139 son todos señor Presidente. Quedan regis-
trados como reservas de la comisión… Le ruego a la Se-
cretaría abra el sistema electrónico… Sí, diputado Rodrí-
guez Lozano. Activen el sonido en la curul del diputado
Rodríguez Lozano.

El diputado Amador Rodríguez Lozano
(desde su curul):

Señor Presidente, creo que procede la solicitud del diputa-
do Escobar en el sentido de que se reserven para votarse en
un solo acto ya que hay una gran cantidad de artículos y
si…

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Perdón señor diputado. No fue esa la propuesta que hizo el
diputado Escobar. La propuesta que hacían era que se vo-
tara en un solo acto en lo general y en lo particular. A ver,
lo escucho.

El diputado Amador Rodríguez Lozano 
(desde su curul):

Estoy diciendo Presidente, porque resulta paradójico que
vayamos a votar en lo general una iniciativa que hay casi
todos los artículos reservados en lo particular; si luego se
rechazarán esos artículos, entonces estaríamos en la para-
doja de que votamos una ley en lo general y se rechazó en
lo particular. Por eso se deben de reservar en un solo acto.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Bien vamos a hacer lo siguiente, sí les parece, vamos a sus-
tanciar la votación en lo general como lo establece el pro-
cedimiento legislativo y posteriormente vamos a revisar
cada una de las reservas, un segundo diputado Moreno, va-
mos a revisar cada una de las reservas para que la Asam-
blea vaya dando cuenta si se admiten o no y finalmente los
votaremos en un solo acto, votaremos en un solo acto las
reservas. diputado Moreno y después el diputado Hernán-
dez Fragua.

El diputado Ricardo Moreno Bastida (desde su curul):

Muchas gracias, diputado Presidente.

Con el debido respeto que merece su alta investidura y des-
de luego la de los integrantes de la comisión respectiva,
habida cuenta de que la propia comisión, aunque parecie-
ra algo extraño, ha reservado una infinidad de artículos de
su propio dictamen, yo le pediría le realizase un respetuo-
so exhorto a la comisión, para que sesionase adecuada-
mente y nos trajera un dictamen elaborado, realmente con
las modificaciones que se pretenden y no pretendan susti-
tuir el trabajo de las comisiones en el pleno.
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Se lo hago de la forma más respetuosa y ojalá sea atendi-
da.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado.

Ha sido dictado el trámite la votación en lo general, le es-
tamos sustanciando el procedimiento y yo les quisiera ro-
gar muy respetuosamente a todos los señores diputados,
qué entendiéramos el esfuerzo, así lo entiendo, de las co-
misiones; por lograr un acuerdo a partir de una serie de
propuestas que les han sido planteadas. 

Señor Secretario le ruego abrir el sistema electrónico hasta
por 10 minutos para recabar la votación en lo general.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior

Abrase el sistema electrónico hasta por 10 minutos para
proceder a la votación en lo general de proyecto de dicta-
men.

El diputado Amador Rodríguez Lozano 
(desde su curul):

Anóteme para discutir su trámite en contra.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Perdón había sido dictado el trámite; ¿habría alguien más
que secundará la posición del diputado Rodríguez Lozano?
Quiere dar la Secretaría lectura al Reglamento.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 18 del Reglamento Interior.

El Presidente en sus resoluciones estará subordinado al
voto de su respectiva Cámara. Artículo 19, este voto será
consultado cuando algún miembro de la Cámara reclame la
resolución o trámite del Presidente, previa una discusión en
que podrán hablar dos individuos en pro y dos en contra; o
cual se podrán hacer siempre y cuando no haya mediado
votación en el mismo negocio y se adhieran a la reclama-
ción por lo menos dos de los individuos presentes.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Como es obvio en el asunto hay votación de por medio, así
es que yo les ruego que no habiendo expuesta más que la
oposición del diputado Rodríguez Lozano, nos permitan
continuar con el procedimiento. Está abierto para votación
hasta por 10 minutos, en lo general.

El diputado Amador Rodríguez Lozano
(desde su curul):

Señor Presidente, le solicité el uso de la palabra.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Cuando concluya la votación, diputado Rodríguez Lozano,
porque ya estaba la votación en curso.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Se emitieron 403 votos en pro, siete en contra y 16 absten-
ciones.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Aprobados en lo general y en lo particular los artículos
no impugnados, por 403 votos.

Esta Presidencia informa que de los 139 artículos que com-
ponen el cuerpo de la ley, han sido reservados en total 24.
La Secretaría dio cuenta de las reservas formuladas por la
comisión, asimismo, los señores diputados Daniel Esteban
Martínez Enríquez hizo la reserva del artículo 14 primer
párrafo, del 29 en sus fracciones I, II, III y XVI, y la seño-
ra diputada Raquel Cortés hizo reserva del artículo 12 frac-
ción I y planteará las adiciones de una nueva fracción VI y
una nueva fracción VII del propio artículo 12.

Atendiendo a la solicitud que fue presentada hace unos mi-
nutos, en el sentido de que se conozcan todas las propues-
tas de modificaciones que plantearán con las reservas para
que se voten en su conjunto al final, les quisiera rogar a us-
tedes, al señor diputado Daniel Martínez Enríquez, que nos
hiciera favor de presentar sus propuestas en conjunto, de-
jarlas a la Secretaría, después pedirle a la diputada Raquel
Cortés que hiciera lo propio, para que finalmente la Secre-
taría, como lo pidió la diputada Chozas y Chozas, vaya
dando cuenta de las propuestas y podamos someterlas a
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consideración de la Asamblea. De tal suerte que tendría el
uso de la palabra el señor diputado Daniel Martínez Enrí-
quez para este propósito.

El diputado Esteban Daniel Martínez Enríquez: 

Con el permiso de la Presidencia:

Esta propuesta de modificar el primer párrafo del artículo
14 es consecuencia del necesario ajuste del alcance de las
atribuciones de la Comisión Nacional del Deporte, que
creemos debe estar determinada por su actuación en el
marco del Sistema Nacional del Deporte. Con esto no ne-
gamos la rectoría de la Conade al respecto, pero en el mar-
co de un sistema por ley para establecer esta coordinación.

El artículo 14 dice: “la actuación de la Administración Pú-
blica Federal en el ámbito de la cultura física y del depor-
te corresponde y será ejercida directamente por un organis-
mo público descentralizado de la Administración Pública
Federal, que será el conductor de la política nacional en es-
tas materias y que se denominará Comisión Nacional de
Cultura Física y Deporte, quien contará con personalidad
jurídica, patrimonio propio y domicilio en el Distrito Fede-
ral”.

Nuestra propuesta debe decir: “la actuación de la Adminis-
tración Pública Federal en el ámbito de la cultura física y
del deporte, corresponde y será ejercida directamente por
un organismo público descentralizado de la Administra-
ción Pública Federal que será el conductor de la política
nacional en estas materias, de conformidad con lo estable-
cido en el Sinade y que se denominará Comisión Nacional
de Cultura Física y Deporte, quien contará con personali -
dad jurídica, patrimonio propio y domicilio en el Distrito
Federal”.

En el caso del artículo 29, proponemos una modificación a
la fracción I. Esta fracción I del artículo 29, se refiere a las
atribuciones de la Comisión Nacional del Deporte y es de
nuestro interés modificarlo en virtud de que su redacción
resulta totalmente ambigua, pues señala que la Comisión
Nacional del Deporte retoma las atribuciones de la Secre-
taría de Educación Pública en la materia, pero le deja a és-
tas las disposiciones legales que expresamente le señalen.

En nuestra opinión es más adecuado tomar como base pa-
ra determinar cuáles atribuciones le corresponde a la SEP,
el término “de exclusivas” que ya sanciona la actual Ley
General de Educación en su artículo 12.

En particular, la primera fracción señala textualmente las
siguientes atribuciones:

Las que conforme a la ley correspondan a la SEP en mate-
ria de cultura física y deporte, excepto aquéllas que las dis-
posiciones legales o reglamentarias le atribuyan expresa-
mente a dicha Secretaría.

Proponemos que quede así, en la fracción I del artículo 29:

Las que conforme a la ley correspondan a la SEP en mate-
ria de cultura física y deporte, excepto aquéllas que las dis-
posiciones legales o reglamentarias le atribuyan expresa-
mente o de manera exclusiva a dicha Secretaría.

Una fracción II del artículo 29, dice: “convocar al Sinade,
con la participación que corresponda a las dependencias y
entidades de sector público y a las instituciones de los sec-
tores social y privado”.

Proponemos que en este artículo 29, fracción II se diga:
“convocar y vincular al sistema nacional del deporte, con
la participación que corresponda a las dependencias y enti-
dades del sector público y las instituciones de los sectores
social y privado”.

Proponemos una adición en la fracción III del artículo 29,
que diga: “proponer, ejecutar, evaluar y vigilar en el marco
del Sistema Nacional del Deporte, la política nacional de
cultura física y deporte.

Proponemos también adicionar, en el artículo 29 fracción
XVI lo siguiente:

Otorgar y retirar el registro correspondiente a las asocia-
ciones y sociedades que en ámbito nacional tengan que fo-
mentar, desarrollar, promover, investigar, difundir e impul-
sar actividades de cultura física o deporte, así como
sancionar sus estatutos.

Es todo, Presidencia, muchas gracias.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado. 

Le pido, por favor, que deje las propuestas con la Secreta-
ría.

Gracias, señor diputado Martínez Enríquez.
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Tiene el uso de la palabra la señora diputada Raquel Cor-
tés, hasta por cinco minutos para formular sus propuestas
en relación con las reservas al artículo 12 fracción I y la
propuesta de adición de las fracciones VI y VII del propio
artículo 12.

La diputada Raquel Cortés López: 

Gracias.

Artículo 12, para modificar la fracción I y adicionar dos
fracciones más.

Para el PRD, los términos en lo que se encuentra definida
la redacción entre Sistema Nacional de Cultura Física, lla-
mado Sinade, y la Comisión Nacional del Deporte, Cona-
de, que se encuentra en la pospuesta del Senado y que se
artificio en el dictamen; es poco menos que aberrante y
existe un diseño institucional de operación funcional.

Poco benéfico para el desarrollo de la cultura física y el de-
porte en México, en virtud del poco alcance que se le da a
la Sinade y por las grandes atribuciones que tiene la Cona-
de, organismo que se crea en el marco de esta ley.

Asimismo, se dan las facultades operativas y a la Conade
normativas. Al sistema se le plantea que supervise la polí-
tica nacional y a la Conade que la diseñe, todo ello en un
esquema que rompe con el principio de federalismo que
anima una ley que es general y no federal, de tal modo que
en este artículo 12 que plantea las atribuciones de la Sina-
de, la primera fracción establece que en este sistema tenga
facultades ejecutivas, cuando en realidad debería de tener
facultades normativas.

El artículo 12 dice: “Mediante la Sinade, se llevaran las si-
guientes acciones:

I. Ejecutar las políticas para fomentar, promover y estimu-
lar el desarrollo de la cultura física y el deporte en el ám-
bito nacional.

Nuestra propuesta es que debe decir:

Artículo 12. El Sinade tiene las siguientes atribuciones:

I. Establecer las primeras, las bases para la ejecución y de las
políticas para fomentar, promover y estimular el desarrollo
de la cultura física y el deporte en el ámbito nacional. 

Con esta propuesta le quitaremos el siguiente al sistema
una atribución ejecutiva, que no debe tener y le ayudaría-
mos a construirse como una instancia realmente normativa
y de coordinación entre diversas instancias y órdenes de
gobierno, como ya existen en otros sistemas, como la Ley
General que Establecen las Bases de Coordinación del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública y la Ley Sobre el Sis-
tema Nacional de Asistencia Social.

La propuesta de adición al artículo 12 de una nueva frac-
ción VI, proponemos la siguiente redacción y adición:

VI. Definir y dirigir la política nacional de cultura física y
deporte.

Esta visión se sustenta en la argumentación que vertía an-
teriormente y busca fortalecer el sistema en sus funciones
normativas, dándole a la Conade una participación auténti-
camente federalista, en torno a la construcción de la políti -
ca nacional del deporte, pero en el marco de dicho sistema,
de ahí que propongamos que sea una atribución de este úl -
timo, la de definir la política nacional de cultura física y de-
porte.

En conclusión, se busca crear un sistema fuerte que defina
normas y vigile su aplicación, y que no sólo proponga pa-
ra que en realidad sólo sancione todo lo propuesto por la
Conade.

Propuesta de adición al artículo 12 de una nueva fracción
VII.

Propuesta de fracción VII que se plantea adicionar:

VII. Definir los criterios para otorgar el registro a las aso-
ciaciones y sociedades que tengan como objeto fomentar,
desarrollar, promover, investigar, definir de impulsar acti-
vidades de cultura física o deporte, así como sancionar sus
estatutos.

Con la misma intención de nuestra propuesta interior está
buscando depositar en el Sinade la atribución de definir los
criterios para otorgar el mencionado registro, el cual busca
integrar un patrón de las asociaciones, si es necesario, para
participar dentro del Sinade, con una modificación. Nues-
tra propuesta a las bases suficientes, no contempladas en la
redacción actual, para que la Conade pueda administrar
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plenamente el registro, tal como lo plantea la fracción XVI
del artículo 29. 

Es todo.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias compañera diputada Raquel Cortés, le ruego dejar
a la Secretaría las propuestas que ha formulado.

Para desahogar el procedimiento como lo habíamos plan-
teado a ustedes, le quiero rogar a la Secretaría que dé lec-
tura a cada una de las propuestas de modificación que for-
mula la comisión de los 24 de los 139 artículos que
conforman la ley, para que una vez leída la propuesta, con-
sultemos a ustedes, en votación económica, si es de admi-
tirse.

De ser así, las iremos reservando para su votación en lo ge-
neral, como nos lo habían solicitado en un solo acto.

Las propuestas que han formulado nuestros compañeros
diputados Martínez Enríquez y Raquel Cortés, serán consi-
derados dentro del propio orden de las propuestas que han
sido planteadas por la comisión.

Le ruego, señor Secretario, dar lectura a la propuesta de
modificación al artículo 6o.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 6o. La lectura será como propone la comisión que
quede: la Federación, los estados, el Distrito Federal y los
municipios en el ámbito de sus respectivas competencias,
promoverán el adecuado ejercicio del derecho de todos los
mexicanos a la cultura física y a la práctica del deporte.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego, señor Secretario, consultar después de la lectura
de cada artículo a la Asamblea, si es de admitirse para su
discusión y votación en lo general al final.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea, si es de admitirse a discusión la propuesta presentada
por la comisión referente al artículo 6o. del dictamen.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

Artículo 8o. “La Conade integrará al Programa Nacional
de Cultura Física y Deporte que se sujetará a lo previsto en
el Plan Nacional de Desarrollo y el Reglamento de la pre-
sente ley, la Ley de Planeación y especificará los objetivos,
prioridades y políticas que normarán el sector”.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
presentada por la comisión para el artículo 8o.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

Artículo 9o. “El Sistema Nacional de Cultura Física y De-
porte se compone por las dependencias, organismos e ins-
tituciones públicas y privadas, sociedades, asociaciones
nacionales y consejos nacionales del deporte estudiantil re-
conocidos por esta ley que en sus respectivos ámbitos de
actuación, tienen como objetivo generar las acciones, fi-
nanciamientos y programas necesarios para la coordina-
ción, fomento, ejecución, apoyo, promoción, difusión y
desarrollo de la cultura física y el deporte, así como el óp-
timo aprovechamiento de los recursos humanos, financie-
ros y materiales”.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse a discusión la
propuesta al artículo 9o. por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

Artículo 10. “Entre los organismos e instituciones públicas
y privadas que se consideran integrantes del Sinade, se en-
cuentran entre otros...  Fracciones I a la VII”.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse a discusión la
propuesta del artículo 10, propuesta por la comisión.
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Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

Artículo 11. “El Sinade deberá sesionar cuando menos una
vez cada año natural, a efecto de fijar la política operativa
y la instrumentación en materia de cultura física y deporte
y dar el cumplimiento al Programa Nacional de Cultura Fí-
sica y Deporte. La Conade tendrá la responsabilidad de in-
tegrar a dicho Programa los acuerdos del Sinade”.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse a discusión la
propuesta al artículo 11, propuesta por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Perdón, señor Secretario.

Hasta este momento, señores diputados, han sido admitidas
las propuestas de modificaciones al artículo 6o., 8o., 9o.,
10 y 11.

A continuación le ruego al señor Secretario, dar lectura a
las propuestas formuladas por la compañera diputada Ra-
quel Cortés, que son relativas al artículo 12 fracción I y la
propuesta de adición de las fracciones VI y VII.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 12 de la propuesta de la diputada Raquel. 

Artículo 12. “El Sinade tiene las siguientes atribuciones:
fracción I. Establecer la base para la ejecución de las polí-
ticas para fomentar, promover y estimular el desarrollo de
la cultura física y el deporte en el ámbito nacional”.

Adición de la fracción VI. “Definir y dirigir la política na-
cional de cultura física y deporte”.

Adición de la fracción VII. “Definir los criterios para otor-
gar el registro a las asociaciones y sociedades que tengan
por objeto fomentar, desarrollar, promover, investigar, di-

fundir e impulsar, actividades de cultura física o deporte,
así como sancionar sus estatutos. 

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse a discusión las
propuestas hechas por la diputada Raquel, al artículo 12 en
su fracción I y adicionar la fracción VI y VII.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... . Mayoría por la negativa. No se admite.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego señor Secretario, dar a continuación lectura y
consultar a la Asamblea en relación con la propuesta del ar-
tículo 12 y 13, propuestas por la comisión. 

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 12, propuesto por la comisión. Mediante el Sina-
de se llevarán las siguientes acciones: 

Fracciones I a la V. Se consulta a la Asamblea si es de ad-
mitirse a discusión la propuesta presentada por la comisión
al artículo 12.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...  

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa. Se admite.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Artículo 13. De la comisión. 

El funcionamiento y requisitos de integración del Sinade,
estarán regulados en términos de lo dispuesto en la presen-
te ley y su reglamento.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
presentada por la comisión, al artículo 13. 

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa. Admitida.
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El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

En relación con el artículo14, señor Secretario, tenemos la
propuesta del señor diputado Esteban Daniel Martínez En-
ríquez, en relación con una modificación al artículo 1o.,
que le rogaría dar lectura. 

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 14. Propuesta de modificación del diputado Este-
ban Enríquez.

La actuación de la Administración Pública Federal, en el
ámbito de la cultura física y del deporte, corresponde y
será ejercida directamente por un organismo público des-
centralizado de la Administración Pública Federal y será el
conductor de la política nacional en estas materias, de con-
formidad con lo establecido en el Sinade y que se denomi-
nará Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte, quien
contará con personalidad jurídica, patrimonio propio y do-
micilio en el Distrito Federal.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse a discusión la
propuesta al artículo 14 presentada por el diputado Esteban
Enríquez. 

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la negativa. No admitida. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego señor Secretario, dar lectura a la propuesta pre-
sentada por la comisión en relación con el propio artícu-
lo 14.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 14. De la propuesta presentada por la comisión. 

La actuación de la Administración Pública Federal en el
ámbito de la cultura física y el deporte, corresponde y será
ejercida directamente por un organismo público descentra-
lizado de la Administración Pública Federal y será el con-
ductor de la política nacional en esas materias y que se de-
nominará Comisión Nacional de Cultura y Deporte, quien
contará con personalidad jurídica, patrimonio propio y do-
micilio en el Distrito Federal.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse a discusión la
propuesta presentada por la comisión al artículo 14.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa, señor Presidente. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta de la comisión. 

Le ruego señor Secretario dar lectura a la propuesta que so-
bre el artículo 29 nos ha presentado nuestro compañero Es-
teban Daniel Martínez Enríquez, en relación con las frac-
ciones I, II, III y XVI.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Propuesta por el diputado Esteban Enríquez al artículo 29,
fracción I. Las que conforme a la ley corresponden a la
SEP en materia de cultura, física y deporte, excepto aqué-
llas que las disposiciones legales o reglamentarias le atri-
buyan expresamente o de manera exclusiva a dicha Secre-
taría.

Fracción II, propuesta del diputado Esteban Enríquez.
Convocar y vincular al Sinade, con la participación que co-
rresponda a las dependencias y entidades del sector públi-
co y a las instituciones de los sectores social y privado.

Artículo 29, fracción III. Proponer, ejecutar, evaluar y vi-
gilar en el marco del Sinade la política nacional de cultura
física y deporte.

XVI. Otorgar y retirar el registro correspondiente a las aso-
ciaciones y sociedades que en el ámbito nacional tengan
como objeto fomentar, desarrollar, promover, investigar,
difundir e impulsar actividades de cultura física o deporte,
así como sancionar sus estatutos.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse a discusión la
propuesta presentada por el diputado Esteban Enríquez al
artículo 29, fracciones I, II, III y XVI.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 
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Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la negativa. No admitida.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le pido, señor Secretario, dar lectura ahora a la propuesta
de la comisión sobre el propio artículo 29.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 29, propuesta de la comisión. La Conade tiene las
siguientes atribuciones: fracción II, convocar al Sinade,
con la participación que corresponda a las dependencias y
entidades del sector público y a las instituciones de los sec-
tores social y privado.

III. Proponer, dirigir, ejecutar, evaluar y vigilar la política
nacional de cultura física y deporte.

VI. Establecer los lineamientos para la participación de los
deportistas en cualquier clase de competiciones nacionales
e internacionales, sin contravenir lo dispuesto por las re-
glas internacionales. Tratándose de las competiciones in-
ternacionales, se considerará la opinión de la COM.

XIV. Fijar criterios y verificar el cumplimiento de los mis-
mos con la participación de la COM, para la celebración de
competiciones oficiales internacionales dentro del territo-
rio nacional, para los cuales se soliciten o no recursos pú-
blicos, sin contravenir lo dispuesto por las reglas interna-
cionales.

XVI. Otorgar el registro correspondiente a las asociaciones
y sociedades que en el ámbito nacional tengan como obje-
to fomentar, desarrollar, promover, investigar, difundir e
impulsar actividades de cultura física o deporte, así como
sancionar sus estatutos.

XXIV. Las demás que esta ley u otras disposiciones lega-
les determinen.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse a discusión la
propuesta presentada por la comisión al artículo 29, en sus
fracciones II, III, VI, XIV, XVI Y XXIV.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor Secretario.

Se admite la propuesta presentada por la comisión.

Le ruego continuar con el artículo 31 y hacer la consulta
correspondiente.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 31. Propuesta por la comisión: “Los sistemas es-
tatales de cultura física y deporte se integrarán por las de-
pendencias, organismos e instituciones públicas y priva-
das, sociedades y asociaciones de carácter local y tendrán
como objeto generar las sesiones, financiamiento y progra-
ma necesarios para la coordinación, fomento, apoyo, pro-
moción difusión y desarrollo de la cultura física y el de-
porte, así como el óptimo aprovechamiento de los recursos
humanos, financieros y materiales en el ámbito de sus
competencias. 

El sistema de cultura física y deporte del Distrito Federal
se integrará por las autoridades, unidades administrativas,
organismos e instituciones públicas y privadas, sociedades
y asociaciones de carácter local y tendrá como objeto ge-
nerar las acciones, financiamiento y programa necesarios
para la coordinación, fomento, apoyo, promoción, difusión
y desarrollo de la cultura física y el deporte, así como el óp-
timo aprovechamiento de los recursos humanos, financie-
ros y materiales en el ámbito de su competencia.

Los sistemas municipales de cultura física y deporte se in-
tegrarán por las autoridades municipales, organismos e ins-
tituciones públicas y privadas, sociedades y asociaciones
que en el ámbito de su competencia tengan como objeto
generar las acciones, financiamiento y programas necesa-
rios para la coordinación, fomento, apoyo, promoción y
desarrollo de la cultura física y el deporte, así como el óp-
timo aprovechamiento de los recursos humanos, financie-
ros y materiales.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse a discusión la
propuesta al artículo 31, presentada por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Admitida. Se admite.
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El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se Admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 32. “Los sistemas estatales del Distrito Federal y
municipales otorgarán los registros a las asociaciones y so-
ciedades que lo integren, verificando que cumplan con los
requisitos establecidos por el Sinade”.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta al
artículo 32 presentada por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa. Se admite.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 33. “Los órganos responsables en los estados, el
Distrito Federal y municipios de la cultura física y el de-
porte se regirán por sus propios ordenamientos sin contra-
venir lo dispuesto por la presente ley, cumpliendo en todo
momento con cada una de las obligaciones que como
miembros del Sinade les corresponde”.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta al
artículo 33 presentada por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta de la comisión.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 34. “Los sistemas estatales, del Distrito Federal y
municipales coordinarán sus actividades para aplicar las
políticas, planes y programas que en materia de cultura fí-
sica y el deporte se adopten por el Sinade”.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
de la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 38. “La CAT es un órgano desconcentrado de la
Secretaría de Educación Pública cuyo objeto es mediar o
fungir como árbitros en las controversias que pudieran sus-
citarse entre deportistas, entrenadores y directivos con la
organización y competencia que esta ley establece, dotado
de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus acuerdos,
laudos y resoluciones e independientemente de las autori-
dades administrativas.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
de la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 39. “La CAT tendrá las siguientes atribuciones:

I a la III... 

IV. Imponer correcciones disciplinarias y medidas de apre-
mio a todas aquellas personas físicas o morales, organis-
mos y entidades deportivas por conducto de sus titulares,
que se nieguen a acatar o que no acaten en sus términos los
acuerdos, decisiones, laudos y resoluciones emitidas por la
propia comisión; y 
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V. En sus términos del dictamen”.

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
hecha por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

“Artículo 40. La CAD se integrará por un pleno y por las
unidades administrativas necesarias para el cabal desempe-
ño de sus funciones. El pleno se integrará por un Presiden-
te y cuatro miembros titulares con sus respectivos suplen-
tes. El Ejecutivo Federal designará al Presidente y a los
miembros titulares a propuesta del Sinade.”

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
hecha por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

“Artículo 47 fracción I a la IV. Los Conade son asociacio-
nes civiles constituidas por universidades públicas o priva-
das, tecnológicos y normales del país y cualquier institu-
ción de educación pública o privada, de educación básica
media o superior, que tienen por objeto coordinar de acuer-
do con las autoridades educativas competentes, los progra-
mas emanados de la Conade entre la comunidad estudian-
til en sus respectivos niveles, a las cuales se les reconoce el
carácter de asociaciones deportivas.”

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
hecha por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

“Artículo 48. Para efecto de que la Conade otorgue el re-
gistro correspondiente como asociaciones o sociedades de-
portivas, éstas deberán cumplir con los requisitos estable-
cidos en la presente ley.”

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
hecha por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

“Artículo 52. Las asociaciones deportivas nacionales debi-
damente reconocidas en términos de la presente ley, ade-
más de sus propias atribuciones ejercen por delegación
funciones públicas de carácter administrativo, actuando en
este caso como agentes colaboradores del Gobierno Fede-
ral, por lo que dicha actuación se considerará de utilidad
pública. Además de las actividades propias de gobierno,
administración, gestión, organización y reglamentación de
las especialidades que correspondan a cada una de sus dis-
ciplinas deportivas, ejercerán bajo la coordinación de la
Conade, las siguientes funciones públicas de carácter ad-
ministrativo: fracciones I a la III”; en sus términos del dic-
tamen.
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Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
hecha por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

“Artículo 55. Las federaciones mexicanas que soliciten el
registro como asociaciones deportivas nacionales, deberán
cumplir con los siguientes requisitos: 

I. a la V. 

VI. Estar reconocida conforme a la presente ley; y 

XVII. En los términos del dictamen.”

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
hecha por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

“Artículo 58. Para la realización de competiciones deporti-
vas oficiales internacionales dentro del territorio nacional,
las asociaciones deportivas nacionales tienen la obligación
de registrarse ante la Conade, respetando en todo momen-
to el procedimiento y requisitos que para tal efecto prevea
el Reglamento de la presente ley. Asimismo deberá cum-
plir y apegarse al o dispuesto por los lineamientos expedi-
dos en los términos del artículo 29 del a presente ley.”

Se consulta a la Asamblea si es de admitirse la propuesta
hecha por la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

“Artículo 84. En los términos de los convenios de coordi-
nación y colaboración respectivos, los gobiernos estatales,
del Distrito Federal y municipales, inscribirán a sus insta-
laciones destinadas a la cultura física y deporte al Renade
previa solicitud de los responsables o administradores de
cualquier instalación de cultura física o deporte, con la fi -
nalidad de contar con la información actualizada que le
permita la planeación nacional.

Se consulta a la Asamblea si se admite la propuesta de la
comisión.

Los que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo... 

Los que estén por la negativa, sírvanse manifestarlo...  Ma-
yoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la propuesta.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Artículo 89. En el desarrollo de la Investigación y Conoci-
mientos Científicos, deberán participar los integrantes del
Finade quienes podrán asesorarse de Universidades públi-
cas o privadas e instituciones de Educación Superior del
país, de acuerdo a los lineamientos que para este fin se es-
tablecen en el Reglamento de la presente ley.

Se consulta a la Asamblea si se aprueba la propuesta de la
comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 
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Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

Ya leíste la proposición.

Artículo 139. A las infracciones a esta ley o demás dispo-
siciones que de ella emanen, se les aplicarán las sanciones
siguientes, fracciones I y IV en los términos del dictamen.

Se consulta a la Asamblea si se aprueba y se admite la pro-
puesta de la comisión.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa, Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Se admite la proposición de la comisión.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Son todos los artículos en reserva. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Secretario.

Tal y como fue solicitado y toda vez que la propia Asam-
blea determinó no admitir las propuestas formuladas por el
señor diputado Martínez Enríquez de modificación al ar-
tículo 14, su primer párrafo y al 29 fracciones I, II, III y
XVI y la presentada por nuestra compañera diputada Ra-
quel Cortés al artículo12 en su fracción I y la adición de las
fracciones VI y VII, sólo fueron admitidas las modifica-
ciones propuestas en la comisión a los artículos 6o., 8o.,
9o., 10, 11, 12, 13, 14, 29, 31, 32, 33, 34, 38, 40, 47, 48,
52, 55, 58, 84, 89 y 139. 

En consecuencia le ruego...  sí diputado Víctor Infante. Ac-
tiven el sonido por favor en la curul del diputado Infante.

El diputado Víctor Roberto Infante González
(desde su curul):

Señor Presidente, sólo faltó el artículo 39 Presidente, que
también está incluido por parte de la comisión, que está al
final de la hoja. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

¿Dice el 139 diputado? 

El diputado Víctor Roberto Infante González 
(desde su curul):

El 39 Presidente, en la Sección Cuarta, está al final de la
hoja de esa sección.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Correcto el 39 también que propuso la comisión y que fue
admitido por la Asamblea.

Le ruego en consecuencia al señor Secretario consultar si
los artículos reservados están suficientemente discutidos.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asam-
blea si los artículos reservados están suficientemente dis-
cutidos.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo...  Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Suficientemente discutidos.

Le ruego señor diputado Secretario ordenar que se abra el
sistema electrónico de votación hasta por cinco minutos
para proceder a la votación de los artículos reservados, con
las modificaciones admitidas por esta Asamblea y cuyos
términos han sido expuestos por la propia Secretaría.

El Secretario diputado Adrián Rivera Pérez:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior.

Abrase el sistema electrónico por cinco minutos para pro-
ceder a la votación de los artículos reservados en los
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términos presentados por esta comisión y admitidos por la
Asamblea.

(Votación.)

Se emitieron 386 votos en pro; cero en contra y 16 absten-
ciones.

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Aprobados los artículos reservados con las adiciones y
modificaciones admitidas por 386 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
Ley de Cultura Física y Deporte. Pasa al Senado para
los efectos del inciso e) del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Presidencia de la diputada 
Beatriz Elena Paredes Rangel

LEY ADUANERA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Compañeras y compañeros diputados, esta Mesa Directiva
ha recibido de la colegisladora una minuta vinculada con el
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley Aduanera que nos remiten de
regreso para analizar sus proposiciones de modificaciones.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.— Presente.

Para los efectos de lo dispuesto por el inciso e) del artícu-
lo 72 constitucional, me permito devolver a ustedes MI-
NUTA PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA,
ADICIONA Y DEROGAV DIVERSAS DISPOSICIO-
NES DE LA LEY ADUANERA.

Atentamente.

México, DF., a 29 de octubre de 2002.— Senador Enrique
Jackson Ramírez, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

MINUTA PROYECTO DE DECRETO 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley Aduanera.

ARTICULO PRIMERO.- Se REFORMAN los artículos
3, primero y segundo párrafos; 4, primer párrafo; 5, primer
párrafo; 7; 14, último párrafo; 14-A, primero y segundo pá-
rrafos; 14-B, primer párrafo; 15, primer párrafo, fracciones
II, III, V, en su segundo párrafo, VI, en su segundo párrafo
y último párrafo del artículo; 16-B, último párrafo; 26, pri-
mer párrafo y fracción V; 28, primero y tercer párrafos; 36,
fracción I, segundo párrafo; 38, primero y segundo párra-
fos; 48, primer párrafo; 59, fracciones I, primer párrafo y
IV; 100, segundo y quinto párrafos; 108, fracción III; 109,
segundo párrafo; 144, fracciones VIII, IX, XI, XXVI y
XXX; 144-A, primer párrafo; 145, fracciones I, en su pri-
mer párrafo, II, III y tercer párrafo del artículo; 151, frac-
ción II; 157; 158; 159, fracción II; 160, fracción VI, en su
segundo párrafo y VII; 178, fracción III; 181, primer pá-
rrafo; 184, fracciones I y IX; 185, primer párrafo y frac-
ciones I y VIII; 185-A; 185-B; 186, fracciones VII, XIV y
XX; 187, fracciones I, VI y XII; 194; se ADICIONAN los
artículos 2, con las fracciones XI y XII; 4, fracción II, con
un inciso e); 14-C; 14-D; 15, con una fracción VIII; 20, con
las fracciones VII y VIII; 29, fracción ll, inciso b) con un
segundo párrafo; 32, con un segundo párrafo, pasando los
actuales segundo y tercer párrafos a ser tercero y cuarto pá-
rrafos, respectivamente; 36, con un segundo y último pá-
rrafos al artículo, pasando los actuales segundo, tercero,
cuarto y quinto párrafos a ser tercero, cuarto, quinto y sex-
to párrafos, respectivamente; 56, fracción I, con un último
párrafo; 90, con un Apartado F; 98, con una fracción VI y
un último párrafo al artículo; 100-A; 100-B; 101-A; 103,
con un quinto párrafo; 109, con un cuarto párrafo; Capítu-
lo VII, denominado “Recinto Fiscalizado Estratégico” al
Título IV con los artículos 135-A; 135-B; 135-C y 135-D;
144, con las fracciones XXXI y XXXII; 144-A, con un ter-
cer párrafo, pasando los actuales tercero, cuarto y quinto
párrafos, a ser cuarto, quinto y sexto párrafos, respectiva-
mente; 145, con una fracción IV; 162, con una fracción
XII; 177, con una fracción III; 180-A; 184, con las fraccio-
nes XVII y XVIII; 185, con la fracción XIV; 186, con las
fracciones XXI, XXII y XXIII; 187, con las fracciones
XIII, XIV y XV; y se DEROGA el artículo 151, último pá-
rrafo de la Ley Aduanera, para quedar de la siguiente ma-
nera:
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ARTICULO 2...

XI. Mermas, los efectos que se consumen o pierden en el
desarrollo de los procesos productivos y cuya integración
al producto no pueda comprobarse.

XII. Desperdicios, los residuos de las mercancías después
del proceso al que sean sometidas; los envases y materiales
de empaque que se hubieran importado como un todo con
las mercancías importadas temporalmente; así como aque-
llas que se encuentren rotas, desgastadas, obsoletas o inuti-
lizables y las que no puedan ser utilizadas para el fin con el
que fueron importadas temporalmente. 

ARTICULO 3. Las funciones relativas a la entrada de
mercancías al territorio nacional o a la salida del mismo
son facultades exclusivas de las autoridades aduaneras. 

Los funcionarios y empleados públicos federales y locales,
en la esfera de sus respectivas competencias, deberán auxi-
liar a las autoridades aduaneras en el desempeño de sus
funciones cuando éstas lo soliciten y estarán obligados a
denunciar los hechos de que tengan conocimiento sobre
presuntas infracciones a esta Ley y hacer entrega de las
mercancías objeto de las mismas, si obran en su poder. Las
autoridades aduaneras, migratorias, sanitarias, de comuni-
caciones, de marina, y otras, ejercerán sus atribuciones en
forma coordinada y colaborarán recíprocamente en el des-
empeño de las mismas.

...

ARTICULO 4. Las personas que operen o administren
puertos de altura, aeropuertos internacionales o presten los
servicios auxiliares de terminales ferroviarias de pasajeros
y de carga, deberán cumplir con los lineamientos que de-
terminen las autoridades aduaneras para el control, vigilan-
cia y seguridad del recinto fiscal y de las mercancías de co-
mercio exterior, para lo cual estarán obligadas a:

...

II...

e) De sistemas automatizados para el control de las en-
tradas y salidas del recinto fiscal de personas, mercancí-
as y medios de transporte, así como los demás medios de
control, autorizados previamente por las autoridades
aduaneras.

ARTICULO 5. El monto de las multas y cantidades en
moneda nacional establecidas en esta Ley, se actualizará en
los términos del artículo 70 del Código Fiscal de la Fede-
ración.

...

ARTICULO 7. Las empresas aéreas, marítimas y ferro-
viarias que efectúen el transporte internacional de pasaje-
ros, deberán transmitir electrónicamente al Servicio de Ad-
ministración Tributaria, la información relativa a los
pasajeros, tripulación y medios de transporte, en los térmi-
nos y con la oportunidad que señale el Servicio de Admi-
nistración Tributaria mediante reglas.

Las empresas que presten el servicio de transporte interna-
cional de carga que transporten mercancías explosivas y ar-
mas de fuego, deberán dar aviso a las autoridades aduane-
ras por lo menos con veinticuatro horas de anticipación al
arribo al territorio nacional de dichas mercancías. En estos
casos, las autoridades aduaneras deberán informar a las au-
toridades militares de tal circunstancia, con el objeto de
que estas últimas determinen las medidas de seguridad que,
en su caso, procedan durante el tiempo en que dichas mer-
cancías se encuentren en el país.

ARTICULO 14...

Al término de la concesión o de su prórroga, las obras, ins-
talaciones y adaptaciones efectuadas dentro del recinto fis-
cal, así como el equipo destinado a la prestación de los ser-
vicios de que se trate, pasarán en el estado en que se
encuentren a ser propiedad del Gobierno Federal, sin el pa-
go de contraprestación alguna para el concesionario.

ARTICULO 14-A. Los particulares que tengan el uso o
goce de un inmueble colindante con un recinto fiscal o de
un inmueble ubicado dentro o colindante a un recinto por-
tuario, tratándose de aduanas marítimas, fronterizas, inte-
riores de tráfico ferroviario o aéreo, podrán solicitar al Ser-
vicio de Administración Tributaria la autorización para
prestar los servicios de manejo, almacenaje y custodia de
mercancías, en cuyo caso el inmueble donde se presten di-
chos servicios se denominará recinto fiscalizado. 

Para obtener las autorizaciones a que se refiere el párrafo
anterior, se deberá acreditar ser persona moral constituida
de conformidad con las leyes mexicanas, su solvencia eco-
nómica, su capacidad técnica, administrativa y financiera
en la prestación de los servicios de manejo y almacenaje de
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mercancías, así como la de sus accionistas y estar al co-
rriente en sus obligaciones fiscales, y anexar a su solicitud,
copia de la documentación con la que acrediten el legal uso
o goce del inmueble en el que se prestarán los servicios, el
programa de inversión y demás documentos que establez-
ca el Servicio de Administración Tributaria mediante re-
glas para acreditar que el solicitante cumple las condicio-
nes requeridas.

...

ARTICULO 14-B. Los particulares que obtengan la con-
cesión o autorización para prestar los servicios de manejo,
almacenaje y custodia de mercancías en los recintos fisca-
lizados, conforme a los artículos anteriores, deberán cum-
plir con las obligaciones establecidas en esta Ley y mante-
ner los medios de control que señale el Servicio de
Administración Tributaria mediante reglas, así como efec-
tuar el pago del aprovechamiento a que se refiere la frac-
ción VII, del artículo 15 de esta Ley, el cual deberá ente-
rarse independientemente del aprovechamiento o derecho
al que, en su caso, estén obligados a pagar por el uso, goce
o aprovechamiento de los inmuebles del dominio público.

...

ARTICULO 14-C. El Servicio de Administración Tribu-
taria podrá autorizar a las personas morales constituidas
conforme a la legislación mexicana para prestar los servi-
cios de carga, descarga y maniobras de mercancías en el
recinto fiscal. Las empresas que deseen prestar estos servi-
cios deberán solicitar la autorización y cumplir los requisi-
tos y condiciones que señale el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas. 

Las empresas autorizadas deberán cumplir con los linea-
mientos que determine el Servicio de Administración Tri-
butaria mediante reglas para el control, vigilancia y seguri-
dad del recinto fiscal y de las mercancías de comercio
exterior. 

ARTICULO 14-D. Las personas que tengan el uso o goce
de un inmueble dentro o colindante con un recinto fiscal,
fiscalizado o recinto portuario, tratándose de aduanas ma-
rítimas, fronterizas, interiores de tráfico ferroviario o aé-
reo, podrán solicitar al Servicio de Administración Tribu-
taria la habilitación de dicho inmueble en forma exclusiva
para la introducción de mercancías bajo el régimen de re-
cinto fiscalizado estratégico y la autorización para su ad-

ministración. El inmueble habilitado se denominará recin-
to fiscalizado estratégico.

Para que proceda la autorización a que se refiere este artí-
culo, se deberá acreditar ser persona moral constituida de
conformidad con las leyes mexicanas, su solvencia econó-
mica, su capacidad técnica, administrativa y financiera, así
como la de sus accionistas, estar al corriente en el cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales, y cumplir con los re-
quisitos que señale el Servicio de Administración Tributa-
ria mediante reglas. A la solicitud deberán anexar el
programa de inversión, la documentación con la que acre-
dite el legal uso o goce del inmueble, que el inmueble cum-
ple con requisitos de seguridad, control, vías de acceso y
demás condiciones que determine el Servicio de Adminis-
tración Tributaria mediante reglas.

La autorización se podrá otorgar hasta por un plazo de
veinte años, el cual podrá prorrogarse a solicitud del inte-
resado hasta por un plazo igual, siempre que la solicitud
se presente durante los últimos dos años
de la autorización y se sigan cumpliendo los requisitos
previstos para su otorgamiento, así como de las obliga-
ciones derivadas de la misma. En ningún caso, el plazo
original de vigencia o de la prórroga de la autorización
será mayor a aquél por el que el autorizado tenga el legal
uso o goce del inmueble.

Las personas que obtengan la autorización a que se refiere
este artículo, serán responsables de administrar, supervisar
y controlar dicho recinto fiscalizado, cumpliendo con los
lineamientos que determine el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas, para el control, vigilancia y se-
guridad del recinto fiscalizado y de las mercancías de co-
mercio exterior, sin perjuicio del ejercicio de facultades de
la autoridad aduanera; poner a disposición de las autorida-
des aduaneras las instalaciones previamente aprobadas por
dichas autoridades para las funciones propias del despacho
de mercancías, y las demás que deriven de esta Ley, así co-
mo cubrir los gastos que implique el mantenimiento de di-
chas instalaciones; adquirir, instalar y poner a disposición
de las autoridades aduaneras el equipo que se requiera pa-
ra agilizar el despacho aduanero y los sistemas automatiza-
dos para el control de las mercancías, personas y vehículos
que ingresen o se retiren del recinto fiscalizado.

Las personas que obtengan la autorización a que se refiere
este artículo, no estarán sujetas al pago del aprovecha-
miento a que se refiere el artículo 15, fracción VII de esta
Ley.
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El Servicio de Administración Tributaria cancelará la auto-
rización a que se refiere este artículo conforme al procedi-
miento previsto en el artículo 144-A de esta Ley, a quienes
dejen de cumplir los requisitos previstos para el otorga-
miento de la autorización, incumplan con las obligaciones
previstas en esta Ley o la autorización o incurran en algu-
na causal de cancelación establecida en esta Ley o en la au-
torización, tomando las medidas necesarias en relación con
la operación de los particulares que cuenten con autoriza-
ción para destinar mercancías al régimen de recinto fiscali-
zado estratégico.

ARTICULO 15. Los particulares que obtengan concesión
o autorización para prestar los servicios de manejo, alma-
cenaje y custodia de mercancías de comercio exterior, de-
berán cumplir con los lineamentos que determinen las au-
toridades aduaneras para el control, vigilancia y seguridad
del recinto fiscalizado y de las mercancías de comercio ex-
terior, así como con lo siguiente:

...

II. Destinar instalaciones para el reconocimiento aduanero
de las mercancías, a las que únicamente tendrá acceso el
personal que autoricen las autoridades aduaneras. Dichas
instalaciones deberán reunir las especificaciones que seña-
le el Servicio de Administración Tributaria y demás pre-
vistas en las disposiciones legales aplicables. Podrán cons-
truirse instalaciones comunes a varios almacenes para
efectuar el citado reconocimiento.

III. Contar con cámaras de circuito cerrado de televisión,
un sistema electrónico que permita el enlace con el del Ser-
vicio de Administración Tributaria, en el que lleve el con-
trol de inventarios, mediante un registro simultáneo de las
operaciones realizadas, así como de las mercancías que
hubieran causado abandono a favor del Fisco Federal. Me-
diante dicho sistema se deberá dar aviso a las autoridades
aduaneras de la violación, daño o extravío de los bultos al-
macenados, así como de las mercancías que hubieran cau-
sado abandono. El Servicio de Administración Tributaria,
mediante reglas establecerá los lineamientos para llevar a
cabo el enlace de dicho sistema, así como los medios de
control que aseguren el correcto manejo de la mercancía.

...

V...

Los plazos a que se refiere esta fracción se computarán en
días hábiles a partir del día siguiente a aquél en que el al-
macén reciba las mercancías, independientemente de que
hayan sido objeto de transferencia o transbordo. Tratándo-
se de importaciones que se efectúen por vía marítima o aé-
rea, el plazo se computará a partir del día en que el consig-
natario reciba la comunicación de que las mercancías han
entrado al almacén.

...

VI...

En los casos de transferencia de mercancías a que se refie-
re esta fracción, cuando el almacén que permita la transfe-
rencia haya efectuado la desconsolidación de las mercancí-
as, los cargos por desconsolidación no podrán exceder del
monto de los cargos que cobre el almacén respecto de las
mercancías que sean objeto de desconsolidación y que per-
manezcan en dicho almacén. La transferencia y la descon-
solidación únicamente procederán cuando se cumpla con
los requisitos y controles que para tales efectos señale el
Servicio de Administración Tributaria mediante reglas. No
procederá el cobro de cargos adicionales por el solo hecho
de permitir la transferencia de mercancías.

...

VII. Guardar absoluta reserva de la información relativa a
las mercancías que se encuentren en depósito ante la adua-
na y sólo la podrá proporcionar a las autoridades aduane-
ras.

...

Procederá la revocación de la concesión o la cancelación
de la autorización conforme al procedimiento previsto en el
artículo 144-A de esta Ley, cuando se incumpla en más de
dos ocasiones con alguna de las obligaciones establecidas
en el primer párrafo y en las fracciones II, III, IV, V y VI
de este artículo, en las fracciones VII y VIII del artículo 26
de esta Ley.

ARTICULO 16-B...

Las personas que obtengan la autorización en los términos
de este artículo, estarán obligadas a pagar en las oficinas
autorizadas, mensualmente, en los primeros doce días del
mes siguiente a aquél al que corresponda el pago, un apro-
vechamiento de $100.00 por la prevalidación del pedimento
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para la importación temporal de cada remolque, semire-
molque y portacontenedor, misma que amparará su legal
estancia por el plazo que establece el artículo 106, fracción
I de esta Ley. El aprovechamiento será aportado a un fidei-
comiso público para el programa de mejoramiento de los
medios de informática y de control de las autoridades adua-
neras.

ARTICULO 20...

VII. Transmitir electrónicamente a las autoridades aduane-
ras y a los titulares de los recintos fiscalizados la informa-
ción relativa a la mercancía que transportan antes de su
arribo al territorio nacional, en los términos y condiciones
que establezca el Servicio de Administración Tributaria
mediante reglas. 

VIII. Comunicar a los consignatarios de los documentos de
transporte, el arribo e ingreso de las mercancías a los re-
cintos fiscalizados en los términos que establezca el Servi-
cio de Administración Tributaria mediante reglas.

... 

ARTICULO 26. Las personas que hayan obtenido conce-
sión o autorización para almacenar mercancías en depósito
ante la aduana tendrán las obligaciones que a continuación
se mencionan, además de las señaladas en la concesión o
autorización respectiva:

...

V. Devolver los contenedores, en los que se encontraban
mercancías que hubieran causado abandono a favor del
Fisco Federal, a sus propietarios o arrendatarios sin que
pueda exigirse pago alguno por concepto de almacenaje de
dichos contenedores.

...

ARTICULO 28. El Fisco Federal responderá por el valor
de las mercancías que, depositadas en los recintos fiscales
y bajo la custodia de las autoridades aduaneras, se extraví-
en, destruyan o queden inutilizables por causas imputables
a las autoridades aduaneras, así como por los créditos fis-
cales pagados en relación con las mismas. El personal
aduanero encargado del manejo y custodia de las mercan-

cías será responsable por los mismos conceptos, ante el
Fisco Federal.

...

Las personas que hayan obtenido concesión o autorización
para prestar los servicios de manejo, almacenaje y custodia
de mercancías, responderán directamente ante el Fisco Fe-
deral por el importe de los créditos fiscales que correspon-
da pagar por las mercancías extraviadas y ante los intere-
sados por el valor que tenían dichas mercancías al
momento de su depósito ante la aduana. Asimismo, res-
ponderán directamente ante el Fisco Federal por el impor-
te de los créditos fiscales que corresponda pagar por las
mercancías que hubiesen entregado sin cumplir con los re-
quisitos que establece la Ley o cuando incurran en infrac-
ciones o delitos relacionados con la introducción, extrac-
ción, manejo, almacenaje o custodia de mercancías de
comercio exterior, así como por el valor de dichas mercan-
cías, tratándose de mercancías embargadas o que hubieran
causado abandono.

...

ARTICULO 29...

I...

II...

a) ...

b) ...

Los plazos a que se refiere este inciso, serán de hasta 45 dí-
as, en aquellos casos en que se cuente con instalaciones pa-
ra el mantenimiento y conservación de las mercancías que
se trate.

...

ARTICULO 32...

Tratándose de mercancías explosivas, inflamables, conta-
minantes o corrosivas, así como de mercancías perecederas
o de fácil descomposición y de animales vivos, el plazo pa-
ra retirar las mercancías a que se refiere el párrafo anterior
será de tres días.

...
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ARTICULO 36...

I...  

En el caso de mercancías susceptibles de ser identificadas
individualmente, deberán indicarse los números de serie,
parte, marca, modelo o, en su defecto, las especificaciones
técnicas o comerciales necesarias para identificar las mer-
cancías y distinguirlas de otras similares, cuando dichos
datos existan, así como la información a que se refiere el
inciso g). Esta información podrá consignarse en el pedi-
mento, en la factura, en el documento de embarque o en re-
lación anexa que señale el número de pedimento corres-
pondiente, firmada por el importador, agente o apoderado
aduanal. No obstante lo anterior, las maquiladoras o las
empresas con programas de exportación autorizados por la
Secretaría de Economía, no estarán obligadas a identificar
las mercancías cuando realicen importaciones temporales,
siempre que los productos importados sean componentes,
insumos y artículos semiterminados, previstos en el pro-
grama que corresponda, cuando estas empresas opten por
cambiar al régimen de importación definitiva deberán
cumplir con la obligación de citar los números de serie de
las mercancías que hubieren importado temporalmente.

...

Para los efectos de las fracciones I y II de este artículo, el
Servicio de Administración Tributaria podrá requerir que
al pedimento o factura, tratándose de pedimentos consoli-
dados, se acompañe la documentación aduanera que se re-
quiera de conformidad con los acuerdos internacionales
suscritos por México.

...

Tratándose del cumplimiento de regulaciones y restriccio-
nes no arancelarias en materia de sanidad animal y vegetal,
la misma deberá verificarse en el recinto fiscal o fiscaliza-
do de las aduanas que señale el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas.

ARTICULO 38. El despacho de las mercancías deberá
efectuarse mediante el empleo de un sistema electrónico
con grabación simultánea en medios magnéticos, en los
términos que el Servicio de Administración Tributaria es-
tablezca mediante reglas. Las operaciones grabadas en los
medios magnéticos en los que aparezca la firma electróni-
ca avanzada y el código de validación generado por la

aduana, se considerará que fueron efectuados por el agente
aduanal, por el mandatario autorizado o por el apoderado
aduanal a quien corresponda dicha firma, salvo prueba en
contrario.

El empleo de la firma electrónica avanzada que correspon-
da a cada uno de los agentes aduanales, mandatarios auto-
rizados y apoderados aduanales, equivaldrá a la firma au-
tógrafa de éstos.

...

ARTICULO 48. Para resolver las consultas que presenten
los importadores, exportadores y agentes o apoderados
aduanales sobre la correcta clasificación arancelaria a que
se refiere el artículo 47 de esta Ley, las autoridades adua-
neras escucharán previamente la opinión del Consejo de
Clasificación Arancelaria, el cual estará integrado por la
autoridad aduanera y los peritos que propongan las confe-
deraciones, cámaras y asociaciones industriales e institu-
ciones académicas. El Servicio de Administración Tributa-
ria establecerá mediante reglas la conformación y las
normas de operación del Consejo. Los dictámenes técnicos
emitidos por el Consejo y respecto de los cuales el Servi -
cio de Administración Tributaria se apoye para emitir sus
resoluciones, deberán publicarse como criterios de clasifi-
cación arancelaria dentro de los 30 días siguientes a aquel
en que la autoridad hubiere emitido la resolución. 

...

ARTICULO 56...

I...

Cuando el Servicio de Administración Tributaria autorice
instalaciones especiales para llevar a cabo operaciones adi-
cionales al manejo, almacenaje y custodia de mercancías
de comercio exterior en recintos fiscalizados, la fecha a
que se refiere esta fracción será en la que las mercancías se
presenten ante las autoridades aduaneras para su despacho,
excepto tratándose de las regulaciones y restricciones no
arancelarias expedidas en materia de sanidad animal y ve-
getal, salud pública, medio ambiente y seguridad nacional,
en cuyo caso serán aplicables las que rijan en la fecha que
corresponda conforme a los incisos anteriores.

...

ARTICULO 59...
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I. Llevar los sistemas de control de inventarios en forma
automatizada, que mantengan en todo momento el registro
actualizado de los datos de control de las mercancías de co-
mercio exterior, mismos que deberán estar a disposición de
la autoridad aduanera.

...

IV. Estar inscritos en el Padrón de Importadores y, en su ca-
so, en el Padrón de Importadores de Sectores Específicos
que están a cargo del Servicio de Administración Tributa-
ria, para lo cual deberán encontrarse al corriente en el cum-
plimiento de sus obligaciones fiscales, así como acreditar
ante las autoridades aduaneras que se encuentran inscritos
en el Registro Federal de Contribuyentes y cumplir con los
demás requisitos que establezca el Reglamento y los que
establezca el Servicio de Administración Tributaria me-
diante reglas. 

...

ARTICULO 90...

F. Recinto fiscalizado estratégico.

ARTICULO 98...

VI. El importador deberá registrar ante el Servicio de Ad-
ministración Tributaria a los agentes o apoderados aduana-
les y transportistas designados que operarán bajo este es-
quema.

...

En el caso de que el pedimento presentado para el despa-
cho de las mercancías de las empresas a que se refiere el
presente artículo contenga datos inexactos, el agente o
apoderado aduanal podrá rectificar los campos que a conti-
nuación se señalan, siempre que se presente el pedimento
de rectificación, dentro del plazo a que se refiere el Regla-
mento.

a) Número de la secuencia de la fracción en el pedimento.

b) Fracción arancelaria.

c) Clave de la unidad de medida de comercialización seña-
lada en la factura correspondiente.

d) Cantidad de mercancía conforme a la unidad de medida
de comercialización.

e) Clave correspondiente a la unidad de medida de aplica-
ción de la TIGIE.

f) Cantidad correspondiente conforme a la unidad de medi-
da de la TIGIE.

g) Descripción de las mercancías.

h) Importe de precio unitario de la mercancía.

i) Marcas, números de identificación y cantidad total de
bultos.

ARTICULO 100...

La inscripción en el registro del despacho de mercancías de
las empresas deberá ser renovada anualmente por los im-
portadores, mediante la presentación de un aviso dentro de
los 30 días anteriores a que venza la vigencia de su regis-
tro, siempre que se acredite que continúan cumpliendo con
los requisitos señalados en este artículo.

...

En ningún caso procederá la renovación de la inscripción o
la autorización de una nueva inscripción, cuando al impor-
tador se le hubiere suspendido previamente del registro de
empresas para el procedimiento de revisión en origen de
mercancías en tres ocasiones.

...

ARTICULO 100-A. El Servicio de Administración Tribu-
taria podrá autorizar la inscripción en el registro de empre-
sas certificadas, a las personas morales que cumplan con
los siguientes requisitos:

I. Que estén constituidas conforme a la legislación mexi-
cana;

II. Que se encuentren al corriente en el cumplimiento de
sus obligaciones fiscales; 

III. Que hayan dictaminado sus estados financieros para
efectos fiscales durante los últimos cinco años, o cuando la
fecha de su constitución no sea anterior a cinco años,
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hubieran dictaminado sus estados financieros para efectos
fiscales por los ejercicios transcurridos desde su constitu-
ción;

IV. Que demuestren el nivel de cumplimiento de sus obli-
gaciones aduaneras en los términos que determine el Ser-
vicio de Administración Tributaria mediante reglas;

V. Que designen a los agentes o apoderados aduanales au-
torizados para promover sus operaciones de comercio ex-
terior. Tratándose de agentes aduanales, la designación y,
en su caso, revocación deberán efectuarse en los términos
del artículo 59 de esta Ley, y

VI. Que designen a las empresas transportistas autorizadas
para efectuar el traslado de las mercancías de comercio ex-
terior, señalando su denominación, clave del Registro Fe-
deral de Contribuyentes y domicilio fiscal.

Para obtener la autorización prevista en el párrafo anterior,
los interesados deberán presentar solicitud ante el Servicio
de Administración Tributaria, acompañando la documenta-
ción que se establezca en reglas, con la cual se acredite el
cumplimiento de los requisitos necesarios para su obtención.

La inscripción en el registro de empresas certificadas de-
berá ser renovada anualmente por las empresas, dentro de
los 30 días anteriores a que venza el plazo de vigencia de
su registro, mediante la presentación de una solicitud,
siempre que se acredite que continúan cumpliendo con los
requisitos señalados para su inscripción. La resolución de-
berá emitirse en un plazo no mayor a 30 días a partir de la
fecha de recepción de la solicitud. Transcurrido dicho pla-
zo sin que se notifique la resolución que corresponda, se
entenderá que la misma es favorable.

En ningún caso procederá la renovación de la inscripción o
la autorización de una nueva inscripción, cuando a la em-
presa le hubiera sido cancelada su autorización para estar
inscrita en el registro de empresas certificadas, dentro de
los cinco años anteriores.

ARTICULO 100-B. Las personas morales inscritas en el
registro de empresas certificadas a que se refiere el artícu-
lo 100-A de esta Ley, tendrán derecho a las siguientes fa-
cilidades administrativas para el despacho aduanero de las
mercancías:

I. Optar por promover el despacho aduanero de mercancí-
as ante cualquier aduana, no obstante que el Servicio de

Administración Tributaria señale aduanas específicas para
practicar el despacho de determinado tipo de mercancías,
en los términos de la fracción I del artículo 144 de la Ley;

II. Las que establezca el Servicio de Administración Tribu-
taria mediante reglas, para la agilización del despacho
aduanero de las mercancías;

III. El despacho a domicilio a la exportación de acuerdo
con los lineamientos que emita el Servicio de Administra-
ción Tributaria mediante reglas;

IV. En la inscripción y ampliación en los padrones de sec-
tores específicos;

V. Considerar como desperdicios los materiales que ya ma-
nufacturados en el país sean rechazados por control de ca-
lidad, así como los que se consideran obsoletos por avan-
ces tecnológicos;

VI. Las relativas a la rectificación de los datos contenidos
en la documentación aduanera, reducción de multas y el
cumplimiento en forma espontánea de sus obligaciones de-
rivadas del despacho aduanero, en los términos y condicio-
nes que establezca el Servicio de Administración Tributa-
ria mediante reglas;

VII. Otras medidas de simplificación y fortalecimiento de
la seguridad jurídica previstas en esta Ley o que establezca
mediante reglas el Servicio de Administración Tributaria.

ARTICULO 101-A. Las mercancías que hayan sido im-
portadas temporalmente por las empresas certificadas a
que se refiere el artículo 100-A de esta Ley, podrán regula-
rizarlas cuando haya transcurrido el plazo de importación
temporal, importándolas definitivamente, previo pago de
las contribuciones y cuotas compensatorias que correspon-
dan con las actualizaciones y recargos calculados en los
términos de los artículos 17-A y 21 del Código Fiscal de la
Federación, a partir del mes en que las mercancías se im-
portaron temporalmente y hasta que se efectúe el pago, así
como efectuar el pago de la multa prevista en el artículo
183, fracción II, primer párrafo de la Ley y previo cumpli-
miento de las demás obligaciones en materia de regulacio-
nes y restricciones no arancelarias.

No podrán ser regularizadas las mercancías en los siguien-
tes casos:
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I. Cuando se trate de mercancías que determine el Servicio
de Administración Tributaria mediante reglas.

II. Cuando la omisión sea descubierta por las autoridades
fiscales o la omisión se pretenda corregir por el contribu-
yente después de que las autoridades aduaneras hubieran
notificado una orden de visita domiciliaria, o haya media-
do requerimiento o cualquiera otra gestión notificada por
las mismas, tendientes a la comprobación del cumplimien-
to de las disposiciones fiscales.

ARTICULO 103...

Las maquiladoras o empresas con programa de exportación
autorizado por la Secretaría de Economía que hubieran re-
tornado al extranjero los productos resultantes de los pro-
cesos de transformación, elaboración o reparación, podrán
retornar dichos productos a territorio nacional cuando ha-
yan sido rechazados por las razones señaladas en este artí-
culo, al amparo de su programa. En este caso, únicamente
se pagará el impuesto general de importación que corres-
ponda al valor de las materias primas o mercancías extran-
jeras que originalmente fueron importadas temporalmente
al amparo del programa, de acuerdo con los porcentajes de
incorporación en el producto que fue retornado, cuando se
efectúe el cambio de régimen a la importación definitiva.
El Servicio de Administración Tributaria establecerá me-
diante reglas las mercancías que pueden sujetarse a lo dis-
puesto en este párrafo y los requisitos de control.

ARTICULO 108...

III. Por la vigencia del programa de maquila o de exporta-
ción, en los siguientes casos:

... 

ARTICULO 109...

Los contribuyentes a que se refiere este artículo, podrán
convertir la importación temporal en definitiva, siempre
que paguen las cuotas compensatorias vigentes al momen-
to del cambio de régimen, el impuesto general de importa-
ción actualizado en los términos del artículo 17-A del Có-
digo Fiscal de la Federación, a partir del mes en que las
mercancías se importaron temporalmente y hasta que se
efectúe el cambio de régimen.

...

Para los efectos del párrafo anterior, las empresas con pro-
gramas de maquila o de exportación, podrán transferir los
desperdicios de las mercancías que hubieran importado
temporalmente, a otras maquiladoras o empresas con pro-
gramas de exportación, que vayan a llevar a cabo los pro-
cesos de transformación, elaboración o reparación, o reali-
zar el retorno de dichas mercancías, siempre que tramiten
un pedimento de exportación por el desperdicio o material
obsoleto a nombre de la persona que realice la transferen-
cia, y conjuntamente se tramite un pedimento de importa-
ción temporal a nombre de la empresa que recibe las mer-
cancías, cumpliendo con los requisitos que señale el
Servicio de Administración Tributaria.

Capítulo VII

Recinto Fiscalizado Estratégico

ARTICULO 135-A. Las personas que tengan el uso o go-
ce de inmuebles ubicados dentro del recinto fiscalizado es-
tratégico habilitado en los términos del artículo 14-D de es-
ta Ley, podrán solicitar la autorización para destinar
mercancías al régimen de recinto fiscalizado estratégico.
No podrán obtener la autorización a que se refiere este ar-
tículo, las personas que cuenten con la autorización para
administrar el recinto fiscalizado estratégico. 

Para que proceda la autorización a que se refiere este artí-
culo, se deberá acreditar ser persona moral constituida de
conformidad con las leyes mexicanas, su solvencia econó-
mica, su capacidad técnica, administrativa y financiera, así
como la de sus accionistas, estar al corriente en el cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales, y cumplir con los re-
quisitos que señale el Servicio de Administración Tributa-
ria mediante reglas.

La autorización se podrá otorgar hasta por un plazo de
veinte años, el cual podrá prorrogarse a solicitud del inte-
resado hasta por un plazo igual, siempre que la solicitud se
presente durante los últimos dos años de la autorización y
se sigan cumpliendo los requisitos previstos para su otor-
gamiento, así como de las obligaciones derivadas de la
misma. En ningún caso, el plazo original de vigencia o de
la prórroga de la autorización será mayor a aquél por el que
el autorizado tenga el legal uso o goce del inmueble.

Las personas que obtengan la autorización a que se refiere
este artículo, deberán adoptar las medidas necesarias y
cumplir con los lineamientos que determine el Servicio de
Administración Tributaria mediante reglas, para el control,
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vigilancia y seguridad del recinto fiscalizado y de las mer-
cancías de comercio exterior y deberán contar con los sis-
temas que permitan el enlace y la transmisión automatiza-
da de la información relativa a las mercancías. La
transmisión de la información se deberá efectuar en los tér-
minos que señale el Servicio de Administración Tributaria
mediante reglas.

Quienes obtengan la autorización a que se refiere este artí -
culo, deberán cumplir con las obligaciones y tendrán las
mismas responsabilidades que las previstas en los artículos
15, 26 y demás relativos de esta Ley para quienes cuenten
con autorización o concesión para el manejo, almacenaje y
custodia de mercancías en depósito ante la aduana. El Ser-
vicio de Administración Tributaria mediante reglas podrá
otorgar las facilidades necesarias.

El Servicio de Administración Tributaria cancelará la auto-
rización a que se refiere este artículo conforme al procedi-
miento previsto en el artículo 144-A de esta Ley, a quienes
dejen de cumplir los requisitos previstos para el otorga-
miento de la autorización, incumplan con las obligaciones
previstas en esta Ley o la autorización o incurran en algu-
na causal de cancelación establecida en esta Ley o en la au-
torización.

ARTICULO 135-B. El régimen de recinto fiscalizado es-
tratégico consiste en la introducción, por tiempo limitado,
de mercancías extranjeras, nacionales o nacionalizadas, a
los recintos fiscalizados estratégicos, para ser objeto de
manejo, almacenaje, custodia, exhibición, venta, distribu-
ción, elaboración, transformación o reparación y se sujeta-
rá a lo siguiente:

I. No se pagarán los impuestos al comercio exterior ni las
cuotas compensatorias, salvo tratándose de mercancías ex-
tranjeras, en los casos previstos en el artículo 63-A de esta
Ley.

II. No estarán sujetas al cumplimiento de las regulaciones
y restricciones no arancelarias y normas oficiales mexica-
nas, excepto las expedidas en materia de sanidad animal y
vegetal, salud pública, medio ambiente y seguridad nacio-
nal.

III. Las mermas resultantes de los procesos de elaboración,
transformación o reparación no causarán contribución al-
guna ni cuotas compensatorias.

IV. Los desperdicios no retornados no causarán contribu-
ciones siempre que se demuestre que han sido destruidos
cumpliendo con las disposiciones de control que para tales
efectos establezca el Servicio de Administración Tributaria
mediante reglas.

Para destinar las mercancías al régimen de recinto fiscali-
zado estratégico, se deberá tramitar el pedimento respecti-
vo o efectuar el registro a través de medios electrónicos
que señale el Servicio de Administración Tributaria me-
diante reglas, determinando las contribuciones y cuotas
compensatorias que correspondan.

A partir de la fecha en que las mercancías nacionales o na-
cionalizadas queden bajo este régimen, se entenderán ex-
portadas definitivamente.

ARTICULO 135-C. Las mercancías extranjeras que se in-
troduzcan a este régimen podrán permanecer en los recin-
tos fiscalizados por un tiempo limitado de hasta dos años,
salvo en los siguientes casos, en los que el plazo será no
mayor al previsto en la Ley del Impuesto sobre la Renta pa-
ra su depreciación:

I. Maquinaria, equipo, herramientas, instrumentos, moldes
y refacciones destinados al proceso productivo;

II. Equipos y aparatos para el control de la contaminación;
para la investigación o capacitación, de seguridad indus-
trial, de telecomunicación y cómputo, de laboratorio, de
medición, de prueba de productos y control de calidad; así
como aquellos que intervengan en el manejo de materiales
relacionados directamente con los bienes objeto de elabo-
ración, transformación o reparación y otros vinculados con
el proceso productivo.

III. Equipo para el desarrollo administrativo.

ARTICULO 135-D. Las mercancías que se introduzcan al
régimen de recinto fiscalizado estratégico podrán retirarse
de dicho recinto para:

I. Importarse definitivamente, si son de procedencia ex-
tranjera.

II. Exportarse definitivamente, si son de procedencia na-
cional.
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III. Retornarse al extranjero las de esa procedencia o rein-
corporarse al mercado las de origen nacional, cuando los
beneficiarios se desistan de este régimen.

IV. Importarse temporalmente por maquiladoras o por em-
presas con programas de exportación autorizados por la Se-
cretaría de Economía.

V. Destinarse al régimen de depósito fiscal.

Durante el plazo de vigencia del régimen, las mercancías
podrán retirarse para su importación cumpliendo con las
disposiciones que determine el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas.

Las mercancías sujetas a este régimen se podrán transferir
de un inmueble ubicados dentro del recinto fiscalizado a
otro ubicado dentro del mismo recinto, o a otro recinto fis-
calizado habilitado en los términos del artículo 14-D de es-
ta Ley, siempre que se cumplan con las formalidades que
para tales efectos establezca el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas.

Los productos resultantes de los procesos de elaboración,
transformación o reparación que retornen al extranjero da-
rán lugar al pago del impuesto general de exportación.

Las personas que hayan obtenido la autorización a que se
refiere el artículo 135-A de esta Ley, responderán directa-
mente ante el Fisco Federal por el importe de los créditos
fiscales que corresponda pagar por las mercancías que se-
an retiradas del recinto fiscalizado sin cumplir con las obli-
gaciones y formalidades que para tales se requieran o cuan-
do incurran en infracciones o delitos relacionados con la
introducción, extracción, manejo, almacenaje o custodia de
las mercancías. Dicha responsabilidad comprenderá el pa-
go de los impuestos al comercio exterior y de las demás
contribuciones, así como de las cuotas compensatorias que
en su caso se causen, y sus accesorios, así como las mul-
tas aplicables. Las personas que hayan obtenido la autori -
zación a que se refiere el artículo 14-D de esta Ley, serán
responsables solidarios en los mismos términos y condi-
ciones.

ARTICULO 144...

VIII. Fijar los lineamientos para las operaciones de carga,
descarga, manejo de mercancías de comercio exterior y pa-
ra la circulación de vehículos dentro de los recintos fisca-
les y fiscalizados y señalar dentro de dichos recintos las

áreas restringidas para el uso de aparatos de telefonía celu-
lar, o cualquier otro medio de comunicación; así como ejer-
cer en forma exclusiva el control y vigilancia sobre la en-
trada y salida de mercancías y personas en dichos lugares,
en los aeropuertos y puertos marítimos autorizados para el
tráfico internacional y en las aduanas fronterizas.

IX. Inspeccionar y vigilar permanentemente en forma ex-
clusiva, el manejo, transporte o tenencia de las mercancías
en los recintos fiscales y fiscalizados.

...

XI. Verificar en forma exclusiva durante su transporte, la
legal importación o tenencia de mercancías de procedencia
extranjera en todo el territorio nacional, para lo cual podrá
apoyarse en el dictamen aduanero a que se refiere el artí -
culo 43 de esta Ley.

...

XXVI. Dar a conocer la información contenida en los pe-
dimentos, a las Cámaras y Asociaciones Industriales agru-
padas por la Confederación, en términos de la Ley de Cá-
maras Empresariales y sus Confederaciones, que participen
con el Servicio de Administración Tributaria en el Progra-
ma de Control Aduanero y Fiscalización por Sector Indus-
trial. Asimismo, podrá dar a conocer a los contribuyentes
la información de los pedimentos de las operaciones que
hayan efectuado.

...

XXX. Ordenar y practicar el embargo precautorio en los
términos del Código Fiscal de la Federación, de las canti-
dades en efectivo, en cheques nacionales o extranjeros, ór-
denes de pago o cualquier otro documento por cobrar o una
combinación de ellos, superiores al equivalente en la mo-
neda o monedas de que se trate, a diez mil dólares de los
Estados Unidos de América, cuando se omita declararlas a
las autoridades aduaneras, al entrar o salir del territorio na-
cional, conforme a lo dispuesto en el artículo 9o. de esta
Ley.

XXXI. Promover la enajenación para la exportación de las
mercancías que hayan pasado a propiedad del Fisco Fede-
ral, mediante licitaciones internacionales. En los casos a
que se refiere la fracción II del artículo 145 de esta Ley.
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XXXII. Las demás que sean necesarias para hacer efecti-
vas las facultades a que este precepto se refiere.

ARTICULO 144-A. El Servicio de Administración Tribu-
taria podrá revocar las concesiones o cancelar las autoriza-
ciones otorgadas en los términos de esta Ley, por cualquie-
ra de las siguientes causas:

...

La autoridad aduanera, podrá levantar provisionalmente la
suspensión a que se refiere el párrafo anterior, cuando la
suspensión afecte la operación aduanera o de comercio ex-
terior del país, hasta en tanto se adopten las medidas nece-
sarias para resolver dicha situación.

...

ARTICULO 145...

I. Que el producto de la enajenación sea suficiente para cu-
brir los gastos relacionados con el almacenamiento, trasla-
do y demás que sean necesarios para efectuar el destino de
las mercancías. La diferencia deberá invertirse en Certifi-
cados de la Tesorería, a fin de que en los supuestos de dic-
tarse alguna resolución posterior o de los señalados en los
artículos 28 y 34 de esta Ley, se disponga la aplicación del
producto y rendimientos citados, conforme proceda.

...

II. Que en la enajenación de las mercancías se eviten per-
juicios a los sectores de la economía, la seguridad nacional,
la salud pública, y el medio ambiente, para lo cual se po-
drán enajenar para su exportación.

III. Las mercancías y sus envases podrán tener los sellos y
marcas que las identifiquen como propiedad del Fisco Fe-
deral y no estarán sujetas a requisitos adicionales.

IV. En su caso, destruir la mercancía.

...

El Servicio de Administración Tributaria podrá asignar las
mercancías a que se refiere este artículo para uso del pro-
pio Servicio o bien para otras dependencias del Gobierno
Federal, entidades paraestatales, entidades federativas,
Distrito Federal y municipios, así como a los poderes Le-
gislativo y Judicial. En este caso no se requerirá la opinión

previa del Consejo. El Servicio de Administración Tributa-
ria deberá enviar mensualmente un reporte de las asigna-
ciones al Consejo y a la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión y en periodo de receso a la
Comisión Permanente. También podrá donarlas a las per-
sonas morales con fines no lucrativos autorizadas para re-
cibir donativos deducibles en los términos de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, previa opinión del Consejo esta-
blecido en este artículo.

...

ARTICULO 151...

II. Cuando se trate de mercancías de importación o expor-
tación prohibida o sujeta a las regulaciones y restricciones
no arancelarias a que se refiere la fracción II, del artículo
176 de esta Ley y no se acredite su cumplimiento o sin
acreditar el cumplimiento de las normas oficiales mexica-
nas o, en su caso, se omita el pago de cuotas compensato-
rias. Tratándose de las normas oficiales mexicanas de in-
formación comercial, sólo procederá el embargo cuando el
incumplimiento se detecte en el ejercicio de visitas domi-
ciliarias o verificación de mercancías en transporte. 

...

Ultimo párrafo (se deroga).

ARTICULO 157. Tratándose de mercancías perecederas,
de fácil descomposición o deterioro, de animales vivos o
de automóviles y camiones, que sean objeto de embargo
precautorio y que dentro de los diez días siguientes a su
embargo, o de los cuarenta y cinco tratándose de automó-
viles y camiones no se hubiere comprobado su legal estan-
cia o tenencia en el país, el Servicio de Administración Tri-
butaria podrá proceder a su destrucción, donación,
asignación o venta, cuyo producto se invertirá en Certifi -
cados de la Tesorería de la Federación a fin de que al dic-
tarse la resolución correspondiente, se disponga la aplica-
ción del producto y rendimientos citados, conforme
proceda. Lo dispuesto en este artículo también será aplica-
ble tratándose de las mercancías a que se refiere el artículo
151, fracciones VI y VII de esta Ley cuando, dentro de los
diez días siguientes a su embargo, no se hubieran desvir-
tuado los supuestos que hayan dado lugar al embargo pre-
cautorio o no se hubiera acreditado que el valor declarado
fue determinado de conformidad con el Título III, Capítu-
lo III, Sección Primera de esta Ley.
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Cuando la resolución definitiva ordene la devolución de las
mercancías y la autoridad aduanera haya comunicado al
particular que existe imposibilidad para devolver las mis-
mas, el particular podrá optar por solicitar la entrega de un
bien sustituto con valor similar, salvo que se trate de mer-
cancías perecederas, de fácil descomposición, de animales
vivos o de las mercancías a que se refiere el artículo 151,
fracciones VI y VII de esta Ley, o el valor del bien, actua-
lizado conforme lo establece el párrafo siguiente. 

En el caso de que el Servicio de Administración Tributaria
haya procedido a la destrucción, donación, asignación o
venta de la mercancía, la resolución definitiva que ordene
la devolución de la misma, considerará el valor determina-
do en la clasificación arancelaria, cotización y avalúo prac-
ticado por la autoridad aduanera competente con motivo
del procedimiento administrativo en materia aduanera, ac-
tualizándolo en los términos establecidos en el artículo 17-
A del Código Fiscal de la Federación hasta que se dicte la
resolución que autoriza el pago.

El particular que obtenga una resolución administrativa o
judicial firme, que ordene la devolución o el pago del va-
lor de la mercancía o, en su caso, que declare la nulidad de
la resolución que determinó que la mercancía pasó a pro-
piedad del Fisco Federal, podrá solicitar al Servicio de Ad-
ministración Tributaria la devolución de la mercancía, o en
su caso, el pago del valor de la mercancía, dentro del pla-
zo de dos años, de acuerdo con lo establecido en este artí -
culo.

Tratándose de las mercancías a que se refiere el artículo
151, fracciones VI y VII de esta Ley, la resolución defini-
tiva que ordene la devolución del valor de las mercancías,
considerará el valor declarado en el pedimento, adicionado
con el coeficiente de utilidad a que se refiere el artículo 90
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que corresponda
conforme al giro de actividades del interesado.

ARTICULO 158. Las autoridades aduaneras, con motivo
del ejercicio de sus facultades de comprobación, procede-
rán a la retención de las mercancías o de los medios de
transporte, en los siguientes casos:

I. Cuando con motivo del reconocimiento aduanero, se-
gundo reconocimiento o verificación de mercancía en
transporte, no se presente el documento en el que conste el
depósito efectuado en la cuenta aduanera de garantía en el
caso de que el valor declarado sea inferior al precio esti-
mado.

II. Cuando con motivo del reconocimiento aduanero o se-
gundo reconocimiento, no se acredite el cumplimiento de
normas oficiales mexicanas de información comercial.

Asimismo, procederá la retención de los medios de trans-
porte de las mercancías que hubieran ocasionado daños en
los recintos fiscales, en este supuesto las mercancías no se-
rán objeto de retención.

Las autoridades aduaneras en el acta de retención que para
tal efecto se levante, harán constar la fundamentación y
motivación que dan lugar a la retención de la mercancía o
de los medios de transporte, debiendo señalarse al intere-
sado que tiene un plazo de quince días, para que presente
la garantía a que se refiere el artículo 36, fracción I, inciso
e) de esta Ley, o de treinta días para que dé cumplimiento
a las normas oficiales mexicanas de información comercial
o se garanticen o paguen los daños causados al recinto fis-
cal por el medio de transporte, apercibiéndolo que de no
hacerlo, la mercancía o el medio de transporte, según co-
rresponda, pasarán a propiedad del Fisco Federal, sin que
para ello se requiera notificación de resolución alguna. Los
plazos señalados en este párrafo se computarán a partir del
día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación del
acta de retención.

ARTICULO 159...

II. No haber sido condenado por sentencia ejecutoriada por
delito doloso y en el caso de haber sido agente o apodera-
do aduanal, su patente o autorización no hubieran sido can-
celadas.

...

ARTICULO 160...

VI...

Para ser mandatario de agente aduanal se requiere contar
con poder notarial y con experiencia aduanera mayor a dos
años, aprobar el examen que, mediante reglas determine el
Servicio de Administración Tributaria y que solamente
promueva el despacho en representación de un agente
aduanal.

...

VII. Realizar los actos que le correspondan conforme a es-
ta Ley en el despacho de las mercancías, empleando el
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sistema electrónico y la firma electrónica avanzada que le
asigne el Servicio de Administración Tributaria.

...

ARTICULO 162...

XII. Presentar aviso al Servicio de Administración Tributa-
ria, dentro de los quince días siguientes a aquél en que
constituya una sociedad de las previstas en la fracción II
del artículo 163 de esta Ley.

ARTICULO 177...

III. Durante el plazo a que se refiere el artículo 108, frac-
ción I de esta Ley, la maquiladora o empresa con programa
de exportación autorizado por la Secretaría de Economía
que hubiera efectuado la importación temporal, no acredi-
ten que las mercancías fueron retornadas al extranjero, se
destinaron a otro régimen aduanero o que se encuentran en
el domicilio en el cual se llevará a cabo el proceso para su
elaboración, transformación o reparación manifestado en
su programa.

...

ARTICULO 178...

III. Multa del 70% al 100% del valor comercial de las mer-
cancías, cuando su importación o exportación esté prohibi-
da o cuando las maquiladoras y empresas con programa au-
torizado por la Secretaría de Economía realicen las
importaciones temporales a que se refiere la fracción III.

...

ARTICULO 180-A. Cometen la infracción de uso indebi-
do de funciones dentro del recinto fiscal, quienes realicen
cualquier diligencia o actuación dentro de los recintos fis-
cales o fiscalizados, sin autorización expresa de las autori-
dades aduaneras. 

ARTICULO 181. Se impondrá una multa de $1,000.00 a
$1,500.00, sin actualización, a quien cometa la infracción
a que se refieren los artículos 180 y 180-A de esta Ley.

...

ARTICULO 184...

I. Omitan presentar a las autoridades aduaneras, o lo hagan
en forma extemporánea, los documentos que amparen las
mercancías que importen o exporten, que transporten o que
almacenen, los pedimentos, facturas, copias de las cons-
tancias de exportación, declaraciones, manifiestos o guías
de carga, avisos, relaciones de mercancías y equipaje, au-
torizaciones, así como el documento en que conste la ga-
rantía a que se refiere el artículo 36, fracción I, inciso e) de
esta Ley en los casos en que la ley imponga tales obliga-
ciones.

...

IX. Omitan transmitir electrónicamente la siguiente infor-
mación:

a) La relativa a cada pasajero, tripulante y medio de trans-
porte a que se refiere el primer párrafo del artículo 7o. de
esta Ley.

b) La relativa a las mercancías que por cada medio de
transporte vayan a arribar a territorio nacional a que se re-
fiere la fracción VII del artículo 20 de esta Ley.

...

XVII. Omitan presentar el aviso a que se refiere la fracción
XII del artículo 162 de esta Ley.

XVIII. Omitan presentar la documentación aduanera a que
se refiere el segundo párrafo, del artículo 36 de esta Ley.

ARTICULO 185. Se aplicarán las siguientes multas a
quienes cometan las infracciones relacionadas con las obli-
gaciones de presentar documentación y declaraciones, así
como de transmisión electrónica de la información, previs-
tas en el artículo 184 de esta Ley:

I. Multa de $2,000.00 a $3,000.00, en caso de omisión a las
mencionadas en las fracciones I, II y XVIII. Las multas se
reducirán al 50% cuando la presentación sea extemporá-
nea. 

...

VIII. Multa de $40,000.00 a $60,000.00, en el caso de la
transmisión electrónica señalada en la fracción IX, por la
omisión de cada pasajero, tripulante o medio de transporte
que arribe a territorio nacional, a que se refiere el inciso a)
y por la omisión relativa a la mercancía por cada medio de
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transporte a que se refiere el inciso b). La multa se reduci-
rá en un 50%, en el caso de que la transmisión electrónica
sea extemporánea, incompleta o contenga información in-
correcta.

...

XIV. Multa de $10,000.00 a $15,000.00, a la señalada en la
fracción XVII, por cada periodo de 15 días o fracción que
transcurra desde la fecha en que se debió presentar el avi-
so y hasta que el mismo  se presente.

ARTICULO 185-A. Comete la infracción relacionada con
la obligación de llevar los sistemas de control de inventa-
rios, quienes no cumplan con lo dispuesto en la fracción I
del artículo 59 de esta Ley.

ARTICULO 185-B. Se aplicará una multa de $10,000.00
a $20,000.00 a quienes cometan la infracción relacionada
con la obligación de llevar los sistemas de control de in-
ventarios prevista en el artículo 185-A de esta Ley.

ARTICULO 186...

VII. Las personas que hubieren obtenido concesión o auto-
rización para almacenar mercancías cuando las entreguen
sin cumplir con las obligaciones establecidas en las frac-
ciones VI y VII del artículo 26 de esta Ley.

...

XIV. Las personas que hubieran obtenido concesión o au-
torización para prestar los servicios de manejo, almacenaje
y custodia de mercancías de comercio exterior, cuando no
cumplan con alguna de las obligaciones previstas en el pri-
mer párrafo y en las fracciones I a VI y VIII y los linea-
mientos a que se refiere el primer párrafo del artículo 15 y
en la fracción III del artículo 26 de esta Ley.

...

XX. Cuando las personas que operen o administren puertos
de altura, aeropuertos internacionales o que presten los ser-
vicios auxiliares de terminales ferroviarias de pasajeros y
de carga, no cumplan con alguna de las obligaciones a que
se refiere el artículo 4o. de esta Ley.

XXI. Las empresas que hubieran obtenido autorización pa-
ra prestar los servicios de carga, descarga y maniobras de
mercancías de comercio exterior en recintos fiscales, cuan-

do no cumplan con los lineamientos a que se refiere el se-
gundo párrafo del artículo 14-C de esta Ley.

XXII. Quienes efectúen la transferencia o desconsolida-
ción de mercancías sin cumplir con los requisitos y condi-
ciones aplicables.

XXIII. Las personas que hubieran obtenido la autorización
a que se refiere el artículo 14-D o 135-A, cuando no cum-
plan con alguna de las obligaciones previstas en la Ley o
en la autorización respectiva.

ARTICULO 187...

I. Multa de $4,000.00 a $5,500.00, a las señaladas en las
fracciones I, II, IV, V, Xl, XXI y XXII.

...

VI. Multa de $40,000.00 a $60,000.00, a la señalada en la
fracción VIII.

...

XII. Multa de $250,000.00 a $400,000.00, a la señalada en
la fracción XX, por cada periodo de 20 días o fracción que
transcurra desde la fecha en que se debió dar cumplimien-
to a la obligación y hasta que la misma se cumpla.

XIII. Multa equivalente del 80% al 100% de las contribu-
ciones y cuotas compensatorias que se hubieran omitido,
cuando no se haya cubierto lo que correspondía pagar o del
30% al 50% del valor comercial de las mercancías si están
exentas o se trata de retorno al extranjero, a la señalada en
la fracción VII. En el caso de reincidencia, la sanción con-
sistirá en la suspensión provisional del recinto fiscalizado
por un plazo de dos a treinta días.

XIV. Multa de $40,000.00 a $60,000.00, a la señalada en la
fracción XIV. En el caso de reincidencia, la sanción con-
sistirá en la suspensión provisional del recinto fiscalizado
por un plazo de dos a treinta días.

XV. Multa de $500,000.00 a $1,000,000.00 a la señalada
en la fracción XXIII.

Tratándose de los plazos de suspensión provisional a que
se refieren las fracciones XIII y XIV de este artículo, el ti-
tular del recinto fiscalizado únicamente podrá concluir las
operaciones que tuviera iniciadas a la fecha en que le sea

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados464



notificada la orden de suspensión, sin que durante dicho
plazo pueda iniciar nuevas operaciones.

ARTICULO 194. A quienes omitan enterar las contribu-
ciones y aprovechamientos a que se refieren los artículos
15, fracción VII, 16-A, último párrafo, 16-B, último párra-
fo, 21, fracción IV y 120, penúltimo párrafo de esta Ley
dentro de los plazos señalados en los mismos, se les apli-
cará una multa del 10% al 20% del monto del pago omiti -
do, cuando la infracción sea detectada por la autoridad
aduanera, sin perjuicio de las demás sanciones que resulten
aplicables.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY
ADUANERA.

Artículo primero. El presente Decreto entrará en vigor el
día 1o. de enero del 2003, excepto por lo que se refiere a:

I. La modificación al artículo 5o. de la Ley Aduanera, en-
trará en vigor en la fecha que entren en vigor las modifica-
ciones al artículo 70 del Código Fiscal de la Federación, re-
lativas a la actualización de multas.

II. La adición del artículo 14-C a la Ley Aduanera, entrará
en vigor a los 90 días siguientes a aquel en que el Servicio
de Administración Tributaria publique los requisitos, con-
diciones y lineamientos en las reglas de carácter general.

III. La modificación al artículo 48, primer párrafo, de la
Ley Aduanera entrará en vigor el 1o. de abril del 2003. 

IV. Las adiciones a los artículos 14-D, 135-A, 135-B, 135-
C y 135-D de la Ley Aduanera, entrarán en vigor en 180
días siguientes a su publicación.

Artículo segundo. En relación con las reformas, adiciones
y derogaciones, a que se refiere este Decreto se estará a lo
siguiente:

I. Por los aprovechamientos a que se refieren los artículos
16-A y 16-B de la Ley Aduanera, que se hubieran pagado
sin haber sido actualizados en el mes de julio del 2002 en
los términos del artículo 17-B del Código Fiscal de la Fe-
deración, no se exigirán las diferencias que correspondan
por dicha actualización. Respecto de los mencionados
aprovechamientos no se efectuará en el mes de enero del
2003, la actualización prevista en el artículo 5o. de la Ley
Aduanera. Lo dispuesto en este artículo en ningún caso da-
rá lugar a la devolución de los aprovechamientos pagados. 

II. Los titulares de las concesiones y autorizaciones para
prestar los servicios de manejo, almacenaje y custodia de
las mercancías de comercio exterior, podrán cumplir con la
obligación de contar con las cámaras de circuito cerrado de
video para el control, seguridad y vigilancia de las mer-
cancías, a que se refiere la fracción III del artículo 15 de la
Ley Aduanera, a más tardar el 30 de junio del 2003.

III. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 100-A,
fracción III de esta Ley, las empresas que con anterioridad
al 1o. de enero de 2003 no hubieran dictaminado sus esta-
dos financieros para efectos fiscales, podrán tener por
cumplido el requisito previsto en dicha disposición legal, si
hubieran presentado el aviso para dictaminar sus estados fi-
nancieros del ejercicio de 2002, conforme a lo previsto en
el artículo 32-A del Código Fiscal de la Federación, o bien,
si presentan dicho aviso por el ejercicio fiscal de 2003 y
siempre que continúen dictaminando sus estados financie-
ros para efectos fiscales por todos los ejercicios subse-
cuentes.

IV. Los agentes aduanales que con anterioridad al 1o. de
enero del 2003, hubieran constituido sociedades en los tér-
minos de la fracción II del artículo 163 de la Ley Aduane-
ra, deberán presentar el aviso a que se refiere la fracción
XII del artículo 162 de la misma ley, en un plazo no mayor
a 30 días contados a partir de la fecha en que entre en vi-
gor la presente Ley. En el caso de que dicho aviso no sea
presentado en el plazo señalado, se aplicará una multa de
$10,000.00 a $15,000.00 por cada periodo de 15 días o
fracción que transcurra desde la fecha en que se deba pre-
sentar el aviso y hasta que el mismo se presente.

V. El apoderado o representante de agente aduanal que con-
tara con este nombramiento con anterioridad al 1o. de ene-
ro de 2001, podrá ser mandatario de agente aduanal, con-
servando sus derechos, sin que le sea aplicable lo
establecido en la fracción VI, segundo párrafo, del artículo
160 de esta Ley.

VI. Respecto del fideicomiso público para el Programa de
Mejoramiento de los Medios de informática y de Control
de las Autoridades Aduaneras, establecido en los artículos
16-A y 16-B de esta Ley, la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público deberá rendir, dentro del Informe Trimestral
sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la
Deuda Pública, los ingresos y egresos realizados por dicho
fideicomiso en el periodo señalado. Asimismo, enviará las
reglas de operación que operen para dicho fideicomiso.
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Artículo tercero. El Ejecutivo Federal, por conducto, de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, enviará al Con-
greso de la Unión, un informe trimestral en el que se deta-
llen los recursos que se recauden por las autoridades adua-
neras, incluyendo el monto de lo recaudado y el destino
que se le ha dado a dichos recursos. Además, anualmente
deberá enviar al Congreso de la Unión, un programa anual
de inversiones.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.— México,
DF., a 13 de diciembre de 2002.- Sen. Enrique Jackson Ra-
mírez, Presidente; sen. Rafael Melgoza Radillo, secretario.

Se devuelve a la Cámara de Diputados para los efectos de
lo dispuesto por el inciso e) del artículo 72 constitucio-
nal.— México, DF, a 13 de diciembre de 2002.— Arturo
Garita, Secretario General de Servicios Parlamentarios.»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION 
Y GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Asimismo hemos recibido proyecto de decreto enviado por
esta Cámara de Diputados al Senado de la República con el
tema de Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes.

Para los efectos de lo dispuesto por el inciso e) del artícu-
lo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, me permito devolver a ustedes minuta proyecto de
decreto por el que se expide la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos. 

Atentamente.

México, DF, a 13 de diciembre de 2002.— Sen. Enrique
Jackson Ramírez (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.—  México, DF.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL PARA
LA PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS

RESIDUOS. 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y GESTION
INTEGRAL DE LOS RESIDUOS 

TITULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES 

CAPITULO UNICO

OBJETO Y AMBITO DE APLICACION DE LA LEY 

Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria de las dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos que se refieren a la protección al ambiente
en materia de prevención y gestión integral de residuos, en
el territorio nacional. 

Sus disposiciones son de orden público e interés social y
tienen por objeto garantizar el derecho de toda persona al
medio ambiente adecuado y propiciar el desarrollo susten-
table a través de la prevención de la generación, la valori-
zación y la gestión integral de los residuos peligrosos, de
los residuos sólidos urbanos y de manejo especial; prevenir
la contaminación de sitios con estos residuos y llevar a ca-
bo su remediación, así como establecer las bases para: 

I. Aplicar los principios de valorización, responsabilidad
compartida y manejo integral de residuos, bajo criterios de
eficiencia ambiental, tecnológica, económica y social, los
cuales deben de considerarse en el diseño de instrumentos,
programas y planes de política ambiental para la gestión de
residuos; 

II. Determinar los criterios que deberán de ser considera-
dos en la generación y gestión integral de los residuos, pa-
ra prevenir y controlar la contaminación del medio am-
biente y la protección de la salud humana; 

III. Establecer los mecanismos de coordinación que, en
materia de prevención de la generación, la valorización y la
gestión integral de residuos, corresponden a la Federación,
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las entidades federativas y los municipios, bajo el principio
de concurrencia previsto en el artículo 73 fracción XXIX-
G de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 

IV. Formular una clasificación básica y general de los resi-
duos que permita uniformar sus inventarios, así como
orientar y fomentar la prevención de su generación, la va-
lorización y el desarrollo de sistemas de gestión integral de
los mismos; 

V. Regular la generación y manejo integral de residuos pe-
ligrosos, así como establecer las disposiciones que serán
consideradas por los gobiernos locales en la regulación de
los residuos que conforme a esta Ley sean de su compe-
tencia; 

VI. Definir las responsabilidades de los productores, im-
portadores, exportadores, comerciantes, consumidores y
autoridades de los diferentes niveles de gobierno, así como
de los prestadores de servicios en el manejo integral de los
residuos; 

VII. Fomentar la valorización de residuos, así como el des-
arrollo de mercados de subproductos, bajo criterios de efi-
ciencia ambiental, tecnológica y económica, y esquemas
de financiamiento adecuados; 

VIII. Promover la participación corresponsable de todos
los sectores sociales, en las acciones tendientes a prevenir
la generación, valorización y lograr una gestión integral de
los residuos ambientalmente adecuada, así como tecnoló-
gica, económica y socialmente viable, de conformidad con
las disposiciones de esta Ley; 

IX. Crear un sistema de información relativa a la genera-
ción y gestión integral de los residuos peligrosos, sólidos
urbanos y de manejo especial, así como de sitios contami-
nados y remediados; 

X. Prevenir la contaminación de sitios por el manejo de
materiales y residuos, así como definir los criterios a los
que se sujetará su remediación; 

XI. Regular la importación y exportación de residuos; 

XII. Fortalecer la investigación y desarrollo científico, así
como la innovación tecnológica, para reducir la generación
de residuos y diseñar alternativas para su tratamiento,
orientadas a procesos productivos más limpios; y 

XIII. Establecer medidas de control y de seguridad para ga-
rantizar el cumplimiento y la aplicación de esta Ley y las
disposiciones que de ella se deriven, así como para la im-
posición de las sanciones que correspondan.

Artículo 2.- En la formulación y conducción de la política
en materia de prevención, valorización y gestión integral
de los residuos a que se refiere esta Ley, la expedición de
disposiciones jurídicas y la emisión de actos que de ella de-
riven, así como en la generación y manejo integral de resi-
duos, según corresponda, se observarán los siguientes prin-
cipios: 

I. El derecho de toda persona a vivir en un medio ambien-
te adecuado para su desarrollo y bienestar; 

II. Sujetar las actividades relacionadas con la generación y
manejo integral de los residuos a las modalidades que dic-
te el orden e interés público para el logro del desarrollo na-
cional sustentable: 

III. La prevención y minimización de la generación de los
residuos, de su liberación al ambiente, y su transferencia de
un medio a otro, así como su manejo integral para evitar
riesgos a la salud y daños a los ecosistemas; 

IV. Corresponde a quien genere residuos, la asunción de los
costos derivados del manejo integral de los mismos y, en su
caso, de la reparación de los daños; 

V. La responsabilidad compartida de los productores, im-
portadores, exportadores, comercializadores, consumido-
res,  empresas de servicios de manejo de residuos y de las
autoridades de los tres órdenes de gobierno es fundamental
para lograr que el manejo integral de los residuos sea am-
bientalmente eficiente, tecnológicamente viable y econó-
micamente factible; 

VI. La valorización de los residuos para su aprovecha-
miento como insumos en las actividades productivas; 

VII. El acceso público a la información, la educación am-
biental y la capacitación, para lograr la prevención de la
generación y el manejo sustentable de los residuos; 

VIII. La disposición final de residuos limitada sólo a aque-
llos cuya valorización o tratamiento no sea económica-
mente viable, tecnológicamente factible y ambientalmente
adecuada; 
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IX. La selección de sitios para la disposición final de resi-
duos de conformidad con las normas oficiales mexicanas y
con los programas de ordenamiento ecológico y desarrollo
urbano; 

X. La realización inmediata de acciones de remediación de
los sitios contaminados, para prevenir o reducir los riesgos
inminentes a la salud y al ambiente; 

XI. La producción limpia como medio para alcanzar el
desarrollo sustentable; y 

XII. La valorización, la responsabilidad compartida y el
manejo integral de residuos, aplicados bajo condiciones de
eficiencia ambiental, tecnológica, económica y social, en el
diseño de instrumentos, programas y planes de política
ambiental para la gestión de residuos.

En todo lo no previsto en la presente Ley, se aplicarán, en
lo conducente, las disposiciones contenidas en otras leyes
relacionadas con la materia que regula este ordenamiento. 

Artículo 3.- Se consideran de utilidad pública: 

I. Las medidas necesarias para evitar el deterioro o la des-
trucción que los elementos naturales puedan sufrir, en per-
juicio de la colectividad, por la liberación al ambiente de
residuos; 

II. La ejecución de obras destinadas a la prevención, con-
servación, protección del medio ambiente y remediación
de sitios contaminados, cuando éstas sean imprescindibles
para reducir riesgos a la salud. 

III. Las medidas de emergencia que las autoridades apli-
quen en caso fortuito o fuerza mayor, tratándose de conta-
minación por residuos peligrosos; 

IV. Las acciones de emergencia para contener los riesgos a
la salud derivados del manejo de residuos.

Las medidas, obras y acciones a que se refiere este artícu-
lo se deberán sujetar a los procedimientos que establezcan
las leyes en la materia y al Reglamento de esta Ley. 

Artículo 4.- Se exceptúan de la aplicación de esta Ley los
residuos radiactivos, los que estarán sujetos a los ordena-
mientos específicos que resulten aplicables. 

Artículo 5.- Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

I. Agente Infeccioso: Microorganismo capaz de causar una
enfermedad si se reúnen las condiciones para ello, y cuya
presencia en un residuo lo hace peligroso; 

II. Aprovechamiento de los Residuos: Conjunto de accio-
nes cuyo objetivo es recuperar el valor económico de los
residuos mediante su reutilización, remanufactura, redise-
ño, reciclado y recuperación de materiales secundados o de
energía; 

III. Caracterización de Sitios Contaminados: Es la determi-
nación cualitativa y cuantitativa de los contaminantes quí-
micos o biológicos presentes, provenientes de materiales o
residuos peligrosos, para estimar la magnitud y tipo de
riesgos que conlleva dicha contaminación; 

IV. Co-procesamiento: Integración ambientalmente segura
de los residuos generados por una industria o fuente cono-
cida, como insumo a otro proceso productivo; 

VI. Disposición Final: Acción de depositar o confinar per-
manentemente residuos en sitios e instalaciones cuyas ca-
racterísticas permitan prevenir su liberación al ambiente y
las consecuentes afectaciones a la salud de la población y a
los ecosistemas y sus elementos; 

VII. Envase: Es el componente de un producto que cumple
la función de contenerlo y protegerlo para su distribución,
comercialización y consumo; 

VIII. Evaluación del Riesgo Ambiental: Proceso metodoló-
gico para determinar la probabilidad o posibilidad de que se
produzcan efectos adversos, como consecuencia de la expo-
sición de los seres vivos a las sustancias contenidas en los re-
siduos peligrosos o agentes infecciosos que los forman; 

IX. Generación: Acción de producir residuos a través del
desarrollo de procesos productivos o de consumo; 

X. Generador: Persona física o moral que produce resi-
duos, a través del desarrollo de procesos productivos o de
consumo; 

XI. Gestión Integral de Residuos: Conjunto articulado e in-
terrelacionado de acciones normativas, operativas, finan-
cieras, de planeación, administrativas, sociales, educativas,
de monitoreo, supervisión y evaluación, para el manejo de
residuos, desde su generación hasta la disposición final, a
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fin de lograr beneficios ambientales, la optimización eco-
nómica de su manejo y su aceptación social, respondiendo
a las necesidades y circunstancias de cada localidad o re-
gión; 

XII. Gestor: Persona física o moral autorizada en los tér-
minos de este ordenamiento, para realizar la prestación de
los servicios de una o más de las actividades de manejo in-
tegral de residuos; 

XIII. Gran Generador: Persona física o moral que genere
una cantidad igual o superior a 10 toneladas en peso bruto
total de residuos al año o su equivalente en otra unidad de
medida; 

XIV. Incineración: Cualquier proceso para reducir el volu-
men y descomponer o cambiar la composición física, quí-
mica o biológica de un residuo sólido, líquido o gaseoso,
mediante oxidación térmica, en la cual todos los factores
de combustión, como la temperatura, el tiempo de reten-
ción y la turbulencia, pueden ser controlados, a fin de al-
canzar la eficiencia, eficacia y los parámetros ambientales
previamente establecidos. En esta definición se incluye la
pirólisis, la gasificación y plasma, sólo cuando los subpro-
ductos combustibles generados en estos procesos sean so-
metidos a combustión en un ambiente rico en oxígeno; 

XV. Inventario de Residuos: Base de datos en la cual se
asientan con orden y clasificación los volúmenes de gene-
ración de los diferentes residuos, que se integra a partir de
la información proporcionada por los generadores en los
formatos establecidos para tal fin, de conformidad con lo
dispuesto en este ordenamiento; 

XVI. Ley: Ley General para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos; 

XVII. Lixiviado: Líquido que se forma por la reacción,
arrastre o filtrado de los materiales que constituyen los resi-
duos y que contiene en forma disuelta o en suspensión, sus-
tancias que pueden infiltrarse en los suelos o escurrirse fue-
ra de los sitios en los que se depositan los residuos y que
puede dar lugar a la contaminación del suelo y de cuerpos de
agua, provocando su deterioro y representar un riesgo po-
tencial a la salud humana y de los demás organismos vivos; 

XVIII. Manejo Integral: Las actividades de reducción en la
fuente, separación, reutilización, reciclaje, co-procesa-
miento, tratamiento biológico, químico, físico o térmico,
acopio, almacenamiento, transporte y disposición final de

residuos, individualmente realizadas o combinadas de ma-
nera apropiada, para adaptarse a las condiciones y necesi-
dades de cada lugar, cumpliendo objetivos de valorización,
eficiencia sanitaria, ambiental, tecnológica, económica y
social; 

XIX. Material: Sustancia, compuesto o mezcla de ellos,
que se usa como insumo y es un componente de productos
de consumo, de envases, empaques, embalajes y de los re-
siduos que estos generan; 

XX. Microgenerador: Establecimiento industrial, comer-
cial o de servicios que genere una cantidad de hasta cua-
trocientos kilogramos de residuos peligrosos al año o su
equivalente en otra unidad de medida; 

XXII. Pequeño Generador: Persona física o moral que ge-
nere una cantidad igual o mayor a cuatrocientos kilogra-
mos y menor a diez toneladas en peso bruto total de resi-
duos al año o su equivalente en otra unidad de medida; 

XXIII. Plan de Manejo: Instrumento cuyo objetivo es mi-
nimizar la generación y maximizar la valorización de resi-
duos sólidos urbanos, residuos de manejo especial y resi-
duos peligrosos específicos, bajo criterios de eficiencia
ambiental, tecnológica, económica y social, con funda-
mento en el Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de
Residuos, diseñado bajo los principios de responsabilidad
compartida y manejo integral, que considera el conjunto de
acciones, procedimientos y medios viables e involucra a
productores, importadores, exportadores, distribuidores,
comerciantes, consumidores, usuarios de subproductos y
grandes generadores de residuos, según corresponda, así
como a los tres niveles de gobierno; 

XXIV. Proceso Productivo: Conjunto de actividades rela-
cionadas con la extracción, beneficio, transformación, pro-
cesamiento y/o utilización de materiales para producir
bienes y servicios; 

XXV. Producción Limpia: Proceso productivo en el cual se
adoptan métodos, técnicas y prácticas, o incorporan mejo-
ras, tendientes a incrementar la eficiencia ambiental de los
mismos en términos de aprovechamiento de la energía e in-
sumos y de prevención o reducción de la generación de re-
siduos; 

XXVI. Producto: Bien que generan los procesos produc-
tivos a partir de la utilización de materiales primarios o
secundarios. Para los fines de los planes de manejo, un
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producto envasado comprende sus ingredientes o compo-
nentes y su envase; 

XXVII. Programas: Serie ordenada de actividades y opera-
ciones necesarias para alcanzar los objetivos de esta Ley; 

XXVIII. Reciclado: Transformación de los residuos a tra-
vés de distintos procesos que permiten restituir su valor
económico, evitando así su disposición final, siempre y
cuando esta restitución favorezca un ahorro de energía y
materias primas sin perjuicio para la salud, los ecosistemas
o sus elementos; 

XXIX. Reglamento: El reglamento de la presente Ley; 

XXX. Remediación: Conjunto de medidas a las que se so-
meten los sitios contaminados para eliminar o reducir los
contaminantes hasta un nivel seguro para la salud y el am-
biente o prevenir su dispersión en el ambiente sin modifi-
carlos, de conformidad con lo que se establece en esta Ley; 

XXXI. Residuo: Material o producto cuyo propietario o
poseedor desecha y que se encuentra en estado sólido o se-
misólido, o es un líquido o gas contenido en recipientes o
depósitos, y que puede ser susceptible de ser valorizado o
requiere sujetarse a tratamiento o disposición final confor-
me a lo dispuesto en esta Ley y demás ordenamientos que
de ella deriven; 

XXXII. Residuos de Manejo Especial: Son aquellos gene-
rados en los procesos productivos, que no reúnen las ca-
racterísticas para ser considerados como peligrosos o como
residuos sólidos urbanos, o que son producidos por grandes
generadores de residuos sólidos urbanos; 

XXXIII. Residuos Incompatibles: Aquellos que al entrar
en contacto o al ser mezclados con agua u otros materiales
o residuos, reaccionan produciendo calor, presión, fuego,
partículas, gases o vapores dañinos; 

XXXIV. Residuos Peligrosos: Son aquellos que posean al-
guna de las características de corrosividad, reactividad, ex-
plosividad, toxicidad, inflamabilidad, o que contengan
agentes infecciosos que les confieran peligrosidad, así co-
mo envases, recipientes, embalajes y suelos que hayan si-
do contaminados cuando se transfieran a otro sitio, de con-
formidad con lo que se establece en esta Ley; 

XXXV. Residuos Sólidos Urbanos: Los generados en las
casas habitación, que resultan de la eliminación de los ma-

teriales que utilizan en sus actividades domésticas, de los
productos que consumen y de sus envases, embalajes o em-
paques; los residuos que provienen de cualquier otra acti-
vidad dentro de establecimientos o en la vía pública que
genere residuos con características domiciliarías, y los re-
sultantes de la limpieza de las vías y lugares públicos,
siempre que no sean considerados por esta Ley como resi-
duos de otra índole; 

XXXVI. Responsabilidad Compartida: Principio mediante
el cual se reconoce que los residuos sólidos urbanos y de
manejo especial son generados a partir de la realización de
actividades que satisfacen necesidades de la sociedad, me-
diante cadenas de valor tipo producción, proceso, envasa-
do, distribución, consumo de productos, y que, en conse-
cuencia, su manejo integral es una corresponsabilidad
social y requiere la participación conjunta, coordinada y di-
ferenciada de productores, distribuidores, consumidores,
usuarios de subproductos, y de los tres órdenes de gobier-
no según corresponda, bajo un esquema de factibilidad de
mercado y eficiencia ambiental, tecnológica, económica y
social; 

XXXVII. Reutilización: El empleo de un material o resi-
duo previamente usado, sin que medie un proceso de trans-
formación; 

XXXVIII. Riesgo: Probabilidad o posibilidad de que el
manejo, la liberación al ambiente y la exposición a un ma-
terial o residuo, ocasionen efectos adversos en la salud hu-
mana, en los demás organismos vivos, en el agua, aire, sue-
lo, en los ecosistemas, o en los bienes y propiedades
pertenecientes a los particulares; 

XXXIX. Secretaría: Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales; 

XL. Separación Primaria: Acción de segregar los residuos
sólidos urbanos y de manejo especial en orgánicos e inor-
gánicos, en los términos de esta Ley; 

XLI. Separación Secundaria: Acción de segregar entre sí
los residuos sólidos urbanos y de manejo especial que sean
inorgánicos y susceptibles de ser valorizados en los térmi-
nos de esta Ley; 

XLII. Sitio Contaminado: Lugar, espacio, suelo, cuerpo de
agua, instalación o cualquier combinación de éstos que ha
sido contaminado con materiales o residuos que, por sus
cantidades y características, pueden representar un riesgo
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para la salud humana, a los organismos vivos y el aprove-
chamiento de los bienes o propiedades de las personas; 

XLIII. Tratamiento: Procedimientos físicos, químicos, bio-
lógicos o térmicos, mediante los cuales se cambian las ca-
racterísticas de los residuos y se reduce su volumen o peli-
grosidad; 

XLIV. Termólisis: Proceso térmico a que se sujetan los re-
siduos en ausencia de, o en presencia de cantidades míni-
mas de oxígeno, que incluye la pirólisis en la que se pro-
duce una fracción orgánica combustible formada por
hidrocarburos gaseosos y líquidos, así como carbón y una
fase inorgánica formada por sólidos reducidos metálicos y
no metálicos, y la gasificación que demanda mayores tem-
peraturas y produce gases susceptibles de combustión; 

XLV. Tratamientos por Esterilización: Procedimientos que
permiten, mediante radiación térmica, la muerte o inactiva-
ción de los agentes infecciosos contenidos en los residuos
peligrosos; 

XLVI. Valorización: Principio y conjunto de acciones aso-
ciadas cuyo objetivo es recuperar el valor remanente o el
poder calorífico de los materiales que componen los resi-
duos, mediante su reincorporación en procesos producti-
vos, bajo criterios de responsabilidad compartida, manejo
integral y eficiencia ambiental, tecnológica y económica; y 

XLVII. Vulnerabilidad: Conjunto de condiciones que limitan
la capacidad de defensa o de amortiguamiento ante una si-
tuación de amenaza y confieren a las poblaciones humanas,
ecosistemas y bienes, un alto grado de susceptibilidad a los
efectos adversos que puede ocasionar el manejo de los ma-
teriales o residuos, que por sus volúmenes y características
intrínsecas, sean capaces de provocar daños al ambiente.

TITULO SEGUNDO

DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS 
Y COORDINACION 

CAPITULO UNICO

ATRIBUCIONES DE LOS TRES ORDENES 
DE GOBIERNO Y COORDINACION ENTRE 

DEPENDENCIAS 

Artículo 6.- La Federación, las entidades federativas y los
municipios, ejercerán sus atribuciones en materia de pre-

vención de la generación, aprovechamiento, gestión inte-
gral de los residuos, de prevención de la contaminación de
sitios y su remediación, de conformidad con la distribución
de competencias prevista en esta Ley y en otros ordena-
mientos legales. 

Artículo 7.- Son facultades de la Federación: 

I. Formular, conducir y evaluar la política nacional en ma-
teria de residuos así como elaborar el Programa Nacional
para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos y el
de Remediación de Sitios Contaminados con éstos, en el
marco del Sistema Nacional de Planeación Democrática,
establecido en el artículo 25 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Expedir reglamentos, normas oficiales mexicanas
y demás disposiciones jurídicas para regular el manejo in-
tegral de los residuos peligrosos, su clasificación, prevenir
la contaminación de sitios o llevar a cabo su remediación
cuando ello ocurra; 

III. Expedir reglamentos, normas oficiales mexicanas y de-
más disposiciones jurídicas para regular el manejo integral
de los residuos de la industria minero-metalúrgica que co-
rresponden a su competencia de conformidad con esta Ley
y la Ley Minera. 

IV. Expedir las normas oficiales mexicanas relativas al des-
empeño ambiental que deberá prevalecer en el manejo in-
tegral de residuos sólidos urbanos y de manejo especial; 

V. Expedir las normas oficiales mexicanas que establezcan
los criterios para determinar qué residuos estarán sujetos a
planes de manejo, que incluyan los listados de éstos, y que
especifiquen los procedimientos a seguir en el estableci-
miento de dichos planes; 

VI. La regulación y control de los residuos peligrosos pro-
venientes de pequeños generadores, grandes generadores o
de microgeneradores, cuando estos últimos no sean contro-
lados por las entidades federativas; 

VII. Regular los aspectos ambientales relativos al transpor-
te de los residuos peligrosos; 

VIII. Verificar el cumplimiento de la normatividad en las
materias de su competencia, e imponer las medidas de se-
guridad y sanciones que en su caso correspondan; 
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IX. Celebrar convenios con los gobiernos de las entidades
federativas para participar en la autorización y el control de
los residuos peligrosos generados por microgeneradores, y
brindarles asistencia técnica para ello; 

X. Autorizar el manejo integral de residuos peligrosos, así
como la prestación de los servicios correspondientes, de
conformidad con lo previsto en esta Ley; 

XI. Promover, en coordinación con los gobiernos de las en-
tidades federativas, de los municipios, de otras dependen-
cias y entidades involucradas, la creación de infraestructu-
ra para el manejo integral de los residuos con la
participación de los inversionistas y representantes de los
sectores sociales interesados; 

XII. Autorizar la importación, exportación o tránsito de re-
siduos peligrosos por el territorio nacional, de acuerdo con
lo previsto en esta Ley; 

XIII. Establecer y operar, en el marco del Sistema Nacio-
nal de Protección Civil, en coordinación con los gobiernos
de las entidades federativas y de los municipios, el sistema
para la prevención y control de contingencias y emergen-
cias ambientales relacionadas con la gestión de residuos; 

XIV. Promover la investigación, desarrollo y aplicación de
tecnologías, equipos, sistemas y procesos que eliminen, re-
duzcan o minimicen la liberación al ambiente y la transfe-
rencia, de uno a otro de sus elementos, de contaminantes
provenientes de la gestión integral de los residuos; 

XV. Promover la participación de cámaras industriales, co-
merciales y de otras actividades productivas, grupos y or-
ganizaciones públicas, académicas, de investigación, pri-
vadas y sociales, en el diseño e instrumentación de
acciones para prevenir la generación de residuos, y llevar a
cabo su gestión integral adecuada, así como la prevención
de la contaminación de sitios y su remediación; 

XVI. Promover la educación y capacitación continua de
personas, grupos u organizaciones de todos los sectores
de la sociedad, con el objeto de modificar los hábitos ne-
gativos para el ambiente de la producción y consumo de
bienes; 

XVII. Integrar, dentro del Sistema Nacional de Informa-
ción Ambiental y de Recursos Naturales, que establece la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al

Ambiente, subsistemas de información nacional sobre la
gestión integral de residuos; 

XVIII. Formular, establecer y evaluar los sistemas de ma-
nejo ambiental del Gobierno federal que apliquen las de-
pendencias y entidades de la administración pública fede-
ral; 

XIX. Suscribir convenios o acuerdos con las cámaras in-
dustriales, comerciales y de otras actividades productivas,
los grupos y organizaciones sociales, públicos o privados,
para llevar a cabo acciones tendientes a cumplir con los ob-
jetivos de esta Ley; 

XX. Diseñar y promover mecanismos y acciones volunta-
rias tendientes a prevenir y minimizar la generación de re-
siduos, así como la contaminación de sitios; 

XXI. Diseñar y promover ante las dependencias competen-
tes el establecimiento y aplicación de incentivos económi-
cos, fiscales, financieros y de mercado, que tengan por ob-
jeto prevenir o evitar la generación de residuos; su
valorización; su gestión integral y sustentable, así como
prevenir la contaminación de sitios por residuos y, en su
caso, su remediación; 

XXII. Determinar los indicadores que permitan evaluar la
aplicación del presente ordenamiento, e integrar los resul-
tados al Sistema de Información Ambiental y de Recursos
Naturales; 

XXIII. Coadyuvar con las entidades federativas para la ins-
trumentación de los programas para la prevención y ges-
tión integral de los residuos, otorgando asistencia técnica; 

XXIV. Emitir las normas oficiales mexicanas para prevenir
la contaminación por residuos cuya disposición final pue-
da provocar salinización e incrementos excesivos de carga
orgánica en suelos y cuerpos de agua; 

XXV. Convocar a entidades federativas y municipios, se-
gún corresponda, para el desarrollo de estrategias conjun-
tas en materia de residuos que permitan la solución de pro-
blemas que los afecten; y 

XXVI. Las demás que se establezcan en este y otros orde-
namientos jurídicos que resulten aplicables.

Artículo 8.- Las atribuciones que esta Ley confiere a la Fe-
deración, serán ejercidas por el Ejecutivo Federal, a través
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de la Secretaría, salvo las que directamente correspondan
al Presidente de la República por disposición expresa de
Ley. 

Cuando debido a las características de las materias objeto
de esta Ley y de conformidad con la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal u otras disposiciones lega-
les aplicables, se requiera de la intervención de otras de-
pendencias, la Secretaría ejercerá sus atribuciones en coor-
dinación con las mismas. 

Las dependencias y entidades de la Administración Públi-
ca Federal, que ejerzan atribuciones que les confieran otros
ordenamientos cuyas disposiciones se relacionen con el
objeto de la presente Ley, ajustarán su ejercicio a los crite-
rios, reglamentos, normas oficiales mexicanas, y demás
disposiciones jurídicas que se deriven del presente ordena-
miento. 

Artículo 9.- Son facultades de las Entidades Federativas: 

I. Formular, conducir y evaluar la política estatal, así como
elaborar los programas en materia de residuos de manejo
especial, acordes al Programa Nacional para la Prevención
y Gestión Integral de los Residuos y el de Remediación de
Sitios Contaminados con éstos, en el marco del Sistema
Nacional de Planeación Democrática, establecido en el ar-
tículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 

II. Expedir conforme a sus respectivas atribuciones, y de
acuerdo con las disposiciones de esta Ley, los ordenamien-
tos jurídicos que permitan darle cumplimiento conforme a
sus circunstancias particulares, en materia de manejo de re-
siduos de manejo especial, así como de prevención de la
contaminación de sitios con dichos residuos y su remedia-
ción; 

III. Autorizar el manejo integral de residuos de manejo es-
pecial, e identificar los que dentro de su territorio puedan
estar sujetos a planes de manejo; 

lV. Verificar el cumplimiento de los instrumentos y dispo-
siciones jurídicas referidas en la fracción anterior en mate-
ria de residuos de manejo especial e imponer las sanciones
y medidas de seguridad que resulten aplicables; 

V. Autorizar y llevar a cabo el control de los residuos peli-
grosos generados o manejados por microgeneradores, así
como imponer las sanciones que procedan, de acuerdo con

la normatividad aplicable y lo que establezcan los conve-
nios que se suscriban con la Secretaría y con los munici-
pios, conforme a lo dispuesto en los artículos 12 y 13 de es-
te ordenamiento; 

VI. Establecer el registro de planes de manejo y programas
para la instalación de sistemas destinados a su recolección,
acopio, almacenamiento, transporte, tratamiento, valoriza-
ción y disposición final, conforme a los lineamientos esta-
blecidos en la presente Ley y las normas oficiales mexica-
nas que al efecto se emitan, en el ámbito de su
competencia; 

VII. Promover, en coordinación con el Gobierno federal y
las autoridades correspondientes, la creación de infraes-
tructura para el manejo integral de residuos sólidos urba-
nos, de manejo especial y residuos peligrosos, en las enti-
dades federativas y municipios, con la participación de los
inversionistas y representantes de los sectores sociales in-
teresados; 

VIII. Promover programas municipales de prevención y
gestión integral de los residuos de su competencia y de pre-
vención de la contaminación de sitios con tales residuos y
su remediación, con la participación activa de las partes in-
teresadas; 

IX. Participar en el establecimiento y operación, en el mar-
co del Sistema Nacional de Protección Civil y en coordi-
nación con la Federación, de un sistema para la prevención
y control de contingencias y emergencias ambientales de-
rivadas de la gestión de residuos de su competencia; 

X. Promover la investigación, desarrollo y aplicación de
tecnologías, equipos, sistemas y procesos que eliminen, re-
duzcan o minimicen la liberación al ambiente y la transfe-
rencia de uno a otro de sus elementos, de contaminantes
provenientes del manejo integral de los residuos de su
competencia; 

XI. Promover la participación de los sectores privado y so-
cial en el diseño e instrumentación de acciones para preve-
nir la generación de residuos de manejo especial, y llevar a
cabo su gestión integral adecuada, así como para la pre-
vención de la contaminación de sitios con estos residuos y
su remediación, conforme a los lineamientos de esta Ley y
las normas oficiales mexicanas correspondientes; 

XII. Promover la educación y capacitación continua de
personas y grupos u organizaciones de todos los sectores
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de la sociedad, con el objeto de contribuir al cambio de há-
bitos negativos para el ambiente, en la producción y con-
sumo de bienes; 

XIII. Coadyuvar con el Gobierno Federal en la integración
de los subsistemas de información nacional sobre la ges-
tión integral de residuos de su competencia; 

XIV. Formular, establecer y evaluar los sistemas de mane-
jo ambiental del gobierno estatal; 

XV. Suscribir convenios y acuerdos con las cámaras indus-
triales, comerciales y de otras actividades productivas, los
grupos y organizaciones privadas y sociales, para llevar a
cabo acciones tendientes a cumplir con los objetivos de es-
ta Ley, en las materias de su competencia; 

XVI. Diseñar y promover ante las dependencias competen-
tes el establecimiento y aplicación de instrumentos econó-
micos, fiscales, financieros y de mercado, que tengan por
objeto prevenir o evitar la generación de residuos, su valo-
rización y su gestión integral y sustentable, así como pre-
venir la contaminación de sitios por residuos y, en su caso,
su remediación; 

XVII. Regular y establecer las bases para el cobro por la
prestación de uno o varios de los servicios de manejo inte-
gral de residuos de manejo especial a través de mecanis-
mos transparentes que induzcan la minimización y permi-
tan destinar los ingresos correspondientes al
fortalecimiento de la infraestructura respectiva; 

XVIII. Someter a consideración de la Secretaría, los pro-
gramas para el establecimiento de sistemas de gestión inte-
gral de residuos de manejo especial y la construcción y
operación de rellenos sanitarios, con objeto de recibir asis-
tencia técnica del Gobierno federal para tal fin; 

XIX. Coadyuvar en la promoción de la prevención de la
contaminación de sitios con materiales y residuos peligro-
sos y su remediación; 

XX. Determinar los indicadores que permitan evaluar la
aplicación del presente ordenamiento, e integrar los resul-
tados al Sistema de Información Ambiental y de Recursos
Naturales; y 

XXI. Las demás que se establezcan en esta Ley, las normas
oficiales mexicanas y otros ordenamientos jurídicos que
resulten aplicables.

Los congresos de los estados, con arreglo a sus respectivas
constituciones y la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, expedirán las disposiciones legales que sean necesa-
rias para regular las materias de su competencia previstas
en esta Ley. 

Los ayuntamientos por su parte, dictarán los bandos de po-
licía y buen gobierno, los reglamentos, circulares y dispo-
siciones administrativas que correspondan, para que en sus
respectivas circunscripciones se cumplan las previsiones
del presente ordenamiento. 

Artículo 10.- Los municipios tienen a su cargo las funcio-
nes de manejo integral de residuos sólidos urbanos, que
consisten en la recolección, traslado, tratamiento, y su dis-
posición final, conforme a las siguientes facultades: 

I. Formular, por sí o en coordinación con las entidades fe-
derativas, y con la participación de representantes de los
distintos sectores sociales, los Programas Municipales pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos Sólidos
Urbanos, los cuales deberán observar lo dispuesto en el
Programa Estatal para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos correspondiente; 

II. Emitir los reglamentos y demás disposiciones jurídico-
administrativas de observancia general dentro de sus juris-
dicciones respectivas, a fin de dar cumplimiento a lo esta-
blecido en la presente Ley y en las disposiciones legales
que emitan las entidades federativas correspondientes; 

III. Controlar los residuos sólidos urbanos; 

IV. Prestar, por sí o a través de gestores, el servicio públi-
co de manejo integral de residuos sólidos urbanos, obser-
vando lo dispuesto por esta Ley y la legislación estatal en
la materia; 

V. Otorgar las autorizaciones y concesiones de una o más
de las actividades que comprende la prestación de los ser-
vicios de manejo integral de los residuos sólidos urbanos; 

VI. Establecer y mantener actualizado el registro de los
grandes generadores de residuos sólidos urbanos; 

VII. Verificar el cumplimiento de las disposiciones de esta
Ley, normas oficiales mexicanas y demás ordenamientos
jurídicos en materia de residuos sólidos urbanos e imponer
las sanciones y medidas de seguridad que resulten aplica-
bles; 
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VIII. Participar en el control de los residuos peligrosos ge-
nerados o manejados por microgeneradores, así como im-
poner las sanciones que procedan, de acuerdo con la nor-
matividad aplicable y lo que establezcan los convenios que
se suscriban con los gobiernos de las entidades federativas
respectivas, de conformidad con lo establecido en esta Ley; 

IX. Coadyuvar en la prevención de la contaminación de si-
tios con materiales y residuos peligrosos y su remediación; 

X. Efectuar el cobro por el pago de los servicios de mane-
jo integral de residuos sólidos urbanos y destinar los ingre-
sos a la operación y el fortalecimiento de los mismos; y 

XI. Las demás que se establezcan en esta Ley, las normas
oficiales mexicanas y otros ordenamientos jurídicos que
resulten aplicables.

Artículo 11.- Corresponde al Gobierno del Distrito Fede-
ral, ejercer las facultades y obligaciones que este ordena-
miento confiere a las entidades federativas y a los munici-
pios. 

Artículo 12.- La Federación, por conducto de la Secretaría,
podrá suscribir con los gobiernos de las entidades federati-
vas convenios o acuerdos de coordinación, con el propósi-
to de asumir las siguientes funciones, de conformidad con
lo que se establece en esta Ley y con la legislación local
aplicable: 

I. La autorización y el control de las actividades re-
alizadas por los microgeneradores de residuos peligrosos
de conformidad con las normas oficiales mexicanas corres-
pondientes; 

II. El control de los residuos peligrosos que estén sujetos a
los planes de manejo, de conformidad con lo previsto en la
presente Ley; 

III. El establecimiento y actualización de los registros que
correspondan en los casos anteriores; y 

IV. La imposición de las sanciones aplicables, relacionadas
con los actos a los que se refiere este artículo.

Artículo 13.- Los convenios o acuerdos que suscriba la Fe-
deración con las entidades federativas, con la participa-
ción, en su caso, de sus municipios, para el cumplimiento
de los fines a que se refiere el artículo anterior, deberán

ajustarse a lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley Gene-
ral del Equilibro Ecológico y la Protección al Ambiente. 

Los instrumentos a que se refiere este artículo deberán ser
publicados en el Diario Oficial de la Federación y en el ór-
gano de publicación oficial de la entidad federativa que co-
rresponda, para que surtan sus efectos jurídicos. 

Artículo 14.- Los gobiernos de las entidades federativas
podrán suscribir entre sí y con los municipios que corres-
ponda, acuerdos de coordinación, a efecto de que partici-
pen en la realización de las funciones señaladas en el artí-
culo 12 de esta Ley. 

TITULO TERCERO 

CLASIFICACION DE LOS RESIDUOS 

CAPITULO UNICO

FINES, CRITERIOS Y BASES GENERALES 

Artículo 15.- La Secretaría agrupará y subclasificará los
residuos peligrosos, sólidos urbanos y de manejo especial
en categorías, con el propósito de elaborar los inventarios
correspondientes, y orientar la toma de decisiones basada
en criterios de riesgo y en el manejo de los mismos. La sub-
clasificación de los residuos deberá atender a la necesidad
de: 

I. Proporcionar a los generadores o a quienes manejan o
disponen finalmente de los residuos, indicaciones acerca
del estado físico y propiedades o características inherentes,
que permitan anticipar su comportamiento en el ambiente;

II. Dar a conocer la relación existente entre las caracterís-
ticas físicas, químicas o biológicas inherentes a los resi-
duos, y la posibilidad de que ocasionen o puedan ocasionar
efectos adversos a la salud, al ambiente o a los bienes, en
función de sus volúmenes, sus formas de manejo y la ex-
posición que de éste se derive. Para tal efecto, se conside-
rará la presencia en los residuos, de sustancias peligrosas o
agentes infecciosos que puedan ser liberados durante su
manejo y disposición final, así como la vulnerabilidad de
los seres humanos o de los ecosistemas que puedan verse
expuestos a ellos; 

III. Identificar las fuentes generadoras, los diferentes tipos
de residuos, los distintos materiales que constituyen los re-
siduos y los aspectos relacionados con los mercados de los
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materiales reciclables o reciclados, entre otros, para orien-
tar a los responsables del manejo integral de residuos; e 

IV. Identificar las fuentes generadoras de los residuos cuya
disposición final pueda provocar salinización e incremen-
tos excesivos de carga orgánica en suelos y cuerpos de
agua.

Artículo 16.- La clasificación de un residuo como peligro-
so, se establecerá en las normas oficiales mexicanas que
especifiquen la forma de determinar sus características,
que incluyan los listados de los mismos y fijen los límites
de concentración de las sustancias contenidas en ellos, con
base en los conocimientos científicos y las evidencias acer-
ca de su peligrosidad y riesgo. 

Artículo 17.- Los residuos de la industria minero-metalúr-
gica provenientes del minado y tratamiento de minerales
tales como jales, residuos de los patios de lixiviación aban-
donados así como los provenientes de la fundición y refi-
nación primarias de metales por métodos pirometalúrgicos
o hidrometalúrgicos, son de regulación y competencia fe-
deral. Podrán disponerse finalmente en el sitio de su gene-
ración; su peligrosidad y manejo integral, se determinará
conforme a las normas oficiales mexicanas aplicables, y
estarán sujetos a los planes de manejo previstos en esta
Ley. Se exceptúan de esta clasificación los referidos en el
artículo 19 fracción I de este ordenamiento. 

Artículo 18.- Los residuos sólidos urbanos podrán subcla-
sificarse en orgánicos e inorgánicos con objeto de facilitar
su separación primaria y secundaria, de conformidad con
los Programas Estatales y Municipales para la Prevención
y la Gestión Integral de los Residuos, así como con los or-
denamientos legales aplicables. 

Artículo 19.- Los residuos de manejo especial se clasifican
como se indica a continuación, salvo cuando se trate de re-
siduos considerados como peligrosos en esta Ley y en las
normas oficiales mexicanas correspondientes. 

I. Residuos de las rocas o los productos de su descomposi-
ción que sólo puedan utilizarse para la fabricación de ma-
teriales de construcción o se destinen para este fin, así co-
mo los productos derivados de la descomposición de las
rocas, excluidos de la competencia federal conforme a las
fracciones IV y V del artículo 5 de la Ley Minera.

II. Residuos de servicios de salud, generados por los esta-
blecimientos que realicen actividades médico-asistenciales

a las poblaciones humanas o animales, centros de investi-
gación, con excepción de los biológico-infecciosos; 

III. Residuos generados por las actividades pesqueras, agrí-
colas, silvícolas, forestales, avícolas, ganaderas, incluyen-
do los residuos de los insumos utilizados en esas activida-
des; 

IV. Residuos de los servicios de transporte, así como los
generados a consecuencia de las actividades que se realizan
en puertos, aeropuertos, terminales ferroviarias y portua-
rias y en las aduanas; 

V. Lodos provenientes del tratamiento de aguas residuales; 

VI. Residuos de tiendas departamentales o centros comer-
ciales generados en grandes volúmenes; 

VII. Residuos de la construcción, mantenimiento y demo-
lición en general; 

VIII. Residuos tecnológicos provenientes de las industrias
de la informática, fabricantes de productos electrónicos o
de vehículos automotores y otros que al transcurrir su vida
útil, por sus características, requieren de un manejo especí-
fico; y 

IX. Otros que determine la Secretaría de común acuerdo
con las entidades federativas y municipios, que así lo con-
vengan para facilitar su gestión integral.

Artículo 20.- La clasificación de los residuos sólidos urba-
nos y de manejo especial, sujetos a planes de manejo se lle-
vará a cabo de conformidad con los criterios que se esta-
blezcan en las normas oficiales mexicanas que contendrán
los listados de los mismos y cuya emisión estará a cargo de
la Secretaría. 

Por su parte, los gobiernos de las entidades federativas y de
los municipios, deberán publicar en el órgano de difusión
oficial y diarios de circulación local, la relación de los re-
siduos sujetos a planes de manejo y, en su caso, proponer a
la Secretaría los residuos sólidos urbanos o de manejo es-
pecial que deban agregarse a los listados a los que hace re-
ferencia el párrafo anterior. 

Artículo 21.- Con objeto de prevenir y reducir los riesgos
a la salud y al ambiente, asociados a la generación y ma-
nejo integral de residuos peligrosos, se deberán considerar
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cuando menos alguno de los siguientes factores que contri-
buyan a que los residuos peligrosos constituyan un riesgo: 

I. La forma de manejo;

II. La cantidad; 

III. La persistencia de las sustancias tóxicas y la virulencia
de los agentes infecciosos contenidos en ellos; 

IV. La capacidad de las sustancias tóxicas o agentes infec-
ciosos contenidos en ellos, de movilizarse hacia donde se
encuentren seres vivos o cuerpos de agua de abastecimien-
to; 

V. La biodisponibilidad de las sustancias tóxicas conteni-
das en ellos y su capacidad de bioacumulación; 

VI. La duración e intensidad de la exposición; y 

VII. La vulnerabilidad de los seres humanos y demás orga-
nismos vivos que se expongan a ellos.

Artículo 22.- Las personas que generen o manejen resi-
duos y que requieran determinar si éstos son peligrosos,
conforme a lo previsto en este ordenamiento, deberán re-
mitirse a lo que establezcan las normas oficiales mexicanas
que los clasifican como tales. 

Artículo 23.- Las disposiciones del presente título no serán
aplicables a los residuos peligrosos que se generen en los
hogares en cantidades iguales o menores a las que generan
los microgeneradores, al desechar productos de consumo
que contengan materiales peligrosos, así como en unidades
habitacionales o en oficinas, instituciones, dependencias y
entidades, los cuales deberán ser manejados conforme lo
dispongan las autoridades municipales responsables de la
gestión de los residuos sólidos urbanos y de acuerdo con
los planes de manejo que se establezcan siguiendo lo dis-
puesto en este ordenamiento. 

La Secretaría, en coordinación con los gobiernos de las en-
tidades federativas y de los municipios, promoverá accio-
nes tendientes a dar a conocer a los generadores de los re-
siduos a que se refiere este precepto, la manera de llevar a
cabo un manejo integral de éstos. 

Artículo 24.- En el caso de la generación de residuos peli-
grosos considerados como infecciosos, la Secretaría, con-
juntamente con la Secretaría de Salud, emitirá las normas

oficiales mexicanas mediante las cuales se regule su mane-
jo y disposición final. 

TITULO CUARTO

INSTRUMENTOS DE LA POLITICA 
DE PREVENCION Y GESTION
INTEGRAL DE LOS RESIDUOS 

CAPITULO I 

PROGRAMAS PARA LA PREVENCION 
Y GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS 

Artículo 25.- La Secretaría deberá formular e instrumentar
el Programa Nacional para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos, de conformidad con esta Ley, con el
Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de Residuos y
demás disposiciones aplicables. 

El Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de Residuos
es el estudio que considera la cantidad y composición de
los residuos, así como la infraestructura para manejarlos
integralmente. 

Artículo 26.- Las entidades federativas y los municipios,
en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán ela-
borar e instrumentar los programas locales para la preven-
ción y gestión integral de los residuos sólidos urbanos y de
manejo especial, de conformidad con esta Ley, con el
Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de Residuos y
demás disposiciones aplicables. Dichos programas deberán
contener al menos lo siguiente: 

I. El diagnóstico básico para la gestión integral de residuos
de su competencia, en el que se precise la capacidad y efec-
tividad de la infraestructura disponible para satisfacer la
demanda de servicios;

II. La política local en materia de residuos sólidos urbanos
y de manejo especial; 

III. La definición de objetivos y metas locales para la pre-
vención de la generación y el mejoramiento de la gestión
de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, así
como las estrategias y plazos para su cumplimiento; 

IV. Los medios de financiamiento de las acciones conside-
radas en los programas; 
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V. Los mecanismos para fomentar la vinculación entre los
programas municipales correspondientes, a fin de crear si-
nergias; y 

VI. La asistencia técnica que en su caso brinde la Secreta-
ría.

CAPITULO II 

PLANES DE MANEJO 

Artículo 27.- Los planes de manejo se establecerán para
los siguientes fines y objetivos: 

I. Promover la prevención de la generación y la valoriza-
ción de los residuos así como su manejo integral, a través
de medidas que reduzcan los costos de su administración,
faciliten y hagan más efectivos, desde la perspectiva am-
biental, tecnológica, económica y social, los procedimien-
tos para su manejo; 

II. Establecer modalidades de manejo que respondan a las
particularidades de los residuos y de los materiales que los
constituyan; 

III. Atender a las necesidades específicas de ciertos gene-
radores que presentan características peculiares; 

lV. Establecer esquemas de manejo en los que aplique el
principio de responsabilidad compartida de los distintos
sectores involucrados; y 

V. Alentar la innovación de procesos, métodos y tecnologí-
as, para lograr un manejo integral de los residuos, que sea
económicamente factible.

Artículo 28.- Estarán obligados a la formulación y ejecu-
ción de los planes de manejo, según corresponda:

I. Los productores, importadores, exportadores y distribui-
dores de los productos que al desecharse se convierten en
los residuos peligrosos a los que hacen referencia las frac-
ciones I a XI del artículo 31 de esta Ley y los que se inclu-
yan en las normas oficiales mexicanas correspondientes; 

II. Los generadores de los residuos peligrosos a los que se
refieren las fracciones XII a XV del artículo 31 y de aque-
llos que se incluyan en las normas oficiales mexicanas co-
rrespondientes; 

III. Los grandes generadores y los productores, importado-
res, exportadores y distribuidores de los productos que al
desecharse se convierten en residuos sólidos urbanos o de
manejo especial que se incluyan en los listados de residuos
sujetos a planes de manejo de conformidad con las normas
oficiales mexicanas correspondientes.

Artículo 29.- Los planes de manejo aplicables a productos
de consumo que al desecharse se convierten en residuos
peligrosos, deberán considerar, entre otros, los siguientes
aspectos: 

I. Los procedimientos para su acopio, almacenamiento,
transporte y envío a reciclaje, tratamiento o disposición fi-
nal, que se prevén utilizar;

II. Las estrategias y medios a través de los cuales se comu-
nicará a los consumidores, las acciones que éstos deben re-
alizar para devolver los productos del listado a los provee-
dores o a los centros de acopio destinados para tal fin,
según corresponda; 

III. Los procedimientos mediante los cuales se darán a co-
nocer a los consumidores las precauciones que, en su ca-
so, deban de adoptar en el manejo de los productos que
devolverán a los proveedores, a fin de prevenir o reducir
riesgos; y 

IV. Los responsables y las partes que intervengan en su for-
mulación y ejecución.

En todo caso, al formular los planes de manejo aplicables
a productos de consumo, se evitará establecer barreras téc-
nicas innecesarias al comercio o un trato discriminatorio
que afecte su comercialización.

Artículo 30.- La determinación de residuos que podrán su-
jetarse a planes de manejo se llevará a cabo con base en los
criterios siguientes y los que establezcan las normas oficia-
les mexicanas: 

I. Que los materiales que los componen tengan un alto va-
lor económico;

II. Que se trate de residuos de alto volumen de generación,
producidos por un número reducido de generadores; 

III. Que se trate de residuos que contengan sustancias tóxi-
cas persistentes y bioacumulables; y 
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IV. Que se trate de residuos que representen un alto riesgo
a la población, al ambiente o a los recursos naturales.

Artículo 31.- Estarán sujetos a un plan de manejo los si-
guientes residuos peligrosos y los productos usados, cadu-
cos, retirados del comercio o que se desechen y que estén
clasificados como tales en la norma oficial mexicana co-
rrespondiente: 

I. Aceites lubricantes usados;

II. Disolventes orgánicos usados;

III. Convertidores catalíticos de vehículos automotores;

IV. Acumuladores de vehículos automotores conteniendo
plomo; 

V. Baterías eléctricas a base de mercurio o de níquel-cad-
mio;

VI. Lámparas fluorescentes y de vapor de mercurio;

VII. Aditamentos que contengan mercurio, cadmio o plo-
mo; 

VIII. Fármacos;

IX. Plaguicidas y sus envases que contengan remanentes
de los mismos;

X. Compuestos orgánicos persistentes como los bifenilos
policlorados; 

XI. Lodos de perforación base aceite, provenientes de la
extracción de combustibles fósiles y Iodos provenientes de
plantas de tratamiento de aguas residuales cuando sean
considerados como peligrosos; 

XII. La sangre y los componentes de ésta, sólo en su forma
líquida, así como sus derivados; 

XIII. Las cepas y cultivos de agentes patógenos generados
en los procedimientos de diagnóstico e investigación y en
la producción y control de agentes biológicos; 

XIV. Los residuos patológicos constituidos por tejidos, ór-
ganos y partes que se remueven durante las necropsias, la
cirugía o algún otro tipo de intervención quirúrgica que no
estén contenidos en formol; y 

XV. Los residuos punzo-cortantes que hayan estado en
contacto con humanos o animales o sus muestras biológi-
cas durante el diagnóstico y tratamiento, incluyendo nava-
jas de bisturí, lancetas, jeringas con aguja integrada, agujas
hipodérmicas, de acupuntura y para tatuajes.

La Secretaría determinará, conjuntamente con las partes in-
teresadas, otros residuos peligrosos que serán sujetos a
planes de manejo, cuyos listados específicos serán incor-
porados en la norma oficial mexicana que establece las ba-
ses para su clasificación. 

Artículo 32.- Los elementos y procedimientos que se de-
ben considerar al formular los planes de manejo, se especi-
ficarán en las normas oficiales mexicanas correspondien-
tes, y estarán basados en los principios que señala la
presente Ley. 

Artículo 33.- Las empresas o establecimientos responsa-
bles de los planes de manejo presentarán, para su registro a
la Secretaría, los relativos a los residuos peligrosos; y para
efectos de su conocimiento a las autoridades estatales los
residuos de manejo especial, y a las municipales para el
mismo efecto los residuos sólidos urbanos, de conformidad
con lo dispuesto en esta Ley y según lo determinen su Re-
glamento y demás ordenamientos que de ella deriven. 

En caso de que los planes de manejo planteen formas de
manejo contrarias a esta Ley y a la normatividad aplicable,
el plan de manejo no deberá aplicarse. 

Artículo 34.- Los sistemas de manejo ambiental que for-
mulen y ejecuten las dependencias federales, las entidades
federativas y los municipios, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, se sujetarán a lo que se establece en la
presente Ley. 

CAPITULO III

PARTICIPACION SOCIAL 

Artículo 35.- El gobierno federal, los gobiernos de las en-
tidades federativas y los municipios, en la esfera de su
competencia, promoverán la participación de todos los sec-
tores de la sociedad en la prevención de la generación, la
valorización y gestión integral de residuos, para lo cual: 

I. Fomentarán y apoyarán la conformación, consolidación
y operación de grupos intersectoriales interesados en parti-
cipar en el diseño e instrumentación de políticas y programas
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correspondientes, así como para prevenir la contaminación
de sitios con materiales y residuos y llevar a cabo su reme-
diación; 

II. Convocarán a los grupos sociales organizados a partici-
par en proyectos destinados a generar la información nece-
saria para sustentar programas de gestión integral de resi-
duos; 

III. Celebrarán convenios de concertación con organizacio-
nes sociales y privadas en la materia objeto de la presente
Ley; 

IV. Celebrarán convenios con medios de comunicación
masiva para la promoción de las acciones de prevención y
gestión integral de los residuos; 

V. Promoverán el reconocimiento a los esfuerzos más des-
tacados de la sociedad en materia de prevención y gestión
integral de los residuos; 

VI. Impulsarán la conciencia ecológica y la aplicación de
la presente Ley, a través de la realización de acciones con-
juntas con la comunidad para la prevención y gestión inte-
gral de los residuos. Para ello, podrán celebrar convenios
de concertación con comunidades urbanas y rurales, así co-
mo con diversas organizaciones sociales; y 

VII. Concertarán acciones e inversiones con los sectores
social y privado, instituciones académicas, grupos y orga-
nizaciones sociales y demás personas físicas y morales in-
teresadas.

Artículo 36.- El gobierno federal, los gobiernos de las en-
tidades federativas y los municipios, integrarán órganos de
consulta en los que participen entidades y dependencias de
la administración pública, instituciones académicas, orga-
nizaciones sociales y empresariales que tendrán funciones
de asesoría, evaluación y seguimiento en materia de la po-
lítica de prevención y gestión integral de los residuos y po-
drán emitir las opiniones y observaciones que estimen per-
tinentes. Su organización y funcionamiento, se sujetarán a
las disposiciones que para tal efecto se expidan. 

CAPITULO IV 

DERECHO A LA INFORMACION 

Artículo 37.- Las autoridades de los tres órdenes de go-
bierno, en el ámbito de sus respectivas competencias, inte-

grarán el Sistema de Información sobre la Gestión Integral
de Residuos, que contendrá la información relativa a la si-
tuación local, los inventarios de residuos generados, la in-
fraestructura disponible para su manejo, las disposiciones
jurídicas aplicables a su regulación y control y otros aspec-
tos que faciliten el logro de los objetivos de esta Ley y los
ordenamientos que de ella deriven y de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; la Ley
de Transparencia y de Acceso a la Información Pública y
demás disposiciones aplicables. 

Artículo 38.- Las autoridades de los tres órdenes de go-
bierno elaborarán y difundirán informes periódicos, sobre
los aspectos relevantes contenidos en los sistemas de infor-
mación a los que se hace referencia en el presente capítu-
lo. 

Artículo 39.- Los tres órdenes de gobierno elaborarán, ac-
tualizarán y difundirán los inventarios de generación de re-
siduos peligrosos, residuos sólidos urbanos y residuos de
manejo especial, de acuerdo con sus atribuciones respecti-
vas, para lo cual se basarán en los datos que les sean pro-
porcionados por los generadores y las empresas de servi-
cios de manejo de residuos, conforme a lo dispuesto en la
presente Ley y en los ordenamientos jurídicos que de ella
deriven.

Además, integrarán inventarios de tiraderos de residuos o
sitios donde se han abandonado clandestinamente residuos
de diferente índole en cada entidad, en los cuales se asien-
ten datos acerca de su ubicación, el origen, características
y otros elementos de información que sean útiles a las au-
toridades, para desarrollar medidas tendientes a evitar o re-
ducir riesgos. La integración de inventarios se sustentará
en criterios, métodos y sistemas informáticos, previamente
acordados, estandarizados y difundidos. 

TITULO QUINTO 

MANEJO INTEGRAL DE RESIDUOS 
PELIGROSOS 

CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 40.- Los residuos peligrosos deberán ser maneja-
dos conforme a lo dispuesto en la presente Ley, su Regla-
mento, las normas oficiales mexicanas y las demás dispo-
siciones que de este ordenamiento se deriven. 
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En las actividades en las que se generen o manejen resi-
duos peligrosos, se deberán observar los principios previs-
tos en el artículo 2 de este ordenamiento, en lo que resul-
ten aplicables. 

Artículo 41.- Los generadores de residuos peligrosos y los
gestores de este tipo de residuos, deberán manejarlos de
manera segura y ambientalmente adecuada conforme a los
términos señalados en esta Ley. 

Artículo 42.- Los generadores y demás poseedores de re-
siduos peligrosos, podrán contratar los servicios de mane-
jo de estos residuos con empresas o gestores autorizados
para tales efectos por la Secretaría, o bien transferirlos a
industrias para su utilización como insumos dentro de sus
procesos, cuando previamente haya sido hecho del conoci-
miento de esta dependencia, mediante un plan de manejo
para dichos insumos, basado en la minimización de sus
riesgos. 

La responsabilidad del manejo y disposición final de los re-
siduos peligrosos corresponde a quien los genera. En el ca-
so de que se contraten los servicios de manejo y disposi-
ción final de residuos peligrosos por empresas autorizadas
por la Secretaría y los residuos sean entregados a dichas
empresas, la responsabilidad por las operaciones será de
éstas, independientemente de la responsabilidad que tiene
el generador. 

Los generadores de residuos peligrosos que transfieran és-
tos a empresas o gestores que presten los servicios de ma-
nejo, deberán cerciorarse ante la Secretaría que cuentan
con las autorizaciones respectivas y vigentes, en caso con-
trario serán responsables de los daños que ocasione su ma-
nejo. 

Artículo 43.- Las personas que generen o manejen resi-
duos peligrosos deberán notificarlo a la Secretaría o a las
autoridades correspondientes de los gobiernos locales, de
acuerdo con lo previsto en esta Ley y las disposiciones que
de ella se deriven. 

CAPITULO II

GENERACION DE RESIDUOS PELIGROSOS 

Artículo 44.- Los generadores de residuos peligrosos ten-
drán las siguientes categorías: 

I. Grandes generadores;

II. Pequeños generadores; y

III. Microgeneradores.

Artículo 45.- Los generadores de residuos peligrosos, de-
berán identificar, clasificar y manejar sus residuos de con-
formidad con las disposiciones contenidas en esta Ley y en
su Reglamento, así como en las normas oficiales mexica-
nas que al respecto expida la Secretaría. 

En cualquier caso los generadores deberán dejar libres de
residuos peligrosos y de contaminación que pueda repre-
sentar un riesgo a la salud y al ambiente, las instalaciones
en las que se hayan generado éstos, cuando se cierren o se
dejen de realizar en ellas las actividades generadoras de ta-
les residuos. 

Artículo 46.- Los grandes generadores de residuos peli-
grosos, están obligados a registrarse ante la Secretaría y so-
meter a su consideración el Plan de Manejo de Residuos
Peligrosos, así como llevar una bitácora y presentar un in-
forme anual acerca de la generación y modalidades de ma-
nejo a las que sujetaron sus residuos de acuerdo con los li-
neamientos que para tal fin se establezcan en el
Reglamento de la presente Ley, así como contar con un se-
guro ambiental, de conformidad con la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

Artículo 47.- Los pequeños generadores de residuos peli-
grosos, deberán de registrarse ante la Secretaría y contar
con una bitácora en la que llevarán el registro del volumen
anual de residuos peligrosos que generan y las modalidades
de manejo, sujetar sus residuos a planes de manejo, cuan-
do sea el caso, así como cumplir con los demás requisitos
que establezcan el Reglamento y demás disposiciones apli-
cables. 

Artículo 48.- Las personas consideradas como microgene-
radores de residuos peligrosos están obligadas a registrarse
ante las autoridades competentes de los gobiernos de las
entidades federativas o municipales, según corresponda;
sujetar a los planes de manejo los residuos peligrosos que
generen y que se establezcan para tal fin y a las condicio-
nes que fijen las autoridades de los gobiernos de las enti-
dades federativas y de los municipios competentes; así co-
mo llevar sus propios residuos peligrosos a los centros de
acopio autorizados o enviarlos a través de transporte auto-
rizado, de conformidad con las disposiciones legales apli-
cables. 
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El control de los microgeneradores de residuos peligrosos,
corresponderá a las autoridades competentes de los gobier-
nos de las entidades federativas y municipales, de confor-
midad con lo que establecen los artículos 12 y 13 del pre-
sente ordenamiento. 

Artículo 49.- La Secretaría, mediante la emisión de nor-
mas oficiales mexicanas, podrá establecer disposiciones
específicas para el manejo y disposición final de residuos
peligrosos por parte de los microgeneradores y los peque-
ños generadores de estos residuos, en particular de aquellos
que por su peligrosidad y riesgo así lo ameriten. 

En todo caso, la generación y manejo de residuos peligro-
sos clorados, persistentes y bioacumulables, aun por parte
de micro o pequeños generadores, estarán sujetos a las dis-
posiciones contenidas en las normas oficiales mexicanas y
planes de manejo correspondientes. 

CAPITULO III 

DE LAS AUTORIZACIONES 

Artículo 50.- Se requiere autorización de la Secretaría pa-
ra: 

I. La prestación de servicios de manejo de residuos peli-
grosos;

II. La utilización de residuos peligrosos en procesos pro-
ductivos, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo
63 de este ordenamiento; 

III. El acopio y almacenamiento de residuos peligrosos
provenientes de terceros;

IV. La realización de cualquiera de las actividades relacio-
nadas con el manejo de residuos peligrosos provenientes de
terceros; 

V. La incineración de residuos peligrosos; 

VI. El transporte de residuos peligrosos; 

VII. El establecimiento de confinamientos dentro de las
instalaciones en donde se manejen residuos peligrosos; 
VIII. La transferencia de autorizaciones expedidas por la
Secretaría; 

IX. La utilización de tratamientos térmicos de residuos por
esterilización o termólisis;

X. La importación y exportación de residuos peligrosos; y 

XI. Las demás que establezcan la presente Ley y las nor-
mas oficiales mexicanas.

Artículo 51.- Las autorizaciones para el manejo integral de
residuos peligrosos, podrán ser transferidas, siempre y
cuando: 

I. Se cuente con el previo consentimiento por escrito de la
Secretaría; y 

II. Se acredite la subsistencia de las condiciones bajo las
cuales fueron otorgadas.

Artículo 52.- Son causas de revocación de las autorizacio-
nes: 

I. Que exista falsedad en la información proporcionada a la
Secretaría; 

II. Cuando las actividades de manejo integral de los resi-
duos peligrosos contravengan la normatividad aplicable;

III. Tratándose de la importación o exportación de residuos
peligrosos, cuando por causas supervenientes se determine
que estos representan un mayor riesgo del inicialmente pre-
visto; 

IV. No renovar las garantías otorgadas; 

V. No realizar la reparación del daño ambiental que se cau-
se con motivo de las actividades autorizadas; e 

VI. Incumplir grave o reiteradamente los términos de la au-
torización, la presente Ley, las leyes y reglamentos am-
bientales, las normas oficiales mexicanas y demás disposi-
ciones aplicables.

Artículo 53.- Las autorizaciones deberán otorgarse por
tiempo determinado y, en su caso, podrán ser prorrogadas. 

El Reglamento que al respecto se expida señalará los tér-
minos y condiciones de las autorizaciones. 
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CAPITULO IV 

MANEJO INTEGRAL DE LOS RESIDUOS 
PELIGROSOS 

Artículo 54.- Se deberá evitar la mezcla de residuos peli-
grosos con otros materiales o residuos para no contaminar-
los y no provocar reacciones, que puedan poner en riesgo
la salud, el ambiente o los recursos naturales. La Secretaría
establecerá los procedimientos a seguir para determinar la
incompatibilidad entre un residuo peligroso y otro material
o residuo. 

Artículo 55.- La Secretaría determinará en el Reglamento
y en las normas oficiales mexicanas, la forma de manejo
que se dará a los envases o embalajes que contuvieron re-
siduos peligrosos y que no sean reutilizados con el mismo
fin ni para el mismo tipo de residuo, por estar considerados
como residuos peligrosos. 

Asimismo, los envases y embalajes que contuvieron mate-
riales peligrosos y que no sean utilizados con el mismo fin y
para el mismo material, serán considerados como residuos
peligrosos, con excepción de los que hayan sido sujetos a
tratamiento para su reuso, reciclaje o disposición final. 

En ningún caso, se podrán emplear los envases y embala-
jes que contuvieron materiales o residuos peligrosos, para
almacenar agua, alimentos o productos de consumo huma-
no o animal. 

Artículo 56.- La Secretaría expedirá las normas oficiales
mexicanas para el almacenamiento de residuos peligrosos,
las cuales tendrán como objetivo la prevención de la gene-
ración de lixiviados y su infiltración en los suelos, el arras-
tre por el agua de lluvia o por el viento de dichos residuos,
incendios, explosiones y acumulación de vapores tóxicos,
fugas o derrames. 

Se prohíbe el almacenamiento de residuos peligrosos por
un periodo mayor de seis meses a partir de su generación,
lo cual deberá quedar asentado en la bitácora correspon-
diente. No se entenderá por interrumpido este plazo cuan-
do el poseedor de los residuos cambie su lugar de almace-
namiento. Procederá la prórroga para el almacenamiento
cuando se someta una solicitud al respecto a la Secretaría
cumpliendo los requisitos que establezca el Reglamento. 

Artículo 57.- Aquellos generadores que reciclen residuos
peligrosos dentro del mismo predio en donde se generaron,

deberán presentar ante la Secretaría, con 30 días de antici-
pación a su reciclaje, un informe técnico que incluya los
procedimientos, métodos o técnicas mediante los cuales
llevarán a cabo tales procesos, a efecto de que la Secreta-
ría, en su caso, pueda emitir las observaciones que proce-
dan. Esta disposición no es aplicable si se trata de procesos
que liberen contaminantes al ambiente y que constituyan
un riesgo para la salud, en cuyo caso requerirán autoriza-
ción previa de la Secretaría. 

En todo caso, el reciclaje de residuos se deberá desarrollar
de conformidad con las disposiciones legales en materia de
impacto ambiental, riesgo, prevención de la contaminación
del agua, aire y suelo y otras, que resulten aplicables. 

Artículo 58.- Quienes realicen procesos de tratamiento fí-
sicos, químicos o biológicos de residuos peligrosos, debe-
rán presentar a la Secretaría los procedimientos, métodos o
técnicas mediante los cuales se realizarán, sustentados en
la consideración de la liberación de sustancias tóxicas y en
la propuesta de medidas para prevenirla o reducirla, de
conformidad con las normas oficiales mexicanas que para
tal efecto se expidan. 

Artículo 59.- Los responsables de procesos de tratamiento
de residuos peligrosos en donde se lleve a cabo la libera-
ción al ambiente de una sustancia tóxica, persistente y
bioacumulable, estarán obligados a prevenir, reducir o con-
trolar dicha liberación. 

Artículo 60.- Los representantes de los distintos sectores
sociales participarán en la formulación de los planes y ac-
ciones que conduzcan a la prevención, reducción o elimi-
nación de emisiones de contaminantes orgánicos persisten-
tes en el manejo de residuos, de conformidad a las
disposiciones de esta Ley, y en cumplimiento a los conve-
nios internacionales en la materia, de los que México sea
parte. 

Artículo 61.- Tratándose de procesos de tratamiento por
incineración, la solicitud de autorización especificará las
medidas para dar cumplimiento a las normas oficiales me-
xicanas que se expidan de conformidad con los convenios
internacionales de los que México sea parte. 

Artículo 62.- La incineración de residuos deberá restrin-
girse a las condiciones que se establezcan en el Reglamen-
to y en las normas oficiales mexicanas correspondientes,
en las cuales se estipularán los grados de eficiencia y efi-
cacia que deberán alcanzar los procesos de combustión y
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los parámetros ambientales que deberán determinarse a fin
de verificar la prevención o reducción de la liberación al
ambiente de sustancias contaminantes, particularmente de
aquellas que son tóxicas. En los citados ordenamientos se
incluirán especificaciones respecto a la caracterización
analítica de los residuos susceptibles de incineración, así
como de las cenizas resultantes de la misma, y al monito-
reo periódico de todas las emisiones sujetas a normas ofi-
ciales mexicanas, cuyos costos asumirán los responsables
de las plantas de incineración. 

La Secretaría, al establecer la normatividad correspondien-
te, tomará en consideración los criterios de salud que al
respecto establezca la Secretaría de Salud. 

Artículo 63.- La Secretaría, al reglamentar y normar la
operación de los procesos de incineración y co-procesa-
miento de residuos permitidos para tal efecto, distinguirá
aquellos en los cuales los residuos estén sujetos a un co-
procesamiento con el objeto de valorizarlos mediante su
empleo como combustible alterno para la generación de
energía, que puede ser aprovechada en la producción de
bienes y servicios.

Deberán distinguirse los residuos que por sus característi-
cas, volúmenes de generación y acumulación, problemas
ambientales e impactos económicos y sociales que ocasio-
na su manejo inadecuado, pudieran ser objeto de co-proce-
samiento. A su vez, deberán establecerse restricciones a la
incineración o al co-procesamiento mediante combustión
de residuos susceptibles de ser valorizados mediante otros
procesos, cuando éstos estén disponibles, sean ambiental-
mente eficaces, tecnológica y económicamente factibles.
En tales casos, deberán promoverse acciones que tiendan a
fortalecer la infraestructura de valorización o de tratamien-
to de estos residuos, por otros medios. 

Artículo 64.- En el caso del transporte y acopio de resi-
duos que correspondan a productos desechados sujetos a
planes de manejo, en términos de lo dispuesto por el artí-
culo 31 de esta Ley, se deberán observar medidas para pre-
venir y responder de manera segura y ambientalmente ade-
cuada a posibles fugas, derrames o liberación al ambiente
de sus contenidos que posean propiedades peligrosas. 

Artículo 65.- Las instalaciones para el confinamiento de
residuos peligrosos deberán contar con las características
necesarias para prevenir y reducir la posible migración de
los residuos fuera de las celdas, de conformidad con lo que

establezca el Reglamento y las normas oficiales mexicanas
aplicables. 

La distancia mínima de las instalaciones para el confina-
miento de residuos peligrosos, con respecto de los centros
de población iguales o mayores a mil habitantes, de acuer-
do al último censo de población, deberá ser no menor a cin-
co kilómetros y al establecerse su ubicación se requerirá to-
mar en consideración el ordenamiento ecológico del
territorio y los planes de desarrollo urbanos aplicables. 

Artículo 66.- Quienes generen y manejen residuos peli-
grosos y requieran de un confinamiento dentro de sus ins-
talaciones, deberán apegarse a las disposiciones de esta
Ley, las que establezca el Reglamento y a las especifica-
ciones respecto de la ubicación, diseño, construcción y
operación de las celdas de confinamiento, así como de al-
macenamiento y tratamiento previo al confinamiento de
los residuos, contenidas en las normas oficiales mexicanas
correspondientes. 

Artículo 67.- En materia de residuos peligrosos, está pro-
hibido: 

I. El transporte de residuos por vía aérea; 

II. El confinamiento de residuos líquidos o semisólidos, sin
que hayan sido sometidos a tratamientos para eliminar la
humedad, neutralizarlos o estabilizarlos y lograr su solidi-
ficación, de conformidad con las disposiciones de esta Ley
y demás ordenamientos legales aplicables; 

III. El confinamiento de compuestos orgánicos persistentes
como los bifenilos policlorados, los compuestos hexaclora-
dos y otros, así como de materiales contaminados con és-
tos, que contengan concentraciones superiores a 50 partes
por millón de dichas sustancias, y la dilución de los resi-
duos que los contienen con el fin de que se alcance este lí -
mite máximo; 

IV. La mezcla de bifenilos policlorados con aceites lubri-
cantes usados o con otros materiales o residuos; 

V. El almacenamiento por más de seis meses en las fuentes
generadoras; 

VI. El confinamiento en el mismo lugar o celda, de resi-
duos peligrosos incompatibles o en cantidades que rebasen
la capacidad instalada; 
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VII. El uso de residuos peligrosos, tratados o sin tratar, pa-
ra recubrimiento de suelos, de conformidad con las normas
oficiales mexicanas sin perjuicio de las facultades de la Se-
cretaría y de otros organismos competentes; y 

VIII. La dilución de residuos peligrosos en cualquier me-
dio, cuando no sea parte de un tratamiento autorizado. 

IX. La incineración de residuos peligrosos que sean o con-
tengan compuestos orgánicos persistentes y bioacumula-
bles; plaguicidas órganoclorados; así como baterías y acu-
muladores usados que contengan metales tóxicos; siempre
y cuando exista en el país alguna otra tecnología disponi-
ble que cause menor impacto y riesgo ambiental.

CAPITULO V

RESPONSABILIDAD ACERCA DE LA CONTAMI-
NACION Y REMEDIACION DE SITIOS

Artículo 68.- Quienes resulten responsables de la contami-
nación de un sitio, así como de daños a la salud como con-
secuencia de ésta, estarán obligados a reparar el daño causa-
do, conforme a las disposiciones legales correspondientes. 

Artículo 69.- Las personas responsables de actividades re-
lacionadas con la generación y manejo de materiales y re-
siduos peligrosos que hayan ocasionado la contaminación
de sitios con éstos, están obligadas a llevar a cabo las ac-
ciones de remediación conforme a lo dispuesto en la pre-
sente Ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 70.- Los propietarios o poseedores de predios de
dominio privado y los titulares de áreas concesionadas, cu-
yos suelos se encuentren contaminados, serán responsables
solidarios de llevar a cabo las acciones de remediación que
resulten necesarias, sin perjuicio del derecho a repetir en
contra del causante de la contaminación. 

Artículo 71.- No podrá transferirse la propiedad de sitios
contaminados con residuos peligrosos, salvo autorización
expresa de la Secretaría. 

Las personas que transfieran a terceros los inmuebles que
hubieran sido contaminados por materiales o residuos peli-
grosos, en virtud de las actividades que en ellos se realiza-
ron, deberán informar de ello a quienes les transmitan la
propiedad o posesión de dichos bienes. 

Además de la remediación, quienes resulten responsables
de la contaminación de un sitio se harán acreedores a las
sanciones penales y administrativas correspondientes. 

Artículo 72.- Tratándose de contaminación de sitios con
materiales o residuos peligrosos, por caso fortuito o fuerza
mayor, las autoridades competentes impondrán las medi-
das de emergencia necesarias para hacer frente a la contin-
gencia, a efecto de no poner en riesgo la salud o el medio
ambiente. 

Artículo 73.- En el caso de abandono de sitios contamina-
dos con residuos peligrosos o que se desconozca el propie-
tario o poseedor del inmueble, la Secretaría, en coordina-
ción con las entidades federativas y los municipios, podrá
formular y ejecutar programas de remediación, con el pro-
pósito de que se lleven a cabo las acciones necesarias para
su recuperación y restablecimiento y, de ser posible, su in-
corporación a procesos productivos. 

La Secretaría estará facultada para hacer efectivas las ga-
rantías que hubieren sido otorgadas por los responsables
que hayan abandonado el sitio. 

En aquellos casos en que la contaminación del sitio ameri -
te la intervención de la Federación, el titular del Ejecutivo
Federal podrá expedir la declaratoria de remediación de si-
tios contaminados. Para tal efecto, elaborará previamente
los estudios que los justifiquen. 

Las declaratorias deberán publicarse en el Diario Oficial de
la Federación y serán inscritas en el Registro Público de la
Propiedad correspondiente y expresarán: 

I. La delimitación del sitio que se sujeta a remediación,
precisando superficie, ubicación y deslinde;

II. Las acciones necesarias para remediar el sitio, de con-
formidad con lo que se establece en esta Ley; 

III. Las condicionantes y restricciones a que se sujetará el
sitio, los usos del suelo, el aprovechamiento, así como la
realización de cualquier obra o actividad; 

IV. Los lineamientos para la elaboración y ejecución del
programa de remediación correspondiente, así como la par-
ticipación en dichas actividades de propietarios, poseedo-
res, organizaciones sociales, privadas, gobiernos locales y
demás personas interesadas; y 
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V. Los plazos para la ejecución del programa de remedia-
ción respectivo.

Una vez concluido el programa de remediación del sitio
contaminado se cancelará la anotación correspondiente en
el Registro Público de la Propiedad. 

Artículo 74.- Todos los actos y convenios relativos a la
propiedad, posesión o cualquier otro derecho relacionado
con los bienes inmuebles que fueren materia de las decla-
ratorias de remediación, quedarán sujetos a la aplicación de
las modalidades previstas en las propias declaratorias. 

Los notarios y cualesquiera otros fedatarios públicos harán
constar tal circunstancia al autorizar las escrituras públicas,
actos, convenios o contratos en los que intervengan. Será
nulo todo acto, convenio o contrato que contravenga lo es-
tablecido en la mencionada declaratoria. 

Artículo 75.- La Secretaría y las autoridades locales com-
petentes, según corresponda, serán responsables de llevar a
cabo acciones para identificar, inventariar, registrar y cate-
gorizar los sitios contaminados con residuos peligrosos,
con objeto de determinar si procede su remediación, de
conformidad con los criterios que para tal fin se establez-
can en el Reglamento. 

Artículo 76.- Las autoridades locales deberán inscribir en
el Registro Público de la Propiedad correspondiente los si-
tios contaminados que se encuentren dentro de su jurisdic-
ción. 

Artículo 77.- Las acciones en materia de remediación de
sitios, previstas en este capítulo, se llevarán a cabo me-
diante programas, de conformidad con lo que señale el Re-
glamento. 

Artículo 78.- La Secretaría, en coordinación con la Secre-
taría de Salud, emitirá las normas oficiales mexicanas para
la caracterización de los sitios contaminados y evaluará los
riesgos al ambiente y la salud que de ello deriven, para de-
terminar, en función del riesgo, las acciones de remedia-
ción que procedan. 

Artículo 79.- La regulación del uso del suelo y los progra-
mas de ordenamiento ecológico y de desarrollo urbano, de-
berán ser considerados al determinar el grado de remedia-
ción de sitios contaminados con residuos peligrosos, con
base en los riesgos que deberán evitarse. 

CAPITULO VI 

LA PRESTACION DE SERVICIOS EN MATERIA 
DE RESIDUOS PELIGROSOS

Artículo 80.- Las personas interesadas en obtener autori-
zaciones para llevar a cabo los servicios a terceros para el
transporte, acopio, almacenamiento, reutilización, recicla-
je, tratamiento y disposición final de residuos, según sea el
caso, deberán presentar ante la Secretaría su solicitud de
autorización, en donde proporcionen, según corresponda,
la siguiente información: 

I. Datos generales de la persona, que incluyan nombre o ra-
zón social y domicilio legal; 

II. Nombre y firma del representante legal o técnico de la
empresa; 

III. Descripción e identificación de los residuos que se pre-
tenden manejar; 

IV. Usos del suelo autorizados en la zona donde se preten-
de instalar la empresa, plano o instalación involucrada en
el manejo de los residuos y croquis señalando ubicación.
Esta autorización podrá presentarse condicionada a la au-
torización federal; 

V. Programa de capacitación del personal involucrado en el
manejo de residuos peligrosos, en la operación de los pro-
cesos, equipos, medios de transporte, muestreo y análisis
de los residuos, y otros aspectos relevantes, según corres-
ponda; 

VI. Programa de prevención y atención de contingencias o
emergencias ambientales y a accidentes; 

VII. Memoria fotográfica de equipos, vehículos de trans-
porte e instalaciones cuya autorización se solicite, según
sea el caso; 

VIII. Información de soporte técnico de los procesos o tec-
nologías a los que se someterán los residuos, así como ele-
mentos de información que demuestren que se propone, en
la medida de lo posible, la mejor tecnología disponible y
económicamente accesible y formas de operación acordes
con las mejores prácticas ambientales; 

IX. Propuesta de seguros o garantías financieras que, en su
caso, se requieran; 
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X. Copia de los permisos de la Secretaría de Comunicacio-
nes y Transportes; y 

XI. La que determinen el Reglamento de la presente Ley y
las normas oficiales mexicanas que resulten aplicables.

Artículo 81.- Para el otorgamiento de la autorización de la
prestación de los servicios a que se refiere este Capítulo, la
Secretaría requerirá de una garantía suficiente para cubrir
los daños que se pudieran causar durante la prestación del
servicio y al término del mismo.

Artículo 82.- El monto de las garantías a que se refiere es-
te Capítulo las fijará la Secretaría de acuerdo con el volu-
men y características de los residuos cuyo manejo ha sido
autorizado, así como la estimación de los costos que pue-
den derivar de la reparación del daño provocado en caso de
accidente o de contaminación de los sitios, que se puedan
ocasionar por el manejo de dichos residuos. 

La Secretaría podrá revocar las autorizaciones en caso de
que no se renueven las garantías correspondientes. 

En el caso de la prestación de servicios de confinamiento,
la responsabilidad del prestador de servicios se extiende
por el término de 20 años posteriores al cierre de sus ope-
raciones. La forma en que se estimará el monto, el cobro y
la aplicación de las garantías se establecerá en el Regla-
mento. 

Artículo 83.- Tratándose de acopio de residuos peligrosos
a los que se hace referencia las fracciones I a XI del artí -
culo 31 de este ordenamiento, se estará a lo dispuesto en
los planes de manejo, que se registrarán ante la Secretaría
y a lo que establezcan las normas oficiales mexicanas co-
rrespondientes. 

Artículo 84.- El trámite de las autorizaciones a que se re-
fiere este Capítulo, se sujetará a lo dispuesto en la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo. 

CAPITULO VII 

IMPORTACION Y EXPORTACION DE RESIDUOS
PELIGROSOS 

Artículo 85.- La importación y exportación de residuos pe-
ligrosos se sujetará a las restricciones o condiciones esta-
blecidas en esta Ley, su Reglamento, la Ley de Comercio
Exterior, la Ley Federal de Competencia Económica, los

tratados internacionales de los que México sea parte y los
demás ordenamientos legales aplicables. 

Artículo 86.- En la importación de residuos peligrosos se
deberán observar las siguientes disposiciones: 

I. Sólo se permitirá con el fin de reutilizar o reciclar los re-
siduos; 

II. En ningún caso se autorizará la importación de residuos
que sean o estén constituidos por compuestos orgánicos
persistentes; y 

III. La Secretaría podrá imponer limitaciones a la importa-
ción de residuos cuando desincentive o constituya un obs-
táculo para la reutilización o reciclaje de los residuos ge-
neradas en territorio nacional.

Artículo 87.- Las autorizaciones para la exportación de re-
siduos peligrosos sólo se emitirán cuando quienes las soli -
citan cuentan con el consentimiento previo del país impor-
tador y, en su caso, de los gobiernos de los países por los
que transiten los residuos. 

Artículo 88.- La Secretaría establecerá un sistema de ras-
treo de residuos peligrosos en el cual se llevará un registro
de las autorizaciones otorgadas para la importación y ex-
portación de residuos. Dicho registro servirá para que en
cada caso se notifiquen los movimientos transfronterizos a
los países de origen o destino de esos residuos, de confor-
midad con los convenios internacionales de los que Méxi-
co sea parte. 

La información contenida en el sistema de rastreo corres-
pondiente se integrará al Sistema Nacional de Información
Ambiental y de Recursos Naturales. 

Artículo 89.- La Secretaría requerirá la presentación de
una póliza de seguro o garantía, por parte del solicitante de
la autorización de importación o exportación, que asegure
que se contará con los recursos económicos suficientes pa-
ra hacer frente a cualquier contingencia y al pago de daños
y perjuicios que se pudieran causar durante el proceso de
movilización de los residuos peligrosos, a fin de emitir la
autorización correspondiente. 

Al fijar el monto de la póliza o garantía, se tomarán en
cuenta los convenios internacionales en la materia y de los
que México sea parte y las disposiciones legales aplicables
en los países a los que se exporten los residuos peligrosos. 
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Artículo 90.- Por el incumplimiento de las disposiciones
legales aplicables, la Secretaría podrá negar o revocar las
autorizaciones para la importación o exportación de resi-
duos peligrosos, así como para su tránsito y transporte por
el territorio nacional. 

Artículo 91.- Las empresas que importen o exporten resi-
duos peligrosos serán responsables de los daños que oca-
sionen a la salud, al ambiente o a los bienes como conse-
cuencia del movimiento de los mismos entre la fuente
generadora y el destinatario final, independientemente de
las sanciones y penas a que haya lugar. 

Artículo 92.- Los residuos que ingresen ilegalmente al pa-
ís, deberán ser retornados al país de origen en un plazo no
mayor a sesenta días. Los costos en los que se incurra du-
rante el proceso de retorno al país de origen serán cubier-
tos por la empresa responsable de la operación que intervi-
no en la importación de los residuos. 

Artículo 93.- Cuando se importen a nuestro país produc-
tos, equipos, maquinarias o cualquier otro insumo, para ser
remanufacturados, reciclados, reprocesados y se generen
residuos peligrosos mediante tales procesos, éstos deberán
retornarse al país de origen, siempre y cuando hayan in-
gresado bajo el régimen de importación temporal. 

Artículo 94.- Las industrias que utilicen insumos sujetos al
régimen de importación temporal para producir mercancí-
as de exportación, estarán obligadas a informar a la Secre-
taría acerca de los materiales importados, señalando su vo-
lumen y características de peligrosidad, así como sobre los
volúmenes y características de los residuos peligrosos que
se generen a partir de ellos. 

Cuando dichos residuos peligrosos no sean reciclables, de-
berán ser retornados al país de origen, notificando a la Se-
cretaría, mediante aviso, el tipo, volumen y destino de los
residuos peligrosos retornados. 

Cuando sí lo sean, podrán ser reciclados dentro de las pro-
pias instalaciones en donde se generan o a través de em-
presas de servicios autorizadas, de conformidad con las
disposiciones de esta Ley y otros ordenamientos aplica-
bles. 

Los requerimientos de información previstos en este artí-
culo no se aplicarán a las industrias que estén obligadas a
presentar planes de manejo que incluyan la presentación a
la Secretaría de informes similares. 

TITULO SEXTO 

DE LA PREVENCION Y MANEJO INTEGRAL DE
RESIDUOS SOLIDOS URBANOS Y DE MANEJO

ESPECIAL 

CAPITULO UNICO 

Artículo 95.- La regulación de la generación y manejo in-
tegral de los residuos sólidos urbanos y los residuos de ma-
nejo especial, se llevará a cabo conforme a lo que esta-
blezca la presente Ley, las disposiciones emitidas por las
legislaturas de las entidades federativas y demás disposi-
ciones aplicables. 

Artículo 96.- Las entidades federativas y los municipios,
en el ámbito de sus respectivas competencias, con el pro-
pósito de promover la reducción de la generación, valori-
zación y gestión integral de los residuos sólidos urbanos y
de manejo especial, a fin de proteger la salud y prevenir y
controlar la contaminación ambiental producida por su ma-
nejo, deberán llevar a cabo las siguientes acciones: 

I. El control y vigilancia del manejo integral de residuos en
el ámbito de su competencia; 

II. Diseñar e instrumentar programas para incentivar a los
grandes generadores de residuos a reducir su generación y
someterlos a un manejo integral; 

III. Promover la suscripción de convenios con los grandes
generadores de residuos, en el ámbito de su competencia,
para que formulen e instrumenten los planes de manejo de
los residuos que generen; 

IV. Integrar el registro de los grandes generadores de resi-
duos en el ámbito de su competencia y de empresas presta-
doras de servicios de manejo de esos residuos, así como la
base de datos en la que se recabe la información respecto
al tipo, volumen y forma de manejo de los residuos; 

V. Integrar la información relativa a la gestión integral de
los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, al Siste-
ma Nacional de Información Ambiental y Recursos Natu-
rales; 

VI. Elaborar, actualizar y difundir el diagnóstico básico pa-
ra la gestión integral de residuos sólidos urbanos y de ma-
nejo especial; 
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VII. Coordinarse con las autoridades federales, con otras
entidades federativas o municipios, según proceda, y con-
certar con representantes de organismos privados y socia-
les, para alcanzar las finalidades a que se refiere esta Ley y
para la instrumentación de planes de manejo de los distin-
tos residuos que sean de su competencia; 

VIII. Establecer programas para mejorar el desempeño am-
biental de las cadenas productivas que intervienen en la se-
gregación, acopio y preparación de los residuos sólidos ur-
banos y de manejo especial para su reciclaje; 

IX. Desarrollar guías y lineamientos para la segregación,
recolección, acopio, almacenamiento, reciclaje, tratamien-
to y transporte de residuos; 

X. Organizar y promover actividades de comunicación,
educación, capacitación, investigación y desarrollo tecno-
lógico para prevenir la generación, valorizar y lograr el
manejo integral de los residuos; 

XI. Promover la integración, operación y funcionamiento
de organismos consultivos en los que participen represen-
tantes de los sectores industrial, comercial y de servicios,
académico, de investigación y desarrollo tecnológico, aso-
ciaciones profesionales y de consumidores, y redes inter-
sectoriales relacionadas con el tema, para que tomen parte
en los procesos destinados a clasificar los residuos, evaluar
las tecnologías para su prevención, valorización y trata-
miento, planificar el desarrollo de la infraestructura para su
manejo y desarrollar las propuestas técnicas de instrumen-
tos normativos y de otra índole que ayuden a lograr los ob-
jetivos en la materia; y 

XII. Realizar las acciones necesarias para prevenir y con-
trolar la contaminación por residuos susceptibles de provo-
car procesos de salinización de suelos e incrementos exce-
sivos de carga orgánica en suelos y cuerpos de agua.

Artículo 97.- Las normas oficiales mexicanas establecerán
los términos a que deberá sujetarse la ubicación de los si-
tios, el diseño, la construcción y la operación de las insta-
laciones destinadas a la disposición final de los residuos
sólidos urbanos y de manejo especial, en rellenos sanitarios
o en confinamientos controlados.

Las normas especificarán las condiciones que deben reunir
las instalaciones y los tipos de residuos que puedan dispo-

nerse en ellas, para prevenir la formación de lixiviados y la
migración de éstos fuera de las celdas de confinamiento.
Asimismo, plantearán en qué casos se puede permitir la
formación de biogás para su aprovechamiento. 

Los municipios regularán los usos del suelo de conformi-
dad con los programas de ordenamiento ecológico y de
desarrollo urbano, en los cuales se considerarán las áreas
en las que se establecerán los sitios de disposición final de
los residuos sólidos urbanos y de manejo especial. 

Artículo 98.- Para la prevención de la generación, la valo-
rización y la gestión integral de los residuos de manejo es-
pecial, las entidades federativas establecerán las obligacio-
nes de los generadores, distinguiendo grandes y pequeños,
y las de los prestadores de servicios de residuos de manejo
especial, y formularán los criterios y lineamientos para su
manejo integral. 

Artículo 99.- Los municipios, de conformidad con las le-
yes estatales, llevarán a cabo las acciones necesarias para
la prevención de la generación, valorización y la gestión
integral de los residuos sólidos urbanos, considerando: 

I. Las obligaciones a las que se sujetarán los generadores
de residuos sólidos urbanos; 

II. Los requisitos para la prestación de los servicios para el
manejo integral de los residuos sólidos urbanos; y 

III. Los ingresos que deberán obtener por brindar el servi-
cio de su manejo integral.

Artículo 100.- La legislación que expidan las entidades fe-
derativas, en relación con la generación, manejo y disposi-
ción final de residuos sólidos urbanos podrá contener las
siguientes prohibiciones: 

I. Verter residuos en la vía pública, predios baldíos, ba-
rrancas, cañadas; ductos de drenaje y alcantarillado, cable-
ado eléctrico o telefónico, de gas; en cuerpos de agua; ca-
vidades subterráneas; áreas naturales protegidas y zonas de
conservación ecológica; zonas rurales y lugares no autori-
zados por la legislación aplicable; 

II. Incinerar residuos a cielo abierto; y 

III. Abrir nuevos tiraderos a cielo abierto.
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TITULO SEPTIMO

MEDIDAS DE CONTROL Y DE SEGURIDAD, IN-
FRACCIONES Y SANCIONES 

CAPITULO I

VISITAS DE INSPECCION 

Artículo 101.- La Secretaría realizará los actos de inspec-
ción y vigilancia del cumplimiento de las disposiciones
contenidas en el presente ordenamiento, en materia de re-
siduos peligrosos e impondrá las medidas de seguridad y
sanciones que resulten procedentes, de conformidad con lo
que establece esta Ley y la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente. 

Artículo 102.- Las entidades federativas, se coordinarán
con la Federación para llevar a cabo las actividades de ins-
pección y vigilancia relacionadas con microgeneradores de
residuos peligrosos. 

Artículo 103.- Si como resultado de una visita de inspec-
ción se detecta la comisión de un delito, se deberá dar vis-
ta a la autoridad competente. 

CAPITULO II

MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Artículo 104.- En caso de riesgo inminente para la salud o
el medio ambiente derivado del manejo de residuos peli-
grosos, la Secretaría, de manera fundada y motivada, podrá
ordenar alguna o algunas de las siguientes medidas de se-
guridad: 

I. La clausura temporal total o parcial de las fuentes conta-
minantes, así como de las instalaciones en que se generen,
manejen o dispongan finalmente los residuos peligrosos
involucrados en los supuestos a los que se refiere este pre-
cepto;

II. La suspensión de las actividades respectivas; 

III. El reenvasado, tratamiento o remisión de residuos peli-
grosos a confinamiento autorizado o almacenamiento tem-
poral; 

IV. El aseguramiento precautorio de materiales o resi-
duos peligrosos, y demás bienes involucrados con la

conducta que da lugar a la imposición de la medida de
seguridad; y 

V. La estabilización o cualquier acción análoga que impida
que los residuos peligrosos ocasionen los efectos adversos
previstos en el primer párrafo de este artículo.

Asimismo, la Secretaría podrá promover ante la autoridad
competente, la ejecución de cualquier medida de seguridad
que se establezca en otros ordenamientos.

Tratándose de residuos peligrosos generados por microge-
neradores, las medidas de seguridad a las que hace refe-
rencia el primer párrafo y las fracciones I a V de este artí -
culo, serán aplicadas por las autoridades de los gobiernos
de las entidades federativas y de los municipios que así lo
hayan convenido con la Secretaría, de conformidad con los
artículos 12 y 13 de este ordenamiento. 

Artículo 105.- Cuando proceda, las autoridades competen-
tes que hubieren dictado las medidas de seguridad a las que
hace referencia al artículo anterior, podrán ordenar al inte-
resado las acciones que debe llevar a cabo para subsanar
las irregularidades que motivaron la imposición de estas
medidas, así como los plazos para su realización, a fin de
que una vez cumplidas estas acciones se ordene el retiro de
las medidas de seguridad impuestas. 

CAPITULO III 

INFRACCIONES Y SANCIONES 
ADMINISTRATIVAS 

Artículo 106.- De conformidad con esta Ley y su Regla-
mento, serán sancionadas las personas que lleven a cabo
cualquiera de las siguientes actividades: 

I. Acopiar, almacenar, transportar, tratar o disponer final-
mente, residuos peligrosos, sin contar con la debida autori-
zación para ello;

II. Incumplir durante el manejo integral de los residuos pe-
ligrosos, las disposiciones previstas por esta Ley y la nor-
matividad que de ella se derive, así como en las propias au-
torizaciones que al efecto se expidan, para evitar daños al
ambiente y la salud; 

III. Mezclar residuos peligrosos que sean incompatibles
entre sí; 
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IV. Verter, abandonar o disponer finalmente los residuos
peligrosos en sitios no autorizados para ello; 

V. Incinerar o tratar térmicamente residuos peligrosos sin
la autorización correspondiente; 

VI. Importar residuos peligrosos para un fin distinto al de
reciclarlos; 

VII. Almacenar residuos peligrosos por más de seis meses
sin contar con la prórroga correspondiente; 

VIII. Transferir autorizaciones para el manejo integral de
residuos peligrosos, sin el consentimiento previo por escri-
to de la autoridad competente; 

IX. Proporcionar a la autoridad competente información
falsa con relación a la generación y manejo integral de re-
siduos peligrosos; 

X. Transportar residuos peligrosos por vía área; 

XI. Disponer de residuos peligrosos en estado líquido o se-
misólido sin que hayan sido previamente estabilizados y
neutralizados; 

XII. Transportar por el territorio nacional hacia otro país,
residuos peligrosos cuya elaboración, uso o consumo se
encuentren prohibidos; 

XIII. No llevar a cabo por sí o a través de un prestador de
servicios autorizado, la gestión integral de los residuos que
hubiere generado; 

XIV. No registrarse como generador de residuos peligrosos
cuando tenga la obligación de hacerlo en los términos de
esta Ley; 

XV. No dar cumplimiento a la normatividad relativa a la
identificación, clasificación, envase y etiquetado de los re-
siduos peligrosos; 

XVI. No cumplir los requisitos que esta Ley señala en la
importación y exportación de residuos peligrosos; 

XVII. No proporcionar por parte de los generadores de re-
siduos peligrosos a los prestadores de servicios, la infor-
mación necesaria para su gestión integral; 

XVIII. No presentar los informes que esta Ley establece
respecto de la generación y gestión integral de los residuos
peligrosos; 

XIX. No dar aviso a la autoridad competente en caso de
emergencias, accidentes o pérdida de residuos peligrosos,
tratándose de su generador o gestor, 

XX. No retirar la totalidad de los residuos peligrosos de las
instalaciones donde se hayan generado o llevado a cabo ac-
tividades de manejo integral de residuos peligrosos, una
vez que éstas dejen de realizarse; 

XXI. No contar con el consentimiento previo del país im-
portador del movimiento transfronterizo de los residuos
peligrosos que se proponga efectuar; 

XXII. No retornar al país de origen, los residuos peligrosos
generados en los procesos de producción, transformación,
elaboración o reparación en los que se haya utilizado ma-
teria prima introducida al país bajo el régimen de importa-
ción temporal; 

XXIII. Incumplir con las medidas de protección ambiental,
tratándose de transporte de residuos peligrosos; e 

XXIV. Incurrir en cualquier otra violación a los preceptos
de esta Ley.

Artículo 107.- Para la imposición de sanciones por infrac-
ciones a esta Ley se estará a lo dispuesto en la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

Artículo 108.- Si vencido el plazo concedido por la autori-
dad para subsanar la o las infracciones que se hubieren co-
metido, resultare que dicha infracción o infracciones aún
subsisten, la Secretaría podrá imponer multas por cada día
que transcurra sin que se subsane la o las infracciones de
que se trate, sin que el total de las multas exceda del mon-
to máximo permitido. 

Artículo.109.- En el caso de reincidencia, el monto de la
multa podrá ser hasta por dos veces del monto original-
mente impuesto, sin exceder del doble del máximo permi-
tido, así como la clausura definitiva. 

Se considera reincidente al infractor que incurra más de
una vez en conductas que impliquen infracciones a un mis-
mo precepto, en un periodo de dos años, contados a partir
de la fecha en que se levante el acta en que se hizo constar
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la primera infracción, siempre que esta no hubiera sido
desvirtuada. 

Artículo 110.- En los casos en que la gravedad de la in-
fracción lo amerite, la Secretaría solicitará a las autorida-
des, que hubieren otorgado, la suspensión, revocación o
cancelación de las concesiones, licencias, permisos y auto-
rizaciones en general para la realización de las actividades
que hayan dado lugar a la comisión de la infracción. 

Artículo 111.- Sin perjuicio de la obligación de remediar
el sitio a que se refiere esta Ley, la autoridad correspon-
diente podrá otorgar al infractor la opción a que se refie-
ren el artículo 168 y el párrafo final del artículo 173 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente. 

En el caso en que el infractor realice las medidas correcti -
vas o de urgente aplicación o subsane las irregularidades en
que hubiere incurrido previamente a que la Secretaría im-
ponga una sanción, dicha autoridad deberá considerar tal
situación como atenuante de la infracción cometida. 

Artículo 112.- Las violaciones a los preceptos de esta Ley,
y disposiciones que de ella emanen serán sancionadas ad-
ministrativamente por la Secretaría, con una o más de las
siguientes sanciones: 

I. Clausura temporal o definitiva, total o parcial, cuando: 

a) El infractor no hubiere cumplido en los plazos y condi-
ciones impuestos por la autoridad, con las medidas correc-
tivas de urgente aplicación ordenadas; 

b) En casos de reincidencia cuando las infracciones gene-
ren efectos negativos al ambiente, o 

c) Se trate de desobediencia reiterada, en tres o más oca-
siones, al cumplimiento de alguna o algunas medidas co-
rrectivas o de urgente aplicación impuestas por la autori-
dad. 

II. Arresto administrativo hasta por treinta y seis horas; 

III. La suspensión o revocación de las concesiones, licen-
cias, permisos o autorizaciones correspondientes; y 

IV. La remediación de sitios contaminados.

Artículo 113.- En caso de que alguna de las conductas des-
critas en los artículos anteriores, derive en la comisión de
algún delito, cualquier sanción señalada en esta ley no exi-
me a los responsables de la probable responsabilidad penal.

Artículo 114.- Las autoridades competentes de las entida-
des federativas y los municipios, procurarán establecer
sanciones administrativas que contribuyan a inhibir que las
personas físicas o morales violen las disposiciones de esta
Ley. 

Artículo 115.- Los ingresos que se obtengan de las multas
por infracciones a lo dispuesto en esta Ley y en las dispo-
siciones que de ella se deriven, se destinarán a la integra-
ción de fondos para la remediación de sitios contaminados
que representen un riesgo inminente al ambiente o a la sa-
lud. 

CAPITULO IV 

RECURSO DE REVISION Y DENUNCIA POPULAR 

Artículo 116.- Los interesados afectados por los actos y re-
soluciones de las autoridades administrativas que pongan
fin al procedimiento administrativo, a una instancia o re-
suelvan un expediente, podrán interponer el recurso de re-
visión o, cuando proceda, intentar la vía jurisdiccional que
corresponda. 

El plazo para interponer el recurso de revisión será de quin-
ce días contados a partir del día siguiente a aquél en que
hubiere surtido efectos la notificación de la resolución que
se recurra. 

Artículo 117.- El escrito de interposición del recurso de
revisión deberá presentarse ante la autoridad que emitió el
acto impugnado y será resuelto por el superior jerárquico,
salvo que el acto impugnado provenga del titular de una
dependencia, en cuyo caso será resuelto por el mismo. Di-
cho escrito deberá expresar: 

I. El órgano administrativo a quien se dirige; 

II. El nombre del recurrente y del tercero perjudicado si lo
hubiere, así como el lugar que señale para efectos de noti-
ficaciones; 

III. El acto que se recurre y fecha en que se le notificó o tu-
vo conocimiento del mismo; 
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IV. Los agravios que se le causan; 

V. En su caso, copia de la resolución o acto que se impug-
na y de la notificación correspondiente. Tratándose de ac-
tos que por no haberse resuelto en tiempo se entiendan ne-
gados, deberá acompañarse al escrito de iniciación del
procedimiento, o del documento sobre el cual no hubiere
recaído resolución alguna; 

VI. Las pruebas que ofrezca, que tengan relación inmedia-
ta y directa con la resolución o acto impugnado, debiendo
acompañar las documentales con que cuente, incluidas las
que acrediten su personalidad cuando actúen en nombre de
otro o de personas morales.

Artículo 118.- La interposición del recurso suspenderá la
ejecución del acto impugnado, siempre y cuando:

I. Lo solicite expresamente el recurrente; 

II. Sea procedente el recurso; 

III. No se siga perjuicio al interés social o se contravengan
disposiciones de orden público; 

IV. No se ocasionen daños o perjuicios a terceros, a menos
que se garanticen éstos para el caso de no obtener resolu-
ción favorable; y 

V. Tratándose de multas, el recurrente garantice el crédito
fiscal en cualquiera de las formas previstas en el Código
Fiscal de la Federación.

La autoridad deberá acordar, en su caso, la suspensión o la
denegación de la suspensión dentro de los cinco días si-
guientes a su interposición, en cuyo defecto se entenderá
otorgada la suspensión. 

Artículo 119.- El recurso se tendrá por no interpuesto y se
desechará cuando: 

I. Se presente fuera de plazo; 

II. No se haya acompañado la documentación que acredite
la personalidad del recurrente; y 

III. No aparezca suscrito por quien deba hacerlo, a menos
de que se firme antes del vencimiento del plazo para inter-
ponerlo.

Artículo 120.- Se desechará por improcedente el recurso:

I. Contra actos que sean materia de otro recurso y que se
encuentre pendiente de resolución, promovido por el mis-
mo recurrente y por el propio acto impugnado; 

II. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del
promovente; 

III. Contra actos consumados de un modo irreparable; 

lV. Contra actos consentidos expresamente; y 

V. Cuando se esté tramitando ante los tribunales algún re-
curso o defensa legal interpuesto por el promovente, que
pueda tener por efecto modificar, revocar o nulificar el ac-
to respectivo.

Artículo 121.- Será sobreseído el recurso cuando: 

I. El promovente se desista expresamente del recurso;

II. El agraviado fallezca durante el procedimiento, si el ac-
to respectivo sólo afecta a su persona; 

III. Durante el procedimiento sobrevenga alguna de las
causas de improcedencia a que se refiere el artículo ante-
rior; 

IV. Cuando hayan cesado los efectos del acto respectivo; 

V. Por falta de objeto o materia del acto respectivo; y 

VI. No se aprobare la existencia del acto respectivo.

Artículo 122.- La autoridad encargada de resolver el re-
curso podrá: 

I. Desecharlo por improcedente o sobreseerlo; 

II. Confirmar el acto impugnado; 

III. Declarar la inexistencia, nulidad o anulabilidad del ac-
to impugnado o revocarlo total o parcialmente; y 

IV. Modificar u ordenar la modificación del acto impugna-
do o dictar u ordenar expedir uno nuevo que lo sustituya,
cuando el recurso interpuesto sea total o parcialmente a fa-
vor del recurrente.
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Artículo 123.- La resolución del recurso se fundará en de-
recho y examinará todos y cada uno de los agravios hechos
valer por el recurrente teniendo la autoridad la facultad de
invocar hechos notorios; pero cuando uno de los agravios
sea suficiente para desvirtuar la validez del acto impugna-
do bastará con el examen de dicho punto.

La autoridad, en beneficio del recurrente, podrá corregir
los errores que advierte en la cita de los preceptos que se
consideren violados y examinar en su conjunto los agra-
vios, así como los demás razonamientos del recurrente, a
fin de resolver la cuestión efectivamente planteada; pero
sin cambiar los hechos expuestos en el recurso. 

Igualmente, deberá dejar sin efectos legales los actos ad-
ministrativos cuando advierta una ilegalidad manifiesta y
los agravios sean insuficientes, pero deberá fundar cuida-
dosamente los motivos por los que consideró ilegal el acto
y precisar el alcance en la resolución. 

Si la resolución ordena realizar un determinado acto o ini-
ciar la reposición del procedimiento, deberá cumplirse en
un plazo de cuatro meses. 

Artículo 124.- La substanciación del recurso de revisión a
que se refiere el artículo anterior de esta Ley, se sujetará a
lo dispuesto en la Ley Federal de Procedimiento Adminis-
trativo, en sus preceptos aplicables. 

Artículo 125.- Toda persona, grupo social, organización
no gubernamental, asociación y sociedad podrá denunciar
ante la Secretaría, todo hecho, acto u omisión que produz-
ca o pueda producir desequilibrio ecológico, daños al am-
biente, a los recursos naturales o a la salud en relación con
las materias de esta Ley y demás ordenamientos que de ella
emanen. 

La tramitación de la denuncia popular a que se refiere este
precepto, se llevará a cabo de conformidad con lo dispues-
to en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente ordenamiento entrará en vigor a
los noventa días naturales siguientes a su publicación en el
Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones jurídicas
que se opongan al contenido de esta Ley. 

TERCERO.- El Reglamento de la presente Ley deberá ser
expedido en un plazo no mayor de ciento ochenta días na-
turales contados a partir de la publicación del presente De-
creto en el Diario Oficial de la Federación. 

CUARTO.- Todos los procedimientos, recursos adminis-
trativos y demás asuntos relacionados con las materias a
que refiere esta Ley, iniciados con anterioridad a la entrada
en vigor al presente Decreto, se tramitarán y resolverán
conforme a las disposiciones vigentes en ese momento. 

QUINTO.- Los gobiernos de las entidades federativas y de
los municipios, deberán expedir y, en su caso, adecuar sus
leyes, reglamentos, bandos y demás disposiciones jurídi-
cas, de acuerdo con las competencias que a cada uno co-
rresponda. 

SEXTO.- La Secretaría de Comunicaciones y Transportes
emitirá en un plazo no mayor a ciento ochenta días natura-
les a partir de la publicación del presente Decreto, las mo-
dificaciones a que haya lugar al Reglamento de Transporte
de Materiales y Residuos Peligrosos. 

SEPTIMO.- Las autorizaciones o permisos otorgados con
anterioridad a la fecha de entrada en vigor del presente De-
creto, seguirán vigentes; su prórroga o renovación se suje-
tará la las disposiciones del presente Decreto. 

OCTAVO.- Los responsables de formular los planes de
manejo para los residuos peligrosos a los que hace referen-
cia el artículo 31 de este ordenamiento, contarán con un
plazo no mayor a dos años para formular y someter a con-
sideración de la Secretaría dichos planes. 

NOVENO.- El procedimiento para la presentación de los
anteproyectos de las normas oficiales mexicanas relativas a
los procesos de incineración de residuos deberá iniciarse en
un plazo no mayor a ciento veinte días naturales a partir de
la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de
la Federación. 

DECIMO.- El procedimiento para la presentación de los
anteproyectos de las normas oficiales mexicanas relativas
al establecimiento de los criterios para determinar y listar
los residuos sujetos a planes de manejo y los procedimien-
tos para formularlos y aplicarlos deberá iniciarse en un pla-
zo no mayor a ciento veinte días naturales a partir de la pu-
blicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la
Federación. 
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DECIMOPRIMERO.- El plan nacional para la imple-
mentación de las acciones para dar cumplimiento a las
obligaciones derivadas de convenios internacionales de los
que México sea parte, relacionadas con la gestión y el ma-
nejo integral de residuos peligrosos, los contaminantes or-
gánicos persistentes y otras materias relacionadas con el
objeto de esta Ley, deberá ser publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación en un plazo no mayor a dos años con-
tados a partir de la publicación del presente Decreto. 

DECIMOSEGUNDO.- La vigencia de las autorizaciones
a que se refiere el artículo 53 de la presente Ley será de
cinco años, en tanto no se expida el Reglamento de la Ley. 

DECIMO TERCERO.- Para los efectos de la expedición
de autorizaciones, hasta en tanto no se expida el Regla-
mento de la presente Ley, continuarán aplicándose los re-
quisitos, términos, condiciones y plazos establecidos en el
Reglamento de la Ley General del equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente en Materia de Residuos Peligro-
sos. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.—
México, DF, a 13 de diciembre de 2002.— Sen. Enrique
Jackson Ramírez (rúbrica), Presidente; Sen. Rafael Melgo-
za Radillo (rúbrica), Secretario. 

Se devuelve a la Cámara de Diputados para los efectos
constitucionales de lo dispuesto por el inciso e) del artícu-
lo 72 constitucional.— El Secretario General de Servicios
Parlamentarios, Arturo Garita.» 

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales.

Asimismo hemos recibido las siguientes minutas:

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

El proyecto de decreto que adiciona el artículo 9o.-bis a la
Ley de Ciencia y Tecnología.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presen-
tes. 

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes minuta proyecto de decreto que adiciona el
artículo 9 bis a la Ley de Ciencia y Tecnología. 

Atentamente.

México, DF, a 13 de diciembre de 2002.— Sen. Enrique
Jackson Ramírez (rúbrica), Presidente.» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTICULO 9 BIS DE
LA LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGIA. 

ARTICULO PRIMERO: Se adiciona el Artículo 9 BIS
de la Ley de Ciencia y Tecnología para quedar como sigue: 

ARTICULO 9 BIS. El Ejecutivo Federal y el gobierno de
cada Entidad Federativa, con sujeción a las disposiciones
de ingresos y gasto público correspondientes que resulten
aplicables, concurrirán al financiamiento de la investiga-
ción científica y desarrollo tecnológico. El monto anual
que el Estado -Federación, entidades federativas y munici-
pios-  destinen a las actividades de investigación científica
y desarrollo tecnológico, deberá ser tal que el gasto nacio-
nal en este rubro no podrá ser menor al 1% del producto in-
terno bruto del país mediante los apoyos, mecanismos e
instrumentos previstos en la presente Ley. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

SEGUNDO. Para dar cabal cumplimiento a esta disposi-
ción, y en atención al principio de subsidiariedad, los
presupuestos de ingresos y egresos del Estado -Federa-
ción, entidades federativas y municipios- contemplarán
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un incremento gradual anual, a fin de alcanzar en el año
2006, recursos equivalentes al uno por ciento del producto
interno bruto que considera el presente Decreto. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.—
México, DF, a 13 de diciembre de 2002.— Sen. Enrique
Jackson Ramírez (rúbrica), Presidente; Sen. Rafael Melgo-
za Radillo (rúbrica), Secretario.

Se remite a la Cámara de Diputados, para los efectos cons-
titucionales.— El Secretario General de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

Se turna a la Comisión de Ciencia y Tecnología con opi-
nión de la Comisión de Presupuesto.

LEY SOBRE LA APROBACION DE TRATADOS
INTERNACIONALES EN MATERIA ECONOMICA

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Y minuta con proyecto de Ley sobre la Aprobación de Tra-
tados Internacionales en materia económica.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.— Presiden-
cia de la Mesa Directiva.

CC. Secretarios de la H. Cámara de Diputados.— Presentes 

Para los efectos legales correspondientes, me permito re-
mitir a ustedes minuta proyecto de Ley Sobre la Aproba-
ción de Tratados Internacionales en Materia Económica. 

Atentamente.

México, DF, a 13 de diciembre de 2002.— Sen. Carlos
Chaurand Arzate (rúbrica),Vicepresidente en Funciones .» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

MINUTA 
PROYECTO DE LEY SOBRE LA APROBACIÓN

DE TRATADOS INTERNACIONALES EN MATERIA
ECONÓMICA 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Esta ley es de orden público y tiene como ob-
jeto reglamentar el artículo 93 de la Constitución General
de la República en materia de las facultades constituciona-
les del Senado de requerir información a los secretarios de
estado, jefes de departamento administrativo así como los
directores de los organismos descentralizados competentes
sobre la negociación, celebración, y aprobación de tratados
relacionados con el comercio de mercancías, servicios, in-
versiones, transferencia de tecnología, propiedad intelec-
tual, doble tributación, cooperación económica y con las
demás materias a que se refiere este ordenamiento cuando
se relacionen con las anteriores. 

Artículo 2. Para los efectos de esta ley se entenderá por
tratados lo establecido por la Ley Sobre la Celebración de
Tratados. 

Estarán de acuerdo con la Constitución General de la Re-
pública respetando: 

I. Las garantías individuales; y 

II. La división de poderes, la distribución de facultades y
las potestades de los órganos representantes del pueblo. 

CAPÍTULO II 

DE LOS OBJETIVOS DE LA CELEBRACIÓN 
DE TRATADOS 

SECCIÓN I 

DE LOS OBJETIVOS GENERALES 

Artículo 3. Para la aprobación de un tratado se observarán
los siguientes objetivos generales: 

I. Contribuir a mejorar la calidad de vida y el nivel de bien-
estar de la población mexicana; 

Año III, Primer Periodo, 13 de diciembre de 2002 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados496



II. Propiciar el aprovechamiento de los recursos producti-
vos del país; 

III. Promover el acceso de los productos mexicanos a los
mercados internacionales; 

IV. Contribuir a la diversificación de mercados; 

V. Fomentar la integración de la economía mexicana con la
internacional y contribuir a la elevación de la competitivi-
dad del país; y 

VI. Promover la transparencia en las relaciones comercia-
les internacionales y el pleno respeto a los principios de po-
lítica exterior de la fracción X del artículo 89 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

SECCIÓN II 

OBJETIVOS PARTICULARES 

Artículo 4. Para la aprobación de un tratado se observará
congruencia con los siguientes objetivos particulares según
proceda: 

I. En materia de solución de controversias: 

a) Otorgar a los mexicanos y extranjeros que sean parte en
la controversia el mismo trato conforme al principio de re-
ciprocidad internacional; 

b) Asegurar a las partes la garantía de audiencia y el debi-
do ejercicio de sus defensas; y 

c) Garantizar que la composición de los órganos de deci-
sión aseguren su imparcialidad; 

II. En materia de prácticas desleales de comercio exterior: 

a) Fomentar la libre concurrencia y buscar las sanas prácti -
cas de competencia; y 

b) Prever y promover mecanismos para contrarrestar los
efectos de las prácticas desleales de comercio de los países
con los que se contrate; 

III. Fomentar el respeto de los derechos de propiedad inte-
lectual; 

IV. Impulsar el fomento y la protección recíproca de las in-
versiones y la transferencia de tecnología, generación, di-
fusión y aplicación de los conocimientos científicos y tec-
nológicos que requiere el desarrollo nacional; 

V. Impulsar la eliminación o reducción de obstáculos inne-
cesarios al comercio que sean incompatibles con la ley y
con los compromisos internacionales; 

VI. Prever que las normas de los tratados consideren las
asimetrías, diferencias y desequilibrios así como las medi-
das correspondientes para compensarlas; y 

VII. Los demás objetivos que correspondan a la naturaleza
del tratado. 

CAPÍTULO III 

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE INFORMACIÓN 
SOBRE LA CELEBRACIÓN 

DE TRATADOS 

Artículo 5. Al inicio de cada periodo ordinario de sesiones,
el Senado, a través de las comisiones competentes, reque-
rirá un informe a las Secretarias de Estado y a cualquier or-
ganismo de la administración pública federal que represen-
te a México sobre el inicio de negociaciones formales de
un tratado. 

El informe contendrá: 

I. Las razones para negociar así como las consecuencias de
no hacerlo; 

II. Los beneficios y ventajas que se espera obtener de la ne-
gociación y la expectativa de cumplir con los objetivos de
esta ley que correspondan conforme al tratado que se pre-
tende celebrar; y 

III. Un programa inicial del proceso de negociación calen-
darizado.

Las comisiones a las que se turne el informe podrán crear,
por cada tratado, una subcomisión plural para dar segui-
miento, proponer acciones legislativas, recabar y obtener
información sobre el estado que guardan las negociaciones,
entrevistar a servidores públicos, representantes de grupos
de interés, peritos o cualquier persona que pueda aportar
conocimientos y experiencia sobre las negociaciones. 
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Artículo 6. Con base en la información sobre el avance de
las negociaciones las comisiones a las que haya sido turna-
do el informe, o en su caso, la subcomisión a la que se re-
fiere el artículo anterior, deberán requerir a las Secretarias
de Estado y a cualquier organismo de la Administración
Publica Federal que represente a México en las negocia-
ciones, con la anticipación necesaria a la fecha determina-
da para la firma del tratado correspondiente, un informe so-
bre el resultado final completo de las negociaciones, y
sobre la forma en que se atendieron los objetivos de esta
ley. 

Asimismo el informe contará con una explicación amplia y
detallada de: 

I. Los beneficios que se obtuvieron en la negociación; 

II. Los alcances de la negociación; 

III. Los compromisos de la negociación; y 

IV. Las normas legales y administrativas que tendrían que
modificarse de acuerdo con el tratado.

Artículo 7. El Senado de la República con base en la in-
formación a que se refiere el artículo anterior y de confor-
midad con los artículos 58 y 59 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, emitirá si lo considera necesario, un
Punto de Acuerdo, relativo al contenido del informe. 

Artículo 8. En el periodo comprendido entre las fases se-
ñaladas en los artículos 5 y 6 de la presente ley, las secre-
tarías de Estado y cualquier organismo de la Administra-
ción Pública Federal encargado de la representación de
México en las negociaciones deberán presentar informes
periódicos con base en el programa inicial al que se refiere
la fracción III del artículo 5, a las Comisiones legislativas
a las que haya sido turnado el informe de inicio de nego-
ciaciones, o en su caso, a la subcomisión correspondiente. 

Las Comisiones, o en su caso la subcomisión, estarán fa-
cultadas para requerir y obtener la información menciona-
da. Podrán allegarse de estudios que realice el personal a su
cargo o los que requieran a las dependencias competentes
del Poder Ejecutivo. 

Las Comisiones, o en su caso, la subcomisión podrán citar
a comparecencia a las y los funcionarios señalados. 

Artículo 9. Para la aprobación de algún tratado ya firmado
deberá someterse al Senado junto con los siguientes docu-
mentos: 

I. Un escrito con todas las acciones administrativas para
aplicar los objetivos que correspondan conforme al tratado
de que se trate; 

II. Una explicación de cómo la aprobación del tratado afec-
tará las leyes y reglamentos de México; 

III. Los rubros que México concedió durante la negocia-
ción; 

IV. La forma en que se cumplirán los objetivos que corres-
pondan conforme al tratado firmado; 

V. La manera en que el tratado cumple con los intereses de
México; y

VI. Las reservas que los países miembros del tratado esta-
blecieron y las razones.

Artículo 10. Para la aprobación a que se refiere el artículo
anterior de la presente Ley, el Senado de la República o en
su caso la Comisión Permanente deberán turnar el tratado
a las Comisiones competentes, en la sesión siguiente a la
fecha en que el Ejecutivo Federal lo haya sometido al Se-
nado. 

CAPÍTULO IV 

DE LA PARTICIPACIÓN DE LOS PODERES 
DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y DE LAS 

ORGANIZACIONES EMPRESARIALES, 
CIUDADANAS Y SINDICALES. 

Artículo 11. Sin distinción alguna los ciudadanos y las or-
ganizaciones empresariales, ciudadanas y sindicales po-
drán emitir su opinión ante el Senado de la República. 

Las comunicaciones entre ciudadanos, organizaciones y las
comisiones correspondientes podrán ser orales en audien-
cia o por escrito. En todo caso serán públicas, salvo dispo-
sición legal en contrario. 

Articulo 12. El Senado de la República, a través de sus co-
misiones, escuchará y tomará en cuenta las propuestas que
le hagan llegar o que presenten los Gobiernos y Congresos
Locales. 
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CAPÍTULO V 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 13. Para el cálculo de los plazos y términos que
fija esta ley se entiende por días hábiles todos los días ex-
ceptuando los sábados y domingos así como los días que
establece el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo. 

Artículo 14. En todo lo no dispuesto por la presente ley se
aplicarán supletoriamente la Ley de Comercio Exterior, la
Ley sobre la Celebración de Tratados y los demás ordena-
mientos que resulten aplicables. 

ARTICULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. La presente ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

SEGUNDO. En el caso de que el Ejecutivo Federal haya
iniciado negociaciones deberá atender el requerimiento de
información en los términos del artículo 5 junto con los
avances de las mismas conforme a las disposiciones apli-
cables del artículo 6 de la presente ley. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores.—
México, DF, a 13 de diciembre de 2002.— Sen. Enrique
Jackson Ramírez (rúbrica), Presidente; Sen. Rafael Melgo-
za Radillo (rúbrica), Secretario.

Se remite a la Cámara de Diputados, para los efectos cons-
titucionales.— El Secretario General de Servicios Parla-
mentarios, Arturo Garita.»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores... ¿Sí
diputado Ildefonso Guajardo?, activen el sonido en la
curul del diputado Guajardo.

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal 
(desde su curul):

Señora Presidenta, dado que se trata de tratados internacio-
nales en materia económica y comercial, solicitar también
que se turne a la Comisión de Comercio.

La Presidenta diputada Beatriz Elena Paredes Rangel: 

Bien diputado, se turnaría entonces a la Comisión de
Relaciones Exteriores y a la Comisión de Comercio.
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